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27 noviembre de 2024



Licenciada
Silvia Navarro Romanini
Secretaría General de la Corte


Estimada señora:

Se remite el informe suscrito por la Máster Yesenia Salazar Guzmán, Jefa a.i. del Subproceso de Modernización No penal, relacionado con el Protocolo de Pase a Fallo para ambos Tribunales de Apelación Civil de San José para procesos unipersonales.

El preliminar de este documento fue puesto en consulta mediante el oficio 1036-PLA-MI(NPL)-2024 en fecha 20 de agosto de 2024, al Tribunal Primero de Apelación Civil del Primer Circuito Judicial de San José y al Tribunal Segundo de Apelación Civil del Primer Circuito Judicial de San José. Mediante copia, también se le solicitó criterio a la Comisión de la Jurisdicción Civil; Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional; Lic. Minor Delgado Sánchez y Licda. Jessica Jiménez Ramírez, jueces gestores en materia Civil y Cobro; Auditoría Judicial; Inspección Judicial y Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones.

Pasado el periodo para la recepción de observaciones, se recibió respuesta de los siguientes despachos:

· Correo electrónico del 29 de agosto de 2024, oficio 351-CACMFJ-JEF-2024 de la Máster Maricruz Chacón Cubillo, directora del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (ver anexo 23).
· Mediante el correo electrónico del 27 de agosto de 2024, se remiten observaciones de los Jueces del Tribunal Primero de Apelación Civil de San José (ver anexo 24).



Atentamente,

Ing. Dixon Li Morales, Subdirector
Proceso Ejecución de las Operaciones



Copias:
· Auditoría Judicial
· Inspección Judicial
· Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones
· Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
· Tribunal Primero de Apelación Civil del Primer Circuito Judicial de San José
· Tribunal Segundo de Apelación Civil del Primer Circuito Judicial de San José
· Comisión de la Jurisdicción Civil
· Lic. Minor Delgado Sanchéz y Licda. Jessica Jiménez Ramírez, jueces gestores en materia Civil y Cobro
· Archivo
Msp 



















27 noviembre de 2024



Ingeniero
Dixon Li Morales, Subdirector
Proceso Ejecución de las Operaciones


Estimado señor:

[bookmark: _Hlk139350281]Se remite el informe, relacionado con el Protocolo de Pase a Fallo para el Tribunal Primero y Tribunal Segundo de Apelación Civil de San José, para procesos unipersonales.

Este informe constituye una guía práctica para facilitar el uso del módulo de pase a fallo por parte de los Tribunales de Segunda Instancia. La obligatoriedad del uso del módulo fue comunicada a las oficinas que utilizan Escritorio Virtual desde la circular 154-2018.

Las observaciones fueron atendidas en el apartado 1.10 del presente informe.


Atentamente, 


Máster Yesenia Salazar Guzmán, Jefa a.i. 
Subproceso de Modernización -No penal 
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1. Antecedentes

1.1. Cuota actual en Tribunales de Segunda Instancia

La cuota de trabajo actual mínima de las personas juzgadoras en materia Civil y Trabajo se fijó en 2017 según informe 1127-PLA-2017, aprobado por Consejo Superior en sesión 85-17 celebrada el 19 de setiembre del 2017, artículo LXXV y como se desprende el informe y del acuerdo se consideraron recursos con voto a partir de un análisis histórico de los recursos terminados estadísticamente por los Tribunales de Apelación a nivel nacional:

“Recomendaciones

De acuerdo al análisis efectuado, se propone las siguientes cuotas de trabajo mínimas para los Tribunales que atienden las apelaciones en materia Civil y Laboral del país:
· Cuota de Trabajo de una plaza de Jueza o Juez especializado en la resolución de apelaciones de la materia Laboral: 21 votos por mes.
· Cuota de Trabajo de una plaza de Jueza o Juez del Tribunal Primero Civil de San José, que conoce recursos de apelación de procesos sumarios, ejecuciones de sentencia, sucesorios, actividad judicial no contenciosa y de procesos cobratorios y monitorios arrendaticios independientemente de la cuantía: 24 votos por mes.
· Cuota de Trabajo de una plaza de Jueza o Juez del Tribunal Segundo Civil de San José, que resuelven apelaciones interlocutorias y de sentencias en procesos ordinarios, abreviados y concursales: 13 votos por mes.
· Cuota de Trabajo de una plaza de Jueza o Juez especializado en la resolución de apelaciones de la materia Civil: 14 votos por mes.
· Cuota de Trabajo de una plaza de Jueza o Juez especializado en la resolución de apelaciones de las materias Civil y Laboral: 17 votos por mes los cuales deben ser proporcionales en complejidad entre las materias.
La organización interna de los Tribunales que atienden Materia Laboral y Materia Civil,  respecto a la distribución y atención de los asuntos se propone seguirla manejando de forma mixta, lo que implica una distribución de los casos entrados de forma igualitaria independientemente del tipo de materia y la especialidad de la persona juzgadora.
- 0 –
Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 1127-PLA-2017, relacionado con el estudio para determinar el rendimiento de trabajo en los Tribunales que atienden las apelaciones en materia Laboral y Civil del país. 2.) En virtud del análisis realizado, conforme las recomendaciones expuestas, se aprueban las cuotas de desempeño mínimas para los Tribunales que atienden las apelaciones en materia Civil y Laboral del país. La organización interna de los Tribunales que atienden Materia Laboral y Materia Civil,  respecto a la distribución y atención de los asuntos se seguirá manejando de forma mixta, lo que implica una distribución de los casos entrados de forma igualitaria independientemente del tipo de materia y la especialidad de la persona juzgadora. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento a la Función Jurisdiccional, de las Comisiones de la Jurisdicción Laboral y Civil, la Dirección de Planificación, para lo de sus cargos. Se declara acuerdo firme.”.

En 2021 se atendió la solicitud de la Comisión de la Jurisdicción Civil de revisar y actualizar esa cuota de trabajo. Se realizó ese análisis para tribunales mixtos (Civil y Trabajo) mediante informe 1084-PLA-MI-2021 aprobado por Consejo Superior en sesión 91-2022 celebrada el 20 de octubre del 2022, artículo LV y se concluyó que la cuota se mantiene en esos tribunales en 17 asuntos terminados por sentencia mensualmente por plaza de Jueza o Juez.

En virtud de que en este informe se detectó que en el caso de los Tribunales Primero y Segundo de Apelación Civil de San José se cierran estadísticamente los recursos el día de la votación con el “por tanto”, sin existir la redacción integral de la sentencia y para evitar confusiones en lo que se pueda interpretar por cada oficina el significado de “votos” a nivel administrativo en la cuota de trabajo, se solicita al Consejo Superior aclarar que a nivel de Tribunales de Segunda Instancia actualmente lo que se mide en el indicador “cantidad de sentencias dictadas por persona juzgadora” corresponde a cantidad de redacciones de votos con número y firmados que generan a su vez un terminado a nivel estadístico.

Es decir, lo que cuenta en la cuota actual por persona juzgadora a nivel administrativo para cálculo de rendimiento son la cantidad de sentencias que la Jueza o Juez informante vote y firme de forma unipersonal o colegiada por mes y no la cantidad de sesiones de votación que realice.

La definición de indicadores responde a que se detecta una actividad crítica cuyo comportamiento se debe monitorear, es por ello que en este momento a nivel de indicadores no existe ninguno que este asociado a la cantidad de sesiones de votación que realicen por mes las Jueza o Jueces ya que eso queda a criterio de los tribunales siempre y cuando les permita alcanzar la cantidad de sentencias mínima solicitada por mes, pese a que conforme al artículo 60.2 del Código Procesal Civil hay resolución cuando se vota; sino que administrativamente se decidió medir la cantidad de recursos terminados estadísticamente, ya que no es sino hasta que el asunto cuenta con la sentencia integral votada y firmada que el asunto puede reportarse como terminado estadísticamente y sale del circulante en trámite de la oficina.

“60.2 Deliberación, votación y redacción de las resoluciones. En los tribunales colegiados la discusión y votación de las resoluciones serán secretas y dirigidas por quien preside. El informante someterá a la deliberación del tribunal las cuestiones de hecho y de derecho. Previa discusión, se procederá a la votación, la que no podrá interrumpirse sino por algún impedimento insuperable. Para que haya resolución es necesario el voto conforme de la mayoría de todos los miembros, sobre cada uno de los puntos objeto de pronunciamiento. Cuando la resolución tenga varios extremos que dependan unos de otros, el haber votado negativamente en los primeros, sobre los cuales haya habido mayoría, no será motivo que autorice al integrante que así hubiera votado para dejar de concurrir con su opinión y voto a la resolución de los demás.

Corresponde al informante la elaboración de la resolución. Cuando no se conformara con el voto de la mayoría, se asignará a otro de los integrantes. Quienes hubieran disentido de la mayoría salvarán su voto de manera razonada, lo cual deberán hacer dentro del plazo para la elaboración. Si el voto disidente no se elabora en el plazo señalado, se tendrá por no puesto de pleno derecho, sin que se afecte lo resuelto.”.

1.1.1. La gestoría Civil en sesión de trabajo del 13 de mayo 2024 solicitó incorporar un indicador adicional para los Tribunales de Apelación Civil y Trabajo, denominado “Cantidad de procesos deliberados y votados”.

Lo anterior, corresponde a un nuevo requerimiento que está en proceso de análisis con el Subproceso de Estadística y la Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones, para evaluar la factibilidad de incorporarlo dentro del proyecto de indicadores automatizados.  Con este indicador se solventa las aclaraciones que deben realizar actualmente las personas juzgadoras en las minutas del equipo de mejora respecto a los votos salvados. Y se contabilizaría los asuntos votamos como solicitan los Tribunales de Apelación Civil de San José.

1.2. El Consejo Superior en sesión 23-2023 celebrada el 21 de marzo del 2023, artículo XLIV, punto 5, respecto al control de pase a fallo en “excel” dispuso:

“Se acordó: (…) 5.) Hacer de conocimiento de la Oficina de Control Interno y del Tribunal de la Inspección Judicial que en adelante en los informes de visitas que realizan a los despachos electrónicos no se exija el control en Excel, sino que los controles deberán ser automatizados conforme a los sistemas judiciales. Lo anterior de conformidad con la política de celeridad y simplificación de trámites que lo indica también expresamente y que fue aprobada por la Corte Plena.”.

1.3. Informe remitido en consulta 412-PLA-MI(NPL)-2023

El preliminar de este documento se remitió en consulta por primera vez mediante oficio 412-PLA-MI(NPL)-2023 al Tribunal de Familia, Tribunal Primero de Apelación Civil de San José, Tribunal Segundo de Apelación Civil de San José, Tribunal de Apelación de Trabajo del I Circuito Judicial de San José, Tribunal de Apelación de Trabajo del II Circuito Judicial de San José y Tribunales de Apelación Civil y de Trabajo de Puntarenas, Cartago,   Heredia, Alajuela, Zona Sur, Guanacaste y Zona Atlántica; así como a Comisión de la Jurisdicción de Familia Niñez y Adolescencia, Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, Comisión de la Jurisdicción Laboral, Comisión de la Jurisdicción Civil, Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Lic. Cristian Martínez Hernández, Juez Gestor Materia de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica, Licda. Lourdes Montenegro Espinoza, Jueza Gestora de la materia de Trabajo, Lic. Minor Delgado Sanchez y Lic. Luis Diego Romero Trejos, jueces gestores en materia Civil y Cobro, Auditoría Judicial, Inspección Judicial y la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones.

Se recibió el oficio 171-CACMFJ-JEF-2023 de parte del CACMFJ quien indicó no tener observaciones (anexo 8). Se recibieron observaciones de parte del Tribunal de Apelación de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José  (anexo 9), del Tribunal Primero de Apelación Civil de San José (anexo 10), el oficio 32-CJL-2023 de la Comisión de la Jurisdicción Laboral (anexo 13), del Tribunal de Apelación Civil y de Trabajo de Alajuela (anexo 14), de la Dirección de Tecnología de la información mediante oficios 951-DTIC-2023  y 957-DTIC-2023 (anexo 15), también remitió observaciones la Auditoría Judicial mediante oficio 677-43-SAO-2023 (anexo 16), de la gestoría civil (anexo 17) y del Tribunal de Familia mediante correo electrónico del 23 de mayo 2023 (anexo 18).
[bookmark: _Hlk168305395]



1.4. El protocolo para el Tribunal de Familia, luego del informe en consulta, se acordó comunicarlo en forma separada de este oficio, como parte del seguimiento.

1.5. Se realizó una sesión de trabajo con el Tribunal Primero de Apelación Civil de San José para mayor comprensión de las observaciones realizadas al oficio en consulta 412-PLA-MI(NPL)-2023. La sesión se llevó a cabo el 25 de mayo 2023. Minuta 439-PLA-MI (NPL)-MNTA-2023 (anexo 19).

1.6. El oficio, ya con los ajustes incorporados, se remitió en consulta nuevamente el 4 de julio 2023 mediante oficio 644-PLA-MI(NPL)-2023, a los Tribunales de Apelación Civil, Trabajo y Familia, así como a las Comisiones jurisdiccionales en esas materias, jueces gestores, Centro de Apoyo, Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones, Auditoría e Inspección Judicial. Se recibieron observaciones de parte del Tribunal Segundo de Apelación Civil de San José mediante correo electrónico del 12 de julio 2023 (anexo 20), del Tribunal Primero de Apelación Civil de San José, mediante correo electrónico del 11 de julio 2023 (anexo 21) y se recibió el oficio 45-CJL-2023 (anexo 22) en donde informan no tener observaciones.




1.7. En una sesión de trabajo sobre el oficio 206-PLA-MI(NPL)-2024, minuta 22-CACMFJ-AGA-MNTA-2024 del 20 de marzo del año en curso, donde se acordó que la Dirección de Planificación: “Convocará una sesión de trabajo posterior, para definir el protocolo de pase a fallo con las personas juzgadoras, DTI, el CACMFJ y la gestoría.”.

Para ello, y de manera que se pudieran conciliar los diferentes criterios, se organizó una sesión de trabajo con personal del Tribunal Primero de Apelación Civil de San José, Tribunal Segundo de Apelación Civil de San José, Dirección de Planificación, Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones , la gestoría y el CACMFJ para el 9 de mayo 2024.

Como resultados de esa sesión se tiene que ambos Tribunales de San José:

· Validaron el protocolo, para registros en el módulo de pase a fallo para asuntos unipersonales.
· Para asuntos colegiados solicitan una mejora, para que cuando se abra la plantilla (el día de la votación), en ese momento, se registre, hora, fecha y número de voto.
· Para asuntos colegiados solicitan se les contabilice como 1 en su cuota de trabajo, desde el momento en que votan, y no como en la actualidad hasta que esté la sentencia integral redactada y firmada. Lo que correspondería a un indicador distinto al que se tiene en la actualidad que es “cantidad de sentencias dictadas por persona juzgadora”.  Por lo que en este informe se incluye la solicitud de un nuevo indicador automatizado.
· Solicitan se les aclare como registrar los votos salvados y si cuentan o no en la cuota de trabajo o bien se lleve el tema a Comisión Civil. Este tema se solventaría con el nuevo indicador solicitado por la gestoría Civil.
· El Tribunal Segundo solicita en el protocolo se diferencie entre el estudio preliminar que hace el juez de trámite cuando asigna al Técnico y al Juez de fondo por turno,  el estudio integral que hace el técnico judicial previo a asignarlo al juez de fondo, y el estudio de fondo de la Jueza o Juez de fondo.

Adicionalmente, el Tribunal Primero informó que ya finalizaron pasar todos los expedientes que tenían en la tarea genérica “Exp. Listo para fallar e ingresar al libro fallo electrónico” a la nueva tarea “Exp. Listo para fallo-apelación Cobro Judicial”, conforme al acuerdo de la sesión de trabajo del 25 de mayo del año en curso, minuta 439-PLA-MI (NPL)-MNTA-2023.

1.8. Para analizar las observaciones planteadas en la sesión del 9 de mayo 2024 por parte de ambos Tribunales de Apelación Civil de San José, se realizó una sesión de trabajo entre la Dirección de Planificación, la gestoría Civil y el Centro de Apoyo. Minuta 401-PLA-MI(NPL)-MNTA-2024, 17 de mayo 2024.




1.8.1. Producto de esa sesión se realizó una consulta a la Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones sobre la configuración actual de la mejora de voto automático.



1.9. Cabe destacar las recomendaciones anteriores emitidas por la auditoría judicial a oficinas civiles, por ejemplo informe 175-22-IAO-SAO-2023, donde se recomendó puntualmente mantener actualizado el módulo de pase a fallo: “Definir un plan de acción con el personal encargado, que permita corregir y revisar periódicamente la información consignada en el libro electrónico y aplicativo de pase a fallo del Escritorio virtual, de tal manera que los datos sean registrados en tiempo y forma, con el debido cuidado de las anotaciones y formatos requeridos, considerando las debilidades expuestas en este informe, a fin de garantizar su confiabilidad y calidad, para un adecuado seguimiento y toma de decisiones.”.

1.10. Informe remitido en consulta 1036-PLA-MI(NPL)-2024

Adicionalmente, fue puesto en consulta mediante el oficio preliminar 1036-PLA-MI(NPL)-2024 en fecha 20 de agosto de 2024, al Tribunal Primero de Apelación Civil del Primer Circuito Judicial de San José y al Tribunal Segundo de Apelación Civil del Primer Circuito Judicial de San José. Mediante copia, también se le solicitó criterio a la Comisión de la Jurisdicción Civil; Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional; Lic. Minor Delgado Sánchez y Lic. Luis Diego Romero Trejos, jueces gestores en materia Civil y Cobro; Auditoría Judicial; Inspección Judicial y Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones.

Se recibieron observaciones por parte del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional bajo el oficio 351-CACMFJ-JEF-2024 mediante correo electrónico del 29 de agosto de 2024 (ver anexo 23) y por parte de los Jueces del Tribunal Primero de Apelación Civil de San José mediante correo electrónico del 27 de agosto de 2024 (ver anexo 24).

En el siguiente cuadro se incluye el detalle de las observaciones recibidas, así como el criterio de esta Dirección:

	




2. Justificación

Como parte Modelo de Mejora Continua institucional, surge la necesidad de comunicar un procedimiento formal o protocolo de pase a fallo que sea aplicable a todos los Tribunales de Segunda Instancia a nivel nacional, de manera que constituya una guía estándar para normalizar y facilitar el uso del módulo de pase a fallo, del reporte de este módulo existente en el SIGMA. Lo anterior, considerando que el módulo es de uso obligatorio para todas las oficinas con Escritorio Virtual a partir de la circular 154-2018 reiterada este año por circular 12-2023 (anexo 4).

Adicionalmente, cada materia ha reiterado a su jurisdicción el uso del módulo, la obligación de certificar mensualmente al Subproceso de Estadística su utilización junto con el informe de inconsistencias si la información coincide entre el reporte generado en SIGMA y el control interno de la oficina, según las siguientes circulares en donde incluso aclaran cuales asuntos son los que se consideran sentencia, resolución de fondo y/o se deben pasar a fallo:

· Materia Civil y Cobro: circular 113-2018, modificada mediante circular 42-2019  (anexo 2) y actualizada mediante circular 230-2022 (anexo 3).

Ligado al uso del módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual está la obligatoriedad del uso de la mejora de voto automático para el correcto registro de la información y evitar inconsistencias en el reporte en SIGMA de este módulo.

Cabe mencionar además que la Contraloría General de la República en el informe número DFOE-PG-0098 (2683)-2020, sobre el oficio DFOE-PG-IF-00002-2020 de Auditoría Operativa sobre la gestión del Poder Judicial, hizo recomendaciones al Poder Judicial que son extensivas a todas las materias entre ellas la 4.5 la cual el Poder Judicial atendió con la implementación del módulo de pase a fallo y el diseño en SIGMA de un reporte que extrae y presenta de forma estándar la información de ese módulo:

“Recomendación 4.5. Diseñar y establecer formalmente la herramienta de “libro de pase a fallo”, con el objetivo de que se cuente con un mecanismo estandarizado para todos los juzgados que facilite el control del cumplimiento de los plazos establecidos (…)”.

	Circular
	Asunto
	Acuerdo Consejo Superior

	113-2018
	Cambios administrativos y operativos que se deberán implementar al entrar en vigencia el nuevo Código Procesal Civil-ver anexo 1
	Sesión 75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, artículo XXXVI

	154-2018
	Sobre la Obligatoriedad de utilizar la mejora en el sistema para “Pase a Fallo” a quienes utilizan la herramienta tecnológica “Escritorio Virtual”-ver anexo 3
	Sesión 96-18 celebrada el 2 de noviembre del 2018, articulo XLVIII

	42-2019
	Se modifica la circular 113- 2018 respecto a los cambios administrativos y operativos que se deberán implementar al entrar en vigencia el nuevo Código Procesal Civil-ver anexo 4
	Sesión 17-19 celebrada el 26 de febrero del 2019, artículo LVII

	230-2022
	Lineamientos sobre resoluciones que llevan número de voto en materia civil y de cobro judicial y que deben de contabilizarse en la respectiva cuota de fallo de las personas juzgadoras de los despachos civiles y de cobro judicial; y, lineamientos sobre el procedimiento para el pase a fallo de los procesos-ver anexo 13
	Sesión 99-2022 celebrada el 15 de noviembre del 2022, artículo LII

	12-2023
	Reiteración de la circular 154-2018 sobre la obligatoriedad de utilizar la mejora en el sistema para “Pase a Fallo” a quienes utilizan la herramienta tecnológica “Escritorio Virtual”-ver anexo 4
	Sesión 102-2022 celebrada el 22 de noviembre del 2022, artículo XLIII



3. Protocolo de Pase a Fallo para proceso unipersonales, Tribunales de Apelación Civil de San José

El proceso para registro de los asuntos que se conocen unipersonalmente no hay inconformidad, sin embargo, para el correcto registro de los procesos colegiados, se requiere de una mejora a nivel informático, por lo que esta Dirección optó por separar el protocolo, uno para procesos unipersonales que iniciaría su aplicación una vez aprobada por el órgano superior y el protocolo para los procesos colegiados que se reserva hasta que se cuente con la mejora informática solicitada en este informe.

A nivel de tareas, en materia Civil Segundo Instancia las tareas autorizadas para el módulo son:
Cuadro 1
[bookmark: _Hlk181716524]Tareas del Módulo de Pase a Fallo, segunda instancia materia Civil
	[bookmark: _Hlk181716440]CODTAREA
	CIVIL-SEGUNDA INSTANCIA
	Plazo (días)
	Fecha inclusión

	PF72
	Exp. Listo para fallo -apelación de autos o resolución interlocutoria
	30
	20-ene-23

	PF73
	Exp. Listo para fallo -apelación por inadmisión
	30
	20-ene-23

	PF74
	Exp. Listo para fallo -apelación sentencia
	90
	20-ene-23

	PF75
	Exp. Listo para fallo -posterior a la audiencia oral de segunda instancia
	15
	20-ene-23

	PF76
	Exp. Listo para fallo -conflicto de competencia
	15
	20-ene-23

	*
	Exp. Listo para fallo-apelación Cobro Judicial
	5
	01-jun-23


Nota *: Esta tarea solo está habilitada para el Tribunal Primero de Apelación Civil de San José

El siguiente diagrama resume el proceso de pase a fallo para ambos tribunales de Apelación Civil de San José.
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Trabajamos por el desarrollo de la administración de justicia                               con proyección e innovación1

Figura 1
Diagrama del Proceso de Pase a Fallo para Tribunales de Apelación Civil de San José, procesos unipersonales
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Fuente: Subproceso de Modernización Institucional no pena
Trabajamos por el desarrollo de la administración de justicia
                                              con proyección e innovación                                                   2
A continuación, se explica el mismo procedimiento diagramado anteriormente, con el detalle de cada uno de los pasos del proceso de pase a fallo, las personas responsables, tareas y ubicaciones en el Escritorio Virtual.


[bookmark: _Hlk134610024]Cuadro 2
Pasos del Proceso de Pase a Fallo para Tribunales de Segunda Instancia, procesos unipersonales
	Paso
	
Actividad

	Responsable
	Ubicación
	Tarea

	1
	El recurso ingresa por el Sistema de Itineraciones y se distribuye al personal técnico judicial.
	Coordinador o Coordinadora Judicial o Juez de Trámite
	Técnico o Técnica Judicial
	Revisar expediente

	2
	La persona técnica judicial es la responsable de revisar los recursos, agregar escritos (actas notificación, disco de pruebas, personas legitimadas, edictos, entre otras), una vez que está listo lo traslada a la Jueza o Juez de Trámite.
	Técnico o Técnica Judicial
	Juez o Jueza de Trámite
	Asignar Juez o Jueza

	3
	La Jueza o Juez de Trámite, realiza un estudio preliminar, o un proyecto de resolución y cuando está listo para fallo, asigna el Juez o Jueza de fondo.
	Juez o Jueza de Trámite
	Jueza o Juez de fondo
	Una de las tareas de pase a fallo cuadro 1

	4
	La persona juzgadora realiza el análisis que corresponda y pueden darse 2 supuestos:
	Juez o Jueza Informante o Promovente
	
	

	4.1
	Si detecta que el asunto no está listo para fallo o no corresponde, elige la opción de motivo de devolución que corresponda en el sistema de Escritorio Virtual y pasa el expediente a la Coordinadora/or Jud.
	Juez o Jueza Informante o Promovente
	Coordinador o Coordinadora Judicial
	Exp. Devuelto sin sentencia se registra libro fallo electrónico

	4.2
	Si todo es correcto y el asunto está listo para fallo, elabora el borrador del proyecto de resolución o sentencia1.

Para diferenciar los asuntos ya estudiados y con proyecto de los pendientes, la persona juzgadora, si desea, puede trasladar el recurso a la tarea “Expediente listo para votación”.
	Juez o Jueza de fondo
	
	

	5
	El personal técnico judicial, hasta en este momento tendría acceso al proyecto en “borrador público”  (ubicación pasiva por la configuración de grupos de trabajo-ubicación pasiva), y “pasa en limpio”, es decir, completa el registro de resolución, el encabezado del proyecto, calidades y le da formato.
El técnico accesa al expediente que se mantiene en la ubicación de la Jueza o Juez en la tarea de pase a fallo.
	Técnica o Técnico Judicial
	
	

	6
	La persona Técnica Judicial asigna el documento para firma de la persona juzgadora.
	Técnica o Técnico Judicial
	
	

	7
	A partir de este momento, el Módulo de Pase a Fallo del Escritorio Virtual, finaliza el conteo del tiempo de duración de pase a fallo del asunto y de manera automática, se llenan las columnas del reporte en SIGMA: número de voto, redactor, fecha de voto y motivo de devolución.
	
	
	

	8
	La Juez o Jueza luego de firmar, devuelve el expediente a la Coordinadora o Coordinador Judicial.
	Jueza o Juez de fondo
	Coordinador o Coordinadora Judicial
	Sentencia dictada -Actualizar libro

	9
	La persona Coordinadora Judicial, en ese momento realiza el cierre estadístico de la carpeta en el sistema.
	Coordinador o Coordinadora Judicial
	
	

	10
	La persona Coordinadora Judicial traslada el asunto al personal técnico judicial.
	Coordinador o Coordinadora Judicial
	Técnico o Técnica Judicial
	Espera actas de notificación

	11
	El tiempo de espera para que las actas de notificación estén listas, una vez transcurrido este plazo, revisa los plazos y si se presentaron escritos. Pueden darse 3 supuestos:
	Técnico o Técnica Judicial

	
	

	11.1
	Si la resolución quedo en firme y el expediente es electrónico, se traslada a la persona encargada de realizar la devolución a la oficina de origen mediante el Sistema de Itineración.
	Técnico o Técnica Judicial

	Persona encargada del sistema de itineración
	Itinerar

	11.2
	Si la resolución quedo en firme y el expediente es físico, se debe remitir a la oficina de origen por correo interno, labor que realiza la persona técnica judicial.
	Técnico o Técnica Judicial

	Persona encargada de correo interno
	Enviar a despacho de origen

	11.3
	Si se presentó adición, aclaración o revocatorias, se pasa a la Jueza o Juez redactor y una vez resueltas esas gestiones y firme la resolución se devuelve el recurso al juzgado de origen.
	Técnico o Técnica Judicial

	Jueza o Juez que corresponda
	Resolver adición, aclaración de resolución emitida ó Resolver revocatoria contra resolución


Nota 1: Se sugiere utilizar un formato como PJ Editor, porque no todas las personas tienen licencia de Word y en el caso del SIGAPJ utilizar Libre Office.

Se aclara que está pendiente definir y estandarizar el proceso de registro de los recursos de casación para Sala Primera o Segunda a nivel estadístico en las Salas y la interacción de las Salas con los Juzgados o Tribunales de Apelación; conforme lo ordenado por el Consejo Superior en sesión 10-2023 celebrada el 07 de febrero del 2023, artículo XXXIII:

“Se acordó: 1) Tener por rendido el informe N° 1161-PLA-MI(NPL)-2022 de la Dirección de Planificación relacionado con el análisis de factibilidad de incrementar la cuantía en materia civil. …2) Avalar las recomendaciones dadas en este informe, dirigidas a este Consejo, por consiguiente, se debe: (…) g) El Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación analizará la forma de trabajo en las Salas de la Corte en cuanto al uso de las carpetas principales y de recursos con la finalidad de generar una propuesta que estandarice y ajuste las formas de trabajo de todas las Salas, procurando fijar el método más eficiente en beneficio de la persona usuaria.”.

4. Protocolo de Pase a Fallo para procesos colegiados, Tribunales de Apelación Civil de San José

El protocolo para los procesos colegiados que se reserva hasta que se cuente con la mejora informática solicitada en este informe, que permita que cuando se realice la sesión de votación, y se genere la plantilla, el sistema incluya la hora, fecha y número de voto.

5. Generalidades

A continuación, se detallan las generalidades que deben considerarse para la correcta ejecución del Protocolo de Pase a Fallo de Segunda Instancia:

Cuadro 3
Generalidades del Protocolo de Pase a Fallo de Segunda Instancia
	#
	Generalidad

	1
	Para la elaboración del borrador del proyecto de resolución, se sugiere que utilicen un formato como PJ Editor que todos tienen disponible y no Word porque hay personas que no tienen este tipo de licencia; sin embargo, dependiendo del sistema que utilicen, como por ejemplo el SIAGPJ se utiliza Libre Office y con el Escritorio Virtual utilizar PJ Editor.
	

	2
	No debe utilizarse la opción que da el Escritorio Virtual de firmar y simultáneamente hacer el cambio de ubicación, ya que eso genera una inconsistencia y el módulo de pase a fallo reportaría el expediente como pendiente indefinidamente.
Deben hacerse los cambios de ubicación y tarea siempre en el Escritorio Virtual y no en el Sistema de Gestión, principalmente cuando se devuelve a trámite para indicar el motivo (la lista de motivos se visualiza en el Escritorio Virtual solamente).
Esta es una recomendación de DTIC, el despacho puede probar si no le genera inconsistencias, puedo realizar el cambio de ubicación simultáneamente con la firma.
	

	3
	La tarea “Exp. Listo para fallar e ingresar al libro fallo electrónico” NO debe utilizarse a partir de la configuración de la mejora de pase a fallo por tareas.
Por lo tanto, las oficinas que aún mantienen expedientes en la tarea “Exp. Listo para fallar e ingresar al libro fallo electrónico” para evitar errores en los registros, deben trasladar los expedientes a la tarea de pase a fallo que corresponda.
Una vez hecho lo anterior, deben desasociar del sistema la tarea “Exp. Listo para fallar e ingresar al libro fallo electrónico” (para que ya no pueda utilizarse) e informar a DTI Regional para que corrobore que se realizó correctamente.
	

	4
	Utilizar la mejora de “Voto Automático”, ya que toda resolución con voto lleva registro de resolución y el consecutivo de los votos será solamente el que genere automáticamente el sistema.  Ver anexo 5
	

	5
	No es necesario el registro de la información en el libro de pase a fallo “Excel” para tribunales de Apelación Civil y Trabajo, conforme al acuerdo del Consejo Superior 23-2023 celebrada el 21 de marzo del 2023, artículo XLIV.  Sin embargo, si es responsabilidad del despacho, mensualmente generar el reporte en SIGMA del módulo de pase a fallo y validad que la información se esté registrando correctamente.  a la información oficial será la que se obtenga del reporte en SIGMA del módulo de pase a fallo.
	

	Acceso al reporte de la información del Módulo de pase a fallo
	

	6
	Para visualizar la información que genera el módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual, existe en el SIGMA un reporte que permite visualizar el número de expediente, fecha de pase a fallo, fecha de devolución, número de voto, la persona que lo pasa a fallo y quién lo devuelve, así como, su ubicación o puesto dentro del contexto de la oficina, incluso la fecha de la firma de la sentencia, y cuenta con contadores de los días que llevan pendiente los asuntos en sentencia, y de los días en que se tardó dictando la sentencia en los que si fueron fallados.

La información que se observa en ese reporte incluye los requerimientos tanto de la Dirección de Planificación, Auditoría Judicial e Inspección Judicial.

El acceso al reporte, que deben utilizar las oficinas se encuentra en SIGMA, carpeta 8 “Informes de control y seguimiento”, y el informe se denomina “Informe de pase a fallo”, tal y como se observa en la siguiente ilustración:

Ilustración 1
Ubicación en SIGMA del reporte Informe de Pase a Fallo
[image: ]
Fuente: SIGMA

	

	Voto Oral
	

	7
	El voto automático permite que al ejecutarse una plantilla de resolución, el sistema de forma automática genere la base del registro de resolución, así como el número respectivo cuando se firma la plantilla.  Por su parte, el voto oral facilita la obtención de números de resolución que serán utilizados al dictarse resoluciones orales que llevan número, durante las audiencias orales.
Una vez firmada el acta que describe el voto oral por la persona juzgadora, el módulo de pase a fallo entenderá que el proceso ya cuenta con el voto respectivo. El expediente debe ser devuelto a la persona coordinadora judicial en la tarea “Sentencia dictada actualizar libro”, esto para el debido registro paralelo en el libro de pase a fallo formato Excel y cierre estadístico de ser necesario.
	

	Ingreso en módulo de pase a fallo una vez celebrada una audiencia por la persona juzgadora
	

	8
	Cuando la persona juzgadora realiza una audiencia, previo a dictar la resolución que corresponda, debe cambiar el expediente de tarea en su buzón, hacer el cambio de la tarea a la que corresponda del módulo de pase a fallo “Exp. Listo para fallar- xxxx” y una vez ahí generar el formato o plantilla y dictar la resolución. Lo anterior, a efectos de que se registre correctamente ese expediente en el módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual y se le contabilice la sentencia dictada a la persona juzgadora.
	

	Asuntos pendientes de dictar sentencia para ser atendidos por personas juzgadoras de apoyo
	

	9
	En caso de sustituciones por vacaciones, incapacidad, permiso con o sin goce de salario el sistema de forma automática asigna los expedientes que tenía el Juez A al Juez o Jueza que sustituye.
De esta forma se realiza el registro en el módulo de pase a fallo del cambio en la persona responsable y documenta la Jueza o Juez que redacta finalmente la sentencia.

Si no se trata de una sustitución sino de apoyo, el Coordinador Judicial únicamente debe hacer un cambio de ubicación en el sistema, mantiene la misma tarea de pase a fallo. El plazo sigue contando desde que se pasó a fallo, independientemente de que la persona juzgadora lo resuelva.
El procedimiento por realizar es:
· Se identifican los expedientes a pasar.
· Se le hace un cambio de ubicación y se le asigna a la persona juzgadora de apoyo, en la tarea “Exp. Listo para fallar-XXXXXXXX” que corresponda (misma que tenía asignada la persona juzgadora titular).
	

	Procedimiento de firma en caso de que falte alguna persona juzgadora que participo en la votación, pero no se encuentra en el Tribunal para la firma (vacaciones, incapacidad, entre otros)
	

	10
	En estos casos, quién asigno las firmas inicialmente procede a desasignar en el sistema la firma de la persona juzgadora que no se encuentra.

En este momento, el documento vuelve a ser editable, por lo que pueden agregar la “Constancia” respectiva y procede a asignar nuevamente el documento a firma para las personas juzgadoras que están presentes.
Es necesario que se agregue la constancia antes de asignar las firmas nuevamente, porque una vez firmado el documento, se genera un archivo en formato PDF que no puede ser editado. De esta forma, en la plantilla se visualizaría la sentencia, la constancia y las firmas, quedando el documento terminado y completo en el acta de notificación.
	

	Cierre estadístico (no procesal) de las carpetas RR
	

	11
	El cierre estadístico de las carpetas de recurso (RR) se realiza hasta que conste en el expediente la sentencia integral firmada por la persona juzgadora o personas juzgadoras (asuntos colegiados).
	

	Régimen disciplinario
	

	12
	Se reitera a los Tribunales de Apelación en materia Civil-Cobro, Trabajo y los Consejos de Jueces la obligación de verificar que no se retrase injustificadamente la redacción final de los votos o sentencias luego de realizada la votación, y que si se retrasa por un tiempo desproporcional se debe someter a la Jueza o Juez informante al régimen disciplinario.
	



6. Recomendaciones

Al Consejo Superior:

6.1. Aprobar el presente informe, que constituye un protocolo o guía de uso del módulo de Pase a Fallo para los Tribunales de Apelación Civil de San José, para procesos unipersonales.  Por el momento ambos tribunales realizaran el registro en el módulo solo de los casos unipersonales, los colegiados se reservan al desarrollo de una mejora.


6.2. Reiterar a los Tribunales de Apelación Civil de San José, la obligación del uso del módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual y de la mejora de voto automático.

6.3. Aclarar a los Tribunales de Apelación Civil de San José, y los acuerdos del Consejo Superior en sesiones 85-17 celebrada el 19 de setiembre del 2017, artículo LXXV y 91-2022 celebrada el 20 de octubre del 2022, artículo LV, en el sentido de que la cuota de trabajo actual y que mide el indicador “cantidad de sentencias dictadas por persona juzgadora” corresponde a cantidad de redacciones de votos con número y firmados que generan a su vez un terminado a nivel estadístico.  Es decir, lo que cuenta en la cuota actual por persona juzgadora a nivel administrativo para cálculo de rendimiento es la cantidad de sentencias que la Jueza o Juez informante vote y firme de forma unipersonal o colegiada por mes y no la cantidad de sesiones de votación que realicen. Lo anterior pese a que conforme al artículo 60.2 del Código Procesal Civil hay resolución cuando se vota; sino que administrativamente se decidió medir la cantidad de recursos con la sentencia integral votada y firmada, momento en el cual el asunto puede reportarse como terminado estadísticamente y salir del circulante en trámite de la oficina.  Para medir las sentencias colegiadas, cuando se vota (incluyendo votos salvados),  la gestoría Civil solicitó un nuevo indicador.

6.4. Reiterar a los Tribunales de Apelación Civil y los Consejos de Jueces la obligación de verificar que no se retrase injustificadamente la redacción final de los votos o sentencias luego de realizada la votación, y que si se retrasa por un tiempo desproporcional se debe someter a la Jueza o Juez informante al régimen disciplinario.

6.5. Reiterar a los Tribunales de Apelación en materia Civil la obligación mensual de generar el reporte del módulo del pase a fallo en el sistema SIGMA dentro de los cinco primeros días de cada mes junto con el informe de inconsistencias, y reportar cualquier inconsistencia al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación.

6.6. Reiterar a los Tribunales de Apelación en materia en materia Civil-Cobro, que no deben utilizar la tarea “Exp. Listo para fallar e ingresar al libro fallo electrónico”, sino las tareas de pase a fallo específicas según la materia, por lo que a más tardar el 1 de setiembre 2024 esa tarea debe estar deshabilitada, siendo responsabilidad del coordinador judicial revisar que no haya expedientes en esa tarea y deshabilitarla en el Escritorio Virtual-Administración-mantenimiento.

6.7. Reiterar las circulares que regulan el uso del módulo de pase a fallo, voto automático y registro correcto de las resoluciones de fondo en los sistemas a saber:

· Materia Civil y Cobro: Circular 113-2018 modificada mediante circular 42-2019 y actualizada mediante circular 230-2022.

6.8. Solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones, incluir dentro del listado de mejoras pendientes y que oportunamente serán priorizadas, el desarrollo de una mejora en voto automáticos, de manera que la hora, fecha y número de voto se generen al momento de generar la plantilla de sentencia correspondiente en el sistema. El desarrollo de esta mejora es condición para el inicio del registro de los votos colegiados en ambos tribunales de Apelación Civil de San José.

Al Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Inspección Judicial, Jueces gestores en materia de Trabajo, Civil, Familia, Pensiones y Violencia Doméstica

6.9. Considerar dentro del seguimiento que realizan a los Tribunales de Segunda Instancia del país, la verificación de que hagan uso correcto del módulo de pase a fallo y la mejora de voto automático conforme el presente protocolo.

A la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones

6.10. Realizar una nueva capacitación de forma urgente e inmediata una vez que entre en vigencia el Protocolo de Pase a Fallo, cuando sea aprobado por el Consejo Superior, para refrescar conocimientos a ambos Tribunales de Apelación Civil de San José, sobre el uso del módulo de pase a fallo por tareas, generación reporte del informe de pase a fallo en Sigma y el uso de la mejora de voto automático (incluido los votos orales) y como se configuran en el sistema las ubicaciones pasivas o grupos de trabajo, con el fin de no generar inconsistencias estadísticas.

6.11. Revisar en los contextos de ambos Tribunales de Apelación Civil de San José,  que tengan configurada la mejora de voto automático con la modalidad de que la hora y fecha del voto se tome de cuando se genera la plantilla y el número de voto hasta que se firme la resolución, que es el que deben utilizar para votos unipersonales.

6.12. Pasar los expedientes que mantengan en la tarea "Adición y Aclaración, Revocatoria” a las tareas “Resolver adición, aclaración de resolución emitida” o "Resolver revocatoria contra resolución" según corresponda, y luego deshabilitar la tarea "Adición y Aclaración, Revocatoria” para no utilizarla en adelante.

A los Juzgados Civiles de Primera Instancia y Juzgados de Cobro

6.13. Tomar nota de que deben de crear una carpeta recurso por cada resolución apelada: Si en un expediente se dictan dos resoluciones diferentes y las dos o más son apeladas, aunque el emplazamiento se dicte en conjunto; debe de crearse una carpeta RR por cada resolución apelada para itinerarlo al Tribunal de Apelación. El tribunal entonces conocerá las apelaciones en carpetas separadas y las registrará individualmente en el módulo de pase a fallo.
En caso de que una misma resolución sea apelada por las dos partes deberá crearse una sola carpeta recurso "carpeta RR" e itinerarla para resolver ambos recursos. En el tribunal atenderá lo pertinente en esa única carpeta y se registrará solo 1 vez en el módulo de pase a fallo.

Al Subproceso de Estadística, Dirección de Tecnología de Información y personas gestoras Civiles

6.14. Analizar la solicitud o un nuevo requerimiento de la gestoría Civil en sesión de trabajo del 13 de mayo 2024, de incorporar un indicador adicional para los Tribunales de Apelación Civil y Trabajo, denominado “Cantidad de procesos deliberados y votados”, como parte del proyecto de indicadores automatizados.

7. Anexos
	Anexo
	Nombre
	Documento

	1
	Circular 113-2018 Cambios administrativos y operativos que se deberán implementar al entrar en vigencia el nuevo Código Procesal Civil.
	


	2
	Circular 42-2019 Se modifica la circular 113- 2018 respecto a los cambios administrativos y operativos que se deberán implementar al entrar en vigencia el nuevo Código Procesal Civil.
	


	3
	Circular 230-2022 Lineamientos sobre resoluciones que llevan número de voto en materia civil y de cobro judicial y que deben de contabilizarse en la respectiva cuota de fallo de las personas juzgadoras de los despachos civiles y de cobro judicial; y, lineamientos sobre el procedimiento para el pase a fallo de los procesos.
	


	4
	Circular 12-2023 Reiteración de la circular No. 154-2018 sobre la obligatoriedad de utilizar la mejora en el sistema para “Pase a Fallo” a quienes utilizan la herramienta tecnológica “Escritorio Virtual”.
	


	5
	En esta imagen se ve el nombre de la plantilla a la izquierda y a la derecha aparece una columna donde indica si el machote tiene la variable de voto automático, tiene que decir “SI”, si está en blanco no está configurado con voto automático, aunque sea un formato de sentencia.
Imagen 1
[image: ]

Una vez seleccionada la plantilla, se despliega el formato como se observa en la siguiente imagen, lo resaltado en gris se completa automáticamente por parte del sistema, lo resaltado en amarillo es la variable de voto automático, por lo que no se debe de borrar (el sistema completa la información una vez se firme el documento por parte la última persona asignada).
	

	
	
Imagen 2
[image: ]

Esta otra imagen, es la platilla que normalmente se utiliza como minuta para votos orales.

Imagen 3
[image: ]

Una vez confeccionada la minuta o plantilla, se solicita el número de voto para la oralidad y aparece tal como se muestra en la imagen.







Imagen 4
[image: ]

	

	6
	Manual de uso del módulo de pase a fallo de la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones
	


	7
	Manual de uso de la mejora de voto automático/oral Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones
	


	8
	Oficio 171-CACMFJ-JEF-2023
	


	9
	Observaciones del Tribunal de Apelación de Trabajo del I CJ SJ
	


	10
	Observaciones del Tribunal Primero de Apelación Civil de San José
	


	11
	Perfil de puesto de Jueza o Juez 5 de Apelación Civil
	


	12
	Perfil de puesto de persona Técnica Judicial
	


	13
	Oficio 32-CJL-2023
	


	14
	Observaciones del Tribunal de Apelación Civil y de Trabajo de Alajuela
	


	15
	Oficios 951 y 957-DTIC-2023
	



	16
	Oficio 677-43-SAO-2023
	


	17
	Observaciones gestoría civil
	


	18
	Observaciones del Tribunal de Familia
	


	19
	Minuta 439-PLA-MI (NPL)-MNTA-2023
	


	20
	Observaciones del Tribunal Segundo de Apelación Civil de San José al oficio 644-PLA-MI(NPL)-2023
	


	21
	Observaciones del Tribunal Primero de Apelación Civil de San José al oficio 644-PLA-MI(NPL)-2023
	


	22
	Oficio Comisión Laboral no tiene observaciones
	


	23
	Oficio 351-CACMFJ-JEF-2024 del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, observaciones del oficio 1036-PLA-MI(NPL)-2024
	


	24
	Observaciones del oficio 1036-PLA-MI(NPL)-2024 Jueces del Tribunal Primero de Apelación Civil de San José
	




Este informe cuenta con las revisiones y ajustes correspondientes de las jefaturas indicadas.
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Observaciones del Tribunal de Apelación de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José  (anexo 19)



Se atienden mediante oficio adicional, considerando las particularidades de este tribunal, que es especializado y además cuenta con la figura de Jueza o Juez de trámite. 







Observaciones del Tribunal Primero de Apelación Civil de San José (anexo 20)



		Página

		Párrafo

		Observación concreta

		Criterio de la Dirección de Planificación



		El tribunal indica que conforme al artículo 60.2 del CPC hay resolución cuando hay votación, y que conforme a esa norma deben darse las fases de: Deliberación, votación, Redacción y validación. Por ello desde la votación se debe asignar hora y fecha al voto. Aclaran también que hasta que se vote el asunto tiene carácter secreto, por lo que el personal técnico no puede tener acceso hasta ya votado el asunto.   

		Con fundamento en el artículo 60.2 del CPC, se aclara el protocolo respecto a la modalidad de voto automático a utilizar, y en adelante,  la hora y fecha del voto en segunda instancia se generará cuando se genere la plantilla y el # de voto hasta que firme el tercer juez en casos colegiados. 



Con esta configuración a nivel del sistema, entonces en el momento en que terminan la votación, se genera una plantilla y en este momento el sistema automáticamente incluye la hora y fecha y genera el registro de resolución donde pueden incluir el, por tanto. 



Una vez finalizada la redacción y las correcciones de ser necesarias, se firma la sentencia y en el momento en que se firma el sistema asigna el # de voto (que es un consecutivo a nivel administrativo) y pasa a estado “terminado” el documento para que proceda a notificarse y cerrar el recurso estadísticamente. 



Con esta forma de configurar el voto automático se resguarda también el carácter confidencial de las etapas de deliberación y votación. 





		En cuanto a los pasos del protocolo que implican a la persona juzgadora generar información o plantillas, indican que conforme al manual de puestos esa no es su labor sino del personal técnico judicial: 

“(…)Finalmente, en los casos en que uno de los compañeros o compañeras votantes no pueda emitir el voto por causa sobreviniente, será el técnico o técnica judicial la llamada a editar el sistema en aras de cambiar el status e incluir la respectiva constancia, y no el juez o jueza informante el que deba hacer el cambio en el sistema como también pretende el Protocolo.  

Lo anterior patentiza una intención ilegal del Protocolo por modificar las cargas de trabajo legalmente asignadas. Tal como se describe en el estudio realizado por el Departamento de Planificación en fecha 06 de mayo de 2022 (399-PLA-MI-MNTA-2022), las funciones administrativas de este tribunal, entre ellas, la inclusión del proyecto de resolución ya votado, la asignación de firmas y medios de notificación, corresponde a la persona técnica judicial, funciones que forman parte de su perfil competencial en este tipo de funciones administrativas (https://ghanalisispuestos.poder-judicial.go.cr/index.php/sistema-de-clasificacion-y-valoracion-de-puestos/manual-de-puestos?start=440) ; lo anterior, debido a las cargas de trabajo que maneja este despacho. “



		El Manual de puestos de la Institución indica que es función de las personas juzgadoras apelación civil (anexo 21) entre otras las siguientes:

· Dictar resoluciones dentro de los plazos legales establecidos.

· Dictar las resoluciones sobre la base de lo solicitado o previsto por la ley.

· Fundamentar las resoluciones que se emitan, al mismo tiempo que sean claras, precisas y concretas.

· Firmar todas las resoluciones escritas que se deriven de su gestión.

· Identificar al tribunal en las resoluciones y actuaciones, así como consignar el lugar, la hora, la fecha, el número de proceso, el nombre de los jueces y el número de resolución, cuando este último requisito sea necesario.

· Comunicar las resoluciones dictadas en audiencia

· Dejar constancia cuando un miembro del tribunal colegiado cuente con algún tipo de imposibilidad para firmar resoluciones.



La sentencia tal y como establece el Código Procesal Civil artículo 61.2 dispone de 3 partes: encabezamiento, una parte considerativa y otra dispositiva o por tanto.  Hay resolución cuando se vota, pero la sentencia es integra hasta que tenga las 3 partes; adquiere firmeza hasta que se notifique y transcurra el plazo de ley.  Por lo que las acciones citadas en el protocolo como generar la plantilla, dejar constancias o incluso si fuera el caso redactar la sentencia integral sin colaboración del personal técnico son parte de la función medular del puesto de Jueza o Juez y por ende el protocolo no incluye cargas de trabajo adicionales, al contrario, estandariza funciones ya desempeñadas por otras personas juzgadoras de la misma categoría. 



“Artículo 61.2 Contenido de la sentencia. Las sentencias deben resolver todos y cada uno de los puntos que hayan sido objeto de debate, no pueden conceder más de lo pedido, salvo disposición legal en contrario y no podrán comprender otras cuestiones que las demandadas; se exceptúan aquellas para las que la ley no exige iniciativa de parte.

Además de los requisitos propios de toda resolución judicial, las sentencias tendrán un encabezamiento, una parte considerativa y otra dispositiva.

El encabezamiento contendrá la clase de proceso, el nombre de las partes, sus representantes y sus abogados.

En la parte considerativa se incluirá:

1. Una síntesis de las alegaciones y pretensiones y mención de las excepciones opuestas.

2. La enunciación, clara, precisa y ordenada cronológicamente de los hechos probados y no probados de importancia para la decisión, con referencia concreta a los medios de prueba en que se apoya la conclusión y de los criterios de apreciación de esos elementos.

3. Un análisis de las cuestiones debatidas por las partes, de las excepciones opuestas y lo relativo a costas, con la debida fundamentación jurídica, con las citas estrictamente indispensables de legislación, jurisprudencia y doctrina que se consideren aplicables.

4. La parte dispositiva se iniciará emitiendo pronunciamiento sobre los incidentes que no pudieron ser resueltos con anterioridad y sobre las excepciones opuestas. Seguidamente, se consignará el fallo en términos imperativos y concretos, con indicación expresa y separada de los extremos que se declaran procedentes o deniegan.

Finalmente, se dispondrá lo que corresponda sobre la repercusión económica de la actividad procesal.

Las sentencias de segunda instancia y casación incluirán un breve resumen de los aspectos debatidos en la resolución impugnada y de los alegatos de los recurrentes”.



Sin embargo, a partir de la observación y forma de trabajo histórica del Tribunal Primero de Apelación Civil y pese a lo indicado en el manual de funciones, se ajustó el protocolo para que sea la persona técnica quién en caso de colaborar con parte de la redacción del voto integral, sea el que asigne a firma el documento y complete el registro de resolución. Solamente se mantiene que sea la persona juzgadora quién genere la plantilla, para asegurar que la resolución lleve la hora y fecha de la votación, tal y como solicita el mismo tribunal. 



		Claro que los sistemas de control administrativo de la producción de resoluciones de los Tribunales son necesarios y convenientes, pero entonces el Protocolo de Pase para fallo deberá ajustarse a la ley, y elaborarse nuevamente, partiendo de las siguientes premisas: 



Uno. Mientras el asunto no haya sido votado, dado el carácter secreto que reviste esta fase, no habrá posibilidad que el juez o jueza informante comparta el proyecto con el personal técnico judicial a fin de incluir el encabezado y demás datos a su cargo.   Por ser contrario a la ley, nos oponemos a un Protocolo que establezca el traslado del citado proyecto -aún no votado- al personal técnico para que inserte los datos generales de la futura resolución.  



		Con fundamento en el artículo 60.2 del CPC, se aclara el protocolo respecto a la modalidad de voto automático a utilizar, y en adelante,  la hora y fecha del voto en segunda instancia se generará cuando se genere la plantilla y el # de voto hasta que firme el tercer juez en casos colegiados. 



Con esta configuración a nivel del sistema, entonces en el momento en que terminan la votación, se genera una plantilla, en este momento el sistema automáticamente incluye la hora y fecha, se genera el registro de resolución donde pueden incluir el, por tanto.   Una vez finalizada la redacción, se firma la sentencia y en el momento en que se firma el sistema asigna el # de voto (que es un consecutivo a nivel administrativo) y pasa a estado “terminado” el documento para que proceda a notificarse y cerrarse estadísticamente el recurso. 



Con esta forma de configurar el voto automático se resguarda el carácter confidencial de las etapas de deliberación y votación. 





		Dos. Una vez que sea votado, el personal técnico judicial le asignará hora, fecha y número de Voto coincidente con la hora y fecha en que ocurrió la votación que dio lugar a la parte dispositiva que debe quedar consignada en el libro o registro de fallos que al efecto debe llevar los registros manuales y tecnológicos del despacho, y computarse como cuota efectiva de trabajo a cargo del ponente. Por ser contrario a la ley, según lo expuesto, nos oponemos a un Protocolo que pretenda asignar la hora, fecha y número de voto hasta el momento en que haya firma del documento por parte de los integrantes del Tribunal.  

Véase además que el citado numeral 60.2 del Código Procesal Civil es una norma que describe el iter de la elaboración de las resoluciones para la generalidad de todos los Tribunales Colegiados, no sólo para los Tribunales de Apelación. Por tanto, tal norma describe dicho iter incluso para las Salas de Casación como ocurre con la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia. No vemos nosotros como se implementará tal protocolo de voto automático a nivel de ese alto Tribunal, sin que tampoco advirtamos nosotros el sustento técnico jurídico para hacer la distinción con el resto de Tribunales Colegiados de la institución, cuando es una misma norma genérica, como el indicado 60.2, la que es aplicación para la TOTALIDAD de los tribunales colegiados, sin distinción de la posición que ocupe en la escala jerárquica de la estructura organizacional de la institución.



		El tribunal realiza la votación con proyecto, la redacción de ese proyecto idealmente debe incluir toda la redacción de la sentencia, como realizan los tribunales mixtos de todo el país y los Tribunales de Apelación de Trabajo de San José y Tribunal de Familia.  Esta práctica garantiza que el plazo entre la votación y la notificación a las partes sea el mínimo posible, ya que luego de la votación solo se requeriría eventualmente hacer ajustes y no la redacción de las partes del voto adicional al, por tanto. 



En lo que respecta a los encabezados incluso el Tribunal debe hacer uso de las plantillas que tiene el sistema, y donde automáticamente se completan sin necesidad de requerir a una persona técnica judicial para esta labor.  Sin embargo, por la forma de trabajo histórica del tribunal y cuando se requiera la colaboración del personal técnico de apoyo, se ajusta el protocolo para que en la fecha de votación el Juez promovente genere la plantilla (para que en ese momento se asigne por parte del sistema la hora y fecha) para el registro de la resolución e incorporación del por tanto tal y como solicita el tribunal.   Luego de finalizada la redacción e incorporadas las correcciones, notas separadas o votos salvados de ser el caso, el personal técnico asigna el documento ya con formato y con el encabezado listo a firmar y se notifica la resolución que llevaría como hora y fecha la de la votación.   



		Tres. Una vez votado el asunto, el personal técnico judicial -no la persona juzgadora- preparará la plantilla con los datos del voto a su cargo -número, hora y fecha, encabezado y parte resolutiva-.  Hecho esto, lo trasladará al juez o jueza informante para que incluya en el momento oportuno la redacción final del voto y lo devuelva al Coordinador Judicial.  Este deberá pasarlo al personal técnico judicial para que lo incorpore en el sistema y habilite la firma de los votantes; en su defecto, pasarlo al juez o jueza votante que dispuso en el Por Tanto poner una nota o salvar el voto con vista en la redacción final del asunto votado.  Y una vez que este último finalice la nota o el voto salvado, lo pasará al Coordinador quien a su vez lo asignará el personal técnico responsable para que incluya la nota dentro del voto que deberán firmar los tres; en su defecto, confeccione dos resoluciones, una con el voto de mayoría y otro con el voto salvado para ser firmadas por los responsables.  Por ser contrario a la ley, nos oponemos a un Protocolo que pretende trasladar a los jueces y juezas cargas de trabajo de naturaleza administrativa en las distintas fases de creación del pronunciamiento, y que por perfil funcional corresponden al personal técnico.  



		La generación de la plantilla a nivel sistema y por funciones del manual de puestos la puede generar tanto la persona juzgadora como la persona técnica judicial de apoyo, por lo que no se está solicitando al personal juzgadora labores que no puedan realizar.   Por el funcionamiento del sistema y para garantizar que la sentencia tenga como hora y fecha la hora y fecha de la votación, es que se requiere que el personal juzgador genere la plantilla e incorpore al menos el por tanto en ese momento. El documento y el registro lo dejan en “borrador público” para que luego el personal técnico les colabore a “pasar en limpio” el documento y se los asigne a firma. 



En el protocolo no se limitará la opción, sin embargo, los tribunales en donde hoy en día la persona juzgadora redacta todo el proyecto sin necesidad del personal técnico judicial debe mantenerse así (por ejemplo, el Tribunal de Apelación de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José).









Observaciones de la Comisión de la Jurisdicción Laboral (anexo 23)



Se atiende mediante oficio adicional, en el protocolo de uso del módulo para tribunales que son competentes tanto en Civil como trabajo. 



Observaciones del Tribunal de Apelación Civil y de Trabajo de Alajuela (anexo 24)



Se atiende mediante oficio adicional, en el protocolo de uso del módulo para tribunales que son competentes tanto en Civil como trabajo. 









Observaciones la DTIC (anexo 25)



Se atiende mediante oficio adicional, en el protocolo de uso del módulo para tribunales que son competentes tanto en Civil como trabajo. 



Observaciones la Auditoría Judicial  (anexo 26)



		Página

		Párrafo

		Observación concreta

		Criterio de la Dirección de Planificación



		(…)“De modo que, las prohibiciones referenciadas se establecen en aras de mantener la independencia funcional y de criterio, por lo que el personal de las auditorías internas en el ejercicio cotidiano y habitual de sus funciones y actividades, deben dirigir sus acciones conforme a minimizar cualquier otro riesgo que implique un compromiso a su imparcialidad u objetividad. Lo anterior, exige que se deba llevar a cabo un análisis y reflexión de la amplia variedad de actividades, circunstancias y relaciones que se mantienen con la administración activa y/o con terceros que puedan influir en el presente o futuro en las decisiones de este órgano de control.

Lo expuesto implica que la Auditoría no realiza observaciones a informes de la administración, ni validaciones a instrumentos de control, ni tampoco es sujeta de atención de recomendaciones de esa naturaleza. 

Ahora bien, lo citado no exime que los estudios realizados por la dependencia a su cargo sean mediante resultados preliminares y/o finales generados, puedan remitirse a conocimiento de esta Dirección y, de detectarse algún riesgo o situación por comunicar, se valorará lo correspondiente dentro de lo dispuesto en los planes, programas de trabajo y demás criterios que regulan nuestra actividad.”

		Se toma nota y se aclara que el reporte en SIGMA contiene los requerimientos solicitados al momento de su creación por las 3 dependencias (Auditoría, Inspección y Planificación). 









Observaciones Gestor Civil (anexo 27)



		Página

		Párrafo

		Observación concreta

		Criterio de la Dirección de Planificación



		Observaciones Gestor Civil, anexo 27
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		No debe utilizarse la opción que da el Escritorio Virtual de firmar y simultáneamente (…)

		 Observación de Forma: Se repite con el punto 2, del cuadro 2.

		Se toma nota, se hace la corrección. 
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		Flujograma

		No se evidencia en el diagrama, la fase de votación del proyecto. La votación que se diseña es aplicable para el trámite escrito, si se quiere propio de la primera instancia. Considero debe de agregarse la variable de votación entendida como la reunión por la cual se decide el resultado de los asuntos en alzada, que desde cierta interpretación del artículo 60.2 del Código Procesal Civil, podría entenderse como el momento en que surge a la vida jurídica la resolución.

Considero importante agregar esa fase y hacer la distinción con la fase de emisión del documento que llevará inserta la resolución. Son dos momentos distintos.

Recomendaciones: Ajustar informáticamente el voto automático para que se genere al momento de la deliberación y votación, reservando ese número para el momento de la emisión del voto. Además, en la circular que así lo respalde ser enfático en el sentido de que si la redacción final del voto se atrasa en un tiempo desproporcional, respecto de la toma del voto automático, se someterá al informante al régimen disciplinario. 



Además, sería recomendable enfatizar en la necesidad de tener un libro de votos de los Tribunales de Apelación donde se registre el momento de deliberación y votación con una indicación general (por ejemplo: se confirma, se revoca, se anula, se modifica, etc) , pues en ese libro anotan el voto de cuando se reúnen a deliberar. También, indicar la facultad del Tribunal de mostrar la parte dispositiva o por tanto a la persona usuaria, aunque la redacción completa se emitirá posteriormente, es una práctica similar a la ejercida por las Salas. 

		Se toma nota y se indica que se procedió a ajustar el protocolo para que se varie la configuración de la mejora de voto automático,  de manera que la fecha y hora se asigne cuando se genere la plantilla y no con la firma del tercero.  Con la firma del tercero solamente se asignara el consecutivo de # de voto.

Respecto al tema disciplinario, se incluye la recomendación 6.3 y dentro de las generalidades del módulo.



En cuanto al libro de votos para llevar el registro de la fecha de votación y el resultado de la misma. Se incluye la recomendación 6.13 para que DTIC valore la posibilidad que en el reporte de SIGMA de pase a fallo se incluya una columna adicional que tome del registro de resolución el resultado que ahí se incluye. 















Observaciones Tribunal de Familia (anexo 28)

Se atendieron mediante oficio en consulta, 575-PLA-MI(NPL)-2024, que incluyó el protocolo específico para  el Tribunal de Familia. 
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Observaciones del Tribunal de Apelación de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José  (anexo 19)
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1.   Observaciones del Tribunal de Apelación de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José  (anexo 19)     Se atienden mediante oficio adicional, considerando las particularidades de este tribunal, que es especializado y además  cuenta con la figura de Jueza o Juez de trámite.          2.   Observaciones del Tribunal Primero de Apelació n Civil de San José (anexo 20 )    
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El tribunal indica que conforme al artículo 60.2 del CPC hay resolución  cuando hay votación, y que conforme a esa norma deben darse las fases  de: Deliberación, votación, Redacción y validación. Por ello desde la  votación se debe asignar hora y fecha al vot o. Aclaran también que hasta  que se vote el asunto tiene carácter secreto, por lo que el personal técnico  no puede tener acceso hasta ya votado el asunto.     Con fundamento en el artículo 60.2 del CPC, se  aclara el protocolo respecto a la modalidad de voto   automático a utilizar, y en adelante,  la hora y fecha  del voto en segunda instancia se generará cuando se  genere la plantilla y el # de voto hasta que firme el  tercer juez en casos colegiados.      Con esta configuración a nivel del sistema,  entonces  en el momento en que terminan la votación, se  genera   una   plantilla   y   en este momento el sistema  automáticamente incluye la hora y fecha   y   genera el  registro de resolución donde pueden incluir el, por  tanto.      Una vez finalizada la redacción   y las  correcciones de  ser necesarias , se firma la sentencia y en el momento  en que se firma el sistema asigna el # de voto (que es  un consecutivo a nivel administrativo) y pasa a  estado “ terminado ” el documento para que proceda a 



image4.emf
Observaciones Trib  SJ.docx


Observaciones Trib SJ.docx
Observaciones del Tribunal Segundo de Apelación Civil de San José, anexo 30



		Pág.

		Párrafo.

		Observación concreta.

		Criterio de la Dirección de Planificación



		6

		Es decir, lo que cuenta en la cuota actual por persona juzgadora a nivel administrativo para cálculo de rendimiento son la cantidad de sentencias que la Jueza o Juez informante vote y firme de forma unipersonal o colegiada por mes y no la cantidad de sesiones de votación que realicen.

		En el cálculo de la cuota se observa una incoherencia entre las funciones que realizan los Jueces y Juezas de Tribunales de Apelaciones, dado que la labor que se desempeña es colegiada en parte y unipersonal en parte, por lo que debe considerarse en cuanto a la productividad todo el trabajo de revisión y estudio de todos los asuntos sometidos a votación. La medición debe tener concordancia entre las labores que se desempeñan y los parámetros o indicadores que se utilizan. El sistema de indicadores es completamente desactualizado.

Debe existir concordancia entre la legislación y los parámetros de medición que se diseñan administrativamente, tampoco corresponde al Consejo Superior hacer aclaraciones sobre los aspectos procesales que rigen la función de los despachos jurisdiccionales, pues esto constituiría una intromisión ilegítima en la independencia judicial. El concepto procesal legislativo de voto es la emisión de la sentencia, con independencia del momento en que se llegue a notificar, es un concepto que no puede ser modificado administrativamente. Tampoco, se está considerando, ni se sugiere que se contabilice las sesiones de votación, sino los votos efectivos y el tiempo en que se efectúan. 

Se hace depender el indicador de la persona juzgadora de la labor que debe realizar la persona técnica judicial una vez votado el asunto. 

No se resuelve la situación de las personas juzgadoras que hubieran participado en la votación, pero por cualquier motivo, no pueden firmar la resolución, conforme lo autoriza y resuelve el artículo 60.2 del Código Procesal Civil. 

		No se solicita en este informe cambio en la denominación jurídica del voto, tal y como se establece en el documento y en el Código Procesal Civil artículo 60.2 del Código Procesal Civil hay resolución cuando se vota; sino que administrativamente se decidió medir la cantidad de recursos terminados estadísticamente, ya que no es sino hasta que el asunto cuenta con la sentencia integral votada y firmada que el asunto puede reportarse como terminado estadísticamente y sale del circulante en trámite de la oficina. Los indicadores no representan el 100% de la funciones del personal, las funciones de cada puesto están detalladas en el Manual de puestos. 

A nivel de indicadores de gestión, se monitorean o controlan aquellas actividades críticas, o que se consideran “cuellos de botella,” es decir, que su no realización en tiempo generan una actividad crítica para el despacho. 



Esta recomendación está dirigida a estandarizar el procedimiento a lo interno del tribunal y la actualización de la información estadística de la oficina como parte del principio de transparencia y rendición de cuentas bajo el que está sometido la Institución.

Para la contabilización también de los votos, la gestoría solicitó un nuevo indicador “Cantidad de procesos deliberados y votados”, el cual está en análisis para su implementación. 



La observación no modifica el contenido de este informe. 



		31-32

		6. La persona juzgadora realiza el análisis que corresponda y pueden darse 2 supuestos:

		La dinámica aquí descrita no corresponde con la forma de trabajo de este Tribunal de Apelaciones, lo que denota claramente la falta de una visita para elaborar un algoritmo apropiado de los pasos que sigue un expediente en este despacho.

No se indica cómo se procede en el caso de emisión de resoluciones interlocutorias de trámite. Tanto las que llevan número como las que no lo llevan. 

En esos casos, el expediente no se devuelve a primera instancia como lo indica el apartado 6.1, ni tampoco se resuelve por el fondo de una vez como lo manifiesta el 6.2, sino que hay un proyecto en circulación que se discute, vota y demás.

No se comparte solamente un proyecto, sino que todo el expediente se traslada en el sistema al siguiente juez que deba realizar el estudio individualmente que le corresponde del asunto. 

El proyecto se circula optativamente en One Drive, Teams o presencialmente, según la dinámica de cada sección, sus integraciones y posibilidades de conectividad del momento, de manera privadamente, para trabajar entre todos sobre la base de esa propuesta. Debe recordarse que ese documento forma parte de la deliberación que es secreta.

La recomendación de hacer un documento privado no es apropiada, porque el trabajo es colegiado.

En el escritorio virtual se usa la opción revisar proyecto de sentencia, que es la labor que se está realizando parcialmente.

		Este informe pretende estandarizar el procedimiento para el correcto registro de la información en módulo de pase a fallo, por eso no se hace mención de resoluciones interlocutorias de trámite. 



A partir de las observaciones de ambos tribunales Civiles de SJ, se acordó emitir un protocolo solo para esos tribunales, y para resoluciones unipersonal.es. Para el registro de las colegiadas queda pendiente el desarrollo de una mejora por parte de DTIC.   







		

		6.1 Si detecta que el asunto no está listo para fallo o no corresponde, elige la opción de motivo de devolución que corresponda en el sistema (ver ilustración 2) y pasa el expediente a la persona Coordinadora

		

		



		

		6.2 Si todo es correcto y el asunto está listo para fallo, el Juez o Jueza Informante o Promovente, elabora el borrador del proyecto de resolución o sentencia. Idealmente este proyecto debe contener la propuesta de sentencia integral: encabezamiento, una parte considerativa y otra dispositiva o por tanto.



En asuntos colegiados, el proyecto lo comparte con las otras dos personas juzgadoras para su revisión y análisis y lo comparte en una carpeta o one drive con acceso solamente de las personas juzgadoras de su sección. 

Se recomienda que el proyecto genere un documento en el EV, en estado “privado”; así solo esa persona juzgadora lo puede ver en el sistema.

Para diferenciar los asuntos ya estudiados y con proyecto de los pendientes, la persona juzgadora,si desea, puede trasladar el recurso a la tarea “Expediente listo para votación”.

		

		



		38

		No debe utilizarse la opción que da el Escritorio Virtual de firmar y simultáneamente hacer el cambio de ubicación, ya que eso genera una inconsistencia y el módulo de pase a fallo reportaría el expediente como pendiente indefinidamente.

Deben hacerse los cambios de ubicación y tarea siempre en el Escritorio Virtual y no en el Sistema de Gestión, principalmente cuando se devuelve a trámite para indicar el motivo (la lista de motivos se visualiza en el Escritorio Virtual solamente).

		

Es necesario hacer simultáneamente el cambio de la ubicación en el escritorio virtual, porque en caso contrario, se crea una ubicación electrónica donde ninguno de los funcionarios participantes pueden darle seguimiento inmediato.

		La recomendación se emite en función de lo indicado por la Dirección de Tecnología de la Información. A nivel de sistema se puede firmar el documento  (el último en caso de resoluciones colegiadas) y luego hacer el cambio de ubicación, o se puede hacer simultáneo.  El tribunal puede hacerle simultáneo mientras el movimiento no le genere inconsistencias a nivel del módulo de pase a fallo; sin embargo, como el tribunal va a iniciar registrando solo los asuntos unipersonales, no van a tener inconveniente. 



La observación no modifica el informe.  



		44

		Adicionalmente, con el fin de estandarizar las tareas para la resolución de adiciones, aclaraciones o resolver revocatorias en los Tribunales de Segunda Instancia que actualmente tiene habilitadas distintas tareas en el puesto de Jueza o Juez, pero que corresponden a tareas que no deben generar alerta ni registro en el módulo de pase a fallo, ya que tampoco se contabilizan en la cuota de las personas juzgadoras se debe

		No explican razón para subestimar y no contabilizar en cuotas y con tipología, otras clases de autos escritos que representan inversión de esfuerzo y tiempo, que inciden sobre ésta. Algunos tendrán tarea o etiqueta, otros no. Tales como admisión probatoria de alzada de 67.2 CPC, A y A, regreso de carpeta al órgano a quo por supuestos de 67.1 CPC o inconstitucionalidad, prevenciones sobre subsanar representación, emplazamientos a salas de la Corte, inhibitorias de sus propios integrantes, desistimientos en alzada y otras varias. No dice nada sobre potenciales autos orales. Ello afectaría la posibilidad de alcanzar la meta esperada o estándar porque la cuota actual de 13 los involucra. Recontar labor esperada de esos autos es importante, aunque incluso se sabe de su resultado a posteriori tras estudio y resolución concreta en ciertos supuestos 



Se omite abordar el caso de nulidades ordenadas que eventualmente sí llevarían número de resolución y por ende si cuentan en la cuota.

		Toda resolución con número de voto se contabiliza en el módulo de resoluciones.  Las que contabilizan en la cuota y tienen asociada una tarea de pase a fallo se registran también en el módulo de pase a fallo. 

Las tareas de pase a fallo en materia Civil, resoluciones que llevan o no número de voto y que cuentan o no en las cuotas de las personas juzgadoras, se diseñaron en conjunto con el Lic. Minor Delgado, Juez Gestor en la materia. Fueron aprobadas además por la Comisión de la Jurisdicción Civil, Consejo Superior y publicadas en la circular 230-22. 



La observación no modifica el informe. 



		

		No se observa en el informe.

		El informe no es claro en indicar si es posible cambiar un expediente de ubicación luego que es pasado a fallo sin que afecte el módulo, por ejemplo:

· Trasladarlo a otro compañero para estudio de proyecto.

· Pasarlo a una tarea de redacción de proyecto para que no se confunda con los demás.

		En el protocolo paso 8, se indicó que no hay cambio de ubicación ni de tarea, el expediente es de acceso a las personas que tenga configurado el Tribunal según “grupo de trabajo”.  Se requiere para que no haya inconsistencias que se pase a fallo y la primera plantilla que se genere y se firme sea la sentencia. 



Si la persona juzgadora redactora; que es la que tiene el expediente, en su buzón en tarea de pase a fallo, debe recordar que una vez asignado está corriendo el plazo de dictado de sentencia, por eso se recomienda no sacarlo de la tarea hasta que se falle. Pero en caso de requerir trasladarlo a otra tarea, lo puede hacer pero el contador del módulo de pase a fallo continua, no “se saca” el expediente del módulo de pase a fallo salvo que se devuelva con o sin sentencia. 



Se recomienda al coordinador solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información capacitación en el uso del módulo de pase a fallo. 



La observación no modifica este informe.  
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		[bookmark: _Hlk168305591]Pág.

		Párrafo.

		Observación concreta.

		Criterio de la Dirección de Planificación



		El tribunal no remitió las observaciones en el formato solicitado, y expone en el documento las consideraciones por las que considera este protocolo no se apega al marco de legalidad. Presentan objeciones respecto al momento en que el sistema incluye en la resolución el número de voto, en el momento en que se cierra estadísticamente y sobre que puede o no contabilizarse como indicador de gestión a las personas juzgadoras. 

		La Dirección de Planificación con este informe estandariza los pasos a nivel sistema para registro de votos y uso de módulo de pase a fallo en el módulo existente en el Escritorio Virtual y que es de uso obligatorio para las oficinas con Escritorio Virtual desde la emisión de la circular 154-2028. Establece como en otras jurisdicciones cuales son los indicadores de gestión, métricas y parámetros de medición conforme al Modelo Mejora Continua Institucional conforme a los acuerdos del Consejo Superior en sesiones 107-16 del 29 de noviembre de 2016, artículo XLIX,  en el cual  se definen los roles y responsabilidades de cada uno de los actores contemplados en el modelo, tales como el rol de los despachos judiciales, la Administración Regional, la Dirección de Planificación y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, que permitan una efectiva gestión administrativa en la ejecución del proceso de mejora continua, producto de los proyectos de rediseño, en aras de asegurar la calidad del servicio público en la administración de justicia de manera sostenible y accesible. 



Dicho modelo fue ampliado y fortalecido mediante acuerdo de Consejo Superior 16-2020 de las nueve horas del veintisiete de febrero del dos mil veinte, artículo LXXIII, en el cual se aprueba oficio 217-PLA-2020, del 12 de febrero de 2020, informe relacionado con las propuestas de mejora en la aplicación del actual Modelo de Seguimiento y Sostenibilidad de proyectos en las oficinas y despachos judiciales, realizado por la Dirección de Planificación.  



Considera esta Dirección que las directrices a nivel estadístico no interfieren en las facultades de las partes o del tribunal a nivel jurídico. 

En virtud de lo anterior, se atendieron las observaciones de los Tribunales y se ajustó el protocolo para que aplique en procesos unipersonales, en procesos colegiados se reserva al desarrollo de una mejora por parte de DTIC, que permita registrar hora, fecha y voto al momento de la votación.  
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Párrafo.



 



Observación concreta.



 



Criterio de la Dirección de Planificación
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Es decir, lo que cuenta en la cuota 



actual por persona juzgadora 



a 



nivel administrativo para 



cálculo de rendimiento 



son la 



cantidad de sentencias que la Jueza o 



Juez informante vote y firme de 



forma unipersonal o colegiada por 



mes y no la cantidad de sesio



nes de 



votación que realicen.



 



En el cálculo de la cuota se observa 



una incoherencia entre las funciones 



que realizan los Jueces y Juezas de 



Tribunales de Apelaciones, dado 



que la labor que se desempeña es 



colegiada en parte y unipersonal en 



parte, por lo q



ue debe considerarse 



en cuanto a la productividad todo el 



trabajo de revisión y estudio de 



todos los asuntos sometidos a 



votación. La medición debe tener 



concordancia entre las labores que se 



desempeñan y los parámetros o 



indicadores que se utilizan. El 



si



stema de indicadores es 



completamente desactualizado.



 



Debe existir concordancia entre la 



legislación y los parámetros de 



medición que se diseñan 



administrativamente, tampoco 



corresponde al Consejo Superior 



hacer aclaraciones sobre los aspectos 



procesales que rigen la función de 



los despachos jurisdiccionales,



 



pues 



esto constituiría una intromisión 



ilegítima en la independencia 



judicial. El concepto procesal 



legislativo de voto es la emisión de 



la sentencia, con independencia del 



momento en que se llegue a 



notificar, es un concepto que no 



puede ser modificado 



a



dministrativamente. Tampoco, se 



está considerando, ni se sugiere que 



se contabilice las sesiones de 



votación, sino los votos efectivos y el 



tiempo en que se efectúan. 



 



Se hace depender el indicador de la 



persona juzgadora de la labor que 



debe realizar la p



ersona técnica 



judicial una vez votado el asunto. 



 



No se resuelve la situación de las 



personas juzgadoras que hubieran 



participado en la votación, pero por 



cualquier motivo, no pueden firmar 



No se solicita en este informe cambio en la 



denominación jurídica del voto, tal y como se 



establece en el documento y en el Código 



Procesal Civil artículo 60.2 del Código 



Procesal Civil hay resolución cuando se vota; 



sino que 



administrativamente se decidió 



medir la cantidad de recursos terminados 



estadísticamente, ya que no es sino hasta que 



el asunto cuenta con la sentencia integral 



votada y firmada que el asunto puede 



reportarse como terminado estadísticamente y 



sale del circ



ulante en trámite de la oficina.



 



Los 



indicadores no 



representan



 



el 100



%



 



de la 



funciones del personal, las funciones de cada 



puesto 



están



 



detalladas en el Manual de 



puestos. 



 



A nivel de indicadores de gestión, se 



monitorean o controlan aquellas actividades 



críticas



, o que se 



consideran



 



“



cu



ellos de 



botella,



”



 



es decir, que su no realiza



ción en tiempo 



generan una acti



vidad 



crítica



 



para el despacho. 



 



 



Esta recomendación está dirigida a 



estandarizar el procedimiento a lo interno del 



tribunal y la actualización de la información 



estadística de la oficina como parte del 



principio de transparencia y rendición de 



cuentas baj



o el que está sometido la 



Institución.



 



Para



 



la contabilización 



también 



de los votos, la 



gestoría 



solicit



ó



 



un nuevo indicador 



“



Cantidad de procesos deliberados y 



votados”



,



 



el cual 



está



 



en 



análisis



 



para su 



implementación



. 



 



 



La observación no modifica el contenido de 



este informe. 



 






1.   Observaciones del Tribunal Segundo de Apelación Civil de San José, anexo 30    


Pág.  Párrafo.  Observación concreta.  Criterio de la Dirección de Planificación  


6  Es decir, lo que cuenta en la cuota  actual por persona juzgadora  a  nivel administrativo para  cálculo de rendimiento  son la  cantidad de sentencias que la Jueza o  Juez informante vote y firme de  forma unipersonal o colegiada por  mes y no la cantidad de sesio nes de  votación que realicen.  En el cálculo de la cuota se observa  una incoherencia entre las funciones  que realizan los Jueces y Juezas de  Tribunales de Apelaciones, dado  que la labor que se desempeña es  colegiada en parte y unipersonal en  parte, por lo q ue debe considerarse  en cuanto a la productividad todo el  trabajo de revisión y estudio de  todos los asuntos sometidos a  votación. La medición debe tener  concordancia entre las labores que se  desempeñan y los parámetros o  indicadores que se utilizan. El  si stema de indicadores es  completamente desactualizado.   Debe existir concordancia entre la  legislación y los parámetros de  medición que se diseñan  administrativamente, tampoco  corresponde al Consejo Superior  hacer aclaraciones sobre los aspectos  procesales que rigen la función de  los despachos jurisdiccionales,   pues  esto constituiría una intromisión  ilegítima en la independencia  judicial. El concepto procesal  legislativo de voto es la emisión de  la sentencia, con independencia del  momento en que se llegue a  notificar, es un concepto que no  puede ser modificado  a dministrativamente. Tampoco, se  está considerando, ni se sugiere que  se contabilice las sesiones de  votación, sino los votos efectivos y el  tiempo en que se efectúan.    Se hace depender el indicador de la  persona juzgadora de la labor que  debe realizar la p ersona técnica  judicial una vez votado el asunto.    No se resuelve la situación de las  personas juzgadoras que hubieran  participado en la votación, pero por  cualquier motivo, no pueden firmar No se solicita en este informe cambio en la  denominación jurídica del voto, tal y como se  establece en el documento y en el Código  Procesal Civil artículo 60.2 del Código  Procesal Civil hay resolución cuando se vota;  sino que  administrativamente se decidió  medir la cantidad de recursos terminados  estadísticamente, ya que no es sino hasta que  el asunto cuenta con la sentencia integral  votada y firmada que el asunto puede  reportarse como terminado estadísticamente y  sale del circ ulante en trámite de la oficina.   Los  indicadores no  representan   el 100 %   de la  funciones del personal, las funciones de cada  puesto  están   detalladas en el Manual de  puestos.    A nivel de indicadores de gestión, se  monitorean o controlan aquellas actividades  críticas , o que se  consideran   “ cu ellos de  botella, ”   es decir, que su no realiza ción en tiempo  generan una acti vidad  crítica   para el despacho.      Esta recomendación está dirigida a  estandarizar el procedimiento a lo interno del  tribunal y la actualización de la información  estadística de la oficina como parte del  principio de transparencia y rendición de  cuentas baj o el que está sometido la  Institución.   Para   la contabilización  también  de los votos, la  gestoría  solicit ó   un nuevo indicador  “ Cantidad de procesos deliberados y  votados” ,   el cual  está   en  análisis   para su  implementación .      La observación no modifica el contenido de  este informe.   
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		Número de Minuta:

		401-PLA-MI(NPL)-MNTA-2024



		Asunto de reunión:

		Reunión Gestoría Civil atención de consultas remitidas por correo electrónico de la Dirección de Planificación el 13 de mayo 2024
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		Fecha

		17 de mayo 2024
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		Jueza Gestora



		Xiomara Garita González

		

		Profesional 2



		Melissa Durán Gamboa

		Dirección de Planificación

		Coordinadora de unidad 3



		Ronald Durán Fallas

		

		Profesional 2
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		III. ASUNTOS TRATADOS





1. Atención por parte de la gestoría de las consultas de la Dirección de Planificación, mediante correo del 13 de mayo 2024. 





		Consulta de la Dirección de Planificación 

		Criterio Gestoría Civil y acuerdos



		1. Con respecto a lo del momento para pasar a fallo el recurso, en todos los restantes tribunales, se registra como pasado a fallo, en el momento en que finaliza la fase de admisibilidad, se le asigna a la persona juzgadora.  En caso de que falte algún trámite, y deban devolverlo al Juez de trámite, para eso el módulo tiene motivos de devolución. Lo anterior, considerando que todos son recursos que llegan para ser resueltos, una vez finalizada esa etapa de “admisión” (revisión de requisitos, entre otros por parte del Juez tramitador y los Técnicos). 

Inclusive considerando que la Ley por lo general establece que los recursos deben ser resueltos en “x” tiempo, y ese tiempo para las partes se les contabiliza hasta la fecha, a partir de que se admite el recurso, y que fueron los que se utilizaron para diseñar las tareas de pase a fallo.

		La gestoría mantiene el criterio de que el pase a fallo de la carpeta (colocarlo en las tareas de pase a fallo), se debe realizar una vez revisada la admisibilidad por parte de los Técnicos y el Juez de trámite en donde existe la figura. El módulo de pase a fallo debe mantenerse, permite que se de trazabilidad a los recursos, como se hacía anteriormente cuando eran los expedientes físicos, que en el momento en que se turnaban a los jueces, se le ponía un sello de “pase a fallo”:



[image: ]



Respecto a este punto el Tribunal Primero de Apelación Civil de SJ no tuvo observaciones, ni para pase a fallo de resoluciones colegiados ni unipersonales. 



El Tribunal Segundo no tiene observaciones cuando se trata de resoluciones unipersonales, pero en las colegiados, explicaron que el juez de fondo realiza previo el estudio del recurso y luego lo asigna ya para votación, sin embargo, la gestoría considera que ese estudio del juez de fondo, es parte del estudio para fallo del expediente, por lo tanto reiteran que se debe pasar a las tareas de pase a fallo en el momento en que el juez de trámite y loes técnicos ya revisaron el recurso y consideran que cumple los requisitos para resolverse por los jueces de fondo.



Incluso las tareas de pase a fallo que se diseñaron para materia civil consideran ese tiempo, incluso la tarea de pase a fallo para apelación de sentencias está configurada a 90 días hábiles, lo que representan 4,5 meses aproximadamente y ya considera ese periodo de estudio previo por los jueces de fondo antes de decidir que esta listo para ir a votación. 



		1. Respecto al artículo 28 CPC que mencionó el Tribunal Primero, ¿ese es el fundamento legal entonces para que la decisión que toman en votación quede registrada en ese momento hora, fecha y # de voto?  ¿Legalmente debería ser así?  Lo que habíamos conversado es que la hora y fecha se consigne al momento de la votación conforme al art. 60, y ya el # de voto al momento de firmar la sentencias.  

Consulto su criterio previo a revisar el tema con DTIC para ver si se puede hacer o se requiere mejora. Porque en ningún otro tribunal se está trabajando así. 

“ARTÍCULO 28.- Forma y firma de las resoluciones

28.1 Forma. En las resoluciones y actuaciones se identificará al tribunal y se consignará el lugar, la hora, la fecha, el número de proceso, el nombre de los jueces y el número de resolución, cuando sea necesario.

Las resoluciones deberán ser fundamentadas, claras, precisas, concretas y congruentes con lo solicitado o previsto por la ley.”

		La gestoría considera que cuando se da la votación, con esa plantilla debería quedar la hora, fecha y # de voto en ese momento. 

Por lo que la Dirección de Planificación consultara a DRIC si con las plantillas actuales se puede configurar así, caso contrario solicitará la mejora correspondiente. 



La gestoría explica, que la molestia de los jueces, es básicamente a nivel de rendimiento de ellos, ellos quieren que se les cuente esa sentencia como parte de la cuota en el momento de la votación. 

Doña Melissa explica que a nivel de indicadores no se miden todas las tareas de un puesto, sino aquellas que dentro del proceso se consideran críticos (cuello de botella), y en este momento el indicado que existe es “cantidad de sentencias dictadas por persona juzgadora”, no cantidad de sesiones de votación realizadas.  El indicador automatizado utiliza los registro de resolución para ese contenido con 3 condiciones: Que el registro de resolución este en estado terminado, que tenga un documento asociado (sentencia) y que ese documento asociado este en estado terminado. 



Considera la gestoría, que como en materia civil, se considera que hay sentencia cuando hay votación, entonces solicitan un nuevo indicador que se llame “Cantidad de procesos deliberados y votados”. Con este indicador se solventaría las dudas actuales en cuanto a como contabilizar los votos salvados a nivel sistema, ya que lo que se contarían son los procesos votados, que sería 1,  indiferentemente de si fue por mayoría o no.

Al respecto doña Melissa revisará el tema con Estadística y DTIC para valorar la manera a nivel sistema de poder crear este nuevo indicador, ya que es un nuevo requerimiento. 



Consideran fundamental mantener el indicador de plazo de redacción de los procesos votados, para ayudarle a los jueces coordinadores a darle un mayor control, y que no se queden expedientes sin la redacción integral de la sentencia, para lo cual en caso de retraso injustificado; el juez coordinador puede abrir el proceso disciplinario de ser necesario. Incluso consideran que se solicite a DTIC como mejora nuevo requerimiento: poder ligar este indicador que ya existe, pero a un recordatorio cada 15 días. 



		

1. Lo del voto salvado, sobre lo que establece la circular 230-22 para nosotros es aplicable a ambas instancias: 

[image: ]

¿Considera usted que el tema deba tratarse diferente en segunda instancia?

		Lo indicado en la circular 230-2022 aplica para primera y segunda instancia. Sin embargo, consideran adecuado incluir un punto adicional como aclaración en el apartado 9, una nueva circular que sustituya la 230-2022:



[image: ]



La gestoría llevará el tema de la actualización a Comisión para aprobación y envío a CS. 

Se aprovechara como recordatorio a las oficinas de la circular 230-22 y su nueva actualización.  





		1. Lo de cuando hacer el cierre estadístico, ya lo habíamos conversado entre nosotros, no alcanzamos a verlo en la reunión, pero que habíamos conversado es que ese es un “control” meramente administrativo y no jurídico, por eso la importancia de estandarizar y cerrar el recurso hasta que tenga la sentencia integral incorporada y firmada. 

		A gestoría mantiene el criterio, de que el cierre de la carpeta a nivel sistema (cierre estadístico) se debe realizar hasta que este incorporada la sentencia integral.





















Nota: Se cuenta con el plazo de tres días hábiles para la presentación de observaciones, en caso de no obtener respuesta dará por aprobada.
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Melissa Duran Gamboa



De: Melissa Duran Gamboa



Enviado el: lunes, 13 de mayo de 2024 08:26



Para: Minor Delgado Sánchez



CC: Yesenia Salazar Guzmán; Marlen Vargas Benavides; Ronald Augusto Durán Fallas



Asunto: Consultas, temas expuestos Tribunales Civiles SJ



Importancia: Alta



SeguimientoSeguimiento: Destinatario Entrega Lectura



Minor Delgado Sánchez Entregado: 13/5/2024 08:26 Leído: 13/5/2024 10:00



Yesenia Salazar Guzmán Entregado: 13/5/2024 08:26



Marlen Vargas Benavides Entregado: 13/5/2024 08:26 Leído: 13/5/2024 08:35



Ronald Augusto Durán Fallas Entregado: 13/5/2024 08:26



Buen día don Minor, resultado de la reunión del pasado jueves con los Tribunales de Apelación Civil de San José, tengo algunas dudas, por lo que le solicito su 



criterio:  



 



1. Con respecto a lo del momento para pasar a fallo el recurso, en todos los restantes tribunales, se registra como pasado a fallo, en el momento en que 



finaliza la fase de admisibilidad, se le asigna a la persona juzgadora.  En caso de que falte algún trámite, y deban devolverlo al Juez de trámite, para eso 



el módulo tiene motivos de devolución. Lo anterior, considerando que todos son recursos que llegan para ser resueltos, una vez finalizada esa etapa de 



“admisión” (revisión de requisitos, entre otros por parte del Juez tramitador y los Técnicos).  



Inclusive considerando que la Ley por lo general establece que los recursos deben ser resueltos en “x” tiempo, y ese tiempo para las partes se les 



contabiliza hasta la fecha, a partir de que se admite el recurso, y que fueron los que se utilizaron para diseñar las tareas de pase a fallo. 



 



2. Respecto al artículo 28 CPC que mencionó el Tribunal Primero, ¿ese es el fundamento legal entonces para que la decisión que toman en votación quede 



registrada en ese momento hora, fecha y # de voto?  ¿Legalmente debería ser así?  Lo que habíamos conversado es que la hora y fecha se consigne al 



momento de la votación conforme al art. 60, y ya el # de voto al momento de firmar la sentencias.   



Consulto su criterio previo a revisar el tema con DTIC para ver si se puede hacer o se requiere mejora. Porque en ningún otro tribunal se está trabajando 



así.  



  



 



“ARTÍCULO 28.- Forma y firma de las resoluciones 



28.1 Forma. En las resoluciones y actuaciones se identificará al tribunal y se consignará el lugar, la hora, la fecha, el número de 
proceso, el nombre de los jueces y el número de resolución, cuando sea necesario. 
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Las resoluciones deberán ser fundamentadas, claras, precisas, concretas y congruentes con lo solicitado o previsto por la ley.” 



 



 



3. Lo del voto salvado, sobre lo que establece la circular 230-22 para nosotros es aplicable a ambas instancias:  



 
 



 



¿Considera usted que el tema deba tratarse diferente en segunda instancia? 



 



 



 



4. Lo de cuando hacer el cierre estadístico, ya lo habíamos conversado entre nosotros, no alcanzamos a verlo en la reunión, pero que habíamos 



conversado es que ese es un “control” meramente administrativo y no jurídico, por eso la importancia de estandarizar y cerrar el recurso hasta que 



tenga la sentencia integral incorporada y firmada.  



 



Gracias de antemano por la colaboración.  



 



 
 



“Este correo electrónico, incluidos los archivos adjuntos, puede contener información confidencial y/o sensible, es para uso exclusivo de la(s) persona(s) o 



entidad (es) a quien(es) se dirige. Si usted no es la parte destinaria, absténgase de realizar cualquier revisión, distribución o copia y comunique la situación de 



manera inmediata a la persona remitente, posteriormente proceda a borrar el mensaje de manera definitiva de su correo y de sus dispositivos”  
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CODTAREA Plazo (dias) Fecha inclus

PF72__|Exp. Listo para fallo -apelacin de autos o resolucién interlocutoria] 30 20-ene-23
PF73__|Exp. Listo para fallo -apelacion por inadmision 30 20-ene-23
PF74__|Exp. Listo para fallo -apelacion sentencia %0 20-ene-23
or75 ‘E:;a::‘;o para fallo -posterior a la audiencia oral de segundg | 20ene3
PF76__|Exp. Listo para fallo conflicto de competencia 15 20-ene-23

*|Exp. Listo para fallo-apelacion Cobro Judicial 5 01jun-23

Nota * Esta tarea solo esta habilitada para el Tribunal Primero de Apelacion Civil de San José
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CIRCULAR No. 230-2022

Asunto: Lincamientos sobre resoluciones que llevan nfimero de voto en materia civil
¥ de cobro judicial y que deben de contabilizarse en la respectiva cuota de fallo de las
‘personas juzgadoras de los despachos civiles y de cobro judicial; , lincamientos sobre <l
procedimiento para el pase a fallo de los procesos.

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAf:
MATERIA CIVIL Y DE COBRO JUDICIAL

QUE CONOCEN.

SE LES HACE SABER QUE:






image5.png

9.3.  En caso de que la redaccion del voto de mayoria salga primero
que la redaccion del voto de minoria, la persona informate que ya emitio su
redaccion pasard el expediente en el EV al juez que tiene pendiente la emision
del voto de minoria, o viceversa.
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I .  INFORMACIÓN GENERAL  


 


Número de Minuta:  40 1 - PLA - MI(NPL) - MNTA - 202 4  


Asunto de  reunión:  Reunión Gestoría Civil atención de consultas remitidas por correo electrónico  de la Dirección de Planificación el 13 de mayo 2024  
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Lugar:  Teams  


Fecha  1 7   de  mayo   2024  


Hora inicio:  13 : 30  Hora final:  1 5 :2 0  


 


I I .  PARTICIPANTES  


 


NOMBRE  OFICINA  Rol   


Minor Delgado Sánchez  CACMFJ  Juez Gestor  


Jessica Alejandra Jiménez Ramírez    Juez a   Gestor a  


Xiomara Garita González   Profesional 2  


Melissa Durán Gamboa  Dirección de Planificación  Coordinadora de unidad 3  


Ronald Durán Fallas   Profesional 2  
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Melissa Duran Gamboa


De: Olger Ovares Cheves


Enviado el: lunes, 27 de mayo de 2024 16:29


Para: Ronny Chaves Alvarez; Melissa Duran Gamboa


CC: Ronald Augusto Durán Fallas


Asunto: RE: Consulta mejora voto automático- acuerdo minuta 401-PLA-MI(NPL)-MNTA-2024


Marca de seguimiento: Seguimiento


Estado de marca: Marcado


Además, a lo anterior,  


 


El firmado electrónico conlleva  


- Aplicación de numero de Voto  


- Aplicación de fecha y hora de Voto  


- Cambio del documento al PDF 


- Notificaciones Electrónicas  


- Cambio de ubicación automático 


- Finalizar expediente de Pase a Fallo   


 


 


Esto tomar en cuenta por si se desea realizar una mejora en sistema.  
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De: Olger Ovares Cheves  


Enviado el: lunes, 27 de mayo de 2024 16:21 


Para: Ronny Chaves Alvarez <rchaves@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Duran Gamboa <mdurang@Poder-Judicial.go.cr> 


CC: Ronald Augusto Durán Fallas <rduranf@Poder-Judicial.go.cr> 


Asunto: RE: Consulta mejora voto automático- acuerdo minuta 401-PLA-MI(NPL)-MNTA-2024 


 


Buenas tardes reciban un cordial saludo  


 


Para la consulta realizada  


 


Que, si la mejora de voto automático pueda asignar la hora, fecha y # de voto en el machote al momento de ejecutar la plantilla. 


 


R/ Esto actualmente no es posible ya que se según el funcionamiento y la configuración del sistema, el sistema solo permite  


 


1. El asignar hora y fecha el sistema cuenta con dos posibilidades en los machotes configurados para este caso.  


1. Que se asigna desde el momento que se ejecuta el documento (Según lo Solicitado) o 


2. Con el firmado de la resolución y este de aplica con el último firme que firme la resolución.  


 


2. El # de voto  


1. Para este caso solo existe la aplicación del número de voto, hasta que el ultimo firmante o Jueces aplique la firma a la resolución.  


 


 


 


 
 


De: Ronny Chaves Alvarez <rchaves@Poder-Judicial.go.cr>  


Enviado el: lunes, 27 de mayo de 2024 15:06 


Para: Melissa Duran Gamboa <mdurang@Poder-Judicial.go.cr>; Olger Ovares Cheves <oovares@Poder-Judicial.go.cr> 
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CC: Ronald Augusto Durán Fallas <rduranf@Poder-Judicial.go.cr> 


Asunto: RE: Consulta mejora voto automático- acuerdo minuta 401-PLA-MI(NPL)-MNTA-2024 


 


Buenos días Olger, me ayudas a revisar la parte técnica para confirmarle a Melissa la viabilidad porfa. 


 


Gracias  


 


 


Ronny Chaves Alvarez 


Coordinador Regional San José :: Subproceso de Gestión de Servicio 


I Circuito Judicial de San José, Edificio Anexo A, piso 2. 


www.poder-judicial.go.cr 


  


 


 


2295-4555 (1055) 


8822-8771 
 


 


rchaves@poder-judicial.go.cr 


 


 


  


 


 


 


De: Melissa Duran Gamboa <mdurang@Poder-Judicial.go.cr>  


Enviado el: lunes, 27 de mayo de 2024 10:32 


Para: Ronny Chaves Alvarez <rchaves@Poder-Judicial.go.cr> 


CC: Ronald Augusto Durán Fallas <rduranf@Poder-Judicial.go.cr> 


Asunto: Consulta mejora voto automático- acuerdo minuta 401-PLA-MI(NPL)-MNTA-2024 


Importancia: Alta 


 


Buen día Ronny 


 


Conforme a lo conversado y en atención a los acuerdos de la minuta 401-PLA-MI(NPL)-MNTA-2024, los Tribunales Primero y Segundo de Apelación Civil de San 


José, solicitan que se les configure el voto automático, pero de manera que cuando se abra la plantilla se le asigne hora, fecha y # de voto en ese momento.  


 


Le consulto, ¿si la mejora actual es posible configurarla de esa manera o se requiere una mejora? 


 


Gracias 
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Saludos,  


 


 
 


“Este correo electrónico, incluidos los archivos adjuntos, puede contener información confidencial y/o sensible, es para uso exclusivo de la(s) persona(s) o 


entidad (es) a quien(es) se dirige. Si usted no es la parte destinaria, absténgase de realizar cualquier revisión, distribución o copia y comunique la situación de 


manera inmediata a la persona remitente, posteriormente proceda a borrar el mensaje de manera definitiva de su correo y de sus dispositivos”  
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Observaciones Recibidas del Informe 1036-PLA-MI(NPL)-2024.docx
1. Observaciones recibidas al informe preliminar puesto en consulta mediante oficio 1036-PLA-MI(NPL)-2024 y criterio técnico de respuesta de la Dirección de Planificación.



1.1. Observaciones del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional bajo el oficio 351-CACMFJ-JEF-2024 mediante correo electrónico del 29 de agosto de 2024, ver anexo 23.

		N°

		Página y párrafo

		Observación de la oficina

		Criterio de la Dirección de Planificación



		6

		0. La gestoría Civil en sesión de trabajo del 13 de mayo 2024 solicitó incorporar un indicador adicional para los Tribunales de Apelación Civil y Trabajo, denominado “Cantidad de procesos deliberados y votados”. 



Lo anterior, corresponde a un nuevo requerimiento que está en proceso de análisis con el Subproceso de Estadística y la Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones, para evaluar la factibilidad de incorporarlo dentro del proyecto de indicadores automatizados.  Con este indicador se solventa las aclaraciones que deben realizar actualmente las personas juzgadoras en las minutas del equipo de mejora respecto a los votos salvados. Y se contabilizaría los asuntos votamos como solicitan los Tribunales de Apelación Civil de San José.

		Esto es para medir el trabajo de la votación de los asuntos y no solamente para votos salvados, pues recordemos que una redacción de la sentencia no necesariamente coincide con el momento de la votación del proceso en alzada, y además la resolución surge, no cuando se redacta la sentencia, sino cuando el asunto es votado, de ahí la importancia de medir -además de las redacciones- los asuntos que han sido deliberados y votados, pues es en ese momento cuando surge a la vida jurídica la resolución, así lo indica el artículo 60.2 del Código Procesal Civil. 



Por otra parte, el tema de votos salvados ya existe una circular que así lo prevé, concretamente la circular 230-2022 aplicable a Primera y Segunda Instancia.



Por ello, con base en el principio del Derecho Administrativo de paralelismo de formas, cualquier cambio en el procedimiento de trasiego de expedientes con voto salvado, debe ser necesariamente mediante circular pues ya existe una circular vigente que regula el tema (230-2022).

		Se comprende lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, efectivamente el indicador se llama “Cantidad de procesos deliberados y votados”, es decir, abarca ambos procesos, no restringe la información a solo los votos salvados.



La observación no modifica el contenido del informe





		Título 3

		Protocolo de Pase a Fallo Asuntos Unipersonales

El proceso para registro de los asuntos que se conocen unipersonalmente no hay inconformidad, sin embargo, para el correcto registro de los procesos colegiados, se requiere de una mejora a nivel informático, por lo que esta Dirección optó por separar el protocolo, uno para procesos unipersonales que iniciaría su aplicación una vez aprobada por el órgano superior y el protocolo para los procesos colegiados que se reserva hasta que se cuente con la mejora informática solicitada en este informe. 

		Favor aclarar, por qué se pide una mejora para el registro de votos colegiados para los Tribunales de Apelación Civil de San José, empero no así, para el pase a fallo electrónico en asuntos colegiados de los Tribunales de Apelación Mixtos Civil y Laboral cuyo protocolo de pase a fallo se lleva en el informe paralelo 1039-PLA-MI-NPL-2024.

		Se aclara que los Tribunales de Apelación Mixtos Civil y Laboral actualmente utilizan la mejora de Pase a Fallo y no ha generado inconformidades. Además, es un Protocolo con la finalidad de estandarizar su uso de manera que constituya una guía para normalizar y facilitar el uso del módulo de pase a fallo.



La observación no modifica el contenido del informe



		14

		Flujograma Paso 5 

		Se generan riesgos de trazabilidad y protección de datos, cuando una persona técnica manipula un expediente que está en la ubicación de una persona juzgadora. El encargado inmediato de la protección de los datos restringidos del expediente judicial es la persona que lo tiene en su ubicación en el Escritorio Virtual.  

Por seguridad informática, en la inclusión de redacciones o encabezado, el expediente debe de estar en la ubicación de la persona que manipula el mismo, es decir, del técnico judicial. Si el sistema de módulo de pase a fallo no lo permite así, debería de acondicionarse, tal y como se ha solicitado en previas ocasiones.

 El sistema debe acoplarse al trámite procedimental y de protección de datos, y no a la inversa. También, debe existir trazabilidad y transparencia del expediente en las ubicaciones. 

Por lo anterior, se solicita aclarar si con la mejora Grupo de Trabajo Ubicación Pasiva, ¿esto se soluciona o no? ¿En qué consiste dicha mejora?, pues el informe no la explica. 

		Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, sin embargo, se debe contemplar que al momento de realizar un cambio de ubicación esto puede generar inconsistencias en el sistema, dado que puede no actualizarse el Módulo de Pase a Fallo cuando la persona juzgadora dicte la sentencia.



Se aclara que con la mejora Grupo de Trabajo Ubicación Pasiva la persona Técnica Judicial que está en el grupo de trabajo puede realizar las modificaciones correspondientes.



La observación no modifica el contenido del informe





		15

		Paso 9. Cierre estadístico

		Se solicita aclarar si no se genera inconsistencia en los Sistemas de tramitación y en SIGMA por cuanto se propone que al expediente se le de cierre con la sentencia firmada, pero estando pendiente las notificaciones, eventuales recursos de revocatoria, y adiciones. Esto último puede tardar incluso de uno hasta dos meses más en el Tribunal, es decir, se estaría dando un cierre estadístico a una carpeta que en recto sentido continúa en trámite.  

		El cierre estadístico de las carpetas de recurso (RR) se realiza hasta que conste en el expediente la sentencia integral firmada por la persona juzgadora o personas juzgadoras (asuntos colegiados).



No debe utilizarse la opción que da el Escritorio Virtual de firmar y simultáneamente hacer el cambio de ubicación, ya que eso genera una inconsistencia y el módulo de pase a fallo reportaría el expediente como pendiente indefinidamente.



La observación no modifica el contenido del informe





		23 y 24

		Procedimiento de Voto Salvado

		En este informe se entiende que es para pase fallo de casos unipersonales, es decir, no existen votos salvados, porque una sola persona juzgadora no podría resolver de forma distinta cuando decide por él mismo, es decir un solo juez no puede salvarse a sí mismo el voto. 

El voto salvado es una garantía de la independencia judicial en órganos colegiados, y no es este el caso. Debe eliminarse este acápite de Votos Salvados para evitar confusiones. 

		Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, se concuerda con lo indicado; el Protocolo de Pase a Fallo es para proceso unipersonales en los Tribunales de Apelación Civil de San José.



Se procede a eliminar el procedimiento de voto salvado indicado en el punto 10 de las Generalidades en la página 21.





		25

		0. Realizar una nueva capacitación para refrescar conocimientos a ambos Tribunales de Apelación Civil de San José, sobre el uso del módulo de pase a fallo por tareas, generación reporte del informe de pase a fallo en Sigma y el uso de la mejora de voto automático (incluido los votos orales) y como se configuran en el sistema las ubicaciones pasivas o grupos de trabajo.



		Favor indicar a la Dirección de Tecnología que esta capacitación recomendada debe darse de forma urgente e inmediata una vez que entre en vigencia este protocolo cuando sea aprobado por el Consejo Superior, pues de lo contrario, los Despachos deberán trabajar el protocolo sin una adecuada comprensión, con el riesgo de generar inconsistencias estadísticas. 

		Se toma nota de la observación brindada por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.



Se ajusta redacción en la página 23, recomendación 6.10:



Realizar una nueva capacitación de forma urgente e inmediata una vez que entre en vigencia el Protocolo de Pase a Fallo, cuando sea aprobado por el Consejo Superior, para refrescar conocimientos a ambos Tribunales de Apelación Civil de San José, sobre el uso del módulo de pase a fallo por tareas, generación reporte del informe de pase a fallo en Sigma y el uso de la mejora de voto automático (incluido los votos orales) y como se configuran en el sistema las ubicaciones pasivas o grupos de trabajo, con el fin de no generar inconsistencias estadísticas.









1.2. Observaciones de los Jueces del Tribunal Primero de Apelación Civil de San José mediante correo electrónico del 27 de agosto de 2024, ver anexo 24.

*Observaciones no se emiten en el formato solicitado

		Observación de la oficina

		Criterio de la Dirección de Planificación



		En su oportunidad, a la hora en que doña Yessenia nos remitió el aludido informe elaborado por ella número 412-PLA-MI(NPL)-2023 le hicimos una serie de observaciones, particularmente en lo relativo a temas de inviabilidad legal de implementar el sistema de voto automático en los términos que ella plantea en dicho documento, que, al leer el documento que ahora ud nos remite advertimos la lamentable vaguedad y poca exhaustividad con que doña  Melissa se refiere a las observaciones que en su momento este Colegio de Apelaciones esbozó. Realmente continuamos con nuestro tortuoso caminar de que se nos piden a nosotros hacer observaciones a los Informes y Propuestas que hace el Departamento de Planificación, sin embargo, luego del análisis técnico jurídico que nosotros hacemos luego no parece que tales observaciones sean seriamente estudiadas porque en efecto, en este nuevo informe del que se nos da audiencia nuevamente con todo respeto para quien lo elabora advertimos una total ausencia de análisis técnico serio a título de réplica o respuesta acerca de lo que en otros momentos y frente a otros informes anteriores que se han referido al protocolo de pase para fallo hemos expuesto hasta la saciedad, lo cual, en todo caso. tampoco pretendemos endilgar como una entera responsabilidad a doña Yesennia si partimos de que lo expuesto fueron objeciones de ilegalidad de un corte puramente técnico jurídico, esto es, más allá de una cuestión estadístico- administrativo que, en principio, es el objeto de reglamentación que persigue la implementación del aludido Protocolo de Pase para Fallo que nos ocupa.

	Ante ello y bajo el entendido de que el presente es un documento que directamente está dirigido a su persona, don Dixon, y demás personeros que componen la Jefatura de esta Dirección, bueno es insistir en las objeciones de INVIALIDAD LEGAL QUE AÚN PERSISTE EN LA PROPUESTA DE PROTOCOLO que, a pesar, del cambio cosmético que  propone doña Yessenia en el sentido de que si bien asiente en un Tribunal de Apelación que "DESDE UN PUNTO DE VISTA LEGAL" hay resolución en el mismo momento en que el asunto es VOTADO, ella persiste en hacer una distinción arbitaria e inadmisible dsede un punto de vista legal en relación a que habría una distinción entre la existencia de tal resolución desde un punto de vista jurídico -que losería como se dijo en el mismo momento en que el asunto es votado como dice la ley- frente al conteo y registro de tal resolución "desde un punto de vista administrativo" en que "para efectos de cuota de trabajo" de cada Juez se contaría la mentada resolución hasta que haya redacción integral de ésta y firma de todos los jueces en el memorial, lo cual es contrario a la ley (crf artículo 60.2 del Código Procesal Civil), a lo cual nos oponemos vehemente, en tanto que, por razón de validez legal en tanto como usted sabrá LA VALIDEZ DE CUALQUIER PARÁMETRO DE EVALUACIÓN DESEMPEÑO ESTÁ SUJETO A QUE ÉSTE SEA CONFORME AL ORDENAMIENTO JURÍDICO POR NO CONTRAVENIR UNA NORMA DE RANGO SUPERIOR. Esta cuestión de inviabilidad legal del protocolo de pase para fallo propuesto se la intentamos explicar a los personeros del Departamento de Planificación con quien, como dice doña Melissa en su informe, sostuvimos una sesión de trabajo el pasado 9 de mayo del presente año. e ingenuamente pensamos que el asunto había quedado claro, pero al parecer no fue así.

	En efecto, al determinar el cierre estadístico de la Carpeta del recurso de Alzada en un Tribunal de Apelación Colegiado hasta que el último de los jueces del Tribunal estampe su firme en el caso de resoluciones dictadas en Tribunales de Apelación, sigue persistiendo una razón de ilegalidad en la propuesta como pasamos a explicar.

	En mérito de lo expuesto y como presumimos que doña Melissa probablemente no tuvo oportunidad por sus múltiples ocupaciones de examinar con atención lo que hasta la saciedad ha sido expuesto por nosotros en su oportunidad, entonces nos parece conveniente exponerle a ud nuevamente las líneas generales de nuestra posición al respecto. En este cometido nos proponemos demostrar que el Protocolo propuesto, no resiste un examen de legalidad y viabilidad jurídica desde el punto de vista del iter que dicta el legislador costarricense en materia de formación de la resolución judicial en Tribunales de Apelación, al menos en lo que atañe a los Tribunales de Segunda Instancia de la materia civil que se rigen al efecto por lo que dispone el Código Procesal Civil 



A) Para acometer tal análisis, a título de contexto, debemos asentar en primera instancia los siguientes postulados técnico-jurídicos.

1) La propuesta de estandarizar un sistema de pase para fallo en los términos propuestos, es un acto que, más que un acto administrativo concreto o con efectos jurídicos concretos para un destinatario individualizado, pretende tener un alcance normativo general porque se dirige de manera indiscriminada a regular un iter de manera genérica para la totalidad de los Tribunales de Segunda Instancia que utilizan el sistema de Escritorio Virtual. Este punto es importante porque entonces estamos ante una propuesta administrativa de corte externo y general que, en los términos de los artículos 120 y 121 de la Ley General de la Administración Pública (en adelante LGAP), tiene la naturaleza y contenido de un reglamento interno de organización, porque su contenido es el propio de un reglamento interno de orden y servicio para los Tribunales de Apelación del país, sea, se trata propiamente de un decreto de alcance normativo en los términos del aparte 2 del artículo 121 de la LGAP.

2) Bajo la premisa de que tal Protocolo propuesto tiene tal vocación reglamentaria, su legalidad y viabilidad jurídica está supeditada a que satisfaga los filtros de validez que prescribe la ley, en tanto, en materia de actos realizados por la Administración señorea el Principio de legalidad administrativa que prescribe el artículo 11 de la citada Ley, puesto que no debe perderse de vista que la Administración debe actuar siempre y en todo momento sometida al ordenamiento jurídico, y, ciertamente las normas reglamentarias deben sujetarse necesariamente a las reglas y principios que regulan los actos administrativos en general según reza el aparte 2 del artículo 6 de la Ley General de la Administración Pública

3) En esta línea argumentativa, la validez de tal propuesta de protocolo reglamentario, está supeditada a que satisfaga los requisitos de validez formal y sustancial que exige la ley para los actos administrativos, particularmente los de corte reglamentario, en tanto, bien es sabido, sólo son válidos los actos administrativos que se conformen sustancialmente con el ordenamiento jurídico según la relación de los numerales 128, 158, 165, 166 y 167, todos estos de la LGAP. 

4)Entre tales aspectos de validez, por supuesto, la viabilidad jurídica de una tal propuesta normativa está supeditada a que satisfaga el presupuesto de competencia del órgano que lo adopta o emite según reza el artículo 129 de la LGAP. Y, ciertamente, en tal materia, debe tenerse presente que hay expresa reserva de ley en materia de conferimiento de la competencia que tienen los órganos o entes públicos para poder adoptar actos administrativos, sobre todo cuando en ello haya ínsito el ejercicio una potestad de imperio (cfr artículo 59 LGAP), como ocurre como esta propuesta de Protocolo que implica una reglamentación de los Tribunales de Apelación del país en el desempeño de su quehacer.

4) Desde esta perspectiva, un Protocolo de esta naturaleza no puede provenir de un Departamento netamente técnico y consultivo como lo es el Departamento de Panificación del Poder Judicial, cuál es un órgano técnico que nada más tiene un carácter auxiliar técnico pero cuyos dictámenes apenas tienen un carácter de auxilio técnico no vinculante ni siquiera para los órganos del Poder Judicial con poder de decisión y dirección, como entre otros, lo son el Consejo Superior en las materias de su competencia legal y, la Corte Plena, también en los ámbitos de su competencia legal. Menos aún, un protocolo emitido por tal Departamento, vincula en modo alguno al órgano jurisdiccional en el ejercicio de la labor de interpretación de una norma legal en tanto esté de por medio el principio de garantía constitucional de independencia judicial del Juez.

5) Siempre dentro de esa línea argumentativa, un Protocolo de Pase a Fallo, dado su pretensión reglamentaria por su alcance general para la generalidad de los Tribunales de Segunda Instancia del país, para que tenga potencia normativa alguna debe ser objeto de la aprobación por parte del órgano competente a lo interno de la estructura y organización del Poder Judicial. En esta lid, debe recordarse que no es el Consejo Superior el órgano competente para un cometido tal, porque dicho órgano carece de potestad reglamentaria según la relación de los incisos 16 y 21 del artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en tanto la ley le reconoce a éste órgano apenas una potestad de iniciativa o de propuesta reglamentaria, en tanto de manera expresa, el único órgano con potestad para emitir un Protocolo reglamentario tal es la Corte Plena conforme a los incisos 2) y 7) del artículo 59 de ese mismo cuerpo legal.

6) En esta tesitura, contestamos este informe sobre la base de que es apenas una propuesta SIN NINGUNA POTENCIA NORMATIVA NI VINCULANCIA ALGUNA AÚN para los operadores jurídicos, al menos en lo que hace a los funcionarios que desempeñamos su quehacer en los Tribunales de Apelación. En tanto, para que ello ocurra, un protocolo tal debe sufrir el trámite correspondiente en Corte Plena para que lo plasme, si fuere del caso, en Acuerdo de Corte Reglamentario que además debe sufrir el trámite de publicidad pertinente hacia la ciudadanía porque según luego diremos, afecta negativamente el interés público de las partes y la ciudadanía en general de acceso al contenido de lo que resuelven los tribunales de justicia.

7) Por supuesto además, desde un punto de vista sustancial ya que no sólo formal en términos del órgano competente para adoptar una propuesta reglamentaria tal, dicho protocolo debe sufrir el tamíz de su conformación o no con una norma de rango superior como lo es una norma de ley, según la jerarquía de las fuentes del ordenamiento jurídico que prescribe el artículo 6 de la Ley General de la Administración Pública. De esta manera, es claro que el contenido de un acto o decreto reglamentario no puede contradecir, derogar ni ser contrario u oponerse al contenido que prescribe una norma de rango superior como lo es la ley ordinaria de modo que tampoco es irrestricta o arbitraria el ejercicio de la potestad reglamentaria de los entes y órganos públicos, lo que claramente también vale para la Corte Suprema de Justicia.

8) Tal es el celo del ordenamiento en procurar la tutela de esa regularidad jurídica entre las diferentes fuentes normativas según su jerarquía, que, en lo que hace a la independencia judicial de los funcionarios que administran justicia, el legislador establece la específica prohibición de aplicar decretos, reglamentos, acuerdos y otras disposiciones que sean contrarias a cualquier otra norma de rango superior, según prescribe el inciso 2) del artículo 8 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.



B) Análisis técnico jurídico del Protocolo de Pase para Fallo propuesta. Su inconformidad con la ley ordinaria.

	Para contextualizar el análisis de lo propuesto, vale reseñar lo que dispone el legislador en cuanto al iter de formación de una resolución judicial en un tribunal colegiado. En efecto, según la previsión de los artículos 60.1 y 60.2 del Código Procesal Civil, el indicado iter está conformado por el siguiente orden lógico: 

a) Deliberación

b) Votación

c) Redacción

d) Validación.

	Por su parte, también como premisa de análisis hay que tener en cuenta el punto de estructura y contenido de la una resolución judicial, particularmente en lo que hace a la distinción entre la PARTE CONSIDERATIVA, que es donde el órgano jurisdiccional se explaya en el análisis de las cuestiones de hecho y de derecho que son fundamento para su decisión, y la PARTE DISPOSITIVA, que es propiamente la declaración de voluntad que el órgano jurisdiccional adopta como decisión para resolver la cuestión sometida a su conocimiento.

	Al efecto, sin ánimo de ser exhaustivos, hay que tener una precisión conceptual de cada uno de esas fases en la elaboración de la resolución, lo cual hacemos como sigue:



A) Deliberación: Es la fase lógica donde el Tribunal en reunión secreta emprende la discusión, sea el examen detenido de la cuestión objeto de decisión, en donde cada uno de sus integrantes expone lo que a su criterio son las ventajas e inconvenientes de un asunto, esto es, en donde se emprende la discusión de los argumentos a favor y en contra, en relación con cada uno de los puntos objeto del debate: hechos, pretensiones, excepciones, etc, todo lo cual ocurre bajo la dirección por quien preside.

B) Votación: Es una fase lógica que, dentro del iter lógico descrito es un posterius a la deliberación que habría habido entre los miembros del Colegio. Esto es así porque la votación no es más que el resultado lógico del contenido que hubo habido de la deliberación que hubiesen tenido los Jueces, en tanto, antes de votar los integrantes primero deliberan, es decir, en primer término discuten sus puntos de vista, y no es sino luego de tal discusión que proceden a votar el asunto, cada quien según su leal saber entender y sobre la base del respeto absoluto del principio de independencia judicial de cada uno de los integrantes.  Ahora bien, esta votación puede resolverse en dos posibilidades. O bien, el tribunal acuerda o adopta una decisión conforme a la ley, en cuyo caso, se dice que el asunto o expediente está o quedó “votado”, o, por el contrario, entre sus miembros no hay acuerdo entre sus miembros, caso en el cual se da el fenómeno de la discordia que regular el artículo 60.3 del Código Procesal Civil. 

C) Redacción: Una vez votado, excepción hecha del fenómeno de discordia que dispone el artículo 60.3 del Código Procesal Civil en que no hay todavía propiamente una resolución, luego procede la fase de la redacción de lo resuelto por el Tribunal. Dentro del iter lógico que venimos comentando, la redacción es la fase en que el órgano jurisdiccional explaya hacia el exterior por medio de la escritura ( por supuesto en el marco de resoluciones escritas) la decisión interna adoptada conforme a lo deliberado y votado. De este modo, la redacción es el instrumento formal por medio del cual la Cámara hace recognoscible hacia las partes, los terceros y la ciudadanía en general la declaración de voluntad en que consiste la decisión que hubo adoptado en la fase de deliberación y votación. 

D) Validación: Implica el acto de aprobar, autenticar, autorizar, esto es la conformidad de los y las miembros del tribunal que votaron el proyecto con su redacción final, el cual, en el caso de las resoluciones escritas, se manifiesta con el acto de la firma física o electrónica del documento.

	

	A la sazón, siempre dentro de este afán de precisión conceptual, claramente puede verse que las fases A) y B) supradescritas, implican una fase que sucede en un puro nivel interno en los integrantes del Colegio, porque es el proceso en que se resuelve la formación interna de la voluntad de ciencia y conocimiento en que consiste la decisión que adopta el Tribunal. Por el contrario, las fases C) y B) ocurren en un ámbito externo, en tanto implican el mecanismo de EXTERIORIZACIÓN de aquella declaración de voluntad en que consiste la decisión adoptada por los Jueces que integran el Colegio, en modo tal que aquella decisión adoptada por el órgano jurisdiccional pero que aún está en el fuero interno de sus integrantes, se hace luego recognoscible exteriormente en lo que hace a las partes del proceso, a los usuarios y, en general, para la ciudadanía en general. 

	Ha sido necesario establecer toda esta descripción para examinar la temática del aludido “PROTOCOLO DE PASE PARA FALLO” que propone el presente Informe en análisis, frente a lo que dice la ley tocante al momento en que en un caso concreto existe YA una decisión o votación adoptada por un Tribunal Colegiado.

	El tema de cuándo o en qué fase ello sucede, tiene implicaciones no sólo desde el punto de vista jurídico en el proceso sino además en cuanto al alcance del principio de publicidad procesal y el derecho a la información a que tienen derecho las partes y la ciudadanía en general, el cual está regulado a nivel de norma legal en el Código Procesal Civil a título de principio general en el artículo 2.10, pero que en realidad tiene un alcance incluso constitucional.

	En efecto, la relevancia de la determinación del momento en que ya “hay decisión” por parte de un Tribunal, es relevante porque, de las aludidas fases de elaboración de la resolución judicial TAN SÓLO la deliberación y votación son las únicas que están cobijadas por el secreto conforme así lo disponen los artículos 50.6 y 60.2 del Código Procesal Civil.  

	Y según lo demarca la ley de manera expresa, en nuestra legislación procesal civil, hay decisión de un Tribunal Colegiado, es decir, hay “ASUNTO VOTADO”  y, por tanto “decidido” DESDE EL MISMO MOMENTO en que sus integrantes, o, al menos, la mayoría éstos, alcanzan un acuerdo sobre el tema o cuestión que es objeto de pronunciamiento. A esto se refiere el aludido numeral 60.2 en su párrafo primero cuando en forma textual indica: “Para que haya resolución es necesario el voto conforme de la mayoría de todos los miembros, sobre cada uno de los puntos objeto de pronunciamiento.”. Por supuesto, que esa decisión YA adoptada se refleja en el “POR TANTO” o parte dispositiva de lo resuelto, y ello abstracción hecha de que luego se DIFIERA para un momento posterior la fase de redacción integral y validación de lo resuelto.

	Este punto es crítico y medular para entender la cuestión. Desde un punto de vista técnico, conforme a la ley, YA HAY FALLO en el mismo momento en que el asunto QUEDÓ VOTADO. Y si bien, podría no haber redacción integral de lo resuelto aún, ese asunto ya votado, cuya declaración está contenida en el “por tanto”, no está ya cobijado por el secreto del proceso y, por tanto, debe ser ya consignado en el libro o registro de fallos para que tanto las partes y la ciudadanía en general conforme a la ley puedan tener acceso a su contenido, aún y cuando, esté pendiente la redacción y firma del pronunciamiento en cuestión. Recuérdese que conforme al citado numeral 2.10 del Código Procesal Civil, la regla general es que el proceso es de conocimiento público, salvo que la ley disponga lo contrario de manera expresa. Así, en esta materia no cabe interpretación extensiva porque está de por medio el derecho constitucional de los justiciables al acceso a la información y publicidad del proceso, y, ciertamente, como se dijo, de las fase de elaboración de la resolución una vez ya deliberado y votado el asunto, las partes tienen ya el derecho a acceder y conocer el contenido de lo decidido por el Tribunal en lo que hace al menos a la parte dispositiva o “por tanto” del fallo o pronunciamiento adoptado. 

	Incluso, la temática de la fuerza normativa del “por tanto” de una resolución, aún y cuando esté pendiente su redacción integral, es un tema que hasta la Sala Constitucional ya ha desarrollado, para lo cual pueden examinarse, entre muchos, el voto número 08170 del año 2004, los Votos número 12025 y 15965, ambos del año 2006, el número 05802 del 2011 y el 07248 del año 2020 de ese alto Tribunal Constitucional en lo que hace a la fuerza normativa de los “POR TANTOS” de sus resoluciones aún cuando no esté elaborada la redacción integral del fallo.

	En este cometido, conforme a la ley, en materia de resolución en Tribunales Colegiados una vez concluida la votación, YA HAY DECISIÓN, de modo que su redacción y posterior validación son tan sólo actos materiales que son POSTERIORES a la decisión ya adoptada por el órgano jurisdiccional, y en esta confusión en la que AÚN AL DIA DE HOY y luego de tantas advertencias que los suscritos hemos hecho al respecto parece incurrir el Protocolo que se pretende instaurar que parte de la idea, en total confrontación con lo que dice la ley, de que hay decisión o pronunciamiento hasta que la resolución está redactada e incluso firmada por los integrantes del Tribunal, en tanto, PARA EFECTOS ADMINISTRATIVOS SE DIFERIRÍA EL CIERRE ESTADÍSTICO DE LA CARPETA Y, POR TANTO, EL CONTEO DE LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ PARA EFECTOS DE EVALUACIÓN DE DESEMPEÑO HASTA QUE OCURRA LA REDACCIÓN INTEGRAL Y FIRMA POR PARTE DE TODOS LOS INTEGRANTES DEL TRIBUNAL, lo cual es inviable legalmente por cuanto dicho parámetro sería contrario a lo que dicta la ley.

	Así entendido, mientras que para la Ley YA HAY RESOLUCIÓN CON FECHA Y NÚMERO DESDE UN PUNTO DE VISTA TÉCNICO JURÍDICO, para Planificación, la resolución existiría "para efectos administrativos" HASTA QUE ESTÉ REDACTADA Y FIRMADA POR TODOS LOS JUECES lo cual es abiertamente arbitrario por ser contrario a la ley una inconsistencia tal frente a una norma de rango superior que dice otra cosa. Todo lo contrario, según la ley, como se viene diciendo, JURÍDICAMENTE YA HAY DECISIÓN POR PARTE DEL TRIBUNAL DESDE EL MOMENTO EN QUE EL ASUNTO QUEDA VOTADO según los términos supra descritos. POR TANTO, cualquier parámetro administrativo de evaluación debe ajustarse a ese predicado legal por ser norma superior, de modo que tanto el cierre estadístico de la carpeta como el conteo del voto del Juez para efectos de su cuota de trabajo y evaluación de desempeño debe coincidir con el mismo momento de hora y fecha en que el asunto fue votado, aunque aún esté pendiente su redacción integral y firma.

Así, el indicado Protocolo de Pase para fallo propuesto para los Tribunales Civiles no tiene sustento legal alguno, conforme a lo que actualmente dicta la Ley. Para un sustento legal tal, sería necesaria una reforma legal de lo que dispone el tantas veces citado artículo 60.2 del citado Código Procesal Civil, en el sentido de que tendría el legislador que decir de manera expresa que “existe resolución” en un Tribunal Colegiado “hasta que conste la firma de la totalidad de sus integrantes”, pero ciertamente ello no es lo que actualmente dicta la norma legal.   

	Por supuesto que, debemos insistir en que si bien el proyecto de informe sometido a escrutinio parece apuntar a que únicamente se valide el procedimiento allí propuesto de pase a fallo unipersonal, reservando para un momento posterior el del pase a fallo colegiado, acorde a la recomendación de inclusión de un nuevo instrumento en el sistema que habilite un nuevo indicador que diga “Cantidad de procesos deliberados y votados”, insiste, contrario a nuestra reiterada oposición resumida en el recuento histórico que allí se incluye, en deslindar la parte administrativa de la legal, insistiendo a través de una recomendación dirigida al Consejo Superior, para que este órgano valide o refrende el protocolo administrativo creado y dirigido a evaluar el rendimiento mensual de las personas juzgadoras de apelación, con pautas contrarias a la normativa legal de rango superior, situación tajantemente prohibida por el ordenamiento patrio.



Veamos.   En el punto 1.1, páginas 4 y siguientes, se dice según transcripción en lo conducente: “En virtud de que en este informe se detectó que en el caso de los Tribunales Primero y Segundo de Apelación Civil de San José se cierran estadísticamente los recursos el día de la votación con el “por tanto”, sin existir la redacción integral de la sentencia y para evitar confusiones en lo que se pueda interpretar por cada oficina el significado de “votos” a nivel administrativo en la cuota de trabajo, se solicita al Consejo Superior aclarar que a nivel de Tribunales de Segunda Instancia actualmente lo que se mide en el indicador “cantidad de sentencias dictadas por persona juzgadora” corresponde a cantidad de redacciones de votos con número y firmados que generan a su vez un terminado a nivel estadístico.



Es decir, lo que cuenta en la cuota actual por persona juzgadora a nivel administrativo para cálculo de rendimiento son la cantidad de sentencias que la Jueza o Juez informante vote y firme de forma unipersonal o colegiada por mes y no la cantidad de sesiones de votación que realice.



La definición de indicadores responde a que se detecta una actividad crítica cuyo comportamiento se debe monitorear, es por ello que en este momento a nivel de indicadores no existe ninguno que este asociado a la cantidad de sesiones de votación que realicen por mes las Jueza o Jueces ya que eso queda a criterio de los tribunales siempre y cuando les permita alcanzar la cantidad de sentencias mínima solicitada por mes, pese a que conforme al artículo 60.2 del Código Procesal Civil hay resolución cuando se vota; sino que administrativamente se decidió medir la cantidad de recursos terminados estadísticamente, ya que no es sino hasta que el asunto cuenta con la sentencia integral votada y firmada que el asunto puede reportarse como terminado estadísticamente y sale del circulante en trámite de la oficina.” 



Y luego, en el acápite de Recomendaciones al Consejo Superior, se le solicita:



6.1. Aclarar a los Tribunales de Apelación Civil de San José, y los acuerdos del Consejo Superior en sesiones 85-17 celebrada el 19 de setiembre del 2017, artículo LXXV y 91-2022 celebrada el 20 de octubre del 2022, artículo LV, en el sentido de que la cuota de trabajo actual y que mide el indicador “cantidad de sentencias dictadas por persona juzgadora” corresponde a cantidad de redacciones de votos con número y firmados que generan a su vez un terminado a nivel estadístico.  Es decir, lo que cuenta en la cuota actual por persona juzgadora a nivel administrativo para cálculo de rendimiento es la cantidad de sentencias que la Jueza o Juez informante vote y firme de forma unipersonal o colegiada por mes y no la cantidad de sesiones de votación que realicen. Lo anterior pese a que conforme al artículo 60.2 del Código Procesal Civil hay resolución cuando se vota; sino que administrativamente se decidió medir la cantidad de recursos con la sentencia integral votada y firmada, momento en el cual el asunto puede reportarse como terminado estadísticamente y salir del circulante en trámite de la oficina.  Para medir las sentencias colegiadas, cuando se vota (incluyendo votos salvados),  la gestoría Civil solicitó un nuevo indicador.“





	Es menester advertir que una disposición meramente administrativa, aun cuando haya sido previamente validada por el respectivo órgano administrativo, no podrá nunca ir contra el contenido de una norma de rango superior legal que disponga lo contrario, deviniendo en ese caso su inaplicabilidad por lo dispuesto en el numeral 8 inciso 2) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, estando en ese caso el funcionario judicial autorizado para no aplicarla.   Veamos por qué.  Dado que el numeral 60.2 del Código Procesal Civil de 2018 dispone que habrá resolución cuando el asunto colegiado sea votado, ningún parámetro administrativo de evaluación podrá apartarse de esa variable con fines administrativos.  Ergo, si las personas juzgadoras tenemos como principal función ejercer la jurisdicción a través del dictado de resoluciones judiciales, y en el caso de quienes integramos el Tribunal de Apelación Primero Civil de San José, resolver los recursos contra los pronunciamientos emitidos en primera instancia, y en el caso de los asuntos colegiados, la ley procesal es clara en definir el momento jurídico en que habrá resolución, esto es, cuando el asunto sea votado con la emisión de la hora, fecha, número y Por Tanto, el órgano administrativo deberá utilizar ese parámetro como el único válido para definir la cuota de trabajo mensual asignada por mes.   En concreto, NO PODRÁ condicionar la evaluación del rendimiento mensual a que la resolución ya surgida a la vida jurídica como resultado de la votación, sea de previo redactada y firmada, porque estas dos actividades de validación jurisdiccional se ubican en una etapa posterior a la votación y consecuente surgimiento de la resolución, que es en esencia la función jurisdiccional que la Constitución Política nos asignó en concreto.



	Parece que la autora del proyecto del informe sometido a consulta presupone que el indicador “Cantidad de sentencias dictadas por persona juzgadora” alude al expediente con el asunto votado, redactado y firmado por las personas juzgadoras.  Nada más alejado de la realidad.  Una cosa no lleva a la otra.  Su abordaje revela una importante deficiencia en la labor interpretativa acorde a la evidencia adjunta.  El indicador administrativo “sentencias dictadas” debe ser coherente con la disposición legal; no al revés.  El uso de esos vocablos tan sólo evidencia que la respectiva resolución haya sido dictada, lo que ocurre es que, a partir de 2018 con la reforma procesal, para no ir más atrás, el concepto de sentencia o resolución dictada debe engarzarse necesariamente con el numeral 60.2 y este nos dice que el mentado acto jurídico procesal existirá una vez el asunto sea votado, momento en el que se emitirá la hora y fecha, número y Por Tanto.  Así las cosas, nunca podría hacerse coincidir “sentencias dictadas” con “resoluciones votadas, redactadas y firmadas”, porque la ley va en otra dirección.  De nuevo, que existan actos administrativos anteriores con ese enfoque, no significa que debamos atenderlos si violentan groseramente el bloque de legalidad, como parece ocurrir en este caso.



	A lo sumo, PODRÁN utilizarse dos criterios, un primero vinculado a la cantidad de asuntos votados como generadores de resoluciones judiciales, y un segundo vinculado al momento en que la redacción y firma de los asuntos votados sea insertado en el sistema, en el entendido que para efectos del conteo del rendimiento mensual el único utilizable será el de la votación, coherente con la pauta legal de rango superior, sirviendo el segundo criterio, a lo sumo, como insumo para prevenir y detectar anomalías temporales en la finalización de la etapa de fallo, susceptibles para el eventual inicio de un procedimiento disciplinario.  



	Por supuesto que bajo estas consideraciones, los suscritos aquí firmantes estamos en total desacuerdo con la implementación del Protocolo así dispuesto, sin perjuicio, que los suscritos en modo alguno nos oponemos antes bien, aplaudimos por su necesidad y conveniencia, la existencia de sistemas de control administrativo de la producción de resoluciones de los Tribunales, pero entonces todo protocolo de Pase para Fallo que apunte en esa dirección debe respetar el principio de legalidad y jerarquía normativa (artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública) y en esa lid, ajustarse al artículo 60.2 del Código Procesal Civil, por ser una norma de rango superior. 

	En los términos planteados, dejamos contestada la audiencia otorgada para los fines pertinentes.

		En atención a las observaciones brindadas por los Jueces del Tribunal Primero de Apelación Civil de San José se aclara que el Protocolo de Pase a Fallo solo contempla asuntos unipersonales, viene a regular su uso de manera estándar que constituya una guía para normalizar y facilitar el uso del módulo de pase a fallo



Con respecto a la firma colegiada no procede en este protocolo, en virtud que no se establece una guía para el proceso de firma colegiados. El protocolo para los procesos colegiados se reserva hasta que se cuente con la mejora informática solicitada en este informe, que permita que cuando se realice la sesión de votación, y se genere la plantilla, el sistema incluya la hora, fecha y número de voto.



Se incluye la respectiva aclaración al inicio del informe donde se señala cuál es el alcance del documento










image9.png
Ingresa el recurso al sistema de itineraciones y
la_Coordinadora o Coordinador Judicial* lo
distribuye 2l personal téenico judicial para.
revisar expediente.

Tarea: Revisar expediente

La Jueza 0 luez de Trémite hace ¢ estudio
preliminar lo remite a la persona juzgadora de
fondo por tumo,

Ubicacién: Juez o lueza que corresponda
Tarea: elegir la tarea exclusiva de Pase a Fallo

Se revisa el asunto por el personal téenico
judicial  (estudio integral) y  agrega
escritos — Detecta que esta listo para fallo
ylo traslada a la Jueza o Juez de Trarmite,

*En el Tribunal Segundo. se recibe e
expediente por tineracion y se asigna al luez

de Tramite, y es e luez Tramitador quién PF72_[op.Ustopar fallo -apeacionde auos o reovcéninerionutony 30| 20anes

asigna el “Técrico Responsable” y pasa 2l 972 o, Usto pra oo -apelacon or maamsion %0 [ oewn

pasn 773 Jop.Usto pra o -speaconsemenca %0 [ woenens
. xp. Usto pra fallo -posteror 3 a audenca oral s segunc N

Tarea: Asignar juez o jueza *75 lnsanc G QIR & ikd

7776 o Usto pra oo -confctode competenca 5 | ween

*Jo. Usto ara e apelcon Cobro il s [ oruns





image10.png
andlisis de fondo.

Jueza o Juez realiza el

“ o0

i todo esté correcto para fallar, la persona juzgadora elabora un borrador del proyecto de resolucion. faeaimente este
proyecto debe contener ia propuesta de sentencia integral: encabezamiento, una parte considerativa y otra dispositiva o por

A parti de este momento, de manera
automatica, el médulo de Pase a Fallo del
EV. da por finalizado e conteo de tiempo
Ge duracién de pase 2 fallo de ese asunto
¥ llena las columnas del reporte en SIGMA
Ge niimero de voto, redactor, fecha de voto
y motivo de devolucién.

Getecta que el asunto no esté listo para fallo 0 no corresponde lo devuehve 2 la persona
Coordinadora Judicial para que se actualice &l médulo de pase 2 fallo

Tarea: Exp. Devuelto sin sentencia se registra libro fallo electrénico. Elige la opcion de
motivo de devolucitn que cormesponda en el sistema de Esaitorio Virtual (ilustracion 2)

La persona Téenica ludicial asigna el
documento para fima de la persona
juzgadora.

Al obtener la firma de las persona
juzgadora  autométicamente  al
documento se le generard el nimero
de voto y pasa a estado *tenminads’
(no moificable)

La persona coordinadora judicial, le pasa el
expediente 2 la persona encargada para su

devolucién al despacho de origen © lo
devsehe 2 la luezalez de wamite si
corresponde,

e&\ técnico judicial hasta en este momento tendria
acceso al proyecto en “borador publicd’ por la
configuracién de grupos de trabajo-ubicacion
pasiva). y “pasa en limpio’. es decir. completa el
registro de resolucién. el encabezado del
proyecto, calidades y le da formato. No hay
cambio de ubicadén i de tarea para no alterar la
informacién registrada en el moédulo de pase a
fallo.





image11.png
La persona juzgadora luego de firmar
Gewshe ¢ epedente a 2 persona
Coordinadora ludicial

La  persona  Coordinadora
ludicial actuzliza en  este
momento realiza el cieme
estadistico

La persona Coordinadora Judicial lo
traslada al Téenico o Técnica que
corresponda

Tarea: Espera actas de nofificacion

Tarea: Sentencia dictada - Actualizar libro

 origen por el Sistera de fineracion™

Vo S o 3 W s o e s ene o b o ~
o e e e R

Cooranaderaior Iud
@ Si hay expediente fisico:
Ubicadion: Técnico Judicial
Enviar a despacho dk

Si se presents adicion. aclaracién o revocatorias se pasa a la Jueza o Juez
redactor y una vez resueltas esas gestiones y fime la resoludien se
devuehve el recurso al juzgada de origen

Ubicadion: Juezz o Juez

Tarea: *Resolier adicidn, acizracién de resolucién emitid ¢
revocatoria contra resolucidrt

‘Resalver

Una vez listas las actas. el Téenico o
Técrica revisa los plazos y si se
presentaron escritos de alaracién o
adicién o revocatorias.

Una vez firme |2 resolucion o traslada
a la Coordinadora o Coordinador
Judicial. Tarea: Itinerar





image12.png
[ -

e N T o

| 163 Defensa revisidn Capets.
- ye— [eps— s
5 nttrs . R,
5 et s P o e—— —
5 agacin it e s | P | Cooindde —
cm. P er—— ——
Rp—
P — p—
-Mmﬁ, T T
[y—
e ¥ Informe Estadistico - Consoldado de Audiencis Wieb Inteligence.
5301 Ifores s E4364160% || 3 | e Estadtco-raant Ao g Expednte Web Inteligence.
510 s T 520 | 9 o Gt - osoniodde e i Tl [
900 s s | | o st s Mo o o —
159 0. nformes de Inconsstencas Estad ¥ Informe Estiatéges - Crclante Poblacién Indigens Web Inteligence.
© o st totios | | Wame Estioes- s Acves P
— Y [P — ¥ o
i B o st - ookos ot o e Ao e s
P TR—
. L ——— P
= - e ¥ Informe Estratiégo - Escrtos ¥ Demandas Informaciin para Cobros. Wb Inteligence.
5509, iformes Progos ESA0SEKS | 3 | nforme esratég - Epedntes Agendados. | web Intelligence.




image13.emf
Circular  113-2018.pdf


Circular 113-2018.pdf


Circular de Secretaría de la Corte N° 113 - 2018


 Fecha del documento: 13 de Setiembre del 2018
 Descriptores/Temas: Leyes


Es documento origen d : Circular de Secretaría de la Corte 042 del año 2019
Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 042 del año 2019


e


Documentos citados:  Actas  - Circulares y Avisos - Anexos


Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°113 del 13 de septiembre del 2018


CIRCULAR 113-2018


 


Asunto: Cambios administrativos y operativos que se deberán implementar al entrar en vigencia el nuevo Código Procesal Civil.


 


A TODOS LOS TRIBUNALES Y JUZGADOS CIVILES, COBRATORIOS Y CONCURSAL DEL PAÍS


SE LES HACE SABER QUE:


 


El Consejo Superior en sesión N° 75-18 del 23 de agosto de 2018, artículo XXXVI, aprobó la siguiente circular:


Con la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil, los siguientes serán los cambios que deberán aplicarse en los trámites administrativos y operativos de cada
expediente civil de las oficinas indicadas.


1.               Clases y tipos de procesos


Con la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil algunas de las clases y tipos de los procesos actuales variarán o desaparecerán. Por ello, se han realizado
dos acciones, por un lado, incluir en el sistema informático las nuevas clases y tipos de procesos; por otro, a las clases y tipos que desaparecen y que no pueden ser
convertidos a los del nuevo código se mantendrán en el sistema solo para los expedientes activos lo que permitirá la tramitación hasta su finalización.


1.1.          Conversión de clases y tipos de procesos actuales a los nuevos:


En el siguiente archivo encontrarán la metodología utilizada para la conversión de las clases y tipos de procesos actuales con la finalidad de ajustarlos a la nueva
normativa:


1.2.          Nuevas clases y tipos de procesos:


Asimismo, en el documento siguiente se adjuntan las nuevas clases y tipos de proceso que con la implementación del nuevo código estarán disponibles en los sistemas
informáticos:


2.               “Estado” de los procesos en los sistemas informáticos  en los Tribunales Colegiados de Primera Instancia, Juzgados Civiles, Juzgados
Especializados de Cobro y Juzgado Concursal:


2.1.          Procesos contenciosos:


El estado procesal de los asuntos contenciosos en trámite se deberá dividir en dos; uno para aquellos en etapa de conocimiento y otro para los procesos de ejecución
o en etapa de ejecución.


2.1.1.   Trámite en etapa de conocimiento (En trámite):


Todos los asuntos civiles a excepción de las ejecuciones de sentencia, ejecuciones prendarias, hipotecarias y de garantías mobiliarias, iniciarán en trámite en la etapa
de conocimiento. En el sistema informático se mostrará como “En trámite”.


Finalizará esta etapa, pasando a “Trámite en etapa de ejecución”, cuando se dicte una resolución de los siguientes tipos:


Renuncia del derecho
Caducidad del proceso
Resolución intimatoria firme (sin oposición o cuando se rechace por infundada la oposición)
Proceso inadmisible con condena en costas


Rechazo de plano del proceso con condena en costas


Incompetencia nacional o arbitral con condena en costas
Conciliación homologada con ejecución posterior
Satisfacción extraprocesal con ejecución posterior


Desistimiento total con ejecución posterior
Transacción homologada con ejecución posterior
Listispendencia con ejecución posterior
Cosa juzgada con ejecución posterior


Indebida acumulación de pretensiones acogida sin cumplimiento, sin reconvención con condenatoria en costas







Demanda improponible con ejecución posterior
Sentencia en principal con condena
Resolución de fondo con condena (Incidente o Tercería)
Medida cautelar finalizada con ejecución posterior


En el sistema se mostrará “En trámite” y “trámite de ejecución”, por ende será responsabilidad de los usuarios hacer el cambio de estado manualmente cuando se dicte
una resolución de las antes enumeradas.


2.1.2.   Trámite en etapa de ejecución:


Los procesos de ejecución hipotecaria, prendaria, garantías mobiliarias y ejecuciones de sentencia, se ubicarán desde su inicio en la categoría de trámite de ejecución.
Tomando en cuenta que el sistema actual incluye los asuntos nuevos en etapa de “En trámite”, el Despacho tendrá la obligación de actualizar manualmente el estado
de estos asuntos a “Trámite en etapa de ejecución”.


También pasarán a este estado aquellos procesos que finalicen el “Trámite en etapa de conocimiento” según lo arriba indicado.


Cuando un proceso en “Trámite en etapa de ejecución” no se continúe gestionando y el tribunal esté impedido para instar su trámite de oficio, si se cumplen los demás
requisitos, el asunto saldrá del circulante como inactivo.


2.2.          Procesos no contenciosos:


Los procesos no contenciosos, pruebas anticipadas, medidas cautelares y actividades preparatorias, al no tener una etapa de ejecución o ser ésta mínima, se ubicarán
en trámite de conocimiento (En trámite) hasta su finalización.


3.               Finalización estadística de la carpeta (terminados):


El estado de los procesos en “Trámite en etapa de conocimiento” (En trámite) y “Trámite en etapa de ejecución”, finalizarán y cerrarán estadísticamente las carpetas
(terminados) por los siguientes motivos:


Demanda inadmisible sin condena en costas
Conciliación homologada sin ejecución posterior
Satisfacción extraprocesal sin ejecución posterior
Finalización de la actividad no contenciosa
Desistimiento total del proceso sin ejecución posterior
Ejecución cumplida
Rechazo de plano sin condena en costas
Incompetencia
Incompetencia nacional o arbitral sin condena en costas
Acumulación de procesos
Listispendencia sin ejecución posterior


Cosa juzgada sin ejecución posterior


Indebida acumulación de pretensiones, sin reconvención ni condenatoria en costas


Demanda improponible sin ejecución posterior


Transacción homologada sin ejecución posterior


Medida cautelar finalizada sin ejecución posterior o acumulada al PRI


Actividad preparatoria o anticipada cumplida o acumulada al PRI


Imposibilidad sobrevenida


Sentencia en principal sin ninguna condena


Resolución de fondo sin condena (Incidente o Tercería)


Herencia distribuida sin rendición de cuentas


Comisión diligenciada


Comisión no diligenciada


Caducidad en incidentes y tercerías


Será responsabilidad de los usuarios, buscar en el listado antes indicado el motivo de finalización que corresponda e indicarlo de forma manual en el sistema.


4.               Inactivos:


Los inactivos corresponderán a aquellos expedientes que han salido del circulante por motivo de abandono de la parte interesada por un espacio superior a los seis
meses, sin que pueda continuarse la tramitación de oficio. Esta situación impide la continuación en la tramitación del asunto sin que se pueda declarar la caducidad del
proceso, conforme a la nueva ley procesal. Conforme al artículo 57.1 del nuevo Código Procesal Civil, se trata de la inactividad procesal en los siguientes procesos y
supuestos:


1.               Procesos concursales y no contenciosos.


2.               Monitorios y de ejecución, sin embargo practicado, que no hayan sido debidamente gestionados por la parte en el plazo de 6 meses.


3.               Expedientes con sentencia, resolución intimatoria firme, o aquellos con conciliación, satisfacción extraprocesal, desistimiento, transacción o renuncia del
derecho con algún tipo de condena en costas, y/o daños y perjuicios, que no hayan sido debidamente gestionados por la parte en el plazo de 6 meses.


Con la entrada en vigencia del nuevo código, los Despachos tendrán la obligación de realizar depuraciones dos veces al año. Cada oficina procurará que al menos una
de estas depuraciones se realice como acto previo al inventario de expedientes.


Para realizar estas depuraciones, en lo posible los despachos aplicarán la mejora 085-2016 denominada “módulo de inactivos” para determinar aquellos asuntos que
no tengan movimientos en los últimos seis meses. Los asuntos deberán ser revisados considerando el impulso procesal de oficio que se les pueda brindar, con el fin de
no pasarlos a estado “inactivo” de forma innecesaria


Para una adecuada utilización de la mejora indicada y poder filtrar aquellos asuntos sin movimientos por más de seis meses que presenten  embargos, se deberá







utilizar tres mejoras informáticas adicionales:


1)              La 358-2016, que agrega un recuadro en datos generales del expediente para indicar si el expediente contiene embargos físicos


2)              La 492-2015, que coloca un botón en datos generales para indicar si el expediente tiene anotaciones o no del SREM


3)              La 280-2014, que alerta cuando un expediente cuenta con depósitos judiciales.


Cuando se realice la labor de depuración, se deberán revisar todas las sub carpetas que tenga un número único de expediente (NUE) con la finalidad de evitar la salida
de carpetas con recursos admitidos o resolver sobre cuestiones que están siendo discutidas en un recurso en trámite.


5.               Trámite a seguir cuando se admitan apelaciones y casaciones:


En el caso anterior de "Circulante al concluir por estado", tratándose de apelaciones admitidas, la regla de la nueva normativa procesal es la no suspensión de la
competencia del tribunal de primera instancia para seguir tramitando el proceso. Debe el tribunal considerar lo dispuesto en el nuevo Código Procesal Civil  respecto a
la ejecución provisional de las sentencias.


Cuando se admita un recurso de apelación o casación, se deberá ejecutar el trámite de admisión y remisión de recurso (RR) cuando sea planteado y admitido,
modificando el estado del proceso principal a “En alzada”. No se deberá itinerar el proceso principal.


En la remisión se deberán adjuntar una copia de aquellas piezas mínimas del expediente que sean necesarias para la resolución del recurso. Si se tratare de
audiencias orales, se cargará una copia de la audiencia y se incluirá una constancia que indique los minutos de la grabación donde consta el recurso respectivo.


La carpeta principal mantendrá su estado y continuará con su trámite a menos que el superior ordene la suspensión total del proceso o que por motivo legal no pueda
continuarse, según lo decida así el tribunal de primera instancia, casos en los cuales se deberá así incluir una constancia en la carpeta principal.


Cuando se resuelva una gestión, es obligación de los despachos revisar todas las sub carpetas que tenga un número único de expediente (NUE), con la finalidad de
evitar la salida de carpetas con recursos admitidos o resolver sobre cuestiones que están siendo discutidas en un recurso en trámite.


Para que el tribunal de primera instancia pueda tener conocimiento del estado de los recursos itinerados en apelación o casación ante los Tribunales y estos últimos
puedan a su vez consultar los expedientes principales que se tramitan en primera instancia; será obligación de los Tribunales de Apelación y de las oficinas de primera
instancia, brindarse accesos de forma recíproca con permisos de consulta como mínimo en el sistema “Escritorio Virtual”. Lo anterior deberá considerarse también en
caso de asuntos que lleguen a conocimiento de las Salas de la Corte Suprema de Justicia.


Consulta de expedientes en apelación”, la cual permite consultar aquellas carpetas de expedientes donde se admiten
apelaciones.


Además de lo anterior, podrá la oficina que tramite una carpeta principal o recurso, revisar las demás carpetas electrónicas que tenga un número único de expediente
(NUE), mediante la utilización de la mejora “


Al resolver el recurso, el Tribunal itinerara lo resuelto. Procurará además remitir una copia de las actas de notificación respectivas. Lo anterior también podrá realizarlo
el despacho mediante el sistema de consulta antes citado.


6.               Otros estados:


Otras situaciones de índole procesal que motivan un cambio de estado en los sistemas y que permiten medir estadísticamente aquellos asuntos que se encuentran aún
en estado de trámite, pero no pueden continuar tramitándose por alguna circunstancia específica, son:


Préstamo a otro despacho
Consulta a la Sala
Suspensión por acción de inconstitucionalidad
Suspensión por solicitud de partes
Suspensión por prejudicialidad
Suspensión por determinación de capacidad [Proceso de Familia]
Suspensión por sucesión procesal
Suspensión por oposición [Procesos no contenciosos]
Suspensión por ejecución anterior [Prenda, Hipoteca, Garantía Mobiliaria]
Enviado al Centro de Conciliación


7.               Listado total de Estados


Con base en lo anteriormente indicado, en el sistema se mostrará la siguiente lista de estados para su escogencia:


 Nombre completo: En el sistema se indicará: Observaciones:
 


En trámite En trámite


Para no contenciosos y los contenciosos
excepto ejecuciones de sentencia,
ejecuciones prendarias, hipotecarias y de
garantías mobiliarias


1039 01. Trámite en etapa de ejecución 01. Trámite en etapa de ejecución


Para cuando se dictan resoluciones que
ponen fin a etapa de conocimiento.
Los procesos de ejecuciones de sentencia,
ejecuciones prendarias, hipotecarias y de
garantías mobiliarias iniciarán en este
estado.


1040 02. Inactivo 02. Inactivo  
1041 03. En alzada 03. En alzada  
1018 04. Proceso inadmisible sin condena en costas 04. Proc. inadmisible sin condena


Para terminados


1023 05. Conciliación homologada sin ejecución posterior 05. Conciliación homologada S.E.P
1024 06. Satisfacción extraprocesal sin ejecución posterior 06. Satisfacción extraprocesal S.E.P
1035 07. Finalización de la actividad no contenciosa 07. Finaliza actividad no contenciosa
1025 08. Desistimiento total sin ejecución posterior 08. Desistimiento total S.E.P
1038 09. Ejecución cumplida 09. Ejecución cumplida
1019 10. Rechazo de plano del proceso sin condena en costas 10. Rechazo de plano del proceso S.E.P
1020 11. Incompetencia 11. Incompetencia
1021 12. Incompetencia nacional o arbitral sin condena en costas 12. Incomp. nacional o arbitral S.E.P


1022 13. Acumulación de procesos 13. Acumulación de procesos
1027 14. Litispendencia sin ejecución posterior 14. Litispendencia S.E.P


1028 15. Cosa juzgada sin ejecución posterior 15. Cosa juzgada S.E.P


1029
16. Indebida acumulación de pretensiones acogida sin
cumplimiento, sin reconvención ni condenatoria en costas


16. Indeb Acum Pret Acog sin Rec. S.E.P


1030 17. Demanda improponible sin ejecución posterior 17. Demanda improponible S.E.P







1026 18. Transacción homologada sin ejecución posterior 18. Transacción homologada S.E.P


1033
19. Medida cautelar finalizada sin ejecución posterior o
acumulada al PRI


19.Med.Cautelar.Final. S.E.P. Acum. PRI


1034
20. Actividad preparatoria o anticipada cumplida o acumulada
al PRI


20. Activ. Prep o Ant. Cump. Acum. PRI


1017 21. Imposibilidad sobrevenida 21. Imposibilidad sobrevenida


1031 22. Sentencia en principal sin ninguna condena 22. Sentencia en principal S.E.P


1032 23. Resolución de fondo sin condena (Incidente o Tercería) 23. Resolución fondo S.E.P (INC o TRC)


1036 24. Herencia distribuida sin rendición de cuentas 24. Herencia distrib. Sin rend. cuentas


1037 25. Comisión diligenciada 25. Comisión diligenciada


1042 26. Préstamo a otro despacho 26. Préstamo a otro despacho  


1043 27. Consulta a Sala 27. Consulta a Sala  


1044 28. Suspensión por acción de inconstitucionalidad 28. Susp. Acción inconstitucionalidad


Para expedientes suspendidos


1045 29. Suspensión por solicitud de partes 29. Susp. Por solicitud de partes


1046 30. Suspensión por prejudicialidad 30. Suspensión por prejudicialidad


1047
31. Suspensión por determinación de capacidad (Proceso de
Familia)


31. Susp. Deter. Cap. (Familia)


1048 32. Suspensión sucesión procesal 32. Suspensión sucesión procesal


1049 33. Suspensión por oposición procesos no contenciosos 33. Susp. Opos. Proc. no contenciosos


1050
34. Suspensión por ejecución anterior (Prenda, Hipoteca,
Garantía Mobiliaria)


34. Susp. Ejec. anterior (Pren Hip GM)


1051 35. Enviado al Centro de Conciliación 35. Enviado al Centro de Conciliación
 


 36. Comisión no diligenciada 36. Comisión no diligenciada
 
 
Para terminados


 37. Caducidad en incidentes y tercerías 37. Caducidad en INC y TRC


Tribunales de apelación y Salas


1052 38. Confirmadas 38 Confirmadas
 


1053 39. Modificadas 39. Modificadas
 


1054 40. Revocadas 40. Revocadas
 


1058 41. Confirma denegatoria 41. Confirma denegatoria
 


1060 42. Rechaza de plano 42. Rechaza de plano
 


1056 43. Mal admitido 43. Mal admitido
 


1057 44. Recursos desistidos 44. Recursos desistidos
 


1055 45. Anuladas 45. Anuladas
 


1059 46. Revoca denegatoria 46. Revoca denegatoria
 


 47. Resuelve conflicto 47. Resuelve conflicto
 


8.               ¿Qué hacer cuando a un expediente deba regresar a un estado anterior?:


En todos los casos anteriores, si la resolución recurrida se anulare o bien el proceso se retrotrajere a un “estado” anterior, la persona usuaria del sistema deberá
modificar manualmente el estado procesal del expediente, según la etapa o estado que corresponda.


9.               Reentrados:


En el sistema se deberá indicar como “reentrado” aquellos casos donde se ingresa provisionalmente al circulante un proceso que ha salido previamente por
“Finalización estadística de la carpeta” (terminados). Se reentrarán aquellos expedientes a los que se les presenten gestiones que ameriten emitir al menos una
resolución judicial. No se reentrará un expediente al que se le tuviera que poner únicamente resuelto un escrito, agregar documentación, emitir una copia de un oficio
emitido, todo lo anterior que no amerite emitir una resolución.


10.            Reactivados:


Los “reactivados” corresponderán a aquellos expedientes inactivos a los cuales se les presenten gestiones para continuar con su trámite o propiciar su futura
finalización. Se reactivarán aquellos expedientes a los que se les presenten gestiones que ameriten emitir al menos una resolución judicial. No se reactivará un
expediente al que se le tuviera que poner únicamente resuelto un escrito, agregar documentación, emitir una copia de un oficio emitido, todo lo anterior que no amerite
emitir una resolución.


La Dirección de Tecnología de la Información está trabajando en una mejora informática que permita crear este motivo de reactivación de carpeta. Mientras la misma no
se encuentre implementada en los sistemas informáticos, se utilizará la de reentrados.


11.             “Estado” de los procesos en los sistemas informáticos, en los Tribunales de Apelación







11.1.       Entrados:


El estado procesal de los asuntos principales ingresados será en trámite. Ingresados los recursos, su circulante se dividirá según el motivo de ingreso en:


        Apelaciones de autos entradas
        Apelaciones de sentencia entradas
        Apelaciones por inadmisión entradas
        Conflictos de competencia entrados
        Casos reentrados


11.2.       Finalización estadística de la carpeta (terminados):


Una vez resueltas las apelaciones, los motivos de finalización de la carpeta de segunda instancia serán los siguientes:


Confirmadas
Modificadas
Revocadas
Anuladas
Mal admitido
Recursos desistidos
Confirma denegatoria
Revoca denegatoria
Rechaza de plano
Resuelve conflicto


Si se trata de una revocatoria o confirmación parcial, se deberá indicar el apartado “modificadas”.


Para lo anterior se deberá indicar en el registro de resolución si se trata de:


·                 Apelaciones de autos resueltas


·                 Apelaciones de sentencias resueltas


·                 Apelaciones por inadmisión resueltas


·                 Conflictos de competencia resueltos


Es recomendable además considerar lo arriba indicado sobre el trámite a seguir en primera instancia cuando se admitan apelaciones, así como de las otras situaciones
de índole procesal que motivan un cambio de estado en los sistemas.


12.             Fases de procesos:


La introducción de los procesos por audiencia del nuevo Código Procesal Civil, conlleva cambios en las fases de los asuntos. Por ello, se ha procurado que en los
sistemas se muestren las nuevas fases según el tipo de proceso.


Utilizando el siguiente  documento como guía, será obligación de los despachos mantener actualizadas las fases de los expedientes.


13.             Número de resolución:


En el siguiente listado se indican aquellas resoluciones a las cuales se les debe asignar un número de resolución en primera  y segunda instancia:


1.               La que de por terminado el proceso por cualquier motivo. Ejemplos:


a.               Inadmisibilidad


b.               Rechazo de plano


c.               Terminado por desistimiento, acuerdo extrajudicial, por imperativo legal con o sin condena de daños y perjuicios.


d.               Otras.


2.               La que admita o rechace excepciones procesales.


3.               La que admita o rechace prueba.


4.               La que declare la caducidad del proceso de oficio, o resuelva la caducidad del proceso por gestión de parte.


5.               Toda resolución que se pronuncia homologando o rechazando la conciliación.


6.               Toda resolución que se pronuncia homologando o rechazando la transacción.


7.               La sentencia del principal.


8.               La sentencia en ejecución de sentencia.


9.               La que admita o rechace una solicitud de ejecución provisional de sentencia.


10.            La resolución que se pronuncia por el fondo sobre las tercerías de mejor derecho, dominio y distribución.


11.            La resolución que se pronuncia sobre la solicitud de levantamiento de embargo sin tercería.


12.            La resolución que se pronuncia por el fondo sobre una liquidación, indexación, intereses y/o costas con oposición.


13.            La que apruebe el remate.


14.            Aquella resolución que se pronuncia por el fondo admitiendo, sustituyendo, modificando, cancelando o rechazando una medida cautelar. No aplica para el
decreto de embargo preventivo u el ordenado en el proceso principal. Tampoco para la resolución que ordena la anotación de la demanda o su cancelación.


15.            La resolución que se pronuncia por el fondo sobre la solicitud o incidente de sustitución, cancelación, o modificación de la anotación de la demanda con
oposición de la contraparte.


16.            La resolución que se pronuncie sobre la apelación por inadmisión.


17.            La resolución que se pronuncie sobre un conflicto de competencia.


18.            La resolución que se pronuncia en apelación sobre un auto o sentencia.


19.            La resolución intimatoria en procesos monitorios.


20.            La resolución que rechaza por infundada una oposición en procesos monitorios, ejecuciones hipotecarias, ejecuciones prendarias y ejecuciones de garantías
mobiliarias.







21.            La resolución que se pronuncia por el fondo sobre una legalización de crédito.


22.            La resolución que se pronuncia sobre el fondo del proyecto cuenta partición, autoriza a separarse de la prosecución del proceso u homologa los acuerdos
tomados en junta.


23.            La resolución de fondo que se pronuncie admitiendo o rechazando un proceso no contencioso.


24.            La resolución que se pronuncia sobre el fondo en un proceso concursal preventivo o liquidatorio, o sobre un convenio dentro de esos tipos de proceso.


25.            La resolución de fondo que se pronuncia sobre los siguientes incidentes:


Dentro del proceso principal (PRI) En legajo separado (INC)
Incidente de nulidad procesal Incidente de cobro de gastos de testigo
Incidente oposición en proceso sucesorio Incidente de cobro de honorarios
Incidente de incumplimiento de la condena de hacer Incidente de rendición de cuentas
Incidente de nulidad sentencia cosa juzgada formal Incidente de alquileres insolutos
Incidente en audiencia oral Incidente de exceso, modificación, sustitución y levantamiento del embargo
 
Incidente de nulidad de información posesoria Incidente de remoción de depositario
Incidente de nulidad de notificación Incidente de remoción de albacea
Incidente de objeción a la calidad de heredero Incidente de remoción de curador/ interventor / administrador
Incidente de objeción a la cuenta final Incidente de inclusión / exclusión de bienes
Incidente de objeción a la partición hereditaria (se resuelve en conjunto con la cuenta partición) Incidente de responsabilidad de abogado
Incidente de prescripción de la obligación Incidente de modificación, sustitución y levantamiento de medida cautelar *
Incidente de pago total o parcial


 


Incidente de recusación de peritos y auxiliares
Incidente de recusación jueces / juezas
Incidente de intervención adhesiva
Incidente de ampliación o modificación de demanda
Otras gestiones cuando indique expresamente que se tramitan por la vía incidentalla ley 


* Si la medida cautelar se tramita en el principal, este incidente se deberá tramitar ahí, pero si existe un legajo de medida cautelar, el incidente se tramitará dentro de
ese legajo.


El nuevo código establece además la posibilidad de resolver ciertas cuestiones tanto de forma escrita como oral. Para obtener el número de voto respectivo, los
Despachos deberán activar la mejora de voto automático y de voto oral.


El voto automático permite que al ejecutarse una resolución que debe llevar número, el sistema de forma automática genere la base del registro de resolución así como
el número respectivo cuando se firma la misma.


El voto oral facilita la obtención de números de resolución que serán utilizados al dictarse resoluciones orales que llevan número, durante las audiencias orales. El
siguiente es un resumen del manual de ambas mejoras:


14.             Registro de resolución:


Todas aquellas resoluciones a las que se les consigna un número de consecutivo en los términos indicados en el inciso anterior, deben contar con un registro de
resolución. A las siguientes resoluciones se les deberá realizar un registro de resolución, cada vez que se dicten:


Tipo Observaciones
Cobratorios, Civiles,


Concursal, Tribunales de Instancia
Resolución fondo Conciliación  
Resolución fondo Transacción  


Resolución satisfacción extraprocesal  


Incompetencia
Se incluye de forma independiente con la finalidad de que pueda sumarse en el
apartado de finalización de carpeta


Resolución de fondo excepciones procesales (escrito)  


Resolución de fondo excepciones procesales (oral)


Resolución sobre la admisibilidad de pruebas (escrito)


Resolución sobre la admisibilidad de pruebas (oral)


Sentencia de Principal (escrita)  
Sentencia de Principal (oral)  
Sentencia de Ejecución (escrita)  
Sentencia de Ejecución (oral)  
Resolución de fondo sobre solicitud de ejecución provisional (escrito)
Resolución de fondo sobre solicitud de ejecución provisional (oral)


Resolución de fondo proceso no contencioso
 


Resolución de fondo Incidente (escrito) Excluye la caducidad del proceso


Resolución de fondo Incidente (oral)  


Resolución de fondo Tercería (escrito)
 


Resolución de fondo Tercería (oral)
 







Resolución de fondo Solicitud levantamiento de embargo sin tercería


Resolución de fondo caducidad proceso (escrito) De oficio o mediante incidentes


Resolución de fondo caducidad proceso (oral) Mediante incidente


Resolución sobre Indexación, liquidación de intereses y/o costas con
oposición (escrito)


Si no tiene oposición será un auto


Resolución sobre Indexación, liquidación de intereses y/o costas con
oposición (oral)


 


Resolución que se pronuncia sobre el remate (s).


Resolución fondo medida cautelar (escrito)
Incluye la adopción modificación, sustitución o levantamiento de la medida cautelar,
excepto embargos y anotaciones de demanda


Resolución fondo medida cautelar (oral)  


Resolución sobre la distribución del haber hereditario
En este apartado se incluirán los casos establecidos en los artículos 133.1, 133.2,
133.3 del nuevo código


Resolución intimatoria  
Oposición infundada  
Resolución que se pronuncia sobre el fondo en un proceso preventivo o
liquidatorio


Tribunales de Apelación


Resolución de conflicto de competencia  


Resuelve apelación por inadmisión
 


Sentencia de Segunda Instancia  


 Resolución de apelación de auto
 Aquí se incluirán las resoluciones que resuelven todas aquellas resoluciones distintas
a la sentencia de primera instancia.


Tratándose de autos y providencias, no se requerirá realizar un registro de resolución, a excepción de aquellos que se hubieran indicado en el apartado anterior que
deben llevar número y por ende, se les debe realizar el registro respectivo. Ejemplo de esta circunstancia es la resolución que declara inadmisibilidad de la demanda.


Se considerará además:


1. Existirán casos en los cuales el juez o la jueza dictarán las resoluciones de forma escrita y otros de forma oral. En ambos casos, deberá incluirse el expediente en el
libro de pase a fallo. No se incluirán en el libro de pase a fallo, aquellos asuntos cuya resolución no es redactada por personas juzgadoras. Ejemplo de ello es lo antes
indicado sobre inadmisibilidad de la demanda o el inciso 4 sobre la caducidad dictada de oficio.


2. Si se trata de una resolución escrita, el pase a fallo se incluirá de forma previa.


3.En cuanto a  resoluciones orales, si se dictare durante la audiencia, se deberá incluir en el pase a fallo una vez finalizada aquella. Si se dicta con posterioridad a una
suspensión para deliberar, en lo posible se procurará incluir el asunto en el libro de pase a fallo antes de su emisión;  de no ser posible, se incluirá posteriormente.
Para esta labor se recomienda además la utilización de la mejora tecnológica de libro de pase a fallo electrónico.


15.             Resultados de resolución:


Los resultados de resolución dictada, dependerán del tipo de resolución registrado. Por ende, cada vez que se dicte alguna de las resoluciones indicadas en el
apartado anterior, los resultados estadísticos a incluir deberán ser conexos al tipo de resolución escogida.


Esta labor por el momento deberá ser realizada de forma manual, se está trabajando en una mejora informática para automatizar este proceso.


Los mismos serán: 


Tipo de resolución Resultado de resolución Debe llevar número de resolución?
Juzgados Cobratorios, Civiles, Tribunales de Instancia


Autos


Auto dictado (Se contabiliza la totalidad de autos
dictados en el periodo)


No por ende no se le hace registros.


Autos que ponen fin al proceso
Si (inciso 1 del apartado “¿Qué debe llevar número de


resolución?”
Providencias Providencia dictada No por ende no se le hace registros.


Resolución fondo Conciliación
Homologa conciliación Si


Rechaza conciliación Si


Incompetencia
Declara incompetencia Si
Rechaza incompetencia Si


Resolución fondo Transacción
Homologa transacción Si


Rechaza transacción Si


Resolución satisfacción extraprocesal
Admite satisfacción extraprocesal Si


Rechaza satisfacción extraprocesal Si


Resolución de fondo excepciones procesales
(escrito)


Admite Excepción Procesal Si


Rechaza Excepción Procesal Si


Resolución de fondo excepciones procesales (oral)
Admite Excepción Procesal Si


Rechaza Excepción Procesal Si







Resolución sobre admisibilidad de pruebas (escrito)
Admite pruebas Sí


Rechaza pruebas Si


Resolución sobre admisibilidad de pruebas (oral)
Admite pruebas Sí


Rechaza pruebas Si


Sentencia en Principal (escrita)


Sent. Principal con lugar Si


Sent. Principal sin lugar Si


Sent. Principal parcialmente con lugar Si


Sentencia en Principal (oral)


Sent. Principal con lugar Si
Sent. Principal sin lugar Si


Sent. Principal parcialmente con lugar Si


Sentencia de Ejecución (escrito)


Sent. Ejecución con lugar Si


Sent. Ejecución sin lugar Si


Sent. Ejecución parcialmente con lugar Si


Sentencia de Ejecución (oral)


Sent. Ejecución con lugar Si
Sent. Ejecución sin lugar Si


Sent. Ejecución parcialmente con lugar Si


Resolución sobre solicitud de ejecución provisional
(escrito)


Admite ejecución provisional Sí


Rechaza ejecución provisional Si


Resolución sobre solicitud de ejecución provisional
(oral)


Admite ejecución provisional Sí


Rechaza ejecución provisional Si


Resolución de fondo proceso no contencioso
Admite la Solicitud No Contenciosa Si


Rechaza la Solicitud No Contenciosa Si


Resolución de fondo Incidente (escrito)
Admite Incidente Si


Rechaza Incidente Si


Resolución de fondo Incidente (oral)
Admite Incidente Si


Rechaza Incidente Si


Resolución de fondo Tercería (escrito)
Admite Tercería Si


Rechaza Tercería Si


Resolución de fondo Tercería (oral)
Admite Tercería Si


Rechaza Tercería                        Si
Resolución de fondo levantamiento de embargo sin
tercería


Admite Levantamiento Si
Rechaza Levantamiento                        Si


Resolución de fondo caducidad proceso (escrito)
Admite Caducidad Si


Rechaza Caducidad Si


Resolución de fondo caducidad proceso (oral)
Admite Caducidad Si


Rechaza Caducidad Si


Resolución de Indexación, liquidación de intereses
y/o costas con oposición (escrito)


Admite Oposición a Indexación y/o Liquidación
Si


Rechaza Oposición a Indexación y/o Liquidación Si


Resolución que se pronuncia sobre el remate (s).
Aprueba el remate Si


No aprueba el remate Si


Resolución de Indexación, liquidación de intereses
y/o costas con oposición (oral)


Admite Oposición a Indexación y/o Liquidación
Si


Rechaza Oposición a Indexación y/o Liquidación Si


Resolución fondo medida cautelar (escrito)
Admite gestión sobre medida cautelar Si


Rechaza gestión sobre medida cautelar Si


Resolución fondo medida cautelar (oral)
Admite gestión sobre medida cautelar Si


Rechaza gestión sobre medida cautelar Si


Resolución sobre la distribución del haber
hereditario


Admite distribución hereditaria
Si


Rechaza distribución hereditaria Si
Oposición infundada Oposición infundada Si







Resolución intimatoria Resolución intimatoria Si
Resolución que se pronuncia sobre el fondo en un
proceso concursal preventivo o liquidatorio, o sobre
un convenio en esos tipos de procesos


Admite (Concursal) Si


Rechaza (Concursal) Si


Tribunales de Apelación
Auto Auto dictado No
Providencias Providencia dictada No


Sentencia de Segunda Instancia


Confirmada Si


Modificada Si
Revocada Si
Anulada Si
Mal admitido Si
Recurso desistido Si


Resolución de apelación interlocutoria


Confirmada Si


Modificada Si
Revocada Si
Anulada Si
Mal admitido Si
Recurso desistido Si


Resuelve apelación por inadmisión


Apelación inadmisión confirma auto denegatorio Si


Apelación inadmisión revoca auto denegatorio Si


Apelación por inadmisión desistida Si


Rechaza de plano apelación por inadmisión Si


Resolución de conflicto de competencia
Resuelve conflicto y remite a otro Tribunal Si


Resuelve conflicto y termina el proceso Si
Rechaza conflicto Si


Con base en lo anteriormente expuesto, en el sistema se indicarán los siguientes resultados:


01.            Autos que ponen fin al proceso


02.            Con Lugar


03.            Sin lugar


04.            Parcialmente con lugar


05.            Resolución intimatoria


06.            Oposición infundada


07.            Homologa


08.            Rechaza


09.            Declara incompetencia


10.            Rechaza incompetencia


11.            Admite


12.            Aprueba el remate


13.            No aprueba el remate


14.            Confirmada


15.            Modificada


16.            Revocada


17.            Anulada


18.            Mal admitido


19.            Recurso desistido


20.            Rechaza de plano apelación por inadmisión


21.            Resuelve conflicto y remite a otro Tribunal


22.            Resuelve conflicto y termina el proceso


23.            Rechaza conflicto


De esta manera, según el tipo de resolución escogida, el usuario deberá verificar en la lista transanterior indicada que tipo de resultados debe ser utilizados de la lista
anterior.


Se aclara, los motivos “Condena Abstracto, Condena Hacer” etc, corresponden a tipos de condenas y no a resultados de resolución. Por ende, en la medida de lo
posible, no deberán ser utilizados.


Se recomienda además que cuando se dicte una sentencia donde figuren varias personas accionantes, varias personas accionadas o cuando se resuelve además una
contrademanda, intervención excluyente, proceso acumulado, entre otros; se incluyan tales circunstancias en los comentarios de los datos generales del expediente y
en el apartado de observaciones de los indicadores de gestión.


16.             Señalamientos en agenda CRONOS:


Cada señalamiento efectuado en los diferentes expedientes judiciales así como sus modificaciones y resultados, deben ser incorporados correctamente al sistema
agenda CRONOS. Es responsabilidad de los servidores judiciales cumplir con lo anterior.


16.1.       Apuntes


Los siguientes serán los apuntes que se consignarán en el programa agenda CRONOS según los señalamientos efectuados en los expedientes:







Juzgados Civiles, Tribunales de Instancia y Tribunales de Apelación
Allanamiento
Apertura Caja de Seguridad
Apertura Testamento
Asamblea Convocatoria Accionistas
Aseguramiento Bienes
Audiencia de Conciliación
Audiencia en Sucesorio
Servicio Nacional de Facilitadores Judiciales
Audiencia Única
Audiencia Preliminar
Audiencia Complementaria
Audiencia Fuera del Tribunal


Remate
Junta de Acreedores


Juzgados Cobratorios
Audiencia Única
Remate
Servicio Nacional de Facilitadores Judiciales
Audiencia fuera del Despacho


En el apartado de audiencia única se ubicarán aquellos procesos definidos por el Código para que se realice una sola audiencia como está previsto en los sumarios o
monitorios. Se incluirían además aquellos procesos que requieran la realización de una audiencia para su trámite y decisión, como el caso de cuestiones incidentales,
tercerías, medidas cautelares, pruebas anticipadas, algunos no contenciosos, entre otros.


Las audiencias preliminar y complementaria serán propias de los procesos ordinarios. En este tipo de proceso, cuando se esté en el caso de realizarse solamente una
audiencia, se computará como única o preliminar, dependiendo de la siguiente situación:


·                 Cuando el tribunal programe deliberadamente una sola audiencia en lugar de dos, se tendrá como "Audiencia única".


·                 Cuando programada la audiencia preliminar, de manera sobrevenida el tribunal considere que no es necesario celebrar una complementaria, se
contabilizará la audiencia como "preliminar".


Para aquellas actividades que ameriten un traslado del personal del despacho fuera de la oficina para la realización de la audiencia única o complementaria, puestas en
posesión, ejecución de medidas cautelares, entre otros; se utilizará el apunte “Audiencia fuera del Despacho”.


16.2.       Estados de los apuntes:


El resultado de la audiencia deberá ser actualizado en los sistemas tecnológicos una vez finalizada su celebración, según las siguientes opciones:


Actualmente indicados en el sistema : ¿En qué consisten?


Sin efecto
Se deja sin efecto el acto mediante resolución emitida antes de la hora y día
señalados.


Suspendido Una vez iniciado el acto procesal el mismo se suspende.
Realizado El acto procesal se lleva a cabo.
Continúa Se fija otra hora y fecha para la continuación del acto procesal.


No realizado
No se lleva a cabo el día y hora señalados para la realización del acto por un
motivo que se presentó en el acto.


Conciliado // Con acuerdo Las partes llegan a un acuerdo durante el acto procesal.


Para una mayor claridad, tratándose de remates, debe considerarse:


Realizado
 


Aquellos donde el acreedor privilegiado o un postor se adjudica el bien o bienes en la subasta.
O cuando una vez realizada la subasta, ninguna persona se adjudica el bien o bienes a rematar.


No realizados


Aquellos que no se llevan a cabo el propio día de la subasta por motivo de falta de publicación del edicto
de ley, falta de notificación de alguna parte, acreedor, anotante u otro, por solicitud del acreedor
privilegiado en el acto, por falta de apersonamiento del mismo en aquellos casos que la ley establece
como obligatorio que esté presente, acuerdo de partes, entre otros.


Sin Efecto


Aquellas subastas posteriores que se cancelan por haberse adjudicado el bien o bienes en una subasta
previa, o cuando se emite una resolución previo a la subasta dejándola sin efecto por motivo de falta de
publicación del edicto de ley, falta de notificación de alguna parte, acreedor, anotante u otro, por solicitud
del acreedor privilegiado en el acto, por falta de apersonamiento del mismo en aquellos casos que la ley
establece como obligatorio que esté presente, acuerdo de partes, entre otros.


Suspendido
Una vez iniciado el acto procesal el mismo se suspende por solicitud del acreedor privilegiado, solicitud
de ambas partes, caso fortuito o fuerza mayor entre otros.


En este último apartado, respecto a remates, tomando en consideración que el Código Procesal Civil parte de la base que sea el personal técnico el que realice las
subastas, se recomienda gestionar ante la Dirección de Tecnología de la Información la inclusión de los usuarios requeridos para esta labor.


16.3.       Resultados de apuntes:


Cada estado de los apuntes tiene a su vez un resultado que ayuda a especificarlo. Los siguientes serán los resultados que se deberán escoger según los estados de
los apuntes indicados en el sistema informático:


 Estado Resultado del apunte


 
Sin efecto


Actividad Procesal Defectuosa
Asueto
Superposición de audiencias
Proceso Suspendido
Proceso Terminado
Cambio Fecha de señalamiento de oficio
Cambio Fecha de señalamiento a solicitud de parte
No publicación edicto
Falta de notificación
Adjudicación en subasta previa
Acción de Inconstitucionalidad
Actividad Procesal Defectuosa







Suspendido


Inasistencia justificada de la parte o abogado/a
Caso fortuito o fuerza mayor
Solicitud de las partes
Recusación
Suspensión del proceso
Solicitud del acreedor privilegiado
Imposible practicar prueba


Realizado


Realizado
Adjudicado en 1° remate
Adjudicado en 2° remate
Adjudicado en 3° remate
Fracasado en 1° remate
Fracasado en 2° remate
Fracasado en 3° remate


Continua Nuevo Señalamiento


 
 
 


No Realizado


Acción de Inconstitucionalidad
Actividad Procesal Defectuosa
Proceso Terminado
Incapacidad médica persona juzgadora
Caso fortuito o fuerza mayor
Edicto no publicado
Falta de notificación
Petición o solicitud de partes
Por adjudicación en 1° remate
Por adjudicación en 2° remate
No apersonamiento del acreedor cuando la ley lo exige


Conciliado // Con Acuerdo  


16.4.       Grabación y tipificación de audiencias:


Las audiencias orales serán grabadas con respaldo de audio y cuando la sala cuente con los recursos, mediante grabación de audio y video. Si se debe realizar un
reconocimiento judicial, se consultará a cada Administración Regional sobre la disponibilidad de una cámara de video o fotográfica para documentar la actividad y en la
medida de lo posible se adjuntará al expediente tales registros. Para el cumplimiento de esta última actividad, el tribunal podrá disponer de otros dispositivos de
documentación a su alcance.


Para la grabación de las audiencias se utilizará el sistema institucional (SIGAO). Es obligación del personal judicial que realiza la grabación, utilizar la mejora de
etiquetas para identificar cada acto realizado durante las audiencias. Para lo anterior y otras actividades propias de las audiencias orales, las personas juzgadoras
serán asistidas por un(a) técnico(a) judicial.


17.             Incidentes


Tratándose de incidentes, existen aquellos que no se les crea una carpeta adicional (se tramitan dentro del proceso principal) y otros a los que si se les crea. La ley no
establece de forma rigurosa ni exhaustiva cuales se tramitan de una forma u otra, lo cual crea el inconveniente de determinar cuáles deben tramitarse de forma
separada y por ende ser contabilizados o no como carpetas incidentales.


Con la finalidad de estandarizar el conteo estadístico de las incidencias presentadas, se deberán tramitar en legajo separado o bien dentro del proceso principal los
siguientes incidentes:


Dentro del proceso principal (PRI) En legajo separado (INC)
Incidente de nulidad procesal Incidente de cobro de gastos de testigo
Incidente oposición en proceso sucesorio Incidente de cobro de honorarios
Incidente de incumplimiento de la condena de hacer Incidente de rendición de cuentas
Incidente de nulidad sentencia cosa juzgada formal Incidente de alquileres insolutos
Incidente en audiencia oral Incidente de exceso, modificación, sustitución y levantamiento del embargo
 
Incidente de nulidad de información posesoria Incidente de remoción de depositario
Incidente de nulidad de notificación Incidente de remoción de albacea
Incidente de objeción a la calidad de heredero Incidente de remoción de curador/ interventor / administrador
Incidente de objeción a la cuenta final Incidente de inclusión / exclusión de bienes
Incidente de objeción a la partición hereditaria (se resuelve en conjunto con la cuenta partición) Incidente de responsabilidad de abogado
Incidente de prescripción de la obligación Incidente de modificación, sustitución y levantamiento de medida cautelar *
Incidente de pago total o parcial


 


Incidente de recusación de peritos y auxiliares
Incidente de recusación jueces / juezas
Incidente de intervención adhesiva
Incidente de ampliación o modificación de demanda
Otras gestiones cuando indique expresamente que se tramitan por la vía incidentalla ley 


18.             Tercerías:


En cuanto a las tercerías, cada gestión de este tipo deberá tramitarse en una carpeta separada del principal e identificarse en el sistema según se trate de:


·                 Tercería de dominio.


·                 Tercería de distribución.


·                 Tercería de mejor derecho.


Las solicitudes de levantamiento sin tercería se tramitarán en el principal o en la carpeta donde se hubiere ordenado el embargo o la anotación.


19.             Legajos:


El legajo de embargo preventivo y medida cautelar se deberán abrir cuando se presente la gestión en un asunto principal ya en trámite.  Caso contrario, es decir
cuando se presenten antes de establecerse el proceso principal, deben ingresarse como una carpeta “Principal”. Se procederá de esa forma también  ante la solicitud
de prueba anticipada que se tramite antes de promoverse el proceso principal.


Cuando se traslade a un asunto principal un embargo preventivo, una medida cautelar o una prueba anticipada; deberá modificarse la carpeta itinerada de “principal” a
“legajo”.


Se crearán también legajos para aquellas actividades propias de legajos de administración y de créditos.







20.             Asuntos urgentes:


permite indicar o alertar
en la pantalla de la “administración del buzón” si el expediente de la tarea “Para firmar documentos” es urgente de tal manera, que la persona juzgadora pueda
visualizar en su buzón que tiene asuntos urgentes pendientes de firma.


Deberá cada oficina establecer la metodología para la atención de gestiones urgentes. Para ello, se recomienda utilizar la mejora 256-2016 que 


 Tratándose de medidas cautelares, se procederá a habilitar en el apartado de escritos del sistema “escritorio virtual” una opción que se marcará, cuando una gestión
contenga una solicitud de este tipo. Ello permitirá por un lado, filtrar las medidas cautelares en trámite, pero por otro, contabilizar estadísticamente la cantidad de este
tipo de gestiones presentadas en las oficinas civiles.


21.             Casos confidenciales o relevantes:


Una vez que la persona juzgadora  haya dispuesto que el contenido de un proceso sea de carácter restrictivo o confidencial en su totalidad o en parte, se deberán
tomar las previsiones necesarias para no incorporar al expediente electrónico lo que corresponda  . Lo anterior mientras se crea una mejora que pueda limitar los
accesos en estos casos.


agrega una casilla dentro de los datos generales del escritorio virtual para indicar si es o no
“relevante” para que se advierta previamente tal situación.


Si el asunto en trámite presenta interés especial para la prensa o bien por el cuidado adicional que debe tenerse en su tramitación en virtud de alguna circunstancia
particular, el despacho podrá hacer uso de la mejora 298-2016, la cual 


22.             Tipificación de escritos y escritos que no puedan ser resueltos


Todo documento que sea agregado al expediente debe tener una tipificación clara que lo describa, si se trata de escritos o documentos se deberá utilizar la mejora
186-2016 que permite no solo su tipificación, sino que el técnico o técnica responsable del asunto la varíe en caso de que sea incorrecta o poco clara. Además deberá
tipificación el contenido de las resoluciones y otros documentos generados a lo interno del despacho.


la cual agrega un
apartado en los escritos para marcar que se reserva para ser resuelto posteriormente. Lo anterior permitirá estadísticamente depurar los indicadores de escritos
pendientes de ser resueltos y al mismo tiempo, filtrar aquellos que se hayan reservado en el sistema.


En el caso que un escrito no pueda ser resuelto por no ser el momento procesal oportuno o impedimento legal, se deberá utilizar la mejora 208-2016 


 


San José, 13 de setiembre de 2018.


 


Lic. Carlos T. Mora Rodríguez.
Subsecretario General interino


Corte Suprema de Justicia
Ref.: (552-18, 9508-18).
Ricardo A. Calderón Fernández.
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                      Corte Suprema de Justicia 


                           Secretaría General 


 


CIRCULAR No. 42-2019 


 


Asunto:  Se modifica la circular 113- 2018 respecto a los 


cambios administrativos y operativos que se deberán 


implementar al entrar en vigencia el nuevo Código 


Procesal Civil. 


 


A TODOS LOS TRIBUNALES Y JUZGADOS CIVILES, COBRATORIOS Y 


CONCURSAL DEL PAÍS  


 


SE LES HACE SABER QUE: 


 


El Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 17-19 celebrada el 26 de 


febrero de 2019, aprobó modificar la circular 113-2018 referente a los “Cambios 


administrativos y operativos que se deberán implementar al entrar en vigencia el nuevo 


Código Procesal Civil” en cuanto a los puntos 13.22 y 5 para que en adelante se lean de la 


siguiente manera: 


13. Número de resolución:  


En el siguiente listado se indican aquellas resoluciones a las cuales se les debe 


asignar un número de resolución en primera  y segunda instancia:  


(…) 22. La resolución que se pronuncia sobre el fondo del proyecto cuenta 


partición, aprueba los acuerdos del artículo 133.1 del Código Procesal Civil u homologa 


los acuerdos tomados en junta. 


 


5. Trámite a seguir cuando se admitan apelaciones y casaciones: 


 


En el caso anterior de "Circulante al concluir por estado", tratándose de apelaciones 


admitidas, la regla de la nueva normativa procesal es la no suspensión de la competencia 


del tribunal de primera instancia para seguir tramitando el proceso. Debe el tribunal 


considerar lo dispuesto en el nuevo Código Procesal Civil  respecto a la ejecución 


provisional de las sentencias. 


 


Cuando se admita un recurso de apelación o casación, se deberá ejecutar el trámite 







 


 


                      Corte Suprema de Justicia 


                           Secretaría General 


de admisión y remisión de recurso (RR) cuando sea planteado y admitido, modificando el 


estado del proceso principal a “En alzada”. No se deberá itinerar el proceso principal. 


 


En la remisión el sistema actualmente permite adjunta únicamente un documento, 


por ello, si se trata de una apelación de derecho o bien un recurso de casación, se deberá 


adjunta copia de la resolución que emplaza a los interesado. Si lo formulado es una 


apelación por inadmisión, el documento que se debe adjuntar es el recurso planteado 


considerando que conformes las reglas del nuevo código, el despacho de primera instancia 


no se refiere respecto a la admisibilidad del mismo.  


 


Si se tratare de una apelación admitida en audiencia oral, se adjuntará una 


constancia que indique los minutos de la grabación donde consta el recurso respectivo.  


 


La carpeta principal mantendrá su estado y continuará con su trámite a menos que 


el superior ordene la suspensión total del proceso o que por motivo legal no pueda 


continuarse, según lo decida así el tribunal de primera instancia.  


 


Cuando se resuelva una gestión, es obligación de los despachos revisar todas las 


sub carpetas que tenga un número único de expediente (NUE), con la finalidad de evitar la 


salida de carpetas con recursos admitidos o resolver sobre cuestiones que están siendo 


discutidas en un recurso en trámite.  


 


Para que el tribunal de primera instancia pueda tener conocimiento del estado de los 


recursos itinerados en apelación o casación ante los Tribunales y estos últimos puedan a su 


vez consultar los expedientes principales que se tramitan en primera instancia; será 


obligación de los Tribunales de Apelación y de las oficinas de primera instancia, brindarse 


accesos de forma recíproca con permisos de consulta como mínimo en el sistema 


“Escritorio Virtual”. Lo anterior deberá considerarse también en caso de asuntos que 


lleguen a conocimiento de las Salas de la Corte Suprema de Justicia.  
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Además de lo anterior, podrá la oficina que tramite una carpeta principal o recurso, 


revisar las demás carpetas electrónicas que tenga un número único de expediente (NUE), 


mediante la utilización de la mejora “Consulta de expedientes en apelación”, la cual 


permite consultar aquellas carpetas de expedientes donde se admiten apelaciones.  


 


Al resolver el recurso, el Tribunal itinerará la resolución con lo resuelto. Las actas 


de notificación podrán ser revisadas por parte del despacho mediante el sistema de consulta 


antes citado. 


 


La Dirección de Tecnología de la Información, está trabajando en una mejora que 


permita itinerar más documentos en las carpetas de recursos.” 


 


 


 


San José, 18 de marzo de 2019 


 


 


 


Máster Irving Vargas Rodríguez 


Subsecretario General interino 


Corte Suprema de Justicia 


 


Ref.: 552-18, 9508-18 y 1944-19 


Lisbeth Solís Alvarado 
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CIRCULAR No. 230-2022 
 


Asunto: Lineamientos sobre resoluciones que llevan número de voto en materia civil 


y de cobro judicial y que deben de contabilizarse en la respectiva cuota de fallo de las 


personas juzgadoras de los despachos civiles y de cobro judicial; y, lineamientos sobre el 


procedimiento para el pase a fallo de los procesos. 
 


A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS QUE CONOCEN 


MATERIA CIVIL Y DE COBRO JUDICIAL 


 


SE LES HACE SABER QUE: 
 


 


El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N°99-2022 celebrada el 15 de 


noviembre del 2022, artículo LII, dispuso a solicitud de la Comisión de la Jurisdicción Civil 


hacer de conocimiento los Lineamientos sobre resoluciones que llevan número de voto en 


materia civil y de cobro judicial y que deben de contabilizarse en la respectiva cuota de fallo 


de las personas juzgadoras de los despachos civiles y de cobro judicial; y, lineamientos sobre 


el procedimiento para el pase a fallo de los procesos, los cuales se podrán consultar en el 


siguiente link: 
 


https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=5297:circular-no-230-


2022 


 


 


 


De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de 


junio de 2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta 


materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. Publíquese una sola vez 


en el Boletín Judicial. 
 


San José, 23 de diciembre de 2022 


 


 
 


Lic. Carlos T. Mora Rodríguez 


Subsecretario General interino 


Corte Suprema de Justicia 


 


Refs: (1047-2021,13175-2022)  


Bryan L 



https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=5297:circular-no-230-2022

https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=5297:circular-no-230-2022
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CIRCULAR No. 12-2023 


 


Asunto: Reiteración de la circular No. 154-2018 sobre la obligatoriedad de utilizar 


la mejora en el sistema para “Pase a Fallo” a quienes utilizan la herramienta tecnológica 


“Escritorio Virtual”. 


 


A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS QUE UTILIZAN 


“ESCRITORIO VIRTUAL”, SE LES HACE SABER QUE: 


 


Este Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión número 102-2022 celebrada el 


22 de noviembre de 2022, artículo XLIII, dispuso reiterar la circular N° 154-2018 relativa al 


recordatorio sobre la obligatoriedad de utilizar la mejora en el sistema para “Pase a 


Fallo” a quienes utilizan la herramienta tecnológica “Escritorio Virtual”, dado que se ha 


detectado que hay despachos que no la están utilizando de forma correcta. 


-0- 
 


De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte 


el 22 de junio de 2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige 


esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos.  


 


Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.” 


 


 


San José, 19 de enero de 2023. 


 


 


 


 


 


Lic. Carlos T. Mora Rodríguez 


Subsecretario General interino 


Corte Suprema de Justicia 


 


 


Ref.:(2601-2021, 12394-2022) 
Randy Cordoba F. 
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Informe de pase a fallo





PODER-JUDICIAL






	El presente informe pretende brindar una herramienta para la visualización de datos con respecto a los expedientes remitidos a fallo por parte de los despachos judiciales de las diferentes jurisdicciones. Logrando obtener diferentes datos de interés, para el control y seguimiento de los expedientes judiciales.Unidad de Inteligencia

de la Información



· Datos de entrada

· Año 

· Mes

· Materia

·  Código de despacho
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Todas las casillas permiten ingresar más de un valor, en el caso que se desee visualizar información de diferentes ámbitos o intereses.

En el dato de entrada “Código de despacho”, se deberán ingresar uno a uno los despachos que se deseen visualizar en el informe. 









Formato del informe

El informe brindará inicialmente de forma general una visualización mediante gráficas el porcentaje de uso por cada circuito judicial, así con la tendencia de la cantidad de expedientes remitidos a fallo por las instancias judiciales.
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[image: ]Desglose de la información



La información restante del informe estará dispuesta mediante una tabla, esta tabla contendrá la información que a continuación se muestra en la siguiente imagen:



[image: ]Además, el informe tendrá la información segmentada por circuito y oficina; permitiendo visualizar los datos de forma agrupada por cada una de las instancias judiciales que se ingresen en los datos de entrada.







[image: ]El informe tendrá en el costado izquierdo, un panel con filtros que permitirán disponer los datos según lo requerido, las casillas de selección se pueden escoger varias a la vez, se debe tomar en cuenta que cada vez que se seleccione o deseleccione alguna de las casillas, se deberá pulsar el botón de “Aceptar”, para que se refleje en el listado y en los gráficos, las selecciones realizadas.
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Exportación del informe

En el caso de que el informe, se desee exportar con los datos íntegros o bien, se desee exportar con los datos filtrados, se deben realizar los siguientes pasos:

1- [image: ]Una vez generado el informe, se selecciona en la barra superior, el ícono que indica Exportar.  



2- [image: ]Seguidamente, aparecerá una pantalla que nos permitirá seleccionar el tipo de archivo en el cuál deseamos obtener los datos brindados por el informe. En diferentes formatos, una vez seleccionada la opción deseada, se pulsa el botón Aceptar. 
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3- Hecho esto, el archivo deberá aparecer, como un documento descargado en la parte inferior del navegador o bien en la carpeta de descargas de su respectivo computador.
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MEJORAS DE USO RELEVANTE

¡Conózcalas y pruebe su utilidad!



PRIMERA. VOTO AUTOMÁTICO.



PÚBLICO META: Personas funcionarias judiciales de la materia civil.



¿PARA QUÉ SIRVE? Permite contabilizar de forma directa y eficiente la cantidad de resoluciones más relevantes dictadas en un despacho determinado, por ejemplo sentencias o resoluciones que ponen fin al proceso.



¿CÓMO SE UTILIZA?



1. En “Generar Machotes” se debe seleccionar una plantilla que tenga asignada “Voto Automático”, según se observa al lado izquierdo de cada una:  

[image: ]



2. Al ejecutar el machote, se despliega su contenido. Después de los intervinientes del proceso, aparece una variable que no debe ser eliminada ni alterada:



[image: ]



3. Una vez que la persona juzgadora firme la resolución, el sistema automáticamente asignará el número de voto:
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SEGUNDA: VOTO DE ORALIDAD.



PÚBLICO META: Personas funcionarias judiciales.



¿PARA QUÉ SIRVE? Permite obtener de forma automática la cantidad necesario de número de resolución para asignarlo a aquellas resoluciones orales que se dicten en las audiencias orales. de audiencias orales que se han realizado con número de voto en un despacho determinado, sea para sentencias orales o grabaciones de audiencias. (eliminar) 



¿CÓMO SE UTILIZA?



1. En “Generar Machotes” se selecciona la carpeta "Audiencias Orales" e inmediatamente la plantilla que se adapta a las necesidades, de acuerdo a su nombre y contenido.

2. Se genera el documento, se guarda y se cierra para ser utilizado posteriormente.

3. En Datos Generales se ubica la opcíon "Documentos Asociados", en la cual se agregó el ícono “123”. Al seleccionarlo se solicita el número de voto.

[image: ]

4. Aparece un recuadro para obtener el número de voto. Se puede digitar una observación. Posteriormente se elige la opción "Obtener voto".

5. En otro recuadro el sistema indicará el número de voto y dará la posibilidad de realizar el registro de resolución de una vez, en la opción "Aquí" ligándolo a la minuta de la audiencia o bien lo dejará pendiente para que el usuario lo complete posteriormente.

6. Posteriormente, en la audiencia oral la persona juzgadora podrá utilizar el número del voto previamente seleccionado.

7. Se puede obtener un reporte de los votos generados por el sistema, concretamente en la opción "Visualizar los número de votos de oralidad obtenidos" desde el menú.

[image: ]

8. Aquellos registros de resolución que no se hayan finalizado no aparecerán en el reporte.
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San José, 23 de mayo del 2023   


Oficio No 171-CACMFJ-JEF-2023 
Referencia: 1100-2023 


 
                                                                                                                   
 


Ingeniero 
Dixon Li Morales, Jefe a.i. 
Proceso Ejecución de las Operaciones 
Dirección de Planificación 
 


Estimado señor: 


 


En atención al oficio N° 412-PLA-MI(NPL)-2023, relacionado con el Protocolo de Pase a Fallo 


para los Tribunales de Segunda Instancia., me permito comunicarle que una vez revisado el 


informe no se tienen observaciones por parte de esta oficina. 


 
 
Cordialmente,  
 
 


 
Maricruz Chacón Cubillo 


Directora 
 


 
 
 
 


 


MCC/fbh 
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Nota: Las páginas corresponden al paso del diagrama o bien del cuadro.  
 


Página Párrafo  Observación concreta   


1, 2 y 6.1. Itineración y Distribución  En el caso del Tribunal de 


Apelaciones Laborales del I 


Circuito Judicial de San José, 


estas funciones se realizan por 


dos personas diferentes a la 


Coordinadora Judicial: Técnico 


itinerador (ingresa y asigna el 


procedimiento y técnico, al 


respecto ver informe de oficina  


Planificaciòn Nº 10486-17, 


aprobado en la sesión Nº 83-17 


celebrada el 12 de setiembre 


del 2017, por el consejo 


Superior), Jueza de trámite 


(asigna responsables, revisa 


proceso del expediente y en su 


caso efectúa devoluciones por 


falta de trámite,  define o corrige 


procedimientos).   


5 Tareas de fallo del personal 


juzgador 


La propuesta de tareas es:  


 


 


Cinco observaciones:  


a) Se considera oportuno 


incluir ejecuciones dada 







la creación de un nuevo 


despacho con 


exclusividad en este tipo 


de procedimientos y que 


elevará los recursos ante 


los Tribunales. 


b) En vista de las nuevas 


tareas y si el expediente 


ha salido de la tarea de 


voto automático y debe 


regresar por revocatoria, 


adición o aclaración, 


tomando en cuenta que 


llevan voto automático, 


asumimos que deben  


pasar de nuevo por el 


control de pase a fallo 


electrónico.  Si no es así 


favor aclarar.  


c) También se ha dado el 


caso cuando dentro de 


un mismo expediente se 


deben dictar dos votos 


independientes debido a 


que en primera instancia 


se resolvieron a su vez 


dos resoluciones 


también independientes 


que son apeladas con 


días de diferencia entre 


una y otra, pero el 







Juzgado admite ambas 


apelaciones y emplaza al 


mismo tiempo. Esto en 


caso de que los 


proyectos se aprueben 


en votaciones distintas, 


entonces luego de la 


primera votación ¿dónde 


se debería ubicar el 


expediente a la espera 


de la votación del otro 


recurso de apelación? 


d) Similar caso con las 


apelaciones por 


inadmisión que son 


acogidas, donde primero 


se conoce de su 


admisión pero ese auto 


debe emplazar a las 


partes por 3 días y luego 


el expediente regresa al 


Juez para la resolución 


de fondo. ¿En ambos 


ingresa con el libro de 


fallo electrónico?  


e) Asimismo y tomando en 


cuenta la organización 


del Despacho,  


consideramos oportuno 


que se cree otra tarea, y 


que se encuentre 







también vinculada al libro 


de pase a fallo sin que se 


altere el tiempo de fallo, 


donde los señores 


jueces y juezas 


diferencien del resto, los 


asuntos que ya se 


encuentran estudiados y 


listos para votación, 


como una forma de tener 


la información del 


sistema actualizada y  


primordialmente a favor 


del usuario, puesto que, 


cuando consulte por su 


expediente se le va a 


brindar una información 


más certeza, con la 


pronta resolución de su 


caso al estar su asunto 


en ésta tarea que 


solicitamos sea creada.-  


(Ejemplo de tarea puede 


ser expediente listo para 


votación.  


 


6 Devolución de expedientes 


sin sentencia 


Se toma nota que con la mejora 


las devoluciones se deben 


realizar a la tarea especifica: 


Devuelto sin sentencia se 


registra fallo electrónico 







Aplica para casos de prueba 


para mejor resolver, acciones 


de inconstitucionalidad o 


similares.  


Resuelto el motivo de 


devolución, regresan por ese 


mismo canal.  


6.2 Envío del proyecto de 


sentencia 


El correo del borrador del voto 


no se le pasa al técnico, 


solamente a los jueces de 


sección ya que ellos hacen todo 


lo relacionado al voto del 


expediente.  


8 Votación e incorporación En el Tribunal de Apelaciones 


Laborales del I Circuito Judicial 


de San José, se hace la 


votación y luego se realizan las 


correcciones al proyecto que se 


incorpora al sistema.  En este 


sentido nos parece importante 


que quede bien claro  que se 


incorpora hasta que esté 


totalmente corregido el 


proyecto, ya que no se admiten 


correcciones posteriores y sólo 


la persona a cargo puede 


hacerlos.  


Generalidade


s 


3 


Traslados de Exp. Listo para 


fallar e ingresar al libro fallo 


electrónico”  a la que 


corresponda 


En virtud de este informe se 


hará de conocimiento del 


personal juzgador, el cambio de 


expedientes de esta tarea hacia 







las nuevas tareas propias de la 


materia laboral y también de 


eliminar las que puedan generar 


inconsistencias en el fallo 


electrónico.  


7 Sentencia integral El Tribunal de Apelaciones 


Laborales del I Circuito Judicial 


de San José, se trata de uno de 


los Despachos donde el 


personal juzgador desde el 


inicio de esta oficina (2017), 


elaboran el proyecto como tal, 


desde el encabezado hasta el 


por tanto, el personal técnico no 


interviene en ninguno de los 


pasos.  


10 Firma de expedientes Favor aclarar qué solución hay 


para cuando se firma masivo, 


pues todos quedan con la 


misma fecha y hora. 


15 Itineración al juzgado de 


origen 


Tal como se hace al ingreso, 


para la salida de expedientes, 


se le pasan al Técnico itinerador 


una firme la sentencia y este los 


devuelve al juzgado de origen.  
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San José, 22 de mayo de 2023 


 


Señora 


Msc Yesenia Salazar Guzmán 


Jefa a.i. 


Subproceso de Modernización  Institucional-No penal 


Departamento de Planificación 


S.  D. 


 


 Por la presente los suscritos jueces integrantes del Tribunal Primero de 


Apelación Civil de San José, dentro del plazo concedido para realizar 


observaciones al informe emitido por su persona, número 


412-PLA-MI(NPL)-2023 relacionado con el Protocolo de Pase a Fallo para los 


Tribunales de Segunda instancia, procedemos en el acto a realizar las que a 


continuación exponemos.  


 


 En las siguientes líneas nos proponemos demostrar que el Protocolo 


propuesto, no resiste un examen de legalidad y viabilidad jurídica desde el 


punto de vista del iter que dicta el legislador costarricense en materia de 


formación de la resolución judicial en Tribunales de Apelación, al menos en lo 


que atañe a los Tribunales de Segunda Instancia de la materia civil que se 


rigen al efecto por lo que dispone el Código Procesal Civil y ello por la 


sensible propuesta de poder el personal técnico judicial acceder a la plantilla 


con el proyecto de resolución no votada y confeccionar el encabezado y parte 


resolutiva, asignar el número y fecha de voto hasta el momento en que haya 


firma de la resolución en aquellos supuestos de resoluciones escritas, y 


recargar en la persona juzgadora una serie de labores de carácter 


administrativo que por perfil funcional corresponden al personal técnico 


judicial. 







  


  


 


A) Para acometer tal análisis, a título de contexto, debemos asentar en primera 


instancia los siguientes postulados técnico-jurídicos. 


 


1) La propuesta de estandarizar un sistema de pase para fallo en los términos 


propuestos, es un acto que, más que un acto administrativo concreto o con 


efectos jurídicos concretos para un destinatario individualizado, pretende tener 


un alcance normativo general porque se dirige de manera indiscriminada a 


regular un iter de manera genérica para la totalidad de los Tribunales de 


Segunda Instancia que utilizan el sistema de Escritorio Virtual. Este punto es 


importante porque entonces estamos ante una propuesta administrativa de 


corte externo y general que, en los términos de los artículos 120 y 121 de la 


Ley General de la Administración Pública (en adelante LGAP), tiene la 


naturaleza y contenido de un reglamento interno de organización, porque su 


contenido es el propio de un reglamento interno de orden y servicio para los 


Tribunales de Apelación del país, sea, se trata propiamente de un decreto de 


alcance normativo en los términos del aparte 2 del artículo 121 de la LGAP. 


2) Bajo la premisa de que tal Protocolo propuesto tiene tal vocación 


reglamentaria, su legalidad y viabilidad jurídica está supeditada a que satisfaga 


los filtros de validez que prescribe la ley, en tanto, en materia de actos 


realizados por la Administración señorea el Principio de legalidad 


administrativa que prescribe el artículo 11 de la citada Ley, puesto que no 


debe perderse de vista que la Administración debe actuar siempre y en todo 


momento sometida al ordenamiento jurídico, y, ciertamente las normas 


reglamentarias deben sujetarse necesariamente a las reglas y principios que 


regulan los actos administrativos en general según reza el aparte 2 del artículo 


6 de la Ley General de la Administración Pública 







  


  


3) En esta línea argumentativa, la validez de tal propuesta de protocolo 


reglamentario, está supeditada a que satisfaga los requisitos de validez formal 


y sustancial que exige la ley para los actos administrativos, particularmente los 


de corte reglamentario, en tanto, bien es sabido, sólo son válidos los actos 


administrativos que se conformen sustancialmente con el ordenamiento 


jurídico según la relación de los numerales 128, 158, 165, 166 y 167, todos 


estos de la LGAP.  


4)Entre tales aspectos de validez, por supuesto, la viabilidad jurídica de una tal 


propuesta normativa está supeditada a que satisfaga el presupuesto de 


competencia del órgano que lo adopta o emite según reza el artículo 129 de la 


LGAP. Y, ciertamente, en tal materia, debe tenerse presente que hay expresa 


reserva de ley en materia de conferimiento de la competencia que tienen los 


órganos o entes públicos para poder adoptar actos administrativos, sobre todo 


cuando en ello haya ínsito el ejercicio una potestad de imperio (cfr artículo 59 


LGAP), como ocurre como esta propuesta de Protocolo que implica una 


reglamentación de los Tribunales de Apelación del país en el desempeño de su 


quehacer. 


4) Desde esta perspectiva, un Protocolo de esta naturaleza no puede provenir 


de un Departamento netamente técnico y consultivo como lo es el 


Departamento de Panificación del Poder Judicial, cuál es un órgano técnico 


que nada más tiene un carácter auxiliar técnico pero cuyos dictámenes apenas 


tienen un carácter de auxilio técnico no vinculante ni siquiera para los órganos 


del Poder Judicial con poder de decisión y dirección, como entre otros, lo son 


el Consejo Superior en las materias de su competencia legal y, la Corte Plena, 


también en los ámbitos de su competencia legal. Menos aún, un protocolo 


emitido por tal Departamento, vincula en modo alguno al órgano 


jurisdiccional en el ejercicio de la labor de interpretación de una norma legal 







  


  


en tanto esté de por medio el principio de garantía constitucional de 


independencia judicial del Juez. 


5) Siempre dentro de esa línea argumentativa, un Protocolo de Pase a Fallo, 


dado su pretensión reglamentaria por su alcance general para la generalidad de 


los Tribunales de Segunda Instancia del país, para que tenga potencia 


normativa alguna debe ser objeto de la aprobación por parte del órgano 


competente a lo interno de la estructura y organización del Poder Judicial. En 


esta lid, debe recordarse que no es el Consejo Superior el órgano competente 


para un cometido tal, porque dicho órgano carece de potestad reglamentaria 


según la relación de los incisos 16 y 21 del artículo 81 de la Ley Orgánica del 


Poder Judicial, en tanto la ley le reconoce a éste órgano apenas una potestad 


de iniciativa o de propuesta reglamentaria, en tanto de manera expresa, el 


único órgano con potestad para emitir un Protocolo reglamentario tal es la 


Corte Plena conforme a los incisos 2) y 7) del artículo 59 de ese mismo cuerpo 


legal. 


6) En esta tesitura, contestamos este informe sobre la base de que es apenas 


una propuesta SIN NINGUNA POTENCIA NORMATIVA NI 


VINCULANCIA ALGUNA AÚN para los operadores jurídicos, al menos en 


lo que hace a los funcionarios que desempeñamos su quehacer en los 


Tribunales de Apelación. En tanto, para que ello ocurra, un protocolo tal debe 


sufrir el trámite correspondiente en Corte Plena para que lo plasme, si fuere 


del caso, en Acuerdo de Corte Reglamentario que además debe sufrir el 


trámite de publicidad pertinente hacia la ciudadanía porque según luego 


diremos, afecta negativamente el interés público de las partes y la ciudadanía 


en general de acceso al contenido de lo que resuelven los tribunales de 


justicia. 


7) Por supuesto además, desde un punto de vista sustancial ya que no sólo 







  


  


formal en términos del órgano competente para adoptar una propuesta 


reglamentaria tal, dicho protocolo debe sufrir el tamíz de su conformación o 


no con una norma de rango superior como lo es una norma de ley, según la 


jerarquía de las fuentes del ordenamiento jurídico que prescribe el artículo 6 


de la Ley General de la Administración Pública. De esta manera, es claro que 


el contenido de un acto o decreto reglamentario no puede contradecir, derogar 


ni ser contrario u oponerse al contenido que prescribe una norma de rango 


superior como lo es la ley ordinaria de modo que tampoco es irrestricta o 


arbitraria el ejercicio de la potestad reglamentaria de los entes y órganos 


públicos, lo que claramente también vale para la Corte Suprema de Justicia. 


8) Tal es el celo del ordenamiento en procurar la tutela de esa regularidad 


jurídica entre las diferentes fuentes normativas según su jerarquía, que, en lo 


que hace a la independencia judicial de los funcionarios que administran 


justicia, el legislador establece la específica prohibición de aplicar decretos, 


reglamentos, acuerdos y otras disposiciones que sean contrarias a cualquier 


otra norma de rango superior, según prescribe el inciso 2) del artículo 8 de la 


Ley Orgánica del Poder Judicial. 


 


B) Análisis técnico jurídico del Protocolo de Pase para Fallo propuesta. Su 


inconformidad con la ley ordinaria. 


 Para contextualizar el análisis de lo propuesto, vale reseñar lo que 


dispone el legislador en cuanto al iter de formación de una resolución judicial 


en un tribunal colegiado. En efecto, según la previsión de los artículos 60.1 y 


60.2 del Código Procesal Civil, el indicado iter está conformado por el 


siguiente orden lógico:  


a) Deliberación 


b) Votación 







  


  


c) Redacción 


d) Validación. 


 Por su parte, también como premisa de análisis hay que tener en cuenta 


el punto de estructura y contenido de la una resolución judicial, 


particularmente en lo que hace a la distinción entre la PARTE 


CONSIDERATIVA, que es donde el órgano jurisdiccional se explaya en el 


análisis de las cuestiones de hecho y de derecho que son fundamento para su 


decisión, y la PARTE DISPOSITIVA, que es propiamente la declaración de 


voluntad que el órgano jurisdiccional adopta como decisión para resolver la 


cuestión sometida a su conocimiento. 


 Al efecto, sin ánimo de ser exhaustivos, hay que tener una precisión 


conceptual de cada uno de esas fases en la elaboración de la resolución, lo cual 


hacemos como sigue: 


 


A) Deliberación: Es la fase lógica donde el Tribunal en reunión secreta 


emprende la discusión, sea el examen detenido de la cuestión objeto de 


decisión, en donde cada uno de sus integrantes expone lo que a su criterio 


son las ventajas e inconvenientes de un asunto, esto es, en donde se 


emprende la discusión de los argumentos a favor y en contra, en relación 


con cada uno de los puntos objeto del debate: hechos, pretensiones, 


excepciones, etc, todo lo cual ocurre bajo la dirección por quien preside. 


B) Votación: Es una fase lógica que, dentro del iter lógico descrito es un 







  


  


posterius a la deliberación que habría habido entre los miembros del 


Colegio. Esto es así porque la votación no es más que el resultado lógico 


del contenido que hubo habido de la deliberación que hubiesen tenido los 


Jueces, en tanto, antes de votar los integrantes primero deliberan, es decir, 


en primer término discuten sus puntos de vista, y no es sino luego de tal 


discusión que proceden a votar el asunto, cada quien según su leal saber 


entender y sobre la base del respeto absoluto del principio de independencia 


judicial de cada uno de los integrantes.  Ahora bien, esta votación puede 


resolverse en dos posibilidades. O bien, el tribunal acuerda o adopta una 


decisión conforme a la ley, en cuyo caso, se dice que el asunto o expediente 


está o quedó “votado”, o, por el contrario, entre sus miembros no hay 


acuerdo entre sus miembros, caso en el cual se da el fenómeno de la 


discordia que regular el artículo 60.3 del Código Procesal Civil.  


C) Redacción: Una vez votado, excepción hecha del fenómeno de discordia 


que dispone el artículo 60.3 del Código Procesal Civil en que no hay 


todavía propiamente una resolución, luego procede la fase de la redacción 


de lo resuelto por el Tribunal. Dentro del iter lógico que venimos 







  


  


comentando, la redacción es la fase en que el órgano jurisdiccional explaya 


hacia el exterior por medio de la escritura ( por supuesto en el marco de 


resoluciones escritas) la decisión interna adoptada conforme a lo deliberado 


y votado. De este modo, la redacción es el instrumento formal por medio 


del cual la Cámara hace recognoscible hacia las partes, los terceros y la 


ciudadanía en general la declaración de voluntad en que consiste la decisión 


que hubo adoptado en la fase de deliberación y votación.  


D) Validación: Implica el acto de aprobar, autenticar, autorizar, esto es la 


conformidad de los y las miembros del tribunal que votaron el proyecto con 


su redacción final, el cual, en el caso de las resoluciones escritas, se 


manifiesta con el acto de la firma física o electrónica del documento. 


  


 A la sazón, siempre dentro de este afán de precisión conceptual, 


claramente puede verse que las fases A) y B) supradescritas, implican una fase 


que sucede en un puro nivel interno en los integrantes del Colegio, porque es 


el proceso en que se resuelve la formación interna de la voluntad de ciencia y 


conocimiento en que consiste la decisión que adopta el Tribunal. Por el 


contrario, las fases C) y B) ocurren en un ámbito externo, en tanto implican el 


mecanismo de EXTERIORIZACIÓN de aquella declaración de voluntad en 


que consiste la decisión adoptada por los Jueces que integran el Colegio, en 







  


  


modo tal que aquella decisión adoptada por el órgano jurisdiccional pero que 


aún está en el fuero interno de sus integrantes, se hace luego recognoscible 


exteriormente en lo que hace a las partes del proceso, a los usuarios y, en 


general, para la ciudadanía en general.  


 Ha sido necesario establecer toda esta descripción para examinar la 


temática del aludido “voto automático” que propone el Protocolo en análisis, 


frente a lo que dice la ley tocante al momento en que en un caso concreto 


existe YA una decisión o votación adoptada por un Tribunal Colegiado. 


 El tema de cuando o en que fase ello sucede, tiene implicaciones no 


sólo desde el punto de vista jurídico en el proceso sino además en cuanto al 


alcance del principio de publicidad procesal y el derecho a la información a 


que tienen derecho las partes y la ciudadanía en general, el cual está regulado 


a nivel de norma legal en el Código Procesal Civil a título de principio general 


en el artículo 2.10, pero que en realidad tiene un alcance incluso 


constitucional. 


 En efecto, la relevancia de la determinación del momento en que ya 


“hay decisión” por parte de un Tribunal, es relevante porque, de las aludidas 


fases de elaboración de la resolución judicial TAN SÓLO la deliberación y 


votación son las únicas que están cobijadas por el secreto conforme así lo 


disponen los artículos 50.6 y 60.2 del Código Procesal Civil.   


 Y según lo demarca la ley de manera expresa, en nuestra legislación 


procesal civil, hay decisión de un Tribunal Colegiado, es decir, hay 


“ASUNTO VOTADO”  y, por tanto “decidido” DESDE EL MISMO 


MOMENTO en que sus integrantes, o, al menos, la mayoría éstos, alcanzan un 


acuerdo sobre el tema o cuestión que es objeto de pronunciamiento. A esto se 


refiere el aludido numeral 60.2 en su párrafo primero cuando en forma textual 


indica: “Para que haya resolución es necesario el voto conforme de la 







  


  


mayoría de todos los miembros, sobre cada uno de los puntos objeto de 


pronunciamiento.”. Por supuesto, que esa decisión YA adoptada se refleja en 


el “POR TANTO” o parte dispositiva de lo resuelto, y ello abstracción hecha 


de que luego se difiera para un momento posterior la fase de redacción integral 


y validación de lo resuelto. 


 Este punto es crítico y medular para entender la cuestión. Desde un 


punto de vista técnico, conforme a la ley, YA HAY FALLO en el mismo 


momento en que el asunto QUEDÓ VOTADO. Y si bien, podría no haber 


redacción integral de lo resuelto aún, ese asunto ya votado, cuya declaración 


está contenida en el “por tanto”, no está ya cobijado por el secreto del proceso 


y, por tanto, debe ser ya consignado en el libro o registro de fallos para que 


tanto las partes y la ciudadanía en general conforme a la ley puedan tener 


acceso a su contenido, aún y cuando, esté pendiente la redacción y firma del 


pronunciamiento en cuestión. Recuérdese que conforme al citado numeral 


2.10 del Código Procesal Civil, la regla general es que el proceso es de 


conocimiento público, salvo que la ley disponga lo contrario de manera 


expresa. Así, en esta materia no cabe interpretación extensiva porque está de 


por medio el derecho constitucional de los justiciables al acceso a la 


información y publicidad del proceso, y, ciertamente, como se dijo, de las fase 


de elaboración de la resolución una vez ya deliberado y votado el asunto, las 


partes tienen ya el derecho a acceder y conocer el contenido de lo decidido por 


el Tribunal en lo que hace al menos a la parte dispositiva o “por tanto” del 


fallo o pronunciamiento adoptado.  


 Incluso, la temática de la fuerza normativa del “por tanto” de una 


resolución, aún y cuando esté pendiente su redacción integral, es un tema que 


hasta la Sala Constitucional ya ha desarrollado, para lo cual pueden 


examinarse, entre muchos, el voto número 08170 del año 2004, los Votos 







  


  


número 12025 y 15965, ambos del año 2006, el número 05802 del 2011 y el 


07248 del año 2020 de ese alto Tribunal Constitucional en lo que hace a la 


fuerza normativa de los “POR TANTOS” de sus resoluciones aún cuando no 


esté elaborada la redacción integral del fallo. 


 En este cometido, conforme a la ley, en materia de resolución en 


Tribunales Colegiados una vez concluida la votación, YA HAY DECISIÓN, 


de modo que su redacción y posterior validación son tan sólo actos materiales 


que son POSTERIORES a la decisión ya adoptada por el órgano 


jurisdiccional, y en esta confusión en la que parece incurrir el protocolo que 


pretende instaurar el sistema de “voto automático” que parte de la idea, en 


total confrontación con lo que dice la ley, de que hay decisión o 


pronunciamiento hasta que la resolución está redactada e incluso firmada por 


los integrantes del Tribunal, en tanto, pretende asignar la fecha, hora y número 


de voto a la resolución hasta que ocurra la redacción y firma por parte de todos 


los integrantes del Colegio. 


 Todo lo contrario, según la ley, como se viene diciendo, 


JURÍDICAMENTE YA HAY DECISIÓN POR PARTE DEL TRIBUNAL 


DESDE EL MOMENTO EN QUE EL ASUNTO QUEDA VOTADO según 


los términos supra descritos. Por tanto, la fecha, hora y número de voto, debe 


coincidir con la hora y fecha en que ocurrió tal votación, siendo que desde ese 


momento, como se dijo, tanto las partes como los usuarios en general tienen el 


derecho constitucional de conocer al menos el “POR TANTO” de lo decidido 


por el Tribunal, pues esta información es la que YA DEBE CONSIGNARSE 


en el libro de fallos del Tribunal desde ese mismo momento, siendo entonces 


ilegal y dudosa constitucionalidad, el que a través de un Protocolo como el 


propuesto y, ulteriormente, a través de un acuerdo reglamentario, el Poder 


Judicial le supedite y  condicione a las partes y los usuarios en general el 







  


  


acceso y conocimiento  de una información que ya es pública, esto es la parte 


dispositiva del pronunciamiento, hasta el momento en que ocurra la redacción 


integral y la firma de la resolución. 


 Es por eso, que el aludido voto automático propuesto no es conforme a 


la ley ni con el derecho de la constitución. En efecto, como se dijo el principio 


de publicidad del proceso tiene un alcance general, y la excepción es el 


aspecto secreto o privado de las actuaciones procesales. De manera expresa la 


ley indica que únicamente la deliberación y votación son la fase secreta del 


iter de elaboración de una resolución judicial en un Tribunal Colegiado, de 


modo que tal secreto deja de existir a partir del momento en que el Voto ya 


fue adoptado, siendo ilegal cualquier reglamentación que limite o restrinja el 


aspecto público de la decisión adoptada a la ulterior redacción y firma de los 


integrantes del Tribunal. 


 Así, el indicado Protocolo de Pase para fallo propuesto para los 


Tribunales Civiles no tiene sustento legal alguno, conforme a lo que 


actualmente dicta la Ley. Para un sustento legal tal, sería necesaria una 


reforma legal de lo que dispone el tantas veces citado artículo 60.2 del citado 


Código Procesal Civil, en el sentido de que tendría el legislador que decir de 


manera expresa que “existe resolución” en un Tribunal Colegiado “hasta que 


conste la firma de la totalidad de sus integrantes”, pero ciertamente ello no es 


lo que actualmente dicta la norma legal.    


 De insistir la institución en tratar de implementar el indicado Voto 


automático en los términos propuestos, pondría a los operadores jurídicos de 


los Tribunales Colegiados en el predicado de incurrir en un incumplimiento de 


deberes, en el sentido de cercenar el correlativo deber que tiene el órgano 


jurisdiccional de brindar información al usuario acerca de la parte dispositiva 


desde el mismo momento en que ya hay voto o decisión adoptada por el 







  


  


Tribunal, sin condicionar o supeditar su entrega a la ulterior redacción y firma 


del documento escrito que contenga su redacción integral. Tal 


condicionamiento en la entrega de tal informacióin hasta podría generar 


discusiones a nivel de Tribunal Constitucional, y, eventualmente hasta 


problemas de responsabilidad civil de la Institución frente al usuario que 


podría verse afectado con tal condicionamiento. 


 Consecuente con lo anterior, mientras no haya una reforma legal que 


cambie el abordaje jurídico del concepto de resolución colegiada a nivel del 


Tribunal de Apelación Civil, el único insumo que Planitificación podrá 


válidamente utilizar a efectos de contabilizar la cuota mensual de trabajo del 


juez o jueza informante, es y será la atinente a la fecha en que el asunto haya 


sido votado, y no la fecha en que el último de los votantes haya firmado el 


documento. 


  


 Y si la pretendida propuesta de hacer coincidir la resolución con la 


firma del voto automático deviene ilegal, no menos ilegal es la también 


apuesta del Protocolo, por un lado, para que la persona juzgadora informante 


comparta con el personal técnico judicial la plantilla del borrador de proyecto 


aún sin votar para incluir el encabezado, resultando y cualquier otro dato a su 


cargo, y por el otro lado, para que sea el propio juez o jueza, una vez votado y 


redactado el asunto, quien cree una plantilla de voto automático, agregue a las 


otras personas juzgadoras que votaron para la firma y luego firma. 


 Si las fases de deliberación y votación son secretas, es claro que 


mientras el asunto no sea votado -con el Por Tanto-, el juez o jueza informante 


no podrá compartir con el personal técnico judicial el documento con el 


proyecto de resolución, porque violaría el citado principio.  El técnico o 


técnica judicial, acorde a su perfil funcional, deberá necesariamente aguardar 







  


  


a que el asunto quede votado, solo después de ese evento podrá crear -él o ella 


y no la persona juzgadora- la plantilla que alojará la resolución votada e 


incluirá el número de voto, hora y fecha de dictado -coincidentes con la 


fecha de la votación-, encabezado y parte resolutiva.  Hecho lo anterior, la 


pondrá a disposición del juez o jueza informante para que le agregue -en el 


momento oportuno- la redacción íntegra de la parte considerativa y 


dispositiva, hecho lo cual la enviará al técnico o técnica para que él -no la 


persona juzgadora- haga los cambios administrativos en el sistema requeridos 


que permitan habilitar la firma del documento por los tres votantes.     


 Y cuando el asunto votado requiera una nota o voto salvado, acorde a 


las más elementales razones de lógica argumentativa, mientras la redacción 


íntegra del asunto no esté terminada, el personal técnico judicial no deberá 


pasar la plantilla al juez o jueza que pondrá la nota o el voto salvado.  En 


otras palabras, uno y otro deberán proceder con la redacción de la nota o voto 


salvado cuando el informante haya finiquitado la redacción del asunto ya 


votado, lo que variará en el tiempo acorde a la necesidad o no de hacerle 


cambios formales y(o) de fondo al proyecto sometido a votación.  Y cuando 


haga la nota o el voto salvado, el personal técnico -no la persona juzgadora- 


asociará la nota a la plantilla con el voto unánime y habilitará su firma, y en el 


caso del voto salvado habilitará otra plantilla para que salgan dos resoluciones, 


una con el voto de mayoría firmado por los tres y otra con el voto de minoría 


firmado por el disidente, y no como pretende el Protocolo de que este voto se 


incluya dentro del de mayoría por ser jurídicamente incompatible al tratarse de 


dos diferentes resoluciones.  Finalmente, en los casos en que uno de los 


compañeros o compañeras votantes no pueda emitir el voto por causa 


sobreviniente, será el técnico o técnica judicial la llamada a editar el sistema 


en aras de cambiar el status e incluir la respectiva constancia, y no el juez o 







  


  


jueza informante el que deba hacer el cambio en el sistema como también 


pretende el Protocolo.   


 Lo anterior patentiza una intención ilegal del Protocolo por modificar 


las cargas de trabajo legalmente asignadas. Tal como se describe en el estudio 


realizado por el Departamento de Planificación en fecha 06 de mayo de 2022 


(399-PLA-MI-MNTA-2022), las funciones administrativas de este tribunal, 


entre ellas, la inclusión del proyecto de resolución ya votado, la asignación de 


firmas y medios de notificación, corresponde a la persona técnica judicial, 


funciones que forman parte de su perfil competencial en este tipo de funciones 


administrativas 


(https://ghanalisispuestos.poder-judicial.go.cr/index.php/sistema-de-clasif


icacion-y-valoracion-de-puestos/manual-de-puestos?start=440); lo 


anterior, debido a las cargas de trabajo que maneja este despacho.  


 Debemos agregar que el circulante de este tribunal es superior a un mil 


quinientos procesos pendientes de resolución de segunda instancia equivalente 


aproximadamente un año de tramite (Matriz de Indicadores del Tribunal 


Primero de Apelación Civil de San José, Marzo de 2023). El circulante total 


de cobro judicial (especialidad del tribunal) como es bien conocido supera el 


42% del total de procesos que se tramitan en el Poder Judicial (con una 


entrada de más de ciento cincuenta mil expedientes anuales y un circulante 


total de más de ochocientos mil expedientes -Informe del Año Judicial 2023- 


https://informelabores.poder-judicial.go.cr/index.php/informe-general-20


22-ano-judicial-2023).  


 De implementarse las modificaciones pretendidas por Planificación, la 


cantidad de labores administrativas que tendríamos que realizar las personas 


juzgadoras afectarían la cuota de trabajo (fijada actualmente en 24 expedientes 


mensuales), cuando menos en un 30%, lo que afectaría radicalmente la mora 







  


  


judicial aumentando el plazo de espera a más de un año.  


 Por último, indica el documento que la tarea “Exp. Listo para fallar e 


ingresar al libro fallo electrónico” NO debe utilizarse a partir de la 


configuración de la mejora de pase a fallo por tareas y recomienda trasladar 


los expedientes a la tarea de pase a fallo que corresponda. Realizar la 


recomendación indicada afectaría a los usuarios pues no sería posible 


identificar en el sistema de escritorio virtual el expediente más antiguo, 


además que afectaría el rendimiento de las personas asignadas a reasignar 


dichos procesos; tal como se indicó, el circulante del despacho supera los un 


mil quinientos expedientes y más de un año de espera para resolver, 


información que añadiría más tiempo a la revisión, lo que a su vez afectaría en 


un 20% el rendimiento de cada persona juzgadora (el proceso de revisión para 


encontrar el caso más antiguo demanda tiempo y requiere abrir los expedientes 


o el archivo de pase a fallo, y la información de la persona juzgadora 


informante no es amigable). 


 


 Por supuesto que bajo estas consideraciones, los suscritos aquí 


firmantes estamos en total desacuerdo con la implementación del Protocolo así 


dispuesto. 


 Claro que los sistemas de control administrativo de la producción de 


resoluciones de los Tribunales son necesarios y convenientes, pero entonces el 


Protocolo de Pase para fallo deberá ajustarse a la ley, y elaborarse 


nuevamente, partiendo de las siguientes premisas:  


 


Uno. Mientras el asunto no haya sido votado, dado el carácter secreto que 


reviste esta fase, no habrá posibilidad que el juez o jueza informante comparta 


el proyecto con el personal técnico judicial a fin de incluir el encabezado y 







  


  


demás datos a su cargo.   Por ser contrario a la ley, nos oponemos a un 


Protocolo que establezca el traslado del citado proyecto -aún no votado- al 


personal técnico para que inserte los datos generales de la futura resolución.   


 


Dos. Una vez que sea votado, el personal técnico judicial le asignará hora, 


fecha y número de Voto coincidente con la hora y fecha en que ocurrió la 


votación que dio lugar a la parte dispositiva que debe quedar consignada en el 


libro o registro de fallos que al efecto debe llevar los registros manuales y 


tecnológicos del despacho, y computarse como cuota efectiva de trabajo a 


cargo del ponente. Por ser contrario a la ley, según lo expuesto, nos oponemos 


a un Protocolo que pretenda asignar la hora, fecha y número de voto hasta el 


momento en que haya firma del documento por parte de los integrantes del 


Tribunal.   


 Véase además que el citado numeral 60.2 del Código Procesal Civil es 


una norma que describe el iter de la elaboración de las resoluciones para la 


generalidad de todos los Tribunales Colegiados, no sólo para los Tribunales de 


Apelación. Por tanto, tal norma describe dicho iter incluso para las Salas de 


Casación como ocurre con la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia. 


No vemos nosotros como se implementará tal protocolo de voto automático a 


nivel de ese alto Tribunal, sin que tampoco advirtamos nosotros el sustento 


técnico jurídico para hacer la distinción con el resto de Tribunales Colegiados 


de la institución, cuando es una misma norma genérica, como el indicado 60.2, 


la que es aplicación para la TOTALIDAD de los tribunales colegiados, sin 


distinción de la posición que ocupe en la escala jerárquica de la estructura 


organizacional de la institución. 


 


Tres. Una vez votado el asunto, el personal técnico judicial -no la persona 







  


  


juzgadora- preparará la plantilla con los datos del voto a su cargo -número, 


hora y fecha, encabezado y parte resolutiva-.  Hecho esto, lo trasladará al juez 


o jueza informante para que incluya en el momento oportuno la redacción 


final del voto y lo devuelva al Coordinador Judicial.  Este deberá pasarlo al 


personal técnico judicial para que lo incorpore en el sistema y habilite la firma 


de los votantes; en su defecto, pasarlo al juez o jueza votante que dispuso en el 


Por Tanto poner una nota o salvar el voto con vista en la redacción final del 


asunto votado.  Y una vez que este último finalice la nota o el voto salvado, lo 


pasará al Coordinador quien a su vez lo asignará el personal técnico 


responsable para que incluya la nota dentro del voto que deberán firmar los 


tres; en su defecto, confeccione dos resoluciones, una con el voto de mayoría 


y otro con el voto salvado para ser firmadas por los responsables.  Por ser 


contrario a la ley, nos oponemos a un Protocolo que pretende trasladar a los 


jueces y juezas cargas de trabajo de naturaleza administrativa en las distintas 


fases de creación del pronunciamiento, y que por perfil funcional 


corresponden al personal técnico.   


 


 En los términos planteados, dejamos contestada la audiencia otorgada 


para los fines pertinentes. 


 


 


Atentamente: 


Licda. Elieth Vargas Ulate 


Lic. Manuel Hernández Casanova 


Lic. Juan Carlos Meoño Nimo 


Lic. Edgar Echegaray Rodríguez 
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JUEZ 5 DE APELACION CIVIL 
 
PROPOSITO DEL PUESTO  
 
Dirigir el proceso de apelaciones en la materia civil, con el 
objetivo de dirimir conflictos, para encontrarles solución 
conforme a un Estado Social y Democrático de Derecho. 
 
FUNCIONES PRINCIPALES   
 
Función Administrativa: Planificar, dirigir, supervisar, 
controlar y ejecutar de manera ética y comprometida la 
administración del despacho judicial; conforme las 
disposiciones de La Corte y lo establecido en la Ley Orgánica 
del Poder Judicial. 
 
-Asistir a reuniones, seminarios, capacitaciones y eventos 
similares a fin de coordinar actividades, analizar y resolver 
problemas, definir situaciones, actualizar conocimientos, 
proponer cambios, ajustes y soluciones diversas. 
-Diseñar planes de acción que maximicen los recursos internos 
del despacho que permitan ofrecer un servicio público de 
calidad, de acuerdo con las políticas institucionales y el 
ordenamiento jurídico. 
-Organizar los recursos humanos y materiales con eficacia y 
eficiencia, ética y transparencia para el logro de los objetivos 
definidos. 
-Tramitar y diligenciar todos los asuntos del despacho con 
independencia funcional y responsabilidad propia. 
-Supervisar que las personas colaboradoras cumplan a 
cabalidad con todos los deberes y obligaciones, para obtener la 
mayor eficiencia. 
-Llevar el control en la agenda electrónica de las audiencias y 
remates. 
-Procurar que en el despacho se maximice la utilización de los 
medios tecnológicos. 
-Supervisar y controlar el correcto manejo del Sistema de 
Depósitos Judiciales (SDJ), valores, pruebas, registros, escritos y 
otros documentos. 


-Supervisar que se mantenga actualizada la información del 
expediente judicial. 
-Velar porque en el despacho diseñen, instauren y se actualicen 
los siguientes controles: libro de juramentaciones, libro 
electrónico de sustituciones,  control de labores de personas 
juzgadoras suplentes, inventario periódico de expedientes, 
remesados de expedientes al Archivo Judicial, registro de 
asuntos salidos en alzada, registro de vencimiento de plazos en 
el Escritorio Virtual, control electrónico de causas disciplinarias, 
registro de plazos sobre resoluciones provisionales en el 
Escritorio Virtual, entre otros y dar seguimientos a estos. 
-Velar porque se instaure la rotación de personal conforme a 
las necesidades del despacho y los lineamientos de la Ley 
General de Control Interno y que al momento de aplicarla se dé 
seguimiento y se rinda el informe que refleje el estado actual 
del escritorio. 
-Velar por que el personal del despacho (Técnico Judicial, 
Coordinador Judicial, personas juzgadoras), rinda el informe de 
labores correspondiente. 
-Supervisar de forma periódica la carga de trabajo del personal 
técnico. 
-Revisar periódicamente las ubicaciones del Escritorio Virtual 
para detectar atrasos y disponer lo que corresponda. 
-Instar a las partes a utilizar medios de almacenamiento de la 
información digital, a efecto de que puedan llevarse una copia 
electrónica de lo resuelto y actuado en cada asunto que sea de 
su interés. 
-Velar y hacer uso de los sistemas instalados en el Despacho, así 
como del mantenimiento de los recursos institucionales. 
-Implementar el uso del expediente electrónico, firma digital o 
electrónica, u otras tecnologías que colaboren con ejecución 
eficaz y eficiente de las funciones. 
-Evaluar, dar seguimiento y hacer propuestas de mejora a las 
estrategias de organización y planeación, así como a los logros 
obtenidos. 
-Liderar al equipo de trabajo con respecto, compromiso, 
responsabilidad, para el logro de los objetivos del despacho. 
-Tramitar comunicaciones oficiales darle seguimiento y delegar 
cuando sea procedente. 
-Recibir, custodiar, supervisar y controlar el correcto manejo, 
valores, pruebas, registros, escritos, boletas de seguridad, 
documentos y objetos similares que ingresen al despacho. 


-Proponer el nombramiento de personal subalterno, de 
acuerdo con las disposiciones legales y reglamentarias. 
-Participar en la elección del Juez o Jueza Coordinador del 
despacho.  
-Participar en la elección de la persona representante del 
Consejo de Administración. 
-Ejercer el régimen disciplinario conforme la ley. 
-Atender y resolver consultas del equipo de trabajo o de 
personas usuarias internas y externas, según lo permita el 
ordenamiento jurídico. 
-Evacuar consultas del personal y orientarlo con respecto a la 
ejecución de las actividades. 
-Diseñar y ejecutar un programa de inducción para el personal 
técnico y profesional de nuevo ingreso al despacho.  
-Velar porque las labores se realicen de acuerdo con lo 
estipulado en el Plan Anual Operativo y el Plan Estratégico 
Institucional y el ordenamiento jurídico. 
-Revisar y firmar los documentos administrativos del despacho, 
según las disposiciones legales.  
-Coordinar la localización de expedientes y documentos 
extraviados y ordenar la pronta reposición cuando sea 
necesario, en el caso de expedientes electrónicos mantener y 
actualizar su ubicación fase y estado. 
-Cumplir con los indicadores que establece la norma GICA en 
caso de que el despacho se encuentre certificado. 
-Participar de la elaboración del Plan Anual Operativo, SEVRI, 
proceso de autoevaluación institucional, entre otros. 
-Redactar y rendir informes diversos: PAO, SEVRI, 
Autoevaluación Institucional, entre otros. 
-Velar porque en cada proceso se formen expedientes 
ordenados secuencialmente, conforme a la ley y las 
disposiciones reglamentarias. 
-Implementar las políticas de acceso a la justicia de las 
poblaciones en condición de vulnerabilidad así como la política 
de participación ciudadana entre otras. 
-Velar porque en el accionar diario del despacho se   incorporen 
los ejes transversales definidos en el Plan Estratégico 
Institucional, así como las políticas institucionales emitidas por 
los órganos superiores. 
-Realizar otras funciones propias del cargo. 
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Función Jurisdiccional: Resolver conflictos conforme a la 
potestad derivada del estado, ejercer mediante los poderes de 
ordenación, instrucción y disciplinarios que buscan la 
conducción del proceso judicial de forma, eficaz y eficiente y 
garantizar la correcta aplicación del derecho, el equilibrio 
procesal, la imparcialidad y objetividad. 
 
NORMAS APLICABLES A TODOS LOS PROCESOS:   
 
-Aplicar las disposiciones contenidas en la legislación procesal y 
de fondo a los procesos de naturaleza civil y comercial.  
-Aplicar las disposiciones contenidas en la legislación procesal y 
de fondo a los procesos de naturaleza civil y comercial.  
-Mantener la igualdad de trato y de derechos entre las partes, 
respetando el debido proceso, para no causar indefensión.   
-Interpretar las normas procesales de manera instrumental, con 
la finalidad de aplicar las normas de fondo. 
-Garantizar en el proceso la buena fe, el respeto, la lealtad y la 
probidad entre las partes.  
-Actuar y permitir que las partes actúen, dentro de los límites y 
parámetros del principio dispositivo. 
-Impedir el fraude procesal, la colusión y cualquier otra 
conducta abusiva, ilícita o dilatoria. 
-Impulsar los procedimientos con la mayor celeridad posible, a 
fin de evitar su paralización o retraso injustificados. 
-Aplicar el principio de oralidad en los procesos, cuando 
corresponda. 
-Desarrollar la actividad procesal en la menor cantidad de actos 
y tiempo posibles. 
-Realizar las audiencias en el menor número de sesiones 
posibles. 
-Garantizar que los actos y las etapas procesales se cumplan en 
el orden establecido por la ley. 
-Garantizar que no se repitan actividades procesales, una vez 
cumplida o vencida cada etapa; salvo en los casos 
expresamente previstos por la ley o cuando sea necesario con 
ocasión del decreto de nulidades procesales por haberse 
causado una indefensión insubsanable. 
-Garantizar que las audiencias orales sean públicas, salvo que 
se deba disponer lo contrario en los casos de excepción que 
estipula la ley. 


-Determinar de oficio o a solicitud de parte, si se verifican los 
supuestos de ley para que las audiencias orales sean privadas. 
-Mantener un trato igualitario a las partes del proceso, con 
respeto al debido proceso e informando por igual las 
actividades procesales que sean de interés. 
-Participar de las audiencias orales del proceso de su 
competencia cuando corresponda, sin delegar la realización en 
otras autoridades, salvo en los casos expresamente previstos 
que la ley permita. 
-Emitir la sentencia en los procesos cuya audiencia de pruebas 
hubiese realizado. 
-Dar aplicación a las normas procesales de orden público de 
forma inmediata.  
-Aplicar las normas procesales en todo el territorio nacional, sin 
perjuicio de las normas especiales y de la aplicación del 
derecho internacional. 
-Interpretar las normas procesales considerando su carácter 
instrumental y atendiendo fundamentalmente a su espíritu y 
finalidad, el sentido propio de sus palabras, de acuerdo con el 
contexto, los antecedentes históricos y la realidad social en que 
han de ser aplicadas; despojándose para ello de formalismos 
innecesarios. 
-Integrar el ordenamiento jurídico procesal, en ausencia de 
norma expresa, mediante la aplicación analógica de otras 
disposiciones que contemplen supuestos semejantes, en los 
que se aprecie identidad de razón. 
-Suplir, si la integración analógica no es posible, el vacío 
ideando procedimientos con la aplicación de principios 
constitucionales, generales del derecho y especiales del 
proceso, de acuerdo con las circunstancias. 
-Impedir que las partes dispongan o renuncien a derechos y 
actividades procesales, cuando la ley veda esa posibilidad. 
-Garantizar el acceso a la justicia a las partes e intervinientes. 
-Evitar y censurar todo comportamiento malicioso, temerario, 
negligente, dilatorio, irrespetuoso o fraudulento.  
-Garantizar la imparcialidad e independencia de las personas 
juzgadoras, en los procesos judiciales. 
-Promover y permitir el uso de medios alternos de solución de 
conflictos.  
-Velar porque las partes e intervinientes ajusten su conducta a 
la buena fe, lealtad, probidad, el uso racional del sistema 


procesal, el respeto debido, así como el deber de cooperación 
con la administración de justicia. 
-Adoptar las medidas procesales que resulten de la ley o de sus 
potestades de dirección, para prevenir, censurar y sancionar, 
cualquier acción u omisión contrarias al orden o a los principios 
del proceso. 
-Dirigir el proceso, velar por su pronta solución respetando el 
debido proceso y asegurar la igualdad de trato a las partes. 
-Desechar cualquier solicitud o incidencia notoriamente 
improcedente, que implique una dilación manifiesta.   
-Aplicar el régimen disciplinario sobre las partes y sus 
abogados, sancionando cualquier acto contrario a la 
dignidad, la justicia, la buena fe, la lealtad, la probidad, así 
como cualquier forma de abuso procesal. 
-Aplicar amonestaciones y multas, cuando se compruebe que 
se han asumido actitudes dilatorias o litigado 
con temeridad; así como trasladar a la orden de la autoridad 
respetiva, en caso de que la conducta constituya delito, 
contravención, falta o en casos graves la suspensión del 
abogado. 
-Dictar resoluciones dentro de los plazos legales establecidos. 
-Declarar en sentencia el ejercicio de derechos procesales de 
manera abusiva, temeraria o con mala fe, así como el uso del 
proceso para obtener un móvil prohibido por la ley, en cuyo 
caso, corresponderá condenar al responsable al pago de los 
daños y perjuicios ocasionados. 
-Procurar la búsqueda de la verdad, dentro de los límites 
establecidos por el ordenamiento jurídico. 
-Cumplir las disposiciones generales que en materia de 
competencia establece el Código Procesal Civil.  
-Aplicar los criterios dispuestos por ley para determinar la 
competencia objetiva y subjetiva. 
-Conocer, tramitar y resolver los asuntos que sean de su 
competencia. 
-Ordenar la acumulación de los procesos en los supuestos y 
etapas previstos por la ley.  
-Aplicar la litispendencia cuando existan en trámite, dos o más 
procesos en los que concurra identidad de sujetos, objeto y 
causa, para lo cual dispondrá la terminación de los asuntos más 
nuevos y la continuación del más antiguo. 
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-Aplicar los criterios de la competencia internacional para 
definir si el tribunal costarricense es competente para conocer 
un proceso con elementos de conexión extranjeros.  
-Mantener incólume la competencia, una vez que hubiese sido 
definida, salvo disposición legal en contrario.  
-Ordenar y permitir la acumulación de pretensiones, de 
acuerdo con los criterios establecidos por la ley. 
-Aplicar las causales de impedimento de competencia de un 
juez a situaciones concretas. 
-Trasladar el proceso a quien corresponda, mediante 
resolución, cuando se produzca una causal de impedimento. 
-Resolver las inhibitorias dispuestas por uno o más integrantes 
del tribunal que integra o cuando le corresponda hacerlo de 
acuerdo con los parámetros de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. 
-Inhibirse mediante resolución inmediata, cuando tenga 
conocimiento de la causal justificante. 
-Resolver de inmediato sobre las inhibitorias y las recusaciones 
de otros jueces. 
-Declarar de oficio su incompetencia antes de dar curso a la 
demanda o proceso, salvo que la razón se deba a la cuantía o la 
materia en cuyo caso podrá declararla en cualquier momento 
del proceso hasta antes de sentencia. 
-Plantear el conflicto de competencia ante el superior 
jerárquico común o la Sala respectiva, cuando corresponda. 
-Resolver un conflicto de competencia, según las reglas de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial. 
-Determinar la capacidad y/o representación de quienes 
intervienen en un proceso. 
-Prevenir la acreditación o subsanación de la capacidad y/o 
representación de quienes intervienen en el proceso, cuando 
sea necesario. 
-Ordenar el arraigo cuando exista temor fundado de que se 
ausente u oculte la persona contra quien se haya interpuesto la 
demanda. 
-Prevenir al arraigado sobre el nombramiento de un 
representante legal con facultades suficientes para 
representarlo en el proceso y señalar medio para atender 
notificaciones. 
-Llamar, mediante notificación judicial o edicto, a quienes por 
ley les corresponda ejercer la representación de un sujeto 
procesal que no esté representado. 


-Conceder un plazo de cinco días a los socios, asociados o a 
quienes corresponda, a efectos de acreditar la designación de 
representante procesal de una persona jurídica acéfala. 
-Nombrar a un curador procesal en los casos establecidos por 
ley y fijar sus honorarios. 
-Verificar que las gestiones escritas de partes e intervinientes 
estén firmadas por quien las suscribe y autenticadas por 
abogado. 
-Prevenir la autenticación de un abogado en los actos escritos 
que hubiesen omitido tal requisito. 
-Desechar las gestiones escritas que carezcan de autenticación 
de abogado y cuya omisión no hubiese sido subsanada después 
de requerida. 
-Verificar que los poderes judiciales presentados cumplan los 
requisitos legales y en su caso, prevenir las correcciones que 
correspondan, bajo el apercibimiento de prescindir del 
mandato yo rechazar las gestiones que haya presentado el 
supuesto apoderado judicial. 
-Constatar que los poderes judiciales otorgados en el extranjero 
se ajusten a las normas de derecho internacional. 
-Verificar que la actuación de un gestor procesal se ajuste a la 
normativa y en su caso, ordenar la subsanación que 
corresponda, admitir la intervención o denegarla. 
-Ordenar las medidas necesarias para efectuar las verificaciones 
cuando se desconoce o no se tiene certeza de la persona a 
demandar; y si es del caso, practicar la prueba que 
corresponda. 
-Aplicar las reglas contenidas en la ley sobre la sucesión 
procesal.  
-Ordenar la integración de la litis necesaria contra quien 
corresponda y en su caso, establecer los derechos procesales 
de los nuevos litisconsortes o declarar inadmisible la demanda 
o reconvención en caso de que se omita su integración. 
-Constatar que una demanda y su pretensión puedan ser 
tramitadas como intervención excluyente, de acuerdo con los 
supuestos y etapas procesales establecidas por la ley. 
-Citar al poseedor mediato y al garante para que intervengan 
en el proceso, así como resolver lo que corresponda respecto 
de su eventual intervención.  
-Resolver sobre la intervención adhesiva de terceros. 
-Ordenar la notificación del proceso a la Procuraduría General 
de la República y al Patronato Nacional de la Infancia, así como 


admitir su intervención en el proceso, según proceda, en 
atención a los intereses públicos o de personas menores de 
edad. 
-Ordenar la desacumulación de pretensiones cuando 
corresponda y en su caso, declarar inadmisible la demanda en 
caso de incumplimiento de la prevención. 
-Decidir sobre la procedencia de una segunda prevención de 
desacumulación de pretensiones, en caso de que se hubiese 
intentado cumplir sin éxito un primer requerimiento.  
-Asegurar que en todos los actos procesales se haga uso del 
idioma español y se registren en el mismo idioma. 
-Velar porque los documentos redactados en otro idioma se 
acompañen de su traducción y en caso de incumplimiento, 
prevenir su traducción, bajo el apercibimiento de su rechazo 
dentro del proceso. 
-Verificar que se extienda acuse de recibo a toda gestión que 
ingrese al despacho, ya sea por medios tecnológicos o bien por 
medio de constancia en una copia física.  
-Asegurar que las declaraciones de las personas que hablen 
otro idioma diferente al español, o bien no puedan 
comunicarse oralmente, sean tomadas por los medios 
pertinentes y en caso que se requiera, ordenar el auxilio de un 
intérprete. 
-Verificar que las peticiones o documentos de las 
tramitaciones de los procesos, sean respaldados en la forma 
que disponga la ley y la Corte Suprema de Justicia. 
-Velar porque se formen las carpetas tecnológicas de las 
gestiones, resoluciones y actuaciones del proceso y que estas 
sean ordenadas en forma secuencial y cronológica. 
-Crear expedientes físicos debidamente foliados para aquellos 
procesos que deban tramitarse de esa manera. 
-Ordenar a las partes, el aporte de copias de manera inmediata 
y por cualquier otro medio a costas del culpable, la reposición 
parcial o total del expediente en caso de extravío o pérdida, o 
bien practicar las actuaciones necesarias para determinar su 
preexistencia y contenido. 
-Ordenar la repetición de los actos procesales, cuando su 
reposición no sea posible mediante copias u otras actuaciones 
de verificación. 
-Permitir el acceso al expediente a las partes, abogados, 
asistentes del abogado director debidamente autorizados por 
éste y a quienes la ley les otorgue esa facultad. 
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-Señalar y continuar audiencias orales en horas y días inhábiles, 
cuando las circunstancias lo ameriten. 
-Velar porque las actuaciones judiciales se practiquen a la hora 
señalada y decidir si excepcionalmente comenzarán quince 
minutos después de la hora fijada o aun más tarde, cuando se 
cumplan los supuestos previstos por la ley.  
-Realizar las actuaciones procesales en la sede del tribunal, 
salvo que por disposición de ley o por la naturaleza del acto, 
deban realizarse en otro lugar. 
-Verificar que los actos de parte cumplan los requisitos de ley 
relativos a la firma y aporte de copias cuando sea necesario. 
-Prevenir, cuando procesa, la corrección de actos de parte, bajo 
el apercibimiento de rechazo de la gestión si se omite el 
requerimiento. 
-Dictar las resoluciones sobre la base de lo solicitado o previsto 
por la ley. 
-Fundamentar las resoluciones que se emitan, al mismo tiempo 
que sean claras, precisas y concretas. 
-Firmar todas las resoluciones escritas que se deriven de su 
gestión. 
-Dejar constancia cuando un miembro del tribunal 
colegiado cuente con algún tipo de imposibilidad para firmar 
resoluciones. 
-Identificar al tribunal en las resoluciones y actuaciones, así 
como consignar el lugar, la hora, la fecha, el número de 
proceso, el nombre de los jueces y el número de resolución, 
cuando este último requisito sea necesario. 
-Comunicar las resoluciones dictadas en audiencia de forma 
oral y en caso de resoluciones que se emitan por rescrito, 
comunicarlas conforme a la legislación vigente sobre 
notificaciones judiciales. 
-Comunicar mediante edicto las resoluciones, cuando así lo 
establezca la ley. 
-Prestar auxilio judicial a otros despachos, salvo cuando se trate 
de práctica de prueba o de actos propios de una audiencia que 
vulneren el principio de inmediación. 
-Pedir cooperación a cualquier funcionario administrativo que 
ejerza sus funciones en el territorio de la República, salvo 
cuando se trate de práctica de prueba o de actos propios de 
una audiencia e implique quebranto al principio de 
inmediación. 


-Velar porque los plazos para la tramitación de los procesos se 
cumplan, conforme a lo dispuesto en la ley. 
-Conceder o denegar prórrogas de plazos de acuerdo con lo 
establecido por la ley. 
-Constatar la interrupción de los plazos cuando exista caso 
fortuito o fuerza mayor y en su caso, computar el plazo de 
acuerdo con el resultado de la interrupción. 
-Rechazar de plano toda gestión que se haga cuando hubiera 
vencido un plazo perentorio.   
-Establecer los plazos judiciales cuando la ley sea omisa sobre 
su duración, tomando en cuenta la naturaleza del proceso, la 
importancia y las condiciones del acto que se deba realizar. 
-Admitir la renuncia, ampliación o restricción de plazos por 
consentimiento de partes, únicamente en los casos permitidos 
por la ley. 
-Computar los plazos por horas, días, meses o años, según los 
parámetros establecidos por la ley. 
-Realizar los actos procesales conforme al reloj del despacho y 
lo que se desprenda de los sistemas tecnológicos judiciales. 
-Subsanar los defectos de los actos procesales, siempre que sea 
necesario y posible. 
-Constatar la subsanación de los actos procesales defectuosos. 
-Conservar todas las actuaciones que en sí mismas sean válidas 
de modo que puedan ser aprovechadas una vez que el proceso 
se ajuste a la normalidad, pese a la existencia de vicios 
procesales. 
-Evitar, en caso de declaratoria de nulidad de un acto, la 
eliminación, pérdida o repetición innecesaria de actos o etapas 
del proceso.  
-Decretar la nulidad de los actos procesales solamente 
cuando estos hubiesen causado indefensión y no proceda la 
subsanación. 
-Rechazar de plano las solicitudes de nulidad notoriamente 
improcedentes. 
-Tramitar y resolver las nulidades de las actuaciones, siguiendo 
el procedimiento incidental oral o escrito, según corresponda. 
-Tramitar y resolver incidentes de nulidad de actuaciones sobre 
la base de las causales de revisión, con posterioridad a la 
sentencia firme, en procesos de cosa juzgada formal. 
-Decretar la suspensión del procedimiento, únicamente por 
acuerdo de partes, por prejudicialidad y en los demás casos 
previstos por ley. 


-Reanudar el proceso cuando se constate el cese de una causal 
de suspensión. 
-Denegar la suspensión del proceso por prejudicialidad penal, 
salvo que se trate de la aprobación de remates en procesos de 
ejecución hipotecaria o prendaria cuando exista causa penal 
pendiente por falsedad del título base. 
-Suspender la aprobación de un remate en los asuntos que 
refieren a ejecución hipotecaria y prendaria, cuando exista un 
proceso penal pendiente por falsedad del documento base. 
-Analizar que toda demanda cumpla con los requisitos 
establecidos en la ley.  
-Analizar si la demanda contiene pretensiones indebidamente 
acumuladas, si la litis pasiva necesaria está debidamente 
integrada, o se ve afectada por litispendencia; y en su caso 
ordenar las correcciones que sean necesarias dentro del plazo 
establecido por ley en los primeros dos supuestos o la 
terminación del proceso nuevo en caso de litispendencia. 
-Ordenar la corrección de una demanda defectuosa dentro del 
plazo que establece la ley, puntualizando de una vez todos los 
defectos u omisiones del acto procesal de parte. 
-Verificar que la demanda contenga los documentos que ofrece 
la parte. 
-Interceder y ordenar que se incorporen al proceso los 
documentos que las partes ofrecen como prueba y son de 
imposible obtención. 
-Analizar la estimación de la demanda según el valor 
económico, tomando como base los parámetros establecidos 
en la ley. 
-Ordenar, en casos excepcionales, un segundo intento de 
corrección de demandas defectuosas. 
-Ordenar que se subsanen los vicios de capacidad 
o representación de las partes, para lo cual concederá el plazo 
que corresponda. 
-Analizar si la demanda interpuesta podría ser considerada 
improponible. 
-Conceder audiencia a las partes apersonadas al proceso, 
cuando de oficio o a instancia de parte, se considere que la 
demanda podría ser improponible. 
-Rechazar una demanda improponible mediante sentencia 
anticipada, de oficio o a solicitud de parte. 
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-Valorar la admisibilidad de la ampliación o modificación de la 
demanda, cuando ésta se presente bajo los supuestos y en las 
etapas procesales que permite la ley. 
-Emplazar a la parte demandada para que conteste la demanda 
en caso de que ésta sea admisible y la forma en que 
debe hacerlo, así como advertir las consecuencias en caso de 
omisión. 
-Prevenir a la parte demandada que corrija su contestación, en 
caso de que este no conteste los hechos de la forma indicada 
según la ley e indicarle los defectos que debe de corregir, así 
como señalar el plazo para ello.  
-Verificar que las excepciones procesales y materiales que se 
presenten estén debidamente razonadas.  
-Analizar las excepciones opuestas y el contenido integral de la 
contestación, para determinar con exactitud las excepciones 
procesales y materiales opuestas. 
-Rechazar de plano aquellas excepciones procesales que sean 
evidentemente improcedentes, así como las que se presenten 
extemporáneamente, sin fundamentación o sin ofrecimiento 
de prueba cuando ésta sea necesaria.  
-Analizar y resolver las excepciones materiales de cosa 
juzgada, transacción y caducidad, hasta antes de iniciar 
la alegación de conclusiones en proceso ordinario. 
-Valorar si las excepciones procesales que no deban rechazarse 
de plano, han de ser tramitadas por la vía incidental escrita, 
audiencia previa para su sustanciación, o postergarlas para la 
audiencia preliminar o única según el tipo de proceso. 
-Resolver sobre la admisión en audiencia oral o por escrito, de 
las pruebas ofrecidas para las excepciones procesales. 
-Practicar prueba admitida sobre excepciones procesales 
opuestas. 
-Resolver en audiencia oral o por escrito, el acogimiento o 
rechazo de excepciones procesales. 
-Ordenar la corrección de lo que proceda, o en su caso, la 
terminación del proceso, cuando se acojan excepciones 
procesales. 
-Verificar que la reconvención cumpla con los requisitos 
establecidos, así como prevenir su corrección en caso de ser 
defectuosa.  
-Admitir la reconvención en procesos ordinarios, en incidentes 
de cobro de honorarios de abogado, responsabilidad civil o 


rendición de cuentas del abogado para con su cliente, así como 
en cualquier otro caso que a futuro disponga la ley. 
-Conceder al reconvenido un plazo igual al del emplazamiento 
de la demanda para la réplica, en caso de que sea admitida la 
reconvención. 
-Tener por ciertos los hechos no contestados correctamente 
por la parte demandada o cuando exista allanamiento de su 
parte a los hechos y pretensiones, sin perjuicio de la valoración 
integral de la prueba al momento de emitir sentencia. 
-Dictar sentencia anticipada en caso que el demandado se 
allane a lo pretendido en la demanda, omita contestarla o bien 
la conteste de forma extemporánea; salvo que hubiere indicios 
de fraude procesal, la cuestión planteada fuere de orden 
público, se tratare de derechos indisponibles o fuere 
indispensable recibir prueba para resolver. 
-Dictar sentencia anticipada sobre los extremos aceptados 
parcialmente por la parte demandada, salvo que hubiere 
indicios de fraude procesal, la cuestión planteada fuere de 
orden público, se tratare de derechos indisponibles o fuere 
indispensable recibir prueba para resolver. 
-Admitir y tramitar la ejecución parcial, en legajo 
separado, cuando se hubiera emitido sentencia estimatoria 
anticipada con ocasión de un allanamiento parcial de la parte 
demandada.  
-Dictar sentencia cuando el asunto sea de pleno derecho y el 
actor y demandado presenten de forma conjunta contestación 
y demanda, siempre que no se considere necesario realizar 
alguna actividad procesal previa en audiencia oral o por escrito. 
-Analizar y aplicar las reglas de la carga de la prueba en 
situaciones concretas, conforme a las disposiciones de ley. 
-Admitir los medios de prueba señalados por ley y no 
prohibidos. 
-Admitir aquellas pruebas que tengan relación directa con 
los hechos y la pretensión; así como rechazar las que se 
refieren a hechos admitidos expresamente o que deban 
tenerse como tales conforme a la a ley, amparados a una 
presunción absoluta, evidentes o notorios; además de la 
impertinente, excesiva, inconducente o ilegal. 
-Fundamentar el rechazo o admisión de prueba, tanto en 
audiencia oral como por escrito. 
-Proponer a las partes la incorporación de pruebas no ofrecidas 
u ordenarlas de oficio. 


-Ordenar en las audiencias de pruebas, cuando sea 
indispensable, otras pruebas para comprobar o aclarar hechos 
relevantes, respetando los principios de contradicción y de 
concentración. 
-Ordenar la citación de testigos y peritos para su 
comparecencia por cualquier medio disponible.  
-Ordenar el auxilio de la fuerza pública, si fuere necesario para 
la declaración de las partes, peritos y testigos.  
-Hacer constar y consignar el interrogatorio, cuando la parte 
declarante no asista o rehusare responder. 
-Juramentar a las personas declarantes conforme a lo señalado 
por ley. 
-Advertir a las partes, testigos o peritos sobre la trascendencia y 
consecuencias de infringir el deber de veracidad u omitir 
elementos esenciales en sus declaraciones. 
-Procurar la práctica de las pruebas en una sola audiencia y de 
no ser posible, continuar la audiencia de pruebas en días 
inmediatos y consecutivos. 
-Practicar las pruebas respetando el siguiente orden: 
reconocimiento judicial, declaración de partes, declaración de 
peritos e interrogatorio de testigos; salvo que a solicitud de 
parte o de oficio, se justifique variar el orden de la práctica. 
-Velar porque durante la práctica de pruebas e interrogatorios, 
se respeten y apliquen los principios de oralidad, 
concentración, inmediación y publicidad. 
-Velar porque durante el interrogatorio, las preguntas se 
formulen de forma clara y precisa, no se refieran a más de un 
hecho, no incluyan valoraciones ni calificaciones salvo que se 
trate de peritos y testigos técnicos. 
-Rechazar las preguntas y declaraciones que no guarden 
relación directa con los hechos controvertidos o el objeto del 
proceso, las que se refieren a hechos evidentes, notorios, 
admitidos, o en los que la pregunta sea sugestiva, insinuadora 
de la respuesta, ofensiva, vejatoria o capciosa. 
-Dejar constancia de la pregunta rechazada si la parte 
interesada lo solicita expresamente. 
-Autorizar el interrogatorio directo de personas menores de 
edad, cuando se estime que por su grado de madurez no se 
verán afectadas; caso contrario, deberán realizar el 
interrogatorio las personas juzgadoras sin presencia de otros 
intervinientes y/o público, o adoptarse las medidas necesarias 
para tutelar los intereses personales de quien ha de declarar. 
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-Adoptar las medidas necesarias para que los declarantes no se 
comuniquen entre sí cuando deban declarar dos o más 
personas sobre los mismos hechos.  
-Realizar por medios tecnológicos la práctica de prueba en el 
extranjero o en lugares distintos a la sede del tribunal, siempre 
que no sea posible practicarla en la sede del despacho 
jurisdiccional. 
-Valorar y en su caso ordenar la remisión de exhortos para la 
práctica de prueba en el extranjero, atendiendo a la 
importancia de la prueba y la imposibilidad de practicarla 
directamente o por medios tecnológicos. 
-Aplicar las formalidades establecidas en el Código Procesal 
Civil y tener por recibida la prueba cuando por medios 
electrónicos o de nuevas tecnologías se recibiera declaración 
de parte, testimonial o pericial, en que la fuente de prueba se 
encuentre en el extranjero. 
-Practicar la prueba en el lugar de los hechos cuando las 
circunstancias lo hagan necesario. 
-Disponer a solicitud de la parte, que la declaración se efectué 
en el domicilio o en el lugar de donde se encuentre quien deba 
declarar, cuando por enfermedad o por circunstancias 
especialmente justificadas, ésta no pueda comparecer en la 
sede del tribunal. En estos casos podrá autorizarse la práctica 
de la prueba a través del sistema de videoconferencia si fuere 
necesario. 
-Poner en conocimiento de las partes las respuestas obtenidas, 
para que puedan solicitar las aclaraciones o adiciones que 
estimen necesarias, cuando se considere prudente no permitir 
a las partes y a sus abogados que concurran a la declaración 
domiciliaria. 
-Autorizar a las partes oferentes de prueba, el uso de 
intérpretes y traductores, cuando medien limitaciones físicas o 
idiomáticas. En estos casos, deberá adoptar las previsiones 
necesarias para la intervención de traductores e intérpretes en 
la audiencia de práctica de la prueba.   
-Admitir las pruebas practicadas válidamente en otro o en el 
mismo proceso judicial y en procedimientos administrativos, 
conservando su naturaleza, cuando no sea posible o se 
considere necesario repetirlas. 
-Tener por inevacuable la prueba que no se practique por culpa 
de la parte proponente, sin necesidad de resolución que así lo 
decida. 


-Apreciar las pruebas en su totalidad, conforme a criterios de 
lógica, experiencia, ciencia y correcto entendimiento humano, 
salvo texto legal que expresamente disponga una regla de 
apreciación diversa.  
-Permitir que las partes se formulen preguntas en el caso de 
declarar sobre hechos propios o ajenos, cuando la prueba ha 
sido admitida previamente. 
-Valorar la admisión y de ser procedente practicar, la 
declaración de parte propuesta por el mismo declarante. 
-Dejar constancias en la audiencia sobre el traslado 
e incorporación de pruebas. 
-Ordenar la declaración de uno o varios representantes legales 
de las personas jurídicas, tomando en consideración lo pedido 
por las partes y las particularidades que establecen la ley y el 
caso concreto.  
-Impedir que las partes declaren dos veces sobre los mismos 
hechos. 
-Presumir como ciertos los hechos admitidos expresa o 
tácitamente por la parte al momento de declarar, sin perjuicio 
de la apreciación integral de la prueba que debe realizarse al 
dictar sentencia. 
-Presumir la admisión tacita del interrogatorio si la parte 
no llega a la hora señalada careciendo de justa causa para ello, 
se rehúse a declarar, responde de forma evasiva o no se 
presente con los documentos de apoyo cuando 
previsiblemente debía llevarlos a efectos de rendir su 
declaración. Lo anterior sin perjuicio de la apreciación integral 
de la prueba que corresponde al momento de emitir sentencia. 
-Valorar la admisión de una declaración de un menor de edad, 
atendiendo a sus intereses personales y un posible conflicto de 
interés con alguno de sus padres. 
-Admitir las preguntas y manifestaciones de testigos que 
tengan conocimientos científicos y técnicos.  
-Ampliar o reducir el número de testigos que declararán, según 
la trascendencia y necesidad de la prueba testimonial. 
-Admitir la prueba de testigos que se encuentren en el 
extranjero, solo cuando se considere indispensable y el 
proponente carezca de medios de pruebas suficientes en el país 
para demostrar los hechos objeto de debate.  
-Comunicar a los testigos que sean menores de edad, su 
derecho de abstenerse a declarar o responder preguntas, 


cuando dicho acto les pueda generar un conflicto de lealtad con 
sus progenitores. 
-Valorar y resolver las gestiones de sustitución de testigos 
ofrecidos hasta en audiencia preliminar cuando la hubiere, o 
hasta en audiencia de práctica de pruebas si ya hubiesen sido 
admitidos previamente.  
-Tramitar y resolver en los procesos de única audiencia la 
sustitución de testigos ofrecidos o admitidos. 
-Rechazar las solicitudes de cambio de testigos presentadas 
extemporáneamente o sin motivo justificado. 
-Adoptar las medidas necesarias para asegurar el derecho al 
contradictorio en el caso que se admita la sustitución de 
testigos. 
-Una vez juramentado, preguntarle al testigo en la práctica de 
la prueba testimonial, sobre sus datos personales de 
identificación, su relación con las partes o sus abogados y si 
tiene interés directo o indirecto en el resultado del asunto.  
-Ordenar de oficio o a petición de parte, que las partes, peritos 
o testigos se sometan a un careo cuando estos incurran en 
graves contradicciones.  
-Dirigir el careo previamente admitido. 
-Prevenir a los testigos que ya declararon su deber de no 
ausentarse, por la eventualidad de que se ordene un careo 
posterior. 
-Fijar el monto del pago de gastos a testigos, teniendo en 
cuenta los datos y circunstancias que consten, cuando no exista 
acuerdo entre la parte proponente de la prueba y el testigo. 
-Nombrar peritos judiciales conforme a la lista que para tal 
efecto mantiene el Poder Judicial, cuando esta prueba sea 
admisible. 
-Concretar al perito judicial los aspectos sobre los cuales se 
debe rendir el informe. 
-Fijar el monto de honorarios de peritos judiciales.  
-Conceder el plazo establecido en ley a las partes para que 
hagan el depósito de los honorarios fijados a los peritos 
judiciales.  
-Tener por invaluable total o parcialmente la prueba pericial, 
por falta de depósito de los honorarios de perito, conforme al 
plazo establecido. 
-Ordenar el giro de los honorarios a peritos judiciales, una vez 
concluida su labor. 
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-Adoptar las medidas pertinentes en caso de que se requiera 
dar auxilio a la labor del perito. 
-Juramentar al perito previo a que declare en audiencia y 
consultarle, una vez juramentado, sobre sus vínculos, 
enemistad o parentesco con las partes o sus representantes o 
su interés directo o indirecto en el asunto. 
-Verificar y velar porque el peritaje se rinda conforme lo 
estipula la ley y se presente dentro del tiempo establecido, con 
la antelación de cinco días a la audiencia oral en que el perito 
esté llamado a declarar.  
-Ordenar la perdida de los honorarios y el pago de daños y 
perjuicios, al perito judicial que incumpla su labor sin justa 
causa.  
-Ordenar, de oficio o a solicitud de parte, las aclaraciones 
admisibles a los dictámenes rendidos por los peritos.  
-Dirigir la examinación del dictamen pericial en la audiencia de 
prueba. 
-Adoptar las medidas y previsiones necesarias para que una 
prueba pericial se pueda examinar y el perito declare en la 
audiencia de práctica de pruebas respectiva. 
-Ordenar, de oficio o a petición de la parte, dictámenes o 
informes técnicos de universidades, institutos, academias, 
colegios u otros organismos especializados, públicos o privados, 
informes de cualquier persona física o jurídica, institución u 
oficina pública o privada; en relación con los hechos de interés 
para el proceso.  
-Nombrar profesionales en ciencias contables, o en la 
especialidad requerida, en caso que se ordene la verificación de 
estados económicos y rendición de cuentas. 
-Presumir la autenticidad, validez y eficacia de los documentos 
de prueba, públicos y privados admitidos de forma tácita o 
expresa; sin perjuicio de la apreciación integral de las pruebas 
que corresponde al momento de dictar sentencia.  
-Permitir que los testigos puedan reconocer 
documentos elaborados o firmados por ellos y aquellos a los 
que hayan tenido acceso o conocimiento.  
-Valorar el ofrecimiento de prueba y las cargas probatorias, 
sobre la impugnación de documentos presentados con la 
demanda, contestación, reconvención, replica, audiencias de 
contraprueba u otras etapas procesales previstas por la 
legislación para supuestos especiales. 


-Ordenar, de oficio o a petición de las partes, informes de 
cualquier persona física jurídica, institución u oficina pública o 
privada, en relación con los hechos o actos de interés para el 
proceso.  
-Verificar y apreciar los supuestos de hecho de la fecha cierta 
de un documento privado. 
-Admitir la práctica de la prueba del reconocimiento judicial en 
los supuestos establecidos por ley. 
-Examinar algún lugar, objeto o persona, para el 
esclarecimiento y apreciación de los hechos, luego de admitido 
un reconocimiento judicial.  
-Velar porque se cumplan las disposiciones previstas en la ley 
para la práctica de la prueba de reconocimiento judicial y la 
reconstrucción de hechos: sobre el objeto del reconocimiento 
judicial; la asistencia de las partes, abogados, peritos y testigos; 
deber de colaboración de las partes y terceros; documentación 
del reconocimiento o reconstrucción.  
-Adoptar las medidas necesarias para que en la práctica de 
reconocimientos de personas, se respeten los derechos de la 
personalidad y fundamentales de quienes participen en él. 
-Valorar la práctica anticipada de prueba, siguiendo los 
lineamientos estipulados en ley.  
-Admitir o rechazar la realización de prueba anticipada de 
acuerdo con su justificación o en los casos en los que la ley 
prevé el anticipo sin necesidad de motivación especial.  
-Condenar al pago de costas al proponente de una prueba 
anticipada que se haya practicado, cuando resulte 
posteriormente que el anticipo no era justificado y el tribunal 
no hubiese conocido la circunstancia. 
-Verificar que la solicitud de prueba anticipada cumpla con los 
requisitos establecidos por ley.  
-Disponer de lo necesario para el efectivo cumplimiento de lo 
ordenado respecto a la prueba anticipada, con auxilio de la 
fuerza pública, de ser necesario. 
-Incorporar la prueba anticipada practicada al proceso 
principal, cuando éste se haya establecido. 
-Resolver si se practica una prueba anticipada sin previa 
notificación a la parte contraria, siempre que se configuren los 
supuestos establecidos en la ley para ello. 
-Garantizar la participación de la parte contraria en la práctica 
de prueba anticipada, cuando no proceda prescindir de su 


intervención o cuando, habiéndosele omitido notificar de 
previo, concurra al acto de su práctica judicial. 
-Comunicar a la parte contraria el resultado de la práctica de 
una prueba anticipada, cuando de forma legítima se hubiera 
ordenado la prueba sin su previa notificación, en cuyo caso, 
concederá el plazo de cinco días para que se refiera a la prueba 
practicada y ofrezca lo que considere pertinente. 
-Disponer que las audiencias se realicen en una o varias 
sesiones separadas por recesos breves, o bien, procurar que se 
continúen al día siguiente como una misma unidad. 
-Verificar que las partes asistan y comparezcan a las audiencias 
orales con sus representantes legales y que estos tengan 
facultades para conciliar. 
-Ordenar el desistimiento de la demanda en caso que el 
demandante no comparezca a la audiencia preliminar sin justa 
causa y condenarlo al pago de las costas y los daños y perjuicios 
causados; o bien continuar el proceso, si alguna de las partes 
presentes alega interés legítimo en su continuación o la 
naturaleza de lo debatido lo exija. 
-Dictar la sentencia en caso que el demandado no asista a la 
audiencia preliminar en procesos ordinarios, a menos que sea 
necesario practicar la prueba ofrecida por el actor o se valore 
programar la audiencia oral para realizar alguna actividad que 
le es propia, con el fin de salvaguardar el debido proceso. 
-Desestimar la demanda en caso de que a la audiencia 
preliminar de procesos ordinarios no comparezca ninguna de 
las partes, sin causa justa. 
-Prescindir de la prueba admitida por una parte, cuando ésta no 
comparezca injustificadamente a la audiencia complementaria 
programada para su práctica en procesos ordinarios. 
-Prescindir de la práctica de la prueba ofrecida por ambas 
partes y dictar sentencia de inmediato, si fuere posible, en caso 
de que ninguna de las partes comparezca a la audiencia de 
prueba en procesos ordinarios. 
-Ordenar el desistimiento de la demanda en caso que el 
demandante no comparezca a la audiencia única sin justa causa 
y condenarlo al pago de las costas y los daños y perjuicios 
causados; o bien continuar el proceso, si alguna de las partes 
presentes alega interés legítimo en su continuación o la 
naturaleza de lo debatido lo exija. 
-Dictar la sentencia en caso que el demandado no asista a la 
audiencia única, a menos que sea necesario practicar la prueba 
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ofrecida por el actor o se valore programar la audiencia oral 
para realizar alguna actividad que le es propia con el fin de 
salvaguardar el debido proceso. 
-Desestimar la demanda en caso de que a la audiencia única no 
comparezca ninguna de las partes, sin causa justa. 
-Fijar hora y fecha para la celebración de audiencias. 
-Estudiar el expediente previo a la realización de una audiencia 
oral. 
-Posponer audiencias solamente en caso fortuito o de fuerza 
mayor debidamente comprobados, o por superposición de 
audiencias comunicada por alguno de los abogados directores 
con la antelación que la ley indica, sin que exista designación de 
abogados suplentes en el proceso. 
-Suspender audiencias conforme lo dicta la ley luego de 
iniciadas, en casos muy calificados, sin que se afecten los 
principios de concentración e inmediación. 
-Señalar una nueva audiencia cuando la suspensión supere el 
plazo establecido por ley y se haya causado indefensión. 
-Reprogramar audiencias que no se hubieran celebrado por 
causas justificadas. 
-Dirigir las audiencias según los poderes y deberes que le 
confiere la ley, tomando en consideración los principios 
procesales que sistematizan el proceso y los demás criterios de 
interpretación e integración que establece el código procesal. 
-Verificar y consignar al inicio de cada audiencia la hora, la 
fecha, la naturaleza de la audiencia, la identificación de las 
partes, los testigos, auxiliares y demás intervinientes que 
comparezcan en ella. 
-Explicar a las partes sobre los fines y las actividades de la 
audiencia. 
-Moderar el debate evitando divagaciones impertinentes sin 
coartar el derecho a la defensa, así como retirar el uso de la 
palabra y ordenar el abandono del reciento a quien no siga las 
instrucciones. 
-Mantener el orden y velar por que se guarde el respeto y la 
consideración debida, utilizando para ello las potestades de 
corrección y disciplina que le confiere la ley. 
-Ordenar y asegurar la transcripción literal de la audiencia, 
cuando sea necesario. 
-Velar porque la deliberación no exceda los tiempos 
establecidos en la ley. 


-Documentar mediante acta escrita cuando no se puedan 
realizar los soportes para la grabación de imagen y sonido de 
una audiencia. 
-Velar porque las actas contengan los requerimientos que 
establece la ley. 
-Velar porque las audiencias sean debidamente grabadas 
conforme al procedimiento establecido. 
-Velar porque los respaldos del registro de audiencias queden 
anexos al expediente. 
-Seguir los lineamientos y plazos establecidos en la ley para la 
deliberación. 
-Dictar en audiencia oral las resoluciones orales que 
correspondan por ley. 
-Promover la conciliación en el proceso, cuando sea posible 
legalmente y atendiendo a las circunstancias. 
-Homologar las conciliaciones que se ajusten a los parámetros 
legales y dar por terminado el proceso. 
-Dirigir las audiencias de conciliación conforme a la ley y a las 
técnicas de negociación para la resolución de conflictos. 
-Instar acuerdos conciliatorios en las etapas procesales 
establecidas por la ley. 
-Examinar el acuerdo conciliatorio para determinar si está a 
derecho y no quebranta normas de orden público o alcanza 
derechos indisponibles o irrenunciables. 
-Verificar que el acuerdo conciliatorio comprenda todas las 
pretensiones para dar por terminado el proceso, o en su caso, 
homologar el acuerdo parcial y continuar el proceso con las 
pretensiones no conciliadas. 
-Determinar los casos susceptibles de conciliación. 
-Convocar a audiencia de conciliación cuando se considere 
oportuno. 
-Evitar el fraude procesal o conductas abusivas de alguna de las 
partes o sus representantes, a través de un acuerdo 
conciliatorio. 
-Velar porque en la conciliación se respeten los derechos 
irrenunciables, indisponibles e indiscutibles de las partes. 
-Verificar la capacidad de actuar o representación de las 
personas que intervienen en la conciliación. 
-Estudiar el expediente previo a conciliar y a establecer 
contacto con las partes. 


-Coordinar con las instancias respectivas todos aquellos 
aspectos logísticos necesarios para llevar a cabo las audiencias 
de conciliación. 
-Impedir que la etapa de negociación sea grabada, registrar o 
documentar los acuerdos a que arriben las partes producto de 
una conciliación. 
-Resolver las gestiones planteadas durante la conciliación. 
-Suspender el proceso cuando se justifique ante una inminente 
negociación para conciliar, conforme a los plazos establecidos 
por ley. 
-Analizar la transacción para determinar si concurren los 
requisitos legales para su validez y de no existir objeciones, 
homologarla. 
-Ordenar la corrección de defectos subsanables en las 
transacciones presentadas para su homologación. 
-Dar por terminado el proceso en caso de que la parte actora 
renuncie al derecho y condenar al renunciante al pago de 
costas, daños y perjuicios; salvo que la renuncia sea parcial, en 
cuyo caso se deberá continuar con el procedimiento en lo no 
renunciado. 
-Dar por concluido el proceso cuando se compruebe que la 
pretensión formulada ha sido satisfecha. En dado caso deberá 
condenarse al demandado al pago de costas, daños y perjuicios 
si la satisfacción provino de la voluntad unilateral del 
demandado. Podrá eximírsele de esa condena de acuerdo con 
las circunstancias. Si la satisfacción extraprocesal es sobre 
alguna o algunas de las pretensiones, deberá continuarse con el 
procedimiento en lo no renunciado. 
-Dar por terminado el proceso mediante resolución razonada 
cuando se concluya que existe imposibilidad sobrevenida de 
continuar con el proceso, sin viabilidad de sustituir la 
pretensión. 
-Decretar el desistimiento en los procesos y etapas procesales 
procedentes, así como disponer la condena en daños, perjuicios 
y costas de quien desiste. 
-Decretar la caducidad del proceso de acuerdo con lo 
estipulado en ley, con la condena en costas al responsable de la 
inactividad procesal. 
-Dictar de forma oral o escrita las resoluciones generales: 
providencias, autos y sentencias, conforme a los plazos 
establecidos por ley. 
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-Dictar las providencias y los autos en audiencia oral de forma 
inmediata, salvo que la complejidad de lo planteado requiera 
un estudio especial, para lo cual se podrá ordenar un receso. 
-Disponer la adición, aclaración y corrección de autos escritos o 
en audiencias, conforme a lo estipulado por ley. 
-Corregir en cualquier tiempo los errores materiales de las 
resoluciones dictadas. 
-Ordenar y programar la celebración de una nueva audiencia 
oral, cuando el juez que hubiese realizado una anterior en 
tribunales unipersonales, se encuentre imposibilitado de 
continuar con el proceso. 
-Deliberar y emitir las resoluciones escritas u orales, de forma 
unipersonal, cuando corresponda.  
-Redactar resoluciones escritas o votos salvados, en tribunales 
colegiados, cuando corresponda. 
-Dictar las sentencias oralmente, cuando esto sea posible y en 
consecuencia, asegurar la transcripción de la sentencia; así 
como entregar a las partes una reproducción en el acto de la 
notificación. 
-Dictar las sentencias por escrito cuando no sea posible 
emitirlas oralmente y emitirlas en el plazo permitido por ley. 
-Incluir en las sentencias, los requisitos propios de una 
resolución judicial en relación con todos los extremos que 
hayan sido objeto de debate, así como estructurarlas con un 
encabezado, parte considerativa y dispositiva. 
-Establecer en los pronunciamientos de condena sobre 
extremos económicos, el monto exacto a otorgar; o bien, si se 
condena en abstracto, establecer las bases sobre las cuales se 
ha de hacer la posterior fijación. 
-Establecer los parámetros de fijación de condenas periódicas. 
-Otorgar un plazo en la sentencia para que el obligado presente 
la liquidación de frutos, rentas, utilidad o  productos de 
cualquier clase, o rendición de cuentas. 
-Prevenir en sentencia a la parte vencida, su deber de cumplir 
una condena de dar o hacer, según los plazos que establezca. 
-Otorgar plazo en sentencia para el otorgamiento o firma de 
una escritura. 
-Disponer en sentencia que el obligado indemnice a la parte 
vencedora, los daños y perjuicios causados, cuando proceda. 
-Analizar la viabilidad de condenar en sentencia a la parte 
vencida al pago de daños y perjuicios, cuando se constate la 


imposibilidad futura de ejecución de alguna de las pretensiones 
en la demanda. 
-Aclarar la parte dispositiva de las sentencias, de oficio o a 
solicitud de parte, cuando sea pertinente. 
-Suplir cualquier omisión en la parte dispositiva de las 
sentencias, cuando sea necesario. 
-Corregir los errores materiales de sentencias, aún en etapa de 
ejecución. 
-Verificar y en su caso declarar, la cosa juzgada y su tipología, 
en los asuntos objeto de su conocimiento. 
-Denegar medios de impugnación no previstos por ley. 
-Denegar medios de impugnación interpuestos por quienes no 
hubiesen sido perjudicados por las resolución recurrida. 
-Tener por renunciado el derecho de impugnación cuando se 
haga por escrito en el acto de la notificación o en el plazo para 
recurrir, o bien, en audiencia oral respecto de resoluciones que 
se emitan en ella. 
-Velar porque los actos procesales se realicen o ejecuten dentro 
de los plazos establecidos por la resolución impugnada, aun 
cuando se hubiera interpuesto un recurso contra la resolución. 
-Revisar que la impugnación contenga las razones claras y 
precisas que ameriten la modificación o nulidad de lo resuelto; 
y cuando no se cumpla este requisito, declararla inadmisible. 
-Enmendar o revocar las resoluciones únicamente en lo que sea 
objeto de disconformidad con la impugnación, tomando en 
consideración la prohibición de no reformar en prejuicio; salvo 
que sea necesario modificar otros puntos de la resolución 
recurrida como consecuencia natural de lo resuelto en la 
impugnación o para corregir incongruencias, ambigüedades, 
oscuridades o errores materiales. 
-Admitir la ejecución provisional de las sentencias no firmes, 
cuando se solicite y sea permitido de acuerdo con la ley. 
-Admitir el desistimiento de una impugnación no resuelta. 
-Dejar sin efecto o modificar providencias, ya sea de oficio o en 
virtud de observaciones escritas u orales de la parte interesada. 
-Resolver dentro del plazo establecido los recursos de 
revocatoria que cumplan los requisitos de admisibilidad, 
interpuestos de forma escrita contra los autos escritos. 
-Resolver de una vez o después del receso o suspensión 
justificados que se dispongan, los recursos de revocatoria 
interpuestos en audiencia oral contra autos orales. 


-Resolver si debe revocarse, modificarse o confirmarse una 
resolución impugnada, mediante un recurso de apelación que 
cumpla los requisitos de admisibilidad. 
-Admitir los recursos de apelación que se interpongan cuando 
superen los requisitos de admisibilidad previstos en la ley. 
-Revisar la correcta admisibilidad de un recurso de apelación 
previamente admitido y en su caso, resolverlo por el fondo. 
-Velar porque se realicen los actos procesales trascendentes, 
previo a la remisión del expediente al superior con motivo de 
una apelación admitida, o independientemente del trámite y 
resolución de ese recurso. 
-Admitir la apelación de resoluciones cuando proceda conforme 
a la ley. 
-Denegar la apelación de autos que se dicten en procesos de 
mayor cuantía sobre aspectos o incidentes que no excedan la 
suma prevista para menor cuantía. 
-Continuar con el procedimiento de audiencia de prueba a 
pesar de que se formulen apelaciones admisibles de autos o de 
sentencias anticipadas. En este caso la apelación se tendrá por 
diferida. 
-Admitir la apelación en efecto diferido dentro de una 
audiencia oral, cuando se cumplan los presupuestos legales. 
-Conocer en piezas separadas las cuestiones procesales que no 
se ven afectadas con la admisión de un recurso de apelación 
contra una sentencia.  
-Remitir al superior jurisdiccional, los recursos de apelación por 
inadmisión sin efecto diferido, presentados por las partes 
contra denegatorias de esos recursos en primera instancia. 
- Remitir a la Sala respectiva, los recursos de casación 


interpuestos contra las sentencias dictadas en primera 
instancia. 


- Valorar la oportunidad y conveniencia, de interponer 
recursos de casación en interés de la jurisprudencia, 
cuando estos procedan. 


- Resolver sobre la condena o exención de costas al dictar 
resoluciones que le pongan fin al proceso. 


- Cuantificar el monto de una condena en costas. 
- Determinar si una condena en costas es solidaria o 


divisible. 
- Establecer la distribución de la responsabilidad entre los 


vencidos, cuando la condena se haya dispuesto divisible.  
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-Determinar y en su caso disponer, si el monto de una condena 
en costas a favor de varios sujetos, debe distribuirse de una 
forma diferente al cálculo proporcional. 
-Fijar el monto que corresponda por el pago de gastos de 
transporte, hospedaje y alimentación para la realización de 
actividades procesales. 
-Prevenir a la parte que corresponda, el depósito o pago de los 
gastos de transporte, hospedaje y alimentación fijados para la 
realización de actividades procesales. 
-Fijar las dietas y gastos correspondientes a la participación de 
los testigos en audiencias. 
-Prevenir a la parte que corresponda, el depósito o pago de los 
gastos de las dietas y gastos correspondientes a la participación 
de los testigos en audiencias. 
-Fijar el monto de las garantías atendiendo a la naturaleza y 
entidad de lo que se pretende garantizar. 
-Analizar la idoneidad de una garantía propuesta y la solvencia 
de su emisor. 
-Disponer lo que se requiera para que la garantía se mantenga 
por el tiempo de vigencia necesario. 
-Verificar que una garantía propuesta o la que se ordene, no 
ostente un plazo de exigibilidad superior a un año. 
-Rechazar garantías que tengan plazos de caducidad 
automática, o que por sus condiciones o términos, hagan difícil 
su cobro. 
-Admitir una garantía hipotecaria únicamente cuando se 
cumplan los requisitos establecidos por ley. 
-Disponer la renovación o sustitución de la garantía cuando 
esté en riesgo de perder su eficacia. 
-Fijar los honorarios de los abogados por los servicios 
profesionales dentro del proceso, cuando lo soliciten el 
abogado y su cliente conjuntamente. 
-Analizar la admisibilidad y en su caso tramitar y resolver, los 
incidentes de cobro de honorarios de abogado, responsabilidad 
profesional del abogado para con el cliente o la rendición de 
cuentas. 
-Analizar la admisibilidad y en su caso tramitar y resolver, las 
reconvenciones presentadas en incidentes de cobro de 
honorarios de abogado, responsabilidad profesional para con 
su cliente o la rendición de cuentas del abogado. 
-Analizar la admisibilidad y en su caso, ordenar las medidas 
cautelares, solicitadas antes o durante un proceso principal. 


-Ordenar de oficio las medidas cautelares, cuando así lo 
disponga la ley en casos especiales. 
-Disponer una medida cautelar distinta a la solicitada por la 
parte, cuando se considere adecuada y suficiente para tutelar 
provisionalmente las pretensiones principales del proceso. 
-Determinar el contenido y duración de la medida cautelar. 
-Determinar si debe rendirse garantía para la adopción de una 
medida cautelar, y en su caso, fijar el monto, así como 
prevenirlo bajo pena de su rechazo. 
-Modificar, levantar o sustituir las medidas cautelares, cuando 
las circunstancias lo justifiquen. 
-Ajustar su decisión a principios de razonabilidad y 
proporcionalidad al momento de decidir la adopción, 
modificación, sustitución o levantamiento de medidas 
cautelares. 
-Aplicar la caducidad de medidas cautelares, cuando se 
produzcan los supuestos que establece la ley. 
-Condenar al solicitante de medidas cautelares, al pago de 
costas, daños y perjuicios, cuando acaezcan los supuestos de 
hecho que dispone la ley.  
-Determinar el monto de las costas, daños y perjuicios 
derivados del levantamiento de una medida cautelar, mediante 
el trámite de ejecución que establece el código procesal.  
-Girar a la parte perjudicada, cuando proceda, el monto de la 
garantía rendida para la adopción de una medida cautelar que 
hubiese resultado cancelada. 
-Ordenar medidas cautelares canceladas anteriormente, solo 
cuando hubiesen nuevas circunstancias de hecho que lo 
permitan. 
-Decretar, ampliar, reducir o levantar embargos, cuando 
corresponda.  
-Ordenar el depósito o rendición de la garantía legal, cuando se 
requiera un embargo preventivo que no se encuentre exento 
por ley de dicha carga procesal. 
-Ordenar las anotaciones de demanda y su respectiva 
inscripción, cuando corresponda. 
-Cancelar anotaciones de demanda, cuando cesen los 
presupuestos legales que originaron su adopción. 
-Analizar y en su caso ordenar, la medida de administración e 
intervención de bienes productivos. 
-Establecer el plazo de la administración o intervención de 
bienes productivos. 


-Disponer el contenido concreto de la intervención o 
administración de bienes productivos. 
-Fijar la retribución que le corresponderá al interventor o 
administrador de bienes productivos. 
-Nombrar y establecer las facultades de quienes vayan a fungir 
como interventores o administradores de bienes productivos. 
-Decidir la cesación o modificación de la administración o 
intervención de bienes productivos, cuando el cambio de 
circunstancias lo amerite.  
-Disponer la suspensión provisional de acuerdos sociales, 
condominillos y similares, conforme lo estipula la ley. 
-Levantar la suspensión de acuerdos sociales, condominales y 
similares, cuando cesen los presupuestos por los cuales se 
había adoptado la medida cautelar. 
-Ordenar el depósito de bienes objeto de litigio, cuando 
corresponda, así como designar a la persona depositaria y velar 
por el cumplimiento de dicha medida cautelar. 
-Ordenar el cese de depósitos judiciales cuando no subsistan las 
circunstancias que justificaron su adopción. 
-Fijar los honorarios del depositario judicial, cuando proceda. 
-Ordenar y ejecutar el inventario de bienes que serán puestos 
bajo depósito provisional. 
-Ordenar la prohibición de innovar, modificar, contratar o cesar 
una actividad, siempre que la tutela no pudiere asegurarse con 
otra medida menos gravosa. 
-Decidir la cancelación de medidas cautelares que tiendan a 
prohibir la innovación, modificación, contratación o cesación de 
actividades, cuando no subsistan los supuestos que justificaron 
la adopción de la medida provisional. 
-Analizar y en su caso adoptar, las medidas cautelares atípicas 
que sean necesarias para asegurar la efectividad de la tutela 
judicial que pudiere derivarse de una eventual sentencia 
estimatoria.  
-Conceder audiencia a la parte contraria sobre la solicitud de 
una medida cautelar, por regla general, salvo que se justifique 
ordenar la medida sin audiencia previa o resolver su rechazo de 
plano. 
-Rechazar por improponibles, las medidas cautelares que 
evidentemente no procedan conforme a la legislación. 
-Prescindir de la audiencia a la parte contraria, cuando quien 
solicita una medida cautelar justifica su adopción de esa forma, 
dada la urgencia o necesidad. 
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-Convocar, dirigir y escuchar a las partes en audiencia oral, 
acerca de una solicitud de medida cautelar. 
-Admitir y practicar prueba en audiencia oral, cuando sea 
necesario, previo a resolver una medida cautelar solicitada. 
-Convocar a las partes a una audiencia oral, cuando después de 
concedida una medida cautelar sin previa audiencia a la parte 
contraria, ésta hubiese presentado una oposición fundada 
dentro del plazo que la ley permite. 
-Decidir, en audiencia oral y ante oposición de la parte afectada 
con una medida cautelar previamente adoptada, si se 
mantiene, modifica o levanta la medida. 
-Ordenar la ejecución inmediata de medidas cautelaras 
adoptadas, aun cuando la resolución que las dispuso sea 
impugnada. 
-Aplicar las disposiciones de los tratados y convenios 
internacionales vigentes, en el caso de cooperación judicial 
internacional. 
-Verificar y en su caso aplicar, el derecho extranjero, cuando las 
partes lo invoquen para la cooperación judicial internacional. 
-Aplicar e interpretar el derecho extranjero acreditado, 
conforme lo harían los tribunales del Estado a cuyo orden 
jurídico pertenece. 
-Sujetar al ordenamiento jurídico nacional, cualquier proceso, 
sin importar su naturaleza. 
-Sujetar al orden público internacional, la aplicación e 
interpretación de normas extranjeras. 
 
PROCESOS: 
 
-Tramitar en proceso ordinario, las pretensiones contenciosas 
que no tengan previsto un procedimiento expreso distinto en la 
ley. 
-Resolver en proceso ordinario, las pretensiones contenciosas 
que no tengan previsto un procedimiento expreso distinto en la 
ley. 
-Tramitar y resolver en proceso sumario, únicamente las 
pretensiones que por disposición de ley, deban conocerse en 
esa vía. 
-Aplicar las disposiciones legales generales del proceso sumario, 
a las pretensiones que deban tramitarse en esa vía y que no 
cuenten con un procedimiento sumario especial. 


-Ordenar la conversión del proceso sumario a ordinario, cuando 
sea solicitado por la parte actora dentro del plazo legal luego de 
sentencia firme. 
-Conservar las medidas cautelares adoptadas dentro del 
proceso sumario, a la espera del cumplimiento del plazo que la 
ley concede para que la parte actora solicite su conversión a 
proceso ordinario, en caso de sentencia desestimatoria. 
-Valorar conforme a la ley, si se cumplen los presupuestos de 
legitimación y admisibilidad de un proceso sumario de reajuste 
del precio del arrendamiento. 
-Fijar provisionalmente el reajuste del precio del 
arrendamiento, cuando proceda, y en su caso prevenir a la 
parte demandada su pago en la mensualidad posterior a la 
firmeza de la resolución que hizo la fijación. 
-Prevenir a la parte demandada el pago de las diferencias del 
reajuste de arrendamiento dentro del plazo de tres meses, 
cuando se hubiera dictado sentencia estimatoria en el proceso 
sumario instado al efecto, y las sumas concedidas en definitiva 
sean mayores a las provisionales. 
-Prevenir a la parte actora el pago de las diferencias recibidas 
de más en un proceso sumario de reajuste del precio del 
arrendamiento, cuando en sentencia se determinen reajustes al 
precio del arrendamiento inferiores a los concedidos de 
manera provisional. 
-Verificar el cumplimiento de los requisitos necesarios para 
cursar un proceso sumario de desahucio. 
-Prevenir el desalojo dentro de un plazo razonable, cuando 
hubiere sentencia estimatoria en un proceso sumario de 
desahucio. 
-Tramitar y decidir si fuere del caso, los incidentes de cobro de 
alquileres insolutos presentados contra el demandado de un 
proceso de desahucio, luego de sentencia estimatoria firme. 
-Determinar la procedencia y admisibilidad de las demandas 
interdictales: amparo de posesión, restitución y reposición de 
linderos. 
-Ordenar al demandado abstenerse de perturbar la posesión 
del actor, en caso del dictado de sentencias estimatorias en 
interdictos de amparo de posesión. 
-Ordenar al demandado, la restitución del inmueble al actor, 
cuando se emita una sentencia estimatoria de un interdicto de 
restitución. 


-Ordenar al demandado, la reposición de los linderos a su 
estado anterior, cuando se dicte sentencia estimatoria en un 
interdicto de reposición de linderos. 
-Condenar al demandado a pagar los daños y perjuicios 
ocasionados, cuando la sentencia interdictal sea estimatoria. 
-Analizar la posibilidad de estimar una pretensión interdictal 
por otra, cuando proceda conforme al derecho sustantivo. 
-Prevenir al dueño de la obra, al director, encargado u 
operarios, su suspensión provisional, mientras se tramita un 
proceso sumario de suspensión de obra nueva y siempre que se 
configuren los presupuestos para la adopción de esa medida 
cautelar. 
-Practicar el reconocimiento judicial para determinar la 
procedencia o no de la suspensión provisional de una obra y si 
es necesario, auxiliarse de peritos para ese efecto. 
-Decidir si se admite la realización de las obras absolutamente 
necesarias para conservar lo construido, cuando se ordene la 
suspensión provisional de una obra. 
-Ordenar la suspensión definitiva de una obra, su ejecución 
inmediata y el pago de daños y perjuicios, cuando se emita una 
sentencia estimatoria en un proceso sumario de suspensión de 
obra nueva. 
-Ordenar la destrucción de lo construido, cuando se acoja un 
proceso sumario de suspensión de obra nueva y lo construido 
constituya a la vez un peligro o transgresión evidente al 
derecho de propiedad ajeno. 
-Ordenar el derribo de un edificio, construcción, árbol o 
inmueble, cuando por su mal estado, constituya una amenaza 
para los derechos del poseedor o los transeúntes o pueda 
perjudicar bienes públicos. 
-Valorar y en su caso ordenar, la procedencia de una medida de 
seguridad de carácter permanente, dentro de un proceso 
sumario de derribo. 
-Valorar y en su caso decidir sobre la procedencia y caducidad 
de un proceso sumario de jactancia. 
-Ordenar al jactancioso la retractación de su dicho, imponer la 
multa dependiendo de la gravedad de la jactancia y condenarlo 
a daños y perjuicios, cuando se acoja el proceso sumario de 
jactancia por el fondo. 
-Tramitar y resolver en proceso monitorio, únicamente las 
pretensiones que por disposición de ley, deban conocerse en 
esa vía. 
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-Resolver sobre la admisibilidad de procesos monitorios. 
-Confirmar o revocar la resolución intimatoria al momento de 
dictar sentencia. 
-Evaluar que el documento base de un proceso monitorio 
dinerario sea original, se encuentre firmado o en un soporte 
material en el que aparezca como indubitable quien es el 
deudor mediante su firma u otra señal equivalente. 
-Ordenar el pago del capital e intereses liquidados y futuros si 
se solicitan, así como el pago de ambas costas, cuando se emita 
resolución intimatoria en procesos monitorios dinerarios. 
-Decretar, a petición de la parte actora, el embargo de bienes 
sin rendición de garantía, cuando se curse un proceso 
monitorio dinerario y el título base sea ejecutivo. 
-Analizar, para la admisión del proceso monitorio arrendaticio, 
que la demanda se sustente una causal permitida por ley, la 
legitimación calificada de quien demanda y que el 
arrendamiento esté demostrado por contrato, por haberlo 
dispuesto resolución judicial precedente o por documentos 
periódicos de pago. 
-Ordenar y en su caso ejecutar, la retención preventiva de 
bienes, cuando lo solicite la parte actora de un proceso 
monitorio arrendaticio y se deba dictar resolución intimatoria 
del desalojo. 
-Aplicar al proceso monitorio arrendaticio, en cuanto fueren 
compatibles, las normas del proceso sumario de desahucio 
sobre legitimación, los requisitos de admisibilidad de la 
demanda, el depósito sucesivo de los alquileres, la ejecución 
del desalojo y el cobro de los alquileres insolutos. 
-Tramitar y resolver las pretensiones que por ley correspondan 
a un incidente o a la vía incidental. 
-Aplicar a los incidentes las normas que le son propias relativas 
a la procedencia, oportunidad, simultaneidad, efectos sobre el 
proceso principal y caducidad. 
-Tramitar y resolver oralmente, los incidentes que se susciten 
en audiencia oral. 
-Convocar a audiencia oral y celebrarla, cuando se formule un 
incidente escrito fuera de audiencia, pero sea necesario 
celebrar ésta para practicar prueba. 
-Resolver por el fondo el incidente luego de practicada la 
prueba, cuando ésta fue admitida. 
-Evitar que se debatan de nuevo cuestiones incidentales que 
fueron resueltas previamente. 


-Tramitar en piezas separadas los incidentes que se formulen 
fuera de audiencia oral. 
-Rechazar de plano aquellos incidentes que no cumplan con los 
requisitos que establece la ley. 
-Emplazar a la parte contraria para que pueda referirse u 
oponer a incidentes cursados. 
-Verificar el fallecimiento o la declaratoria de muerte presunta 
del causante. 
-Adoptar, aun de oficio, las medidas cautelares necesarias para 
la preservación del haber sucesorio. 
-Ordenar el aseguramiento de los bienes sucesorios, 
conjuntamente con las medidas necesarias para su ejecución. 
-Autorizar la apertura de un testamento cerrado y dirigir el 
trámite, así como la verificación de los requisitos legales. 
-Verificar el cumplimiento el testamento no auténtico y el 
privilegiado. 
-Suspender el proceso sucesorio hasta que dicte resolución 
definitiva, cuando se presente demanda sobre calidad de 
sucesores, validez o eficacia de los testamentos. 
-Suspender la adjudicación de bienes sucesorios, cuando 
existan demandas que afecten la integridad del patrimonio o 
sobre la existencia, extensión o preferencia de créditos, 
siempre y cuanto el resultado del litigio afecte de tal manera el 
patrimonio de la sucesión y no sea posible ordenar una 
liquidación parcial. 
-Acumular procesos sucesorios cuando se presenten varios en 
relación a un mismo causante, o cuando exista comunidad de 
bienes o comunidad de herederos. 
-Ordenar acumular el proceso sucesorio judicial a un sucesorio 
notarial cuando la ley lo permita. 
-Tramitar y decidir por la vía incidental, objeciones que se 
presenten dentro del proceso sucesorio y que no tengan 
previsto un procedimiento específico en la ley.  
-Fijar los honorarios de albacea y del abogado de la sucesión, 
cuando finalicen sus gestiones. 
-Fijar anticipadamente honorarios de albacea y abogado 
director, de forma proporcional a la labor realizada en el 
proceso, cuando así se solicite. 
-Analizar que las solicitudes de apertura del proceso sucesorio 
se presenten con los requisitos que la ley establece. 


-Prevenir la corrección de las gestiones de apertura de procesos 
sucesorios que no cumplan con los requisitos de ley, bajo pena 
de inadmisibilidad del proceso. 
-Decretar la apertura del proceso sucesorio que cumpla con los 
requisitos legales, emplazar a los interesados y notificar a los 
sucesores cuya dirección conste en el expediente. 
-Ordenar y asegurar la publicación en el Boletín Judicial de la 
apertura del proceso sucesorio. 
-Atender o denegar mediante el trámite incidental, las 
gestiones de terceros interesados para la inclusión o exclusión 
de bienes sucesorios. 
-Decidir sobre la admisibilidad de legalizaciones de créditos, así 
como la participación en el haber sucesorio de acreedores que 
se encuentren exentos de legalizar. 
Resolver sobre las solicitudes de pago de saldos al descubierto. 
-Ordenar el pago a prorrata a favor de acreedores, salvo motivo 
legal de preferencia. 
-Resolver sobre la existencia, extensión y preferencia de los 
créditos legalizados o reclamados. 
-Resolver las oposiciones presentadas en tiempo contra 
créditos legalizados, por la vía incidental. 
-Resolver la aprobación o improbación de las cuentas finales de 
administración presentadas por el albacea. 
-Remover al albacea, de oficio o a solicitud de parte, cuando 
incumpla los deberes de su cargo. 
-Velar por los intereses de personas menores de edad, ausentes 
y con capacidades especiales, al momento de analizar y decidir 
sobre la aprobación de un proyecto de partición de bienes. 
-Aprobar o improbar los proyectos de partición de bienes 
sucesorios. 
-Remover al albacea, si los defectos del proyecto de partición 
que presentó se derivan de una actuación maliciosa, arbitraria 
o descuidada. 
-Aprobar particiones parciales, excepto si se pone en peligro el 
derecho de acreedores o pudiere afectarse la distribución 
definitiva. 
-Terminar el proceso sucesorio, una vez realizada la ejecución 
de la distribución y  completada la etapa de rendición de 
cuentas del albacea. 
-Reabrir el proceso sucesorio si aparecen bienes que no fueron 
considerados antes o situaciones jurídicas que lo justifiquen. 
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-Validar o denegar las adjudicaciones y demás actos legales de 
sucesiones realizadas en el extranjero, siempre que se haya 
gestionado por quienes tengan derecho a hacerlo y se haya 
procedido conforme a las leyes de aquel lugar. 
-Tramitar y resolver los reclamos de acreedores contra 
distribuciones sucesorias del extranjero, únicamente cuando 
tengan una garantía real o equiparable a su favor, el deudor 
hubiera renunciado válidamente a su domicilio o se trata de 
ejecutar una sentencia obtenida en el domicilio de la sucesión. 
-Ordenar la ejecución de pronunciamientos y acuerdos 
ejecutorios, a gestión de parte. 
-Verificar que se aporte documento auténtico para iniciar una 
ejecución válidamente ante un tribunal distinto al que dictó la 
resolución ejecutoria o donde se originó el acuerdo ejecutorio. 
-Ordenar de oficio la ejecución de pronunciamientos y acuerdos 
ejecutorios, cuando se trate de derechos o intereses de 
carácter público o social. 
-Ordenar el allanamiento, cuando las circunstancias lo ameriten 
y fijar las condiciones bajo las cuales será practicado. 
-Participar del allanamiento, con la debida elaboración del acta 
firmada por los interesados, y consignar de forma 
circunstanciada su resultado. 
-Ordenar la ejecución provisional de sentencias y acuerdos 
ejecutorios, cuando la parte beneficiaria lo solicite, salvo los 
casos en los que la ley lo impide expresamente. 
-Resolver las oposiciones que se presenten a la ejecución 
provisional de condenas no dinerarias. 
-Resolver por el fondo la oposición a la ejecución provisional de 
condenas no dinerarias, terminada la audiencia oral, en cuyo 
caso, podrá denegar la oposición o admitirla. En el segundo de 
los casos, podrá fijar una garantía que deba rendir el interesado 
en la ejecución para garantizar en caso de que se revoque 
posteriormente el pronunciamiento ejecutorio. 
-Limitar la ejecución provisional de condenas dinerarias, al 
embargo de bienes del ejecutado, sin necesidad de que se rinda 
garantía. 
-Verificar que la ejecución de condenas de extremos 
determinables en dinero cumplan con una liquidación concreta 
y detallada de sus pretensiones, indicando por separado los 
montos respectivos y sujetándose a las bases fijadas en la 
sentencia. 


-Ordenar y mandar a ejecutar la puesta en posesión de bienes 
cuando el vencido se niegue a cumplir la condena de dar, en 
cuyo caso, podrá ordenarse el depósito judicial y la retención 
de bienes muebles cuando no sea posible retirarlos o el 
poseedor se niegue a llevárselos, pudiendo hacerlo. 
-Ordenar lo que sea necesario para que se cumpla una condena 
de no hacer, aun con el auxilio de la autoridad de policía. 
-Ordenar la destrucción de lo hecho en contra de una condena 
de no hacer. 
-Condenar al pago de daños y perjuicios cuando se hubiere 
incumplido una condena de no hacer. 
-Ordenar la conversión de una condena incumplida de entrega 
de frutos en especie o efectos de comercio, a dinero. 
-Acceder al embargo de bienes, sin necesidad de rendir 
garantía, a favor del acreedor que cuente con una sentencia 
firme o un acuerdo ejecutorio con extremos económicos 
determinables en dinero. 
-Tramitar la ejecución de condenas de sumas líquidas, de 
acuerdo con lo estipulado por la ley. 
-Decretar embargos solicitados por la parte acreedora de una 
suma líquida en ejecución. 
-Analizar y en su caso autorizar y delimitar, la utilización de 
bienes productivos embargados.  
-Modificar, sustituir o levantar embargos, a solicitud de parte, 
cuando proceda. 
-Tramitar las solicitudes de remate de bienes, concediéndolas o 
denegándolas, así como prevenir de previo la documentación 
que por ley corresponda. 
-Admitir la concurrencia de acreedores reales o embargantes 
en el proceso donde se haya efectuado primero la publicación 
de una subasta judicial, cuando pretendan el remate de un 
mismo bien para el cobro de sus créditos. 
-Suspender el proceso en cuanto a la subasta judicial, cuando el 
acreedor ejecutante pretenda el remate de un bien garante o 
embargado sobre el cual, en un proceso judicial distinto, se 
hubiera publicado un remate con anterioridad. 
-Fijar la base para los remates judiciales, hacer los tres 
señalamientos de hora y recha cuando correspondan, 
especificar los gravámenes y anotaciones que pesen sobre los 
bienes por subastar, especificar sus características y proveer lo 
que corresponda sobre la citación y notificación a la parte 
demandada, tercer adquirente o anotantes anteriores. 


-Declarar la insubsistencia de remates judiciales, cuando el 
mejor postor no pague ni deposite la totalidad del precio 
ofrecido; así como proveer las consecuencias jurídicas 
concernientes al depósito que hubiese realizado para su 
participación en la subasta insubsistente. 
-Aprobar o improbar los remates judiciales celebrados. 
-Resolver sobre la imputación de pagos legal en relación con el 
producto dinerario de una venta por remate judicial. 
-Resolver por el fondo los incidentes de nulidad contra subastas 
aprobadas en firme, que se hayan sustentado en una causa por 
la que proceda la demanda de revisión. 
-Resolver por el fondo una oposición fundada presentada en 
tiempo, contra una ejecución prendaria o hipotecaria. 
-Admitir y tramitar en legajo individual, la ejecución de 
acreedores de grado inferior al ejecutante del proceso 
hipotecario o prendario principal. 
-Verificar los requisitos de admisibilidad de una tercería, según 
su tipología. 
-Admitir o rechazar de plano las tercerías, según se aporte o no 
la prueba documental calificada que establece la ley para cada 
tipo de tercería. 
-Admitir o rechazar de plano las tercerías, según se formulen o 
no en la oportunidad procesal que indica la ley. 
-Decidir sobre la existencia y extensión del crédito, cuando se 
emita pronunciamiento de fondo sobre una tercería de 
distribución presentada sin sustento en una sentencia firme. 
-Aplicar las normas generales de los procesos no contenciosos, 
en cuanto no existan normas especiales que establezcan una 
regulación distinta, al pago por consignación, el deslinde y 
demarcación de linderos, la declaración de ausencia o muerte 
presunta, y cualquier otro proceso no contencioso estipulado 
en la ley. 
-Suspender el proceso, si antes de dictarse la resolución final, 
surgiere una oposición fundada. En ese caso, deberá remitir a la 
persona opositora a la vía contenciosa ordinaria, con la 
prevención de demostrar la presentación de la demanda dentro 
del plazo de un mes posterior, bajo apercibimiento de reanudar 
el proceso no contencioso en caso de omisión. 
-Admitir y ordenar la tramitación de una consignación de pago, 
cuando cumpla con los requisitos que la ley establece. 
-Condenar al acreedor al pago de costas, daños y perjuicios; así 
como tener por cancelada la obligación; cuando el acreedor 
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que se oponga al pago consignado no presente la demanda de 
conocimiento respectiva contra su deudor dentro del plazo de 
un mes siguiente.  
-Admitir las solicitudes de deslinde y demarcación de linderos, 
únicamente cuando cumplan los requisitos que exige la ley. 
-Continuar con el deslinde y demarcación de linderos sobre la 
porción del terreno en que no hubiere controversia, así como 
dar por terminado el proceso en la parte donde si hubiere 
conflicto. 
-Dar por terminado el proceso no contencioso ante oposición 
fundada de colindantes y remitirlos al proceso ordinario para 
dilucidar el conflicto. 


 
FACTORES DE CLASIFICACIÓN Y VALORACIÓN DE 
PUESTOS   
 
Responsabilidad por funciones 
 
Dada la naturaleza del cargo es responsable de conocer los 
recursos de apelación que procedan contra las resoluciones de 
los tribunales colegiados de primera instancia y de los juzgados 
civiles, así como de las demás apelaciones que procedan contra 
resoluciones de otros Juzgados o Tribunales de primera 
instancia especializados para el conocimiento de procesos 
civiles o comerciales. Asimismo, es responsable de prestar el 
juramento requerido por la Constitución Política y de cumplir el 
principio constitucional de impartir justicia pronta y cumplida 
con la celeridad y calidad debida. 
Asimismo, velar por el cumplimiento de los principios y 
garantías establecidas en la Constitución Política, el Derecho 
Internacional y Comunitario vigentes en Costa Rica, así como 
las leyes especiales y demás pronunciamientos vinculantes en 
la materia de su competencia. 
En razón de la información que maneja debe observar 
discreción, confidencialidad y objetividad en los asuntos e 
información que se le encomiende. Debe actuar bajo el 
principio de independencia judicial, ser imparcial y garantizar 
que el procedimiento judicial se desarrolle conforme a derecho, 
excusarse en los casos que la Ley así lo establezca y rendir la 
caución establecida por la misma. 
En razón de la naturaleza de sus funciones puede 
corresponderle asumir el rol de coordinador; integrar 


Comisiones, Subcomisiones, Consejos de Administración o 
cualquier otra instancia similar de representación institucional; 
presidir o coordinar las deliberaciones, debates, etcétera. 
Cumplir y desarrollar las labores que se deriven del Servicio 
Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales (SNFJ). 
En caso necesario puede asesorarse de profesionales en 
diferentes especialidades y peritos. 
Es responsable de mantenerse actualizado en los 
conocimientos y técnicas propias de su especialidad y de 
observar dignidad en el desempeño de su cargo y en su vida 
privada. 
 
Por relaciones de trabajo 
 
Le corresponde mantener relaciones de trabajo de forma 
frecuente con personas internas y externas a la institución, las 
cuales se desarrollan en su mayoría  de forma directa; debe 
dirigirse a ellas con tacto, amabilidad, respeto, discreción y 
confidencialidad. 
 
Por equipo materiales y valores 
 
Debe velar por la manipulación adecuada de la documentación 
recibida y generada así como de los expedientes judiciales; 
además por el buen uso y mantenimiento del equipo 
informático y de grabación, así como de los suministros y 
materiales asignados para la gestión del despacho en que se 
ubica. 
 
Condiciones de trabajo 
 
Generalmente,  esta  actividad  se  realiza en condiciones  
controladas  de  oficina  las  cuales demandan de esfuerzo 
mental y de la toma de decisiones. Su cargo le demanda 
extender su jornada laboral en caso que se requiera, trabajar 
bajo presión, estar sujeto al cumplimiento de plazos 
establecidos en los asuntos asignados. 
 
Además le puede corresponder trasladarse a distintos lugares 
del país y prestar los servicios cuando sean requeridos. 
 
Consecuencia del error 


Los errores que eventualmente se cometan podrían causar 
daños o atrasos en los procesos judiciales en los cuales se 
encuentra inmerso el cargo, lo que genera un perjuicio a los 
usuarios del sistema judicial; asimismo, la revelación  de 
información  confidencial  puede causar perjuicios a  la 
organización y hasta daños morales a terceras personas. 
 
Los errores cometidos en el ejercicio de su cargo podrían 
generar responsabilidades administrativas, sociales, penales, 
pecuniarias o civiles, compromiso subsidiario del Estado, así 
como nulidad de las actuaciones a su cargo, por lo cual las 
actividades deben desarrollarse con sumo cuidado y precisión. 
 
Supervisión ejercida 
 
Le corresponde organizar, asignar y supervisar el trabajo del 
personal del despacho, así como establecer las normas y 
procedimientos de trabajo para el personal a su cargo. 
 
Supervisión recibida 
 
Trabaja con independencia siguiendo los  principios  y  
garantías  establecidos  en la Constitución  Política, el Derecho 
Internacional y  Comunitario  vigentes  en  Costa  Rica, así como  
las leyes especiales y demás pronunciamientos vinculantes en 
la materia de su competencia. 
 
COMPETENCIAS GENÉRICAS 
 
 Dominio de la competencia 
COMPETENCIAS  
GENÉRICAS 


Aceptable  Eficiente  Superior 


Independencia 
jurídica 


   


Ética y 
transparencia 


   


Visión 
democrática 


   


Humanismo y 
conciencia 
social 
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Servicio de 
Calidad 


   


Razonamiento 
crítico y lógico 


   


Liderazgo    
 
Independencia Jurídica 
 
Actuar por propia convicción en el marco del ordenamiento 
jurídico y no en función de las expectativas de otros o 
respondiendo a presiones directas o indirectas; así como, llevar 
adelante las acciones necesarias para la ejecución de la decisión 
tomada y hacerse responsable de ella, tanto en el ámbito 
personal como en el social o jurisdiccional,  sobre la base del 
estado de derecho. 
 
-Conductas observables: 
 
• Toma decisiones y emite sus juicios aunque puedan ser 


difíciles o poco populares. 
• Mantiene sus convicciones  y decisiones argumentado 


razonadamente cuando son puestos en duda. 
• Resuelve las materias que conoce con imparcialidad, 


basándose en los hechos y en las pruebas, y en 
conformidad con el derecho. 


• Decide los asuntos que le competen, sin restricción alguna 
y sin influencias, presiones, amenazas o intromisiones, 
directas o indirectas, de cualquiera o por cualquier razón. 


• Toma posición partir del derecho vigente, sin dejarse 
influir real o aparentemente por factores extrajurídicos. 


• Se abstiene de participar en actividades que comprometen 
su independencia 


 
Ética y transparencia 
 
Guiarse  con  apego  al  marco  ético profesional  propio  del 
ejercicio  jurisdiccional,  el  cual  responde  a  normas  de  
conducta  que  honran  la integridad, objetividad, imparcialidad, 
honestidad e  independencia de su función. Demuestra  
transparencia  en  sus  actuaciones  para  promover  la   
credibilidad  y confianza   de   las   personas   hacia   la   labor   


judicial.   Consciente   de   que   su comportamiento  y  su  vida  
privada  deben  ser  congruentes  con  el  cargo  que 
desempeña y la relevancia de la función que realiza. Implica, 
además, asumir como propios la Misión, Visión y Valores del 
Poder Judicial, identificándose con los mismos y tomándolos 
como referencia en su actuación. 
 
-Conductas observables: 
 
• Es un modelo a seguir y siempre actúa en alineación con la 


Misión, Visión, Valores, normas y principios fundamentales 
de la institución en el ejercicio de su función. 


• Confronta de manera directa a las personas que en su 
ámbito de acción, no actúan conforme a los principios 
fundamentales de actuación. 


• Fomenta entre sus compañeros y colaboradores la 
importancia de proceder siempre de manera ética, ante 
cualquier circunstancia. 


• Mantiene una estricta observancia de principios éticos en 
sus ámbitos de responsabilidad,  apegándose a las más 
altas normas de conducta justa y ética, el cumplimiento de 
compromisos y en coherencia con sus comportamientos 
tanto de su  vida  profesional como personal. 


• Transmite un alto sentido de pertenencia institucional, 
hacia sus propios colaboradores y compañeros; así como, 
hacia otros organismos y personas fuera de la institución. 


 
Visión democrática 
 
Reconocer que el centro de su función es el ser humano y su 
dignidad. En consecuencia, actuar conforme los lineamientos 
esenciales del Estado social y democrático de  derecho y en la 
tutela de los derechos fundamentales en todos los entornos. 
Capaz de reconocer la importancia que ostenta la 
administración de justicia como servicio público para el 
cumplimiento de esos fines, el logro de la armonía social y la 
preservación de la institucionalidad. 
 
-Conductas observables: 
 


• Defiende el respeto de los derechos de las personas y la 
importancia de un trato igualitario de los mismos en sus 
ámbitos de acción. 


• Es referente para sus compañeros en el ejercicio de su 
función y muestra compromiso por cumplimiento de los 
lineamientos de un estado social de derecho. 


 
Humanismo y conciencia social 
 
Sensibilidad  hacia  la  persona  usuaria  y  su entorno,  
priorizando  el  respeto  a  la  dignidad  humana.  Un  juez  o  
una  jueza: accesible, tolerante,  flexible para valorar y 
entender posturas distintas.  Con clara conciencia del impacto 
social que conlleva su función en la sociedad, con capacidad de 
ofrecer un servicio humanizado, que genere  confianza en la 
población y que garantice la no discriminación en sus 
decisiones por razones de género, diversidad sexual, etnia, 
ideología, nacionalidad, discapacidad, religión, y poblaciones 
vulnerables, en el acceso a la justicia y en la organización y 
funcionamiento interno del despacho judicial. 
 
-Conductas observables: 
 
• Entiende rápidamente las circunstancias del entorno 


donde se desenvuelve y es tolerante de la diversidad 
social. 


• Muestra interés por conocer los puntos de vista y 
sentimientos de los demás. 


• Atiende y toma en cuenta los intereses de los demás y es 
capaz de adaptar moderadamente los suyos. 


 
Servicio de Calidad 
 
Tener la actitud, para entender las necesidades de los usuarios 
internos y externos de la institución y de esta forma poder 
brindar un servicio de acuerdo a sus requerimientos, dando 
respuesta de manera ágil, oportuna y eficaz, con rectitud y 
transparencia en su gestión. 
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-Conductas observables: 
 
• Identifica alternativas de solución fundamentadas y 


posibles de realizar para enfrentar situaciones y problemas 
en su área de responsabilidad. 


• Muestra interés por aprender prácticas, conceptos y 
puntos de vista novedosos. 


• Se actualiza acerca de nuevos procedimientos / 
conocimientos que conciernen al ejercicio de su función 
jurisdiccional. 


 
Razonamiento crítico y lógico 
 
Capacidad para buscar información significativa, analizarla con 
amplitud y criterio, organizarla, interpretarla y extraer los 
datos relevantes relacionados con situaciones sujetas a 
valoración,  a fin de emitir juicios objetivos, razonables y 
justificados, los cuales faciliten la toma de decisiones y el 
desarrollo o ejecución de actuaciones. 
 
-Conductas observables: 
 
• Elabora preguntas orientadas a la búsqueda de 


información, a través de las fuentes disponibles con las 
situaciones que le conciernen en su día a día. 


• Realiza la indagación de los asuntos que componen los 
principales problemas que debe de resolver. 


• Puede organizar información relevante para la resolución 
de situaciones que corresponden a su función 
jurisdiccional. 


 
Liderazgo 
 
Capacidad   para   dirigir   y   guiar   al equipo de trabajo hacia el 
cumplimiento de los objetivos y metas del despacho, con 
responsabilidad, confianza y motivación. 
 
-Conductas observables: 
 
• Unifica esfuerzos hacia los objetivos y metas de la 


institución donde trabaja 


• Mantiene a sus colaboradores motivados. 
• Promueve la eficacia de los miembros de su equipo de 


trabajo 
• Asigna responsabilidades a las personas de su equipo de 


manera equitativa 
 


COMPETENCIAS ESPECÍFICAS  
 


 
Capacidad cognitiva 
 
Capacidad de identificar un problema y evaluar las causas 
profundas que lo provocan; busca soluciones eficientes y 
realistas mediante la identificación de información relevante; 
formula hipótesis; evalúa las consecuencias y programa las 
actividades requeridas para alcanzar un objetivo determinado, 
con el fin de generar alternativas de solución, utilizando un 
enfoque sistemático. 
 
-Conductas observables: 
 
• Identifica y analiza con relativa facilidad grandes 


volúmenes de información de diversas y variadas fuentes, 
las cuales le permiten identificar varias alternativas de 
solución a problemas de diferente tipo de complejidad. 


• Logra definir con claridad y rápidamente la situación o 
problema a evaluar y las causas que lo originan y elige 
entre varias alternativas de solución la adecuada. 


• Maneja con dominio y propiedad informaciones y 
situaciones muy complejas, incluso ambiguas. 


• Es capaz de desglosar de manera sistemática y reducir con 
facilidad y claridad las informaciones y análisis 
complicados, y se anticipa a los obstáculos que podrían 
surgir. 


 
Comunicación efectiva 
 
Capacidad de escuchar, hacer preguntas, expresar conceptos e 
ideas en forma efectiva, exponer aspectos positivos. La 
habilidad de saber cuándo y quién preguntar para llevar un 
propósito. Es la capacidad de escuchar al otro y comprenderlo. 
Incluye la capacidad de comunicar por escrito con concisión y 
claridad. 
 
-Conductas observables: 
 
• Transmite información, ideas y criterios claramente tanto 


por escrito como oralmente a personas de diferentes 
niveles sociales, de formación o intereses. 


• Escucha activamente a sus interlocutores, asegurando la 
comprensión de los mensajes recibidos o haciendo 
preguntas adicionales. 


• Muestra preocupación por entender los mensajes y 
entregar la información correcta y que sea comprendida 
por sus interlocutores. 


• Maneja de manera adecuada la expresividad corporal. 
 
Objetividad 
 
Capacidad de emitir una resolución objetiva, basada en los 
elementos normativos, probatorios y demás aspectos de los 
procedimientos, desligándose de sus convicciones personales y 
valoraciones subjetivas. 
 
 
 


  Dominio de la competencia 


COMPETENCIAS Aceptable 
Eficiente 


Superior 
ESPECÍFICAS   


Capacidad cognitiva       


Comunicación efectiva       


Objetividad       
Inteligencia 
Integradora       


Inteligencia Emocional       
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-Conductas observables: 
 
• Garantiza que su actuación profesional se sustenta en 


razonamientos acordes al contexto, evitando que las 
circunstancias o personas nublen el hecho central que está 
evaluando o tratando de resolver. 


• Decide sobre asuntos de su competencia logrando hacer 
abstracción de su modo personal de pensar o sentir, 
llevando a cabo una rigorosa búsqueda de la verdad a 
través de los hechos y las pruebas y valorando estás con 
los criterios legalmente establecidos. 


• Expresa de manera ordenada y clara, las razones que 
argumentan su decisión. 


• Reconoce que los sentimientos son fundamentales en su 
relación con las personas, pero logra evitar que las 
emociones interfieran en el desempeño de su función al 
momento de decidir. 


• Se enfoca los hechos y pruebas y no en las personas o las 
circunstancias, lo que le permite ver los problemas o 
situaciones con un enfoque que equilibra adecuadamente 
emoción y razonamiento. 


• Razona, observa, escucha y concluye de forma justa en 
base a información y hechos que le permiten conocer todo 
lo necesario para entender lo que realmente sucede y 
encontrar la mejor solución / decisión a una situación. 


• Trata con respecto a sus pares / colegas, escuchar con 
atención y apertura de entendimiento sus planteamientos 
y dialogar con razones y tolerancia. 


 
Inteligencia integradora 
 
Capacidad mental para buscar e identificar información 
relevante, integrarla y organizarla en un cuerpo coherente de 
conocimientos, para identificar y programar las actividades 
requeridas para alcanzar un objetivo determinado. 
 
-Conductas observables: 
 
• Recopila información relevante y la organiza de forma 


sistemática para manejar una visión de conjunto para 
llevar a cabo las acciones necesarias para lograr sus 
objetivos. 


• Se esfuerza de manera permanentemente para obtener y 
utilizar información que le permite cumplir con sus metas. 


• Realiza análisis de alta complejidad que impliquen 
múltiples variables, relaciones, hechos, etc., útiles para la 
toma de decisiones en su función. 


 
Inteligencia emocional 
 
Conjunto de conocimientos, capacidades y actitudes necesarias 
para comprender, expresar y regular de forma apropiada los 
fenómenos emocionales. Estas habilidades y competencias 
determinan la conducta de un individuo, sus reacciones y sus 
estados mentales, y puede definirse como la capacidad de 
reconocer nuestros propios sentimientos y los de las demás 
personas, de motivarnos y de manejar adecuadamente las 
relaciones. 
 
-Conductas observables: 
 
• Muestra seguridad en el desempeño de su función, a pesar 


de las incertidumbres y dificultades que encuentra. 
• Demuestra empatía y confianza ante situaciones o 


problemas complejos, respondiendo siempre de manera 
constructiva e ignorando las acciones que le pueden 
provocar enojo o frustración. 


• Genera seguridad en su equipo de trabajo y consigue que 
recuperen la calma ante las dificultades y situaciones de 
incertidumbre. 


• Se muestra muy seguro frente al público o en un auditorio, 
en cualquier entorno profesional, político o social 


 
COMPETENCIAS TÉCNICAS 


 
JURÍDICOS 
 
Generales 
 


• Constitución Política. 
• Ley Orgánica del Poder Judicial. 
• Principios del Derecho.  


• Función jurisdiccional en un Estado Social y Democrático 
de Derecho 


• Ética de la función pública. Normativa de Ética judicial 
(código, leyes, tratados, entre otros). 


• Normativa, jurisprudencia y doctrina nacional e 
internacional sobre Derechos Humanos. 


• Políticas institucionales del Poder Judicial, en cuanto a 
equidad de género, accesibilidad, servicio público de 
calidad, sistema de gestión, hostigamiento sexual y 
acoso psicológico en el trabajo. 


• Conocimiento de la teoría del poder, género y otros 
vectores de discriminación, con énfasis en la aplicación a 
la materia.  


• Principios Generales del Derecho Civil y Comercial. 
• Manejo de la teoría general del proceso: proceso, 


principios, jurisdicción, competencia, acción, pretensión, 
demanda, sujetos procesales, actos procesales, actividad 
procesal defectuosa, medios de Impugnación, 
presupuestos objetivas y subjetivos del proceso, 
poderes y deberes del juez o jueza, medidas cautelares, 
clasificación de los procesos, teoría de la prueba, 
garantía del debido proceso con reflexión a los 
especiales contextos de la materia específica. 


• Lógica, razonamiento, fundamentación y argumentación 
jurídica. 


 
Normativa sustantiva, procesal y especial 
 


• Código Civil. 
• Código Procesal Civil. 
• Código de Comercio. 
• Código Notarial. 
• Decreto de Honorarios de Abogado. 
• Ley de Notificaciones Judiciales. 
• Ley General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos. 
• Ley de Protección del Representante de Casas 


Extranjeras. 
• Ley de Derecho de Autor y Derechos Conexos y su 


Reglamento. 
• Ley de Información no Divulgada. 
• Ley de Patentes de  Invención y su reglamento. 
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• Ley de Marcas y su reglamento. 
• Ley de Procedimientos de Observancia de la Propiedad 


Intelectual. 
• Ley de Obtenciones Vegetales. 
• Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva 


del Consumidor. 
• Ley de Aguas. 
• Ley de Caminos Públicos. 
• Ley de Construcciones. 
• Ley de Catastro Nacional. 
• Ley de Inscripción de Documentos en el Registro Público. 
• Ley de Informaciones Posesorias. 
• Ley sobre Localización de Derechos Indivisos. 
• Código Fiscal. 
• Ley del Timbre. 
• Ley de Asociaciones. 
• Ley de Fundaciones. 
• Ley de Asociaciones Cooperativas. 
• Ley de Garantías Mobiliarias. 
• Ley de Protección al Inversionista Minoritario. 
• Ley de Tránsito. 
• Ley General de Salud. 
• Ley sobre Zona Marítimo Terrestre. 
• Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos 


Electrónicos. 
• Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las 


Personas con Discapacidad.  
 
Materia sustantiva, especial y atinente 
 


• Actualización en normativa, doctrina, principios y 
jurisprudencia en materia civil. 


• Derecho procesal general: Ámbito de aplicación y 
principios, aplicación de las normas procesales, sujetos 
procesales, disposiciones generales sobre la 
competencia, competencia objetiva y subjetiva, partes y 
pretensión, actos procesales, actos de parte, actos del 
tribunal, plazos, actividad procesal defectuosa y 
subsanación, suspensión del procedimiento, actos de 
alegación y proposición, prueba, audiencias orales, 
formas extraordinarias de conclusión del proceso, 


resoluciones judiciales y medios de impugnación, 
repercusión económica de la actividad procesal, tutela 
cautelar, normas procesales internacionales. 


• Derecho procesal especial: Procesos de conocimiento 
ordinarios, sumarios, monitorios dinerarios y 
arrendaticios, incidentales; procesos sucesorios; 
procesos de ejecución, disposiciones generales de la 
ejecución, ejecución provisional, procedimientos de 
ejecución de acuerdo con tipo de condena y ejecución de 
sumas líquidas; ejecución prendaria, ejecución 
hipotecaria, ejecución de garantías mobiliarias, 
reposesión de garantías mobiliarias, tercerías, procesos 
no contenciosos, administración y reorganización con 
intervención judicial, convenios preventivos, quiebras y 
concursos civiles de acreedores. 


• Derecho civil y comercial. 
• Fuentes normativas. 
• Interpretación y aplicación del derecho privado 


patrimonial. 
• Principios generales del derecho privado patrimonial. 
• Normas de derecho internacional privado. 
• De las personas. 
• De los bienes. 
• Principios del Derecho Romano. 
• Derecho de Obligaciones. 
• Derecho Societario. 
• Derecho Arrendatario. 
• Propiedad Intelectual. 
• Derecho Informático. 
• Derecho de Daños (Responsabilidad civil). 
• Derecho bancario. 
• Títulos valores. 
• Garantías Mobiliarias. 
• Resolución Alterna de Conflictos. 
•  Manejo del derecho de crédito en los monitorios y 


procesos de cobro. 
• Derecho contractual. Los contratos. 
• Contratos Económicos Modernos. 
• Derecho Sucesorio. 
• Derecho concursal. 
• Derecho del Consumidor. 


• Derecho de la Competencia Comercial. 
• Conocer de los demás asuntos que determinen las leyes. 
 


GESTIÓN DEL DESPACHO 
 


• Dirección de personas y equipos. 
• Procesos de toma de decisión. 
• Planificación (planes operativos, presupuesto y 


programación de actividades), organización y 
distribución del trabajo dentro del despacho 


• Optimización de recursos.  
• Control de la gestión (seguimiento, evaluación y 


rendición de cuentas) 
 


TÉCNICAS DE COMUNICACIÓN EFECTIVA 
 


• Técnicas para la adecuada comunicación oral y escrita en 
la función jurisdiccional (incluye técnicas de escucha 
activa) 


• Principios y técnicas de oralidad, adecuadas al contexto 
de los procesos de cada materia específica. 


• Dirección de audiencias 
• Técnicas de entrevista e interrogatorio,  adecuadas al 


contexto de los procesos de cada materia específica 
• Reconocimiento de comunicación no verbal. 
 


SISTEMAS DE APOYO  
 


• Dominio de herramientas informáticas y de los sistemas 
operativos de uso institucional* 


 
REQUISITOS ACADÉMICOS 
 


• Licenciatura en Derecho. 
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REQUISITOS LEGALES  
 


• Incorporado al Colegio de Abogados de Costa Rica. 
• Ser costarricense por nacimiento o naturalización con 


domicilio en el país no menor de diez años, después de 
obtenida la carta respectiva. 


• Tener al menos 35 años de edad. 
 
EXPERIENCIA  
 


• Haber ejercido la profesión durante diez años, salvo  en 
los casos en que se trate de funcionarios judiciales con 
práctica jurisdiccional no menor de cinco años. 


• Preferiblemente con un mínimo de seis meses de  
experiencia en supervisión de personal. 


 
Cumplir lo establecido por la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
Ley de Carrera Judicial y demás disposiciones vigentes. 
*No aplica para las personas de primer ingreso al Poder Judicial. 


 
CLASE ANCHA: JUEZ 5  
PERFIL COMPETENCIAL (CLASE ANGOSTA): JUEZ 5 APELACION DE 
SENTENCIA CIVIL  
 
Grupo Ocupacional: Jueces, Fiscales y Defensores Públicos 
 
Aprobada: Consejo Superior 
Sesión: Nº 79-18 del 5 de setiembre del 2018 
Artículo: XLIV 
Fecha rige: 8 de octubre del 2018 
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TÉCNICO JUDICIAL  
 


NATURALEZA DEL PUESTO  
 
Ejecutar labores de técnicas judiciales relacionadas con la 
función jurisdiccional del despacho en el que se ubica. 
 
ACTIVIDADES PRINCIPALES   
 
Manifestador 
 
-Atender al usuario de forma cortés, diligente y oportuno 
conforme a los medios de atención establecidos en el 
despacho y la institución. 
-Recibir por los medios correspondientes, escritos, 
documentos, copias y demás piezas que presenten los 
interesados verificando que se cumplan los requisitos 
establecidos por la Ley. 
-Verificar que la persona o usuario que solicita información o 
acceso a los expedientes sea autorizado o parte procesal. 
-Consultar la ubicación y estado de los expedientes en el 
sistema electrónico correspondiente.  
-Mantener al día los diferentes controles establecidos en el 
área de atención al público.    
-Informar al usuario respecto a la realización de las audiencias y 
juntas de quiebras, entre otras.                                                                                                                                                                                                  
-Localizar y mostrar a las partes autorizadas el expediente 
judicial siempre en resguardo de la confidencialidad de los 
casos. 
-Brindar información al usuario respecto de la realización de las 
vistas, debates u otros. 
-Llevar el control actualizado y detallado de los expedientes 
remitidos al centro de fotocopiado.  
-Custodiar los expedientes que estén bajo su responsabilidad. 
-Firmar la razón de recibido de los expedientes, escritos, los 
documentos y las copias que sean presentadas al despacho. 
-Registrar el historial de los menores internados y referirlos a 
Trabajo Social, según los procedimientos establecidos. 


-Entregar comprobantes de asistencia solicitados por los 
usuarios que así lo requieran en el proceso. 
-Realizar otras labores propias del cargo. 
 
Tramitador 
 
-Recibir, revisar, escanear y dar curso a las diligencias, escritos, 
notificaciones, comunicaciones y expedientes que ingresen al 
despacho, según los procedimientos establecidos.  
-Redactar proyectos de resoluciones, encabezamientos, actas 
de debate, solicitudes de defensor o sustituciones, 
certificaciones de juzgamientos, correspondencia, entre otros. 
-Transcribir resoluciones, oficios, providencias, actas, 
votaciones, informes, autos y otras similares.  
-Solicitar información y dictámenes periciales ante instancias 
internas o externas, para el trámite de los procesos. 
-Recabar las pruebas solicitadas dentro la admisibilidad. 
-Recibir y trasladar a la instancia correspondiente, 
declaraciones, pruebas o legajos en general, que no sean de 
conocimiento de la oficina o contra las cuales se haya 
planteado recurso de apelación. 
-Formar legajos de diligencias y agregar a los mismos: escritos, 
oficios, documentos, correspondencia y otros de naturaleza 
similar, siguiendo los procedimientos establecidos. 
-Verificar en los legajos: plazos, convocatorias a debate, citas, 
audiencias, declaratoria de rebeldía, vencimiento de prisión 
preventiva, sobreseimiento provisional y de otros actos 
judiciales, con fines diversos. 
-Mantener actualizados las anotaciones en la agenda 
electrónica y los estados procesales de los expedientes a su 
cargo; en el sistema correspondiente. 
-Enviar a la oficina correspondiente, para su debido 
diligenciamiento, las resoluciones, comisiones o sentencias que 
el Juez ordene notificar por los medios señalados. 
-Remitir, a quien corresponda, las citaciones, órdenes de 
presentación, órdenes de captura e impedimentos de salida 
del país. 
-Confeccionar, actualizar y remitir: certificaciones, órdenes de 
libertad, tener a la orden, remisión de detenidos notas de 
embargo y levantamiento de este; ejecutorias, constancias, 
desglose, electrónico de notificación, citaciones, carátulas, 


presentaciones, telegramas, recordatorios, estados de 
conciliación, informes y otros. 
-Hacer las respectivas prevenciones, localizar y poner en autos 
a los intervinientes, según las necesidades procesales. 
-Cumplir diversas actuaciones judiciales como: hacer lecturas, 
actuar como pregonero, asistir a diligencias, asistir a audiencias 
y vistas, revisar casillas, controlar términos y similares, según 
proceda.  
-Buscar y archivar expedientes, sentencias, pruebas y demás 
documentos.  
-Hacer las remesas de expedientes y enviarlas a quien 
corresponda.  
-Recibir actas de aceptación y nombramiento de peritos, 
curadores, depósitos provisionales y otros. 
-Rotular, identificar, enumerar, clasificar y custodiar pruebas, 
evidencias y documentos. 
-Tomar declaraciones y cualquier otra prueba dispuesta por el 
superior, según las formalidades de ley. 
-Convocar a audiencias y citar a testigos, partes interesadas y 
demás, según las necesidades procesales. 
-Revisar los expedientes, previo y durante los debates, para 
asegurar la realización de estos.  
-Entregar a los usuarios de acuerdo con los controles 
establecidos: certificaciones, constancias, mandamientos, 
exhortos o citaciones de los testigos. 
-Trasladar en calidad de custodia al centro de fotocopiado la 
evidencia que sea solicitada por las partes. 
-Coordinar con oficinas a lo interno del Poder Judicial o 
instituciones externas, los requerimientos necesarios para la 
realización del debate (video conferencias, solicitud de 
evidencias, dictámenes periciales y otros).  
-Mantener actualizados controles y diversos sistemas 
electrónicos tales como: agenda electrónica, registros, libros, 
votos, estado procesal, entre otros. 
-Resolver escritos y colaborar con el trámite de expedientes. 
-Elaborar listados de expedientes y documentos asociados que 
deben ser migrados.  
-Asistir al Juez en diligencias propias de su cargo, tanto dentro 
como fuera del despacho. 
-Asistir al Juez durante la celebración del remate y las juntas de 
acreedores. 
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-Realizar e incluir en el sistema del despacho resoluciones que 
refieran al trámite de los asuntos. 
-Realizar el inventario periódico de expedientes. 
-Actualizar datos en los sistemas tales como: Escritorio Virtual, 
Sistema Gestión de Despachos Judiciales, el Sistema de 
Depósitos Judiciales; además, del Sistema de Registro de 
Embargos y Mandamientos (SREM) y la agenda CRONOS, entre 
otros. 
-Realizar el registro del señalamiento masivo; del señalamiento 
para audiencia y agendarlos en la agenda Cronos y en el 
expediente. 
-Anotar el señalamiento para audiencia en la agenda 
electrónica y en el expediente. 
-Actualizar los expedientes que se encuentran en etapa 
suspendida debido a procesos penales. 
-Comunicar las denuncias por acoso sexual a las instancias 
correspondientes. 
-Efectuar la práctica material del embargo, cuando sea 
necesario, la realizará con carácter de oficial público.  
-Revisar actas del Consejo Superior, Corte Plena, Resoluciones. 
La Gaceta, Boletín Judicial y recopilar la información de interés 
para la oficina. 
-Realizar otras labores propias del cargo. 
 
Asistir en Audiencia o Juicio 
 
-Revisar los expedientes previos a los debates para asegurar la 
realización de este.  
-Revisar que la Sala de Juicio en que se realizará el juicio esté 
debidamente acondicionada. 
-Verificar que el equipo de grabación y sonido se encuentre en 
buen estado. 
-Revisar que, en la Sala de Juicio o audiencia, se encuentre el 
expediente y la documentación correspondiente al debate a 
realizar.  
-Revisar que las partes, testigos y peritos estén debidamente 
citados, notificados y ubicados en la Sala de Juicio. 
-Verificar que el público que asiste al juicio este ubicado en el 
lugar debido. 
-Colaborar con medidas adecuadas y pertinentes que permitan 
preservar los equipos en buen estado. 


-Operar el equipo de audio, video y grabación de la Sala de 
Juicio. 
-Custodiar, respaldar el audio y video de las audiencias; así 
como facilitar a las partes copia del mismo en caso de ser 
necesario. 
-Hacer resúmenes del requerimiento de la prueba ofrecida por 
las partes para tenerlos a la vista el día del juicio. 
-Presentar a las partes y al público general la conformación del 
Tribunal, indicando el nombre del juez que preside el juicio y 
establecer las consideraciones de orden en la etapa de juicio. 
-Coordinar los aspectos logísticos necesarios para no afectar el 
desarrollo del juicio oral y público o la audiencia. 
-Realizar el llamado de testigos u otros que se encuentren en la 
sala de espera.  
-Coordinar con el personal que tiene la seguridad a cargo; 
todos los aspectos que se refieren al tema en la Sala de Juicio. 
-Atender situaciones de emergencia que puedan presentarse 
durante la celebración del juicio. 
-Informar a los integrantes del Tribunal de cualquier 
eventualidad que surja en el desarrollo del debate.  
-Realizar y firmar las actas de debate conforme a los 
lineamientos establecidos por la institución. 
-Realizar dentro del plazo establecido la cancelación de los 
expedientes, con la finalidad de no alterar la estadística del 
despacho. 
-Recoger y registrar la votación al final de cada sesión.  
-Realizar cualquier trámite que surja en la etapa de juicio. 
-Gestionar con quien corresponda el pago de viáticos de 
testigos; así como peritos y traductores. 
-Entregar comprobantes de asistencia solicitados por las partes 
o testigos. 
-Archivar, conservar y controlar los legajos administrativos, 
evidencia, expedientes judiciales y demás, que se encuentren 
en la etapa de juicio. 
-Mantener actualizados controles y diversos sistemas 
electrónicos tales como: agenda electrónica, registros, libros, 
votos, estado procesal, entre otros.  
-Verificar que las resoluciones sean firmadas en forma 
oportuna. 
-Remitir copia de las resoluciones del despacho a las instancias 
y oficinas correspondientes, cuando proceda legalmente. 


-Tramitar dictámenes periciales ante instancias internas o 
externas, que se hayan ordenado en los procesos 
-Tramitar correspondencia; redactar oficios, notas y otros 
documentos similares.  
-Solicitar y rendir informes de diversa naturaleza relacionados 
con el trámite y gestión del proceso.  
-Transcribir resoluciones, oficios, providencias, actas, 
votaciones, informes, autos, juicios, entre otros.  
-Colaborar para que los trámites que se realicen en el 
despacho se efectúen conforme a los principios de la oralidad 
en caso de que corresponda. 
-Buscar y archivar expedientes, sentencias pruebas y demás 
documentos. 
-Verificar los plazos de apelación de las sentencias dictadas. 
-Emplazar recursos de apelación de sentencia y remitir los 
expedientes al superior una vez fenecido el plazo. 
-Actualizar los expedientes que se encuentran en etapa 
suspendida debido a procesos penales. 
-Informar a los órganos superiores sobre el resultado de la 
sentencia sin lugar en caso de que exista una medida cautelar, 
para que sea cancelada. 
-Comunicar a las instancias pertinentes sobre los resultados de 
las sentencias.  
-Recabar las pruebas solicitadas por el juez dentro la audiencia. 
-Solicitar a los despachos u oficinas, cuando la sentencia este 
en firme, las fechas en las que se aplicará el periodo de 
sanción.  
-Llevar el rol de quien preside y resuelve la audiencia e 
informar al juez respectivo.  
-Redactar proyectos de resoluciones, actas o minutas de 
debate, constancias, correspondencia, entre otros. 
-Resolver escritos y colaborar con el trámite de expedientes. 
-Realizar otras labores propias del cargo. 
 
Otras labores  
 
-Atender y evacuar consultas de sus superiores, compañeros, 
autoridades judiciales y público en general, relacionadas con 
los asuntos del despacho.  
-Colaborar en la sistematización de jurisprudencia útil para el 
despacho. 
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-Colaborar con la capacitación e inducción de personal de 
reciente ingreso. 
-Colaborar con la elaboración del PAI, PAO, SEVRI, control de 
inventarios, remesas y otros. 
-Asumir las labores de custodia, control y préstamo de 
expedientes que se encuentran físicamente ubicados en el área 
de archivo. 
-Identificar los expedientes en trámite, verificar las partes, 
incorporarlos   al expediente electrónico, asignarles número 
interno cuando corresponda y darle curso de acuerdo con los 
procedimientos establecidos. 
-Brindar claves de acceso a los sistemas virtuales utilizados en 
el despacho.  
-Hacer devoluciones de expedientes en caso de que 
corresponda.  
-Realizar el registro del señalamiento para audiencias y 
continuaciones en el sistema informático correspondiente, así 
como en el expediente.  
-Coordinar, en los expedientes que se requiera, la realización 
de las video conferencias. 
-Realizar las citaciones de testigos de las audiencias orales. 
-Realizar el cierre estadístico de los expedientes desestimados, 
rechazados de plano, con o sin lugar. 
-Efectuar labores de cajero. 
-Mantener actualizada la pizarra informativa (se excluye a los 
ocupantes de los puestos de Técnico Supernumerario de realizar esta 
tarea). 
-Ejecutar labores de apoyo y de oficina en diferentes despachos 
judiciales (tarea típica de los puestos de Técnico Supernumerario). 
-Realizar otras tareas propias del cargo. 
 
Labores relacionadas con Justicia Restaurativa: 
 
-Brindar apoyo en labores técnicas al equipo interdisciplinario 
del Programa de Justicia Restaurativa (Juez, Fiscal, Defensor 
Público, Trabajador Social y Psicólogo). 
-Tramitar los expedientes de acuerdo con el procedimiento de 
la oficina de justicia restaurativa en conjunto con la respectiva 
persona del equipo interdisiplinario. 


-Comunicar a la persona Defensora Pública de Justicia 
Restaurativa la aceptación por parte de la persona ofendida de 
participar en el Programa de Justicia Restaurativa. 
-Comunicar al equipo psicosocial las causas de Justicia 
Restaurativa que han ingresado al juzgado. 
- Actualizar el estado del expediente en el Sistema de Gestión y 
crear el paralelo para el equipo interdisciplinario. 
-Comunicar al equipo psicosocial las causas que han ingresado 
a Justicia Restaurativa. 
-Atender las solicitudes de información que se requiere por 
parte de las personas destacadas en el Programa de Justicia 
Restaurativa. 
-Llevar el control de los informes de seguimiento de los 
acuerdos provenientes del equipo psicosocial. 
-Llevar el rol de atención de los casos del equipo psicosocial. 
-Trasladar los expedientes de forma física o electrónica  al Juez 
de Justicia Restaurativa para realizar la reunión restaurativa. 
-Trasladar al Fiscal de Justicia Restaurativa los expedientes que 
han finalizado la tramitación y que cuentan con los 
consentimientos de todos los intervinientes. 
-Actualizar en los diferentes controles los acuerdos 
homologados (causas con: suspensión de proceso de prueba y 
con conciliación).  
-Incluir y excluir instituciones en la red de apoyo del Circuito 
Judicial a solicitud del equipo Psicosocial.  
-Comunicar el día y la hora de las reuniones restaurativas y las 
audiencias de verificación programadas por la Autoridad 
Judicial. 
-Enviar la agenda semanal de las reuniones restaurativas y 
reuniones de seguimiento a Autoridad Judicial. 
-Preparar el lugar donde se realizará la reunión restaurativa, 
con la guía del del equipo interdisiplinario.  
-Colaborar con la realización de llamadas telefónicas a las 
partes o instituciones. 
-Gestionar con quien corresponda el pago de viáticos de 
víctima, persona ofensora, personas de apoyo, así como 
intérpretes y traductores que participen en el proceso 
restaurativo. 
-Aplicar y custodiar la encuesta a personas usuarias.   


-Consolidar la información brindada por el equipo 
interdisciplinario y verificar que cada una de los datos 
concuerde, para rendir los informes estadísticos respectivos. 
-Llevar y mantener actualizados diferentes controles derivados 
del accionar del Programa de Justicia Restaurativa. 
-Recibir mensajes vía telefónica, por escrito o medios 
electrónicos y canalizarlos con el profesional respectivo de 
justicia restaurativa. 
-Realizar otras labores propias del cargo. 
 
Labores relacionadas a los despachos del Ministerio Publico 
 
-Recibir, revisar y dar curso a las diligencias, denuncias, escritos, 
notificaciones, comunicaciones y expedientes que ingresen al 
despacho según los procedimientos establecidos en la materia. 
-Redactar oficios, encabezamientos, actas, solicitudes de 
defensor, correspondencia, providencias, actas, cuadros 
estadísticos, informes, autos y otras a cargo del despacho. 
-Firmar actas y documentos cuando así corresponda. 
-Solicitar información y dictámenes periciales ante instancias 
internas y externas para el trámite de los procesos. 
-Remitir a la instancia correspondiente denuncias, 
declaraciones, pruebas o legajos en general, así como las 
citaciones, captura al despacho y órdenes de presentación. 
-Armar legajos (principal, paralelo, de prueba, de 
intervenciones, Criterio Oportunidad, de apertura de evidencia, 
etc.) y agregar a los mismos: escritos, oficios, documentos, 
correspondencia y otros de naturaleza similar, siguiendo los 
lineamientos establecidos por la Fiscalía Adjunta. 
-Verificar en los diferentes legajos: el control de plazos y 
señalamientos, convocatorias a debate, citas, audiencias, 
declaratorias de rebeldías, archivo fiscal o sobreseimientos 
provisionales y de otros actos judiciales. 
-Hacer las respectivas prevenciones, localizar y poner en autos 
a los intervinientes, según las necesidades procesales. 
-Recibir actas de aceptación y nombramiento de peritos, 
curadores, depósitos provisionales y otros. 
-Atender y evacuar consultas de sus superiores, compañeros, 
autoridades judiciales y público en general, relacionadas con los 
asuntos del despacho, según lo permita la ley. 
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-Levantar informaciones, tomar declaraciones, recibir 
indagatorias, entrevistas a testigos y cualquier otra prueba 
dispuesta por el superior, verificando lo que corresponda, 
según las formalidades de ley. 
-Atender al usuario de forma cortés, diligente y oportuna, 
conforme a los medios de atención establecidos en la oficina. 
-Mantener al día los diferentes controles establecidos en el 
área de Atención al Público. 
-Recibir personalmente o por medio de la Oficina de Recepción 
y Distribución de documentos, o los técnicos judiciales los 
escritos, documentos, copias y demás piezas que presenten los 
interesados verificando que se cumplan los requisitos de ley. 
-Localizar y mostrar a las partes autorizadas el expediente 
judicial siempre en resguardo de la confidencialidad de los 
casos. 
-Consultar la ubicación y estado de los expedientes en el 
Sistema de Gestión de Despachos Judiciales. 
-Custodiar los expedientes que estén bajo su responsabilidad. 
-Firmar la razón de recibido de los escritos, documentos y las 
copias que sean presentadas al despacho. 
-Colaborar con medidas adecuadas y pertinentes que permitan 
preservar los equipos en buen estado. 
-Realizar el llamado de testigos u otros que se encuentren en 
los procesos. 
-Entregar comprobantes de asistencia solicitados por los 
usuarios que así lo requieran en el proceso. 
-Atender y evacuar consultas de sus superiores, compañeros, 
autoridades judiciales y público en general, relacionadas con los 
asuntos del despacho. 
-Utilizar el Libro de Préstamo de Expedientes y pedir al usuario 
la identificación correspondiente al momento en que un 
expediente sea solicitado en la ventanilla del despacho. 
-Llevar los expedientes que así sean requeridos al área de 
fotocopiado, así como custodiar el mismo mientras se 
encuentra ahí. 
-Llevar un control confidencial de los usuarios que se remiten a 
la Oficina de Atención y Protección a Víctimas. 
-Llevar un control de Personas Detenidas y Medidas Cautelares, 
dicho control deberá tener la fecha de inicio de la medida, así 
como la fecha de finalización y fecha en la cual se deberá 
solicitar prórroga en caso de que se requiera. 


-Mantener un legajo paralelo idéntico al expediente principal. 
-Entregar a la unidad de Fiscales de Juicio un Paralelo completo 
y archivo digital (expediente escaneado) que contenga el auto 
de apertura a juicio al técnico correspondiente de la Unidad de 
Fiscales de Juicio. 
-Rotular los expedientes cuando estos sean de Persona 
Detenida y de igual forma mediante alguna seña en la carátula 
indicar si forma parte de la OAPVT y si el expediente tiene 
evidencia. 
-Llenar debidamente los datos de la carpeta del sistema 
electrónico (datos completos por interviniente, delitos, objetos 
decomisados). 
-Llevar un control cruzado de las intervenciones telefónicas 
junto con la Fiscala o el Fiscal. 
-Llevar y mantener actualizados los libros, registros y archivos 
manuales e informatizados de la oficina, conforme a sistemas 
establecidos. 
-Colaborar con la capacitación e inducción de personal de 
reciente ingreso. 
-Mantener actualizada la pizarra informativa. 
-Gestionar mediante diversas acciones y controles todo lo 
relacionado al mantenimiento y disposición de la evidencia 
material de los casos que se tramitan en el despacho. 
-Revisar por medio del sistema informático, el procedimiento 
aplicado en el trámite de los documentos y solucionar las 
inconsistencias que se generen. 
-Velar por el trámite correcto y oportuno de la documentación 
que envía, recibe y revisa. 
-Atender y evacuar consultas diversas en relación con los 
asuntos a su cargo. 
-Colaborar en el diseño y ejecución de manuales, normas y 
procedimiento propios del área de su actividad. 
-Colaborar en capacitaciones relacionadas con el campo a 
desarrollar. 
-Realizar un manejo adecuado de la evidencia a su cargo. 
-Mantener un orden sistemático de la evidencia a su cargo y 
clasificarla conforme a su naturaleza y tipo de objeto. 
-Realizar el cierre respectivo de controles una vez que se 
disponga de la evidencia. 
-Realizar otras labores propias del cargo. 
 


FACTORES DE CLASIFICACIÓN Y VALORACIÓN DE 
PUESTOS   
 
Responsabilidad por funciones  
 
Es responsable de ejecutar labores técnicas judiciales, 
realizando una serie de actividades jurisdiccionales 
especializadas, las cuales contribuyen a la toma de decisiones 
por parte del superior inmediato, en estricto apego a las 
normas que se dicten al efecto, métodos, sistemas, 
procedimientos técnicos, administrativos y legales. 
 
Le corresponde velar por el ágil diligenciamiento de los casos a 
su cargo, hacer notificaciones y realizar el aseo cuando no 
existan los puestos correspondientes. 
 
De actuar con decoro en el desempeño de su cargo y la forma 
de cómo se comporta en su vida privada. 
 
Debe guardar confidencialidad, discreción, prudencia y actuar 
bajo los principios de probidad y transparencia. 
 
Debe velar por el adecuado cumplimiento de las normas de 
seguridad e higiene ocupacional. 
 
Le corresponde brindar apoyo en labores técnicas judiciales al 
equipo interdisciplinario del Programa de Justicia Restaurativa. 
 
Por relaciones de trabajo  
 
Le corresponde mantener relaciones constantes con personas 
internas y externas a la Institución, las cuales deben ser 
atendidas de forma respetuosa y diligente. 
 
Por equipo, materiales y valores 
 
Deberá velar por el cuido y preservación de todos los activos 
asignados para el cumplimiento de su cargo, así como reportar 
cualquier daño ocasionado o faltante.  
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Condiciones de trabajo 
 
Generalmente, esta actividad se realiza en condiciones 
controladas de oficina las cuales demandan de cierto esfuerzo 
mental. Pueden ser desarrolladas de forma individual o en 
equipo. Además, esta labor demanda mantener una misma 
posición gran parte de la jornada laboral.  
 
Le puede corresponder trasladarse a diversos lugares del país 
para realizar diligencias variadas. 
 
Para el cumplimiento de sus labores el ocupante del cargo se 
encuentra sujeto al cumplimiento de plazos establecidos en los 
asuntos asignados, así como prestar los servicios cuando sean 
requeridos. 
 
Consecuencia del error 
 
Los errores que eventualmente se cometan pueden causar 
daños o atrasos en el proceso judicial, lo que puede generar un 
perjuicio a los usuarios del sistema judicial con la 
correspondiente responsabilidad administrativa o penal por el 
hecho cometido; sin embargo, existen mecanismos que 
permiten detectar los errores y corregirlos a tiempo. 
 
Supervisión ejercida  
 
No ejerce supervisión. 
 
Supervisión recibida  
 
Trabaja siguiendo instrucciones generales, las normas que se 
dicten al efecto; procedimientos y disposiciones 
administrativas.  La labor es evaluada mediante la apreciación 
de la eficiencia y calidad de los resultados obtenidos. 
 
 
 
 
 


 
COMPETENCIAS GENÉRICAS  
 
 Dominio de la competencia 
COMPETENCIAS  
GENÉRICAS 


Aceptable Eficiente Superior 


Compromiso    
Ética y transparencia    
Humanismo y 
conciencia social 


   


Iniciativa    


Responsabilidad    
 
Compromiso  
 
Actuar con responsabilidad para cumplir con los fines 
institucionales, realizando el trabajo a tiempo, siendo eficiente 
y brindando un servicio de calidad. 
 
-Conductas observables: 
 
• Se plantea retos en su trabajo diario proponiéndose llegar 


más allá de lo meramente establecido. 
• Se preocupa por hacer bien el trabajo asignado y realiza 


propuestas sobre nuevas formas para mejorar su desempeño. 
• Es perseverante en el alcance de metas y objetivos en los 


tiempos establecidos. 
 


Ética y transparencia 
 
Disposición para actuar con un marcado interés por el respeto y 
cumplimiento a las normas y principios morales que rigen el 
ejercicio jurisdiccional. 
 
 
-Conductas observables: 


 
• Se desempeña de manera correcta en todas sus actuaciones. 
• Actúa permanentemente dentro de las normas éticas y 


morales. 
• Muestra disposición a actuar honestamente incluso en 


situaciones riesgosas y difíciles. 
• Demuestra un comportamiento intachable desde lo personal 


hacia lo laboral, actuando siempre conforme a los 
lineamientos y políticas establecidas por la institución. 


 
Humanismo y Conciencia Social 
 
Disposición para atender de forma efectiva los requerimientos 
del entorno, con diferentes personas y grupos, ajustándose a 
contextos sociales distintos. 
 
-Conductas observables: 
 
• Entiende rápidamente las circunstancias del entorno donde 


se desenvuelve y es tolerante de la diversidad social. 
• Muestra interés por conocer los puntos de vista y 


sentimientos de los demás. 
• Atiende y toma en cuenta los intereses de los demás y es 


capaz de adaptar moderadamente los suyos. 
• Se ajusta a contextos sociales distintos. 
 
Iniciativa 
 
Capacidad personal de orientar la acción innovadora y creativa 
para hacer mejor las funciones, actuando de manera proactiva, 
haciendo propuestas de mejora concretas y agilizando el 
trabajo a través de nuevas oportunidades ó soluciones de 
problemas. 
 
-Conductas observables: 


 
• Se anticipa situaciones que no son evidentes para otros y 


realiza acciones para prevenir los problemas que pudieran 
acarrear. 
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• Se preocupa por elaborar y tener respuestas alternativas ante 
situaciones problemáticas que podrían presentarse. 


• Cuando nadie puede aportarle una solución frente a alguna 
eventualidad que impacte el desarrollo habitual de su 
trabajo, resuelve dicha dificultad de manera autónoma, 
evitando demoras. 
 


Responsabilidad 
 
Cumplir con los deberes, obligaciones y compromisos 
asumiendo las consecuencias de sus actos, por encima de sus 
propios intereses, esforzándose por dar más de lo que se le 
pide y colaborando, con los demás. 
 
-Conductas observables: 
 
• Mantiene un compromiso hacia el logro de las metas frente a 


frustraciones u obstáculos. 
• Asume ante los demás la responsabilidad por sus acciones y 


busca soluciones adecuadas. 
• Se responsabiliza personalmente por la calidad de los 


servicios/productos brindados por su área. 
 
COMPETENCIAS ESPECÍFICAS   
 
TECNICO JUDICIAL 1 
 


COMPETENCIAS  
ESPECÍFICAS 


DOMINIO DE LA COMPETENCIA 


Aceptable  Eficiente  Superior 
Comunicación 
escrita 


   


Orden    
Orientación al 
servicio 


   


Trabajo en equipo    
Orientación a la 
calidad 


   


 


Comunicación escrita 
 
Habilidad para transmitir información, ideas y criterios a través 
de la escritura, aplicando la terminología adecuada y 
adaptándola a los procedimientos del sistema judicial, de 
manera que sea comprensible e unívoco, así como la habilidad 
para comprender los mensajes escritos y los documentos 
técnicos elaborados por otras personas que tengan relevancia 
para desempeñar su labor. 
 
-Conductas observables: 
 
• Logra transmitir de forma correcta por medio de 


documentación escrita, conceptos y solicitudes gestionadas. 
• Comprende de forma básica la información recibida que sea 


de relevancia a su puesto. 
 
Orden 
 
Capacidad para organizar eficazmente las actividades asignadas 
o las responsabilidades adquiridas, utilizando el tiempo en la 
forma más eficiente posible. 
 
-Conductas observables: 
 
• Ordena su trabajo en el día a día. 
• Distribuye de manera adecuada los tiempos para sus 


actividades diarias. 
• Mantiene ordenado su espacio de trabajo, accediendo 


fácilmente a la información requerida en el ejercicio de sus 
labores. 


 
 
Orientación al servicio 
 
Actitud de servir o ayudar a los usuarios internos y externos de 
la institución actuando con rectitud, transparencia y total 
apertura hacia la satisfacción de sus necesidades  
 
-Conductas observables: 
 


• Muestra oportunamente disponibilidad para atender a los 
usuarios internos y externos. 


• Se mantiene constantemente receptivo(a) con los usuarios 
internos y externos. 


• Es paciente y tolerante con los usuarios aun en situaciones 
complejas. 
 


Trabajo en equipo 
 
Capacidad de promover, fomentar y mantener relaciones de 
colaboración eficientes con miembros del ámbito judicial así 
como otros grupos de trabajo, que resulten pertinentes con la 
integración de esfuerzos comunes y que garanticen el óptimo 
desarrollo de la práctica judicial. 
 
-Conductas observables: 
 
• Trabaja para el logro de los objetivos del equipo, realizando la 


parte del trabajo que le corresponde. 
• Ayuda a los miembros del equipo cuando se lo solicitan. 
• Apoya las decisiones del equipo y coopera en actividades 


comunes. 
 
Orientación a la calidad 
 
Capacidad para alcanzar altos estándares de excelencia y 
cumplimiento en el trabajo propio y el de otros, reflejando un 
esfuerzo adicional por cumplir con la función de manera 
eficiente y eficaz. 
 
 
 
-Conductas observables: 
 
• Comprueba detenidamente el trabajo realizado, para evitar 


errores y mantener los niveles de calidad definidos. 
• Eventualmente brinda soluciones o prevé acciones 


alternativas, con el fin de alcanzar los objetivos planteados. 
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• Detecta desviaciones con respecto a normas y 
procedimientos, proponiendo medidas correctoras y 
actuando sobre ello.  


 
TECNICO JUDICIAL 2 
 
 
COMPETENCIAS  
ESPECÍFICAS 


DOMINIO DE LA COMPETENCIA  


Aceptable  Eficiente  Superior 


Atención al detalle    
Comunicación 
escrita 


   


Orden    
Orientación al 
servicio 


   


Trabajo en equipo    
Orientación a la 
calidad 


   


 
Atención al detalle 
 
Habilidad para analizar y realizar las tareas asignadas con 
minuciosidad, así como para manejar conjuntos complejos de 
información diversa, sin incurrir en errores. 
 
 
 
 
 
-Conductas observables: 
 
• Ejecuta su labor cotidiana con un enfoque de análisis 


exhaustivo identificando la información necesaria para 
desempeñar su función. 


• Realiza las funciones, actividades y tareas de su puesto 
procurando anticipar o disminuir el error. 


• Maneja de forma lógica y óptima información amplia y 
diversa para lograr cumplir con su labor. 


 
Comunicación escrita 
 
Habilidad para transmitir información, ideas y criterios a través 
de la escritura, aplicando la terminología adecuada y 
adaptándola a los procedimientos del sistema judicial, de 
manera que sea comprensible e unívoco, así como la habilidad 
para comprender los mensajes escritos y los documentos 
técnicos elaborados por otras personas que tengan relevancia 
para desempeñar su labor. 
 
-Conductas observables: 
 
• Transmite la información requerida de forma entendible para 


el usuario, destinatario o público en general 
• Emplea el lenguaje y forma adecuada para hacer llegar el 


mensaje. 
• Es coherente y concreto en sus informes escritos lo cual se 


evidencia con la comprensión del mensaje. 
 
Orden 
 
Capacidad para organizar eficazmente las actividades asignadas 
o las responsabilidades adquiridas, utilizando el tiempo en la 
forma más eficiente posible. 
 
 
 
 
 
 
-Conductas observables: 
 
• Organiza el desarrollo de sus tareas, priorizando las 


actividades de acuerdo a los objetivos y a los procedimientos 
establecidos. 


• Considera experiencias previas para anticiparse y responder 
con mayor efectividad a las exigencias de su función. 


• Establece prioridades y plazos y aprovecha el tiempo. 


 
Orientación al servicio 
 
Actitud de servir o ayudar a los usuarios internos y externos de 
la institución actuando con rectitud, transparencia y total 
apertura hacia la satisfacción de sus necesidades.  
 
-Conductas observables: 
 
• Demuestra interés por comprender adecuadamente las 


necesidades de los usuarios internos y externos. 
• Escucha y muestra empatía ante las necesidades de los 


usuarios internos y externos. 
• Responde a los requerimientos de servicio de los usuarios 


internos y externos en forma oportuna y efectiva. 
• Mantiene una actitud proactiva, cordial y asertiva con 


relación a los usuarios internos y externos. 
 
Trabajo en equipo 
 
Capacidad de promover, fomentar y mantener relaciones de 
colaboración eficientes con miembros del ámbito judicial, así 
como otros grupos de trabajo, que resulten pertinentes con la 
integración de esfuerzos comunes y que garanticen el óptimo 
desarrollo de la práctica judicial. 
 
-Conductas observables: 
 
• Colabora en las tareas de los demás, según corresponda, aun 


cuando esto implique esfuerzos adicionales. 
• Ofrece ayuda cuando ve que los demás se encuentran con 


dificultades. 
• Contribuye a eliminar barreras que dificulten el trabajo en 


equipo. 
 
Orientación a la calidad 
 
Capacidad para alcanzar altos estándares de excelencia y 
cumplimiento en el trabajo propio y el de otros, reflejando un 
esfuerzo adicional por cumplir con la función de manera 
eficiente y eficaz. 
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-Conductas observables: 
 
• Se esfuerza por cumplir los procesos con eficiencia, prontitud 


y en los plazos establecidos. 
• Analiza y genera nuevas formas de llevar a cabo su trabajo / 


actividad que le permitan cumplir eficientemente con la 
función que tiene bajo su responsabilidad. 


• Aplica de manera efectiva nuevos conocimientos, 
procedimientos o técnicas relacionados con su función, en el 
desarrollo y ejecución de su trabajo. 


 
TECNICO JUDICIAL 3 
 
 DOMINIO DE LA COMPETENCIA 
COMPETENCIAS  
ESPECÍFICAS 


Aceptable  Eficiente  Superior 


Atención al detalle    
Comunicación 
escrita 


   


Orden    
Orientación al 
servicio 


   


Trabajo en equipo    
Orientación a la 
calidad 


   


 
Atención al detalle 
 
Habilidad para analizar y realizar las tareas asignadas con 
minuciosidad, así como para manejar conjuntos complejos de 
información diversa, sin incurrir en errores. 
 
-Conductas observables: 
 
• Mantiene enfocada la meta, mientras implementa los 


detalles, a fin de garantizar éxito en la gestión. 
• Identifica el principal elemento de un problema. 


• Detecta datos erróneos o ausentes y busca la información 
necesaria. 


• Considera los “pro” y los “contra”, así como las consecuencias 
a corto y largo plazo de sus acciones, sobre su área y el resto 
de la organización. 


 
Comunicación escrita 
 
Habilidad para transmitir información, ideas y criterios a través 
de la escritura, aplicando la terminología adecuada y 
adaptándola a los procedimientos del sistema judicial, de 
manera que sea comprensible e unívoco, así como la habilidad 
para comprender los mensajes escritos y los documentos 
técnicos elaborados por otras personas que tengan relevancia 
para desempeñar su labor. 
 
-Conductas observables: 
 
• Capaz de escribir y transmitir de manera clara, concisa y 


óptima, ideas, información y criterios, en diferentes 
contextos y estilos de comunicación. 


• Comunica mensajes que producen el efecto deseado en el 
receptor, utilizando la terminología institucional adecuada. 


• Recibe información escrita y la procesa adecuadamente para 
la adecuada gestión de su puesto. 


Orden 
 
Capacidad para organizar eficazmente las actividades asignadas 
o las responsabilidades adquiridas, utilizando el tiempo en la 
forma más eficiente posible. 
 
-Conductas observables: 
 
• Organiza su trabajo de manera sistemática y a medio plazo 


(mes a mes), y prioriza los aspectos que generan más 
impacto de su función. 


• Mantiene orden y coherencia en todo lo que hace. 
• Mantiene registros que le permiten controlar y hacer un 


seguimiento sistemático de sus actividades 
 


Orientación al servicio 


 
Actitud de servir o ayudar a los usuarios internos y externos de 
la institución actuando con rectitud, transparencia y total 
apertura hacia la satisfacción de sus necesidades.  
 
-Conductas observables: 
 
• Trata de anticipar a las demandas y expectativas de los 


usuarios, tanto actuales como potenciales. 
• Responde a los requerimientos de los usuarios brindándoles 


una atención más allá de lo esperado. 
• Asume ante los demás la responsabilidad por sus acciones y 


busca soluciones adecuadas. 
• Fomenta una cultura orientada a entregar un servicio de 


calidad y que satisfaga las expectativas de los usuarios. 
 
Trabajo en equipo 
 
Capacidad de promover, fomentar y mantener relaciones de 
colaboración eficientes con miembros del ámbito judicial, así 
como otros grupos de trabajo, que resulten pertinentes con la 
integración de esfuerzos comunes y que garanticen el óptimo 
desarrollo de la práctica judicial. 
-Conductas observables: 
 
• Colabora en las tareas de los demás, según corresponda, aun 


cuando esto implique esfuerzos adicionales. 
• Ofrece ayuda cuando ve que los demás se encuentran con 


dificultades. 
• Contribuye a eliminar barreras que dificulten el trabajo en 


equipo. 
 
Orientación a la calidad 
 
Capacidad para alcanzar altos estándares de excelencia y 
cumplimiento en el trabajo propio y el de otros, reflejando un 
esfuerzo adicional por cumplir con la función de manera 
eficiente y eficaz. 
  
-Conductas observables: 
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• Establece metas y objetivos y cumple con ellas en el tiempo 


establecido. 
• Transmite a sus colaboradores y compañeros elevadas 


expectativas para alcanzar metas u objetivos retadores 
• Establece cambios en los procesos necesarios en el ejercicio 


de su función y los pone en práctica para cumplir con la 
prestación del  servicio  con prontitud, eficiencia, eficacia y 
pertinencia.  


• Propone soluciones innovadoras en el desempeño de su 
función. 


 
COMPETENCIAS TÉCNICAS  
 


ÁREAS DE CONOCIMIENTO 
 


POLÍTICAS INSTITUCIONALES  
 
Conocimiento de las políticas institucionales, en cuanto a 
equidad de género, accesibilidad, servicio público de calidad, 
sistema de gestión, hostigamiento sexual, acoso laboral, 
poblaciones vulnerables, código de ética judicial, conflicto de 
interés, entre otros. 
 
SISTEMAS DE APOYO A LA FUNCIÓN  
 
• Dominio de herramientas informáticas y de los sistemas 


operativos de uso institucional. 
 
REQUISITOS ACADÉMICOS 
 
• Bachiller en Educación Media. 


 
OTROS REQUERIMIENTOS DESEABLES 
 
• Preferiblemente haber aprobado el Programa Integral de 


Formación para personas Técnicas Judiciales o el Programa 
de Formación Básica para Técnicos Judiciales, según 


corresponda de acuerdo a los Despachos Judiciales y el 
Ministerio Público. 


 
 
CLASE ANCHA: TECNICO JUDICIAL 1, 2,3, TÉCNICO 
SUPERNUMERARIO  
CLASE ANGOSTA: TECNICO JUDICIAL 
 
Grupo Ocupacional: Técnico Jurisdiccional 
 
Modificada: Consejo Superior 
Sesión: Nº 79-21 del 9 de setiembre del 2021 
Artículo: XXX 
Fecha rige: 9 de setiembre del 2021 
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________________________________________________________________________________ 


1 
 


San José, 23 de mayo   de 2023 
N° 32-CJL-2023 


 


 
Ing. Dixon Li Morales  
Proceso Ejecución de las Operaciones  
Dirección de Planificación  


 
Estimado señor:  


 
En atención del oficio N°412-PLA-MI(NPL)-2023 relacionado con el Protocolo de Pase a Fallo 


para los Tribunales de Segunda Instancia, el cual se pone en consulta de la Comisión Jurisdicción 


Laboral, en el plazo otorgado se remite la siguiente observación:  


 


  


Página 


Párrafo  Observación concreta   


10 Punto 8 y 10 de la figura N°1 Lo recomendable es que la hora y fecha se 


genere cuando se abre la plantilla de 


resolución (momento en que ya debe estar 


votado y en limpio) y el número de Voto con 


la firma del tercer integrante, por cuanto si se 


asigna hora, fecha y voto de forma conjunta, 


todos los votos de ese mes quedarían con la 


misma hora y fecha en el caso de los 


tribunales que firman de forma masiva.  


 


Atentamente, 


 
 


Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez  
Coordinador a.i.  


 


sam 


c. archivo  
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Página Párrafo Observación concreta   


11 Diagrama del proceso de pase a 


fallo para Tribunales de Segunda 


Instancia. 


Los pasos deben ser:  1) 


Expediente listo para fallo 


ingresa al sistema de 


itineraciones, la persona 


coordinadora judicial lo baja.  


Tarea:  Distribuir asunto nuevo. 


2.1) La persona técnica judicial 


agrega escritos. 2.2) La persona 


coordinadora judicial distribuye 


entre los jueces para fallo, con las 


tareas exclusivas de pase a fallo, 


según materia y tipo de 


resolución o sentencia.  Tarea: 


Asignar juez o jueza. 


3) No hay juez o jueza de trámite. 


4) Igual que en diagrama 


propuesto. 


5) Se elimina, queda en el paso 


2.2. 


 


12 Diagrama del proceso de pase a 


fallo para Tribunales de Segunda 


Instancia. 


6) Igual que en diagrama 


propuesto.  6.1) Antes de “fin”, 


persona coordinadora judicial le 


pasa el expediente a la persona 


técnica judicial para su 


devolución al despacho de 


origen.  6.2) Igual que en 


diagrama propuesto. 


7) Que el paso 7 sea el 8. 


8) Que el paso 8 sea el 7.  Y la 


persona técnica judicial además 


asigna el documento para firmas 


de los tres jueces/juezas,  hace el 


cierre estadístico y actualiza el 


control de pase a fallo (excel). 


9) Juez promovente firma el 


documento y el sistema lo pasa a 







las otras dos personas. 


10) Queda igual que en el 


diagrama propuesto. 


13 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


Diagrama del proceso de pase a 


fallo para Tribunales de Segunda 


Instancia. 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


11) Queda igual. 


12) Persona juzgadora devuelve 


el expediente a su técnico judicial, 


a la espera de actas de 


notificación.  Tarea:  Espera actas 


de notificación. 


13) Se elimina este paso. 


14) Se elimina este paso. 


15) Una vez listas las actas, el 


técnico judicial revisa los plazos, 


y firme la resolución, devuelve el 


resultado del recurso al despacho 


de origen y remite el expediente 


físico si lo hubiere por correo 


interno.  Tarea: Itinerar y enviar 


expediente físico.  15.1) Se 


elimina. 


16) Técnico judicial revisa plazo 


de casación y revisa si hay 


escritos presentados de 


aclaración y adición.  Tarea: 


Espera plazo de aclaración y 


adición, y casación. 


19 9) En caso de colaboración de parte del 


Centro de Apoyo, Coordinación y 


Mejoramiento de la Función 


Jurisdiccional, con planes de 


descongestionamiento, programa contra 


el retraso judicial, entre otros, o en caso de 


que un Juez o Jueza sea sustituido por 


vacaciones, incapacidad, permiso con o 


sin goce de salario, se solicita a la 


Administración Regional de la Zona, que 


lo sustituya con Personal Juzgador 


Supernumerario, se realiza la sustitución, 


Juez A por Juez Supernumerario, cuando 


se realiza ese cambio en el sistema, de 


forma automática el sistema asigna los 


expedientes que tenía el Juez A al Juez o 


Aclarar y/o modificar lo 


referente a la persona juzgadora 


supernumeraria, pues para 


personas juzgadoras de segunda 


instancia Civil y de Trabajo 


(categoría 5), no pueden ser 


sustituidos por ese personal de 


las Administraciones Regionales, 


sino que debe consultarse la lista 


de jueces suplentes. 







Jueza Supernumerario que sustituye. 


 


21 11) La persona Juzgadora Coordinadora 


de cada despacho debe validar e informar 


dentro de los primeros cinco días del mes 


junto con el “informe de inconsistencias”; 


que la información del reporte del módulo 


de pase a fallo es consistente; es decir, que 


la información que se genera en el SIGMA 


es idéntica a la que registran en el libro de 


pase a fallo de “Excel” y remitir la 


certificación que lo acredite al Subproceso 


de Estadística de la Dirección de 


Planificación al correo de “Informes 


estadísticos materias no penales” a saber: 


plani_estadistica_np@poder-


judicial.go.cr. 


 


Se solicita crear formato de la 


certificación, para lograr 


uniformidad. 


27 Recomendaciones Incluir recomendación 5.8) 


Solicitar a la Dirección de 


Tecnología de la Información y 


Comunicaciones, que 


Normalización incluya en el 


machote de la resolución de los 


juzgados y tribunales de primera 


instancia, en la resolución que 


admite la apelación, si la 


resolución apelada es un auto, 


apelación por inadmisión, una 


sentencia, o un conflicto de 


competencia.  Igual clasificación 


deberá incluirse al momento de 


hacer la itineración, en materia 


civil, cobro y laboral.  Lo anterior 


facilita el pase a fallo, en un 


despacho como el nuestro, que 


además de ser mixto, es regional 


(tiene competencia en toda 


Alajuela, excepto Upala).  Es muy 


probable que esta recomendación 


nos beneficie a todos. 


 
cc. arch 



mailto:plani_estadistica_np@poder-judicial.go.cr
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951-DTIC-2023 


San José, 22 de mayo del 2023 


 


Licenciado 


Orlando Castrillo Vargas 


Subdirector, Proceso de Sistemas 


Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones  


S.D. 


 


Estimado señor:  


 


En atención al oficio No. 412-PLA-MI(NLP)-2023 con fecha 15 de mayo de 2023 donde se solicita 


analizar y enviar las observaciones que se estimen pertinentes en un plazo de 5 días hábiles, con el fin de 


valorarlas previo a que sea elevado a conocimiento del Consejo Superior., se adjuntan las siguientes 


observaciones: 


 


Página Párrafo  Observación concreta   


23 5.6. Solicitar a la Dirección de Tecnología 


de la Información y Comunicaciones una 


mejora en los sistemas que permita que 


dentro del mismo sistema de Escritorio 


Virtual, se pueda redactar el proyecto de 


resolución en un tribunal colegiado, 


socializarlo, modificarlo en el momento de 


votación entre otros, sin que se genere una 


inconsistencia en el módulo de pase a fallo 


y sin tener que realizar esa tarea en un 


archivo por parte ya sea en el común o en la 


plataforma one drive como se realiza 


actualmente.  


En el sistema Escritorio Virtual, existe la 


conformación de grupos, a los cuales se 


les puede configurar las personas 


funcionarias que conforman los 


diferentes grupos de trabajo que 


conforman la oficina, y de esta manera 


poder realizar modificaciones a los 


documentos existentes o emitir nuevos en 


aquellos expedientes que formen parte de 


ese grupo. De la misma manera, se puede 


configurar las ubicaciones pasivas, que 


permite también, realizar modificaciones 


a los documentos que se encuentren en 


algún expediente de dicha ubicación. De 


cualquiera de las maneras anteriores, no se 
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afectarían los registros en el libro de 


control de pase a fallo. En caso de que se 


requiera recapacitación de lo indicado se 


podría coordinar con el Subproceso de 


Gestión del Servicio. Por lo tanto, la 


solicitud de mejora ya exista en los 


sistemas y se solicita que se elimine esta 


solicitud a la Dirección de Tecnología en 


dicho oficio. 


23 5.7 Asociada a la recomendación anterior, 


solicitar a la Dirección de Tecnología de la 


Información y Comunicaciones que como 


parte del proyecto 110-PLA-P23 


“Automatización de los procesos 


jurisdiccionales y análisis del rezago 


judicial” incluya en el bloque 3 que está 


próximo a iniciar, una mejora en el nuevo 


sistema (SIAG PJ), para el correcto registro 


de la información de pase a fallo, de manera 


que se puedan realizar las mismas consultas, 


reportes que actualmente se realizan en 


Escritorio Virtual  y Sigma, que incluya el 


histórico de lo que se registró en el 


Escritorio y que luego se migra al SIAG, y 


que también  permita que dentro del mismo 


sistema se pueda redactar el proyecto de 


resolución en un tribunal colegiado, 


socializarlo, modificarlo en el momento de 


votación entre otros, sin que se genere una 


inconsistencia en el módulo de pase a fallo 


y sin tener que realizar esa tarea en un 


archivo por parte en el común y one drive 


como se debe hacer actualmente.  


 


Se estará atendiendo conforme lo 


indicado en el proyecto 110-PLA-P23 


“Automatización de los procesos 


jurisdiccionales y análisis del rezago 


judicial”, sin embargo, se aclara que no es 


en el bloque 3, sino en el bloque 1 y se 


solicita indicar la priorización de 


solicitudes de este bloque, tomando en 


cuenta esta nueva solicitud para la debida 


atención. 
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Atentamente, se despide 


 
 
 


 


 


 


Máster, Vivian Rímola Soto 


Jefatura, Subproceso Sistemas Jurisdiccionales 


Dirección de Tecnología de Información 





				2023-05-22T16:13:16-0600

		VIVIAN RIMOLA SOTO (FIRMA)
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957-DTIC-2023 


23 de mayo 2023 


 


Licenciado 


Dixon Li Morales, Jefe a.i. 


Proceso Ejecución de las Operaciones 


 


Estimado señor: 


En atención al oficio 412-PLA-MI(NPL)-2023, en el que remite el informe del Subproceso 


de Modernización Institucional- No penal, relacionado con el Protocolo de Pase a Fallo para 


los Tribunales de Segunda Instancia, me permito remitir el oficio 951-DTIC-2023, suscrito 


por la Máster Vivian Rímola Soto, Jefatura del Subproceso Sistemas Jurisdiccionales, 


mediante el que remite las observaciones correspondientes. 


 


Atentamente, 


 


 


 


 


Orlando Castrillo Vargas, Subdirector 


Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones 


 


 


 


 





				2023-05-24T09:32:52-0600

		ORLANDO CASTRILLO VARGAS (FIRMA)
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 N° 677-43-SAO-2023 
 
 
26 de mayo de 2023 
 
 
Licenciada 
Nacira Valverde Bermúdez 
Directora 
Dirección de Planificación 
 
 
Estimada señora: 
 
 
En oficio 412-PLA-MI(NPL)-2023 del 15 de mayo de 2023, que adjunta informe suscrito por 
la Máster Yesenia Salazar Guzmán, Jefa a.í. del Subproceso de Modernización Institucional- 
No penal, relacionado con el Protocolo de Pase a Fallo para los Tribunales de Segunda 
Instancia, del cual se remite copia a distintas dependencias, incluido el despacho a mi cargo, 
se indica: 
 
Págs. Extracto 


2 y 3 


Mediante copia de este oficio, si a bien lo tienen, también se le solicita criterio a: 
     (…) 


➢ Auditoría Judicial 


     (…) 


De no recibirse respuesta en el plazo concedido, se entenderá que no se tienen observaciones y 
se seguirá el trámite indicado en el segundo párrafo de este oficio. 
El subrayado no corresponde al original. 
 


18 


Acceso al reporte de la información del Módulo de pase a fallo 
 
Para visualizar la información que genera el módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual, existe en 
el SIGMA un reporte que permite visualizar el número de expediente, fecha de pase a fallo, fecha 
de devolución, número de voto, la persona que lo pasa a fallo y quién lo devuelve, así como, su 
ubicación o puesto dentro del contexto de la oficina, incluso la fecha de la firma de la sentencia, y 
cuenta con contadores de los días que llevan pendiente los asuntos en sentencia, y de los días en 
que se tardó dictando la sentencia en los que si fueron fallados. 
 
La información que se observa en ese reporte fue validada por la Dirección de Planificación, 
Auditoría Judicial e Inspección Judicial.  
El subrayado no corresponde al original. 
 


 
24 


 


Recomendaciones:  
 
Al Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Inspección 
Judicial y Auditoría Judicial, Jueces gestores en materia de Trabajo, Civil, Familia, 
Pensiones y Violencia Doméstica  
 
5.8. Considerar dentro del seguimiento que realizan a los Tribunales de Segunda Instancia del 
país, la verificación de que hagan uso correcto del módulo de pase a fallo y la mejora de voto 
automático conforme el presente protocolo. 
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El subrayado no corresponde al original. 


Respecto a lo anterior, es preciso reiterar que la actividad de la Auditoría Interna es distinta de la 
realizada por la Administración Activa, de conformidad con lo dispuesto en la Ley General de 
Control Interno, normativa técnica emitida por la Contraloría General de la República, así como 
el Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Auditoría Interna del Poder Judicial; de 
manera independiente, objetiva y asesora proporciona seguridad al ente u órgano, puesto que se 
crea para validar y mejorar sus operaciones. Contribuye a que se alcancen los objetivos 
institucionales, mediante la práctica de un enfoque sistémico y profesional para evaluar y mejorar 
la efectividad de la administración del riesgo, del control y de los procesos de dirección en las 
entidades y los órganos sujetos a esta Ley. Dentro de una organización, la auditoría interna 
proporciona a la ciudadanía una garantía razonable de que la actuación del jerarca y la del resto, 
de la administración se ejecuta conforme al marco legal y técnico y a las prácticas sanas.1 
 
Asimismo, la Ley General de Control Interno dispone: 
 


Artículo 25.-Independencia funcional y de criterio. Los funcionarios de la auditoría 
interna ejercerán sus atribuciones con total independencia funcional y de criterio respecto 
del jerarca y de los demás órganos de la administración activa. 


 
Para complementar este concepto, la Contraloría General de la República mediante oficio DAGJ-
0620-2009 (4616) del 05 de mayo de 2009, señaló: 
 


Como parte de las condiciones fundamentales para el ejercicio de la auditoría interna, se 
estipula legal, técnica y doctrinariamente la independencia funcional y de criterio, lo cual, entre 
otros, se prevé con lo dispuesto en el citado artículo 24. La independencia funcional, en 
términos generales, se refiere a la posibilidad de cumplir los fines de la auditoría, sin 
que se den situaciones o restricciones que ubiquen al auditor y demás funcionarios de 
esa unidad en una relación de subordinación, de dependencia o similar, con respecto 
a alguno de los órganos sujetos a su fiscalización. Por otra parte, la independencia de 
criterio está referida a la independencia mental, a la objetividad e imparcialidad, con que se 
debe ejercer la actividad de auditoría interna. La afectación en la independencia funcional, 
entre otros, puede incidir directamente en la de criterio, pues se propicia la existencia 
de circunstancias que menoscaban o comprometen dicha objetividad y, en 
consecuencia, el cabal cumplimiento de sus fines. (El resaltado no es del original) 


 


En igual sentido, con oficio DI-CR-533 (11503) del 28 de setiembre de 2004, ese Órgano 
Contralor indicó: 
 


(…) la LGCI tiene diversas disposiciones de las que claramente se deduce la 
independencia del auditor, traducida en su libertad para proponer medidas correctivas, 
hacer advertencias, planificar su trabajo, organizar su unidad, autorizar los movimientos 
de su personal, acceder a la información administrativa, solicitar la colaboración a funcionarios 
de cualquier nivel jerárquico o para plantear ante la Contraloría General, mediante el recurso 
del conflicto, su inconformidad con lo que resuelva el jerarca en relación con sus 
recomendaciones. Muy lejos está inferir que el jerarca de la institución tenga la potestad 
de dar órdenes, instrucciones y circulares sobre el modo de ejercicio de las funciones 
por parte del auditor. Esta sola potestad de un superior respecto del inferior, sería 
suficiente para anular la posibilidad de que el auditor actuara con total independencia 
funcional y de criterio en el ejercicio de sus competencias, ni qué decir de las demás 
potestades del jerarca que invoca el citado artículo 102 de la LGAP. Por tanto, la 


 
1 Artículo 21 de la Ley General de Control Interno. 
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dependencia orgánica que establece la LGCI entre el jerarca del ente u órgano y el auditor 
interno, no implica la relación de subordinación que en estricto sentido dispone la LGAP, ya 
que tiene un límite claramente demarcado por la independencia funcional y de criterio que 
establece aquella Ley para todos los funcionarios de la auditoría interna. (El resaltado no es 
del original) 


 
En armonía, el artículo 34 de la Ley General de Control Interno prohíbe al auditor interno, 
subauditor y demás funcionarios de la auditoría interna, entre otras cosas, realizar funciones y 
actuaciones de administración activa, salvo las necesarias para cumplir su competencia, de lo 
cual existen amplios antecedentes emitidos según se expone.  
 
Bajo esa línea, la Contraloría General de la República mediante el oficio 10621 (DJ-0990-2018) 
de 27 de julio de 2018, acotó: 


Si bien la norma citada considera una serie de supuestos que están expresamente prohibidos 
para los funcionarios y jefaturas de la Auditoría Interna verbigracia (…), realizar funciones y 
actuaciones de administración activa o ejercer profesiones liberales fuera del cargo, con las 
excepciones que eso conlleva; en el ejercicio cotidiano y habitual de esas funciones y 
actividades, dichos funcionarios deben tender a minimizar cualquier otro riesgo que 
implique un compromiso a su imparcialidad u objetividad. Lo anterior, mediante el 
análisis y reflexión de la amplia variedad de actividades, circunstancias y relaciones 
que se mantienen con la propia Administración activa y/o con terceros; así como bajo 
la consideración de aspectos tales como su estructura organizativa, políticas, 
reglamentaciones, procesos, etc. / En esta línea de pensamiento, se pueden identificar 
circunstancias intrínsecas o extrínsecas a las labores de auditoría, sobre las que su jefatura, 
el Subauditor y demás funcionarios de esa dependencia, deberán tener los resguardos 
necesarios, con el fin de minimizar los riesgos indicados previamente. 


Así por ejemplo, se pueden identificar amenazas derivadas de actuaciones conscientes o 
inconscientes, movidas por intereses personales (sea por relaciones de parentesco, 
emocionales, económicas, etc); riesgos en la revisión o evaluación de decisiones o trabajos 
propios (autoevaluación); riesgos por presiones o intimidaciones externas, de las partes 
auditadas o interesadas; etc. (El resaltado no es del original). 


De modo que, las prohibiciones referenciadas se establecen en aras de mantener la 
independencia funcional y de criterio, por lo que el personal de las auditorías internas en el 
ejercicio cotidiano y habitual de sus funciones y actividades, deben dirigir sus acciones conforme 
a minimizar cualquier otro riesgo que implique un compromiso a su imparcialidad u objetividad. Lo 
anterior, exige que se deba llevar a cabo un análisis y reflexión de la amplia variedad de 
actividades, circunstancias y relaciones que se mantienen con la administración activa y/o con 
terceros que puedan influir en el presente o futuro en las decisiones de este órgano de control. 
 
Lo expuesto implica que la Auditoría no realiza observaciones a informes de la administración, ni 
validaciones a instrumentos de control, ni tampoco es sujeta de atención de recomendaciones de 
esa naturaleza.  
 
Ahora bien, lo citado no exime que los estudios realizados por la dependencia a su cargo sean 
mediante resultados preliminares y/o finales generados, puedan remitirse a conocimiento de esta 
Dirección y, de detectarse algún riesgo o situación por comunicar, se valorará lo correspondiente 
dentro de lo dispuesto en los planes, programas de trabajo y demás criterios que regulan nuestra 
actividad. 
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Atentamente, 
 
 
 
Roberth García González 
Director General 
Auditoría Interna del Poder Judicial 
 
 
c:  Sección Auditoría Operativa 
      Archivo. 
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26  de mayo, 2023 


Referencia: 412-PLA-MI (NPL)-2023 


 


Estimados señores  


Estimadas señoras 


Comisión de la Jurisdicción Civil 


Dirección de Planificación 


 


Reciban un cordial saludo. Por medio de la presente se emiten las observaciones 


en el formato requerido sobre el informe 412-PLA-MI (NPL)-2023, referido al Protocolo 


de Pase a Fallo y voto automático para los Tribunales de Apelación Civil.  


 


Página Párrafo  Observación concreta   


16 No debe utilizarse la opción que da el 


Escritorio Virtual de firmar y 


simultáneamente hacer el cambio de 


ubicación, ya que eso genera una 


inconsistencia y el módulo de pase a fallo 


reportaría el expediente como pendiente 


indefinidamente. 


Deben hacerse los cambios de ubicación y 


tarea siempre en el Escritorio Virtual y no 


en el Sistema de Gestión, principalmente 


cuando se devuelve a trámite para indicar 


el motivo (la lista de motivos se visualiza 


en el Escritorio Virtual solamente). 


 Observación de Forma: Se repite 


con el punto 2, del cuadro 2. 


10 Flujograma No se evidencia en el diagrama, la 


fase de votación del proyecto. La 


votación que se diseña es aplicable 


para el trámite escrito, si se quiere 


propio de la primera instancia. 


Considero debe de agregarse la 


variable de votación  entendida 


como la reunión por la cual se decide 


el resultado de los asuntos en alzada, 







2 
 


que desde cierta interpretación del 


artículo 60.2 del Código Procesal 


Civil, podría entenderse como el 


momento en que surge a la vida 


jurídica la resolución. 


Considero importante agregar esa 


fase y hacer la distinción con la fase 


de emisión del documento que 


llevará inserta la resolución. Son dos 


momentos distintos 


Recomendaciones: Ajustar 


informáticamente el voto 


automático para que se genere al 


momento de la deliberación y 


votación, reservando ese número 


para el momento de la emisión del 


voto. Además, en la circular que así 


lo respalde ser enfático en el sentido 


de que si la redacción final del voto 


se atrasa en un tiempo 


desproporcional, respecto de la 


toma del voto automático, se 


someterá al informante al régimen 


disciplinario.  


 


Además, sería recomendable 


enfatizar en la necesidad de tener un 


libro de votos de los Tribunales de 


Apelación donde se registre el 


momento de deliberación y votación 


con una indicación general (por 


ejemplo: se confirma, se revoca, se anula, 


se modifica, etc) , pues en ese libro 


anotan el voto de cuando se reúnen 


a deliberar. También, indicar la 


facultad del Tribunal de mostrar la 


parte dispositiva o por tanto a la 


persona usuaria, aunque la 


redacción completa se emitirá 
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posteriormente, es una práctica 


similar a la ejercida por las Salas.  


 


   


 


 


En lo que pueda colaborar para ajustar estas ideas a la operatividad jurídica de los 


Tribunales de Apelación, me pongo en completa disposición;  


 


MSc. Minor Delgado Sánchez 


Gestor Civil 
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Observaciones al informe 412-PLA-MI(NPL)-2023 


            Sobre la guía práctica para facilitar el uso de módulo de pase a fallo por parte de los Tribunales 


de Segunda Instancia, a manera de preámbulo me permito indicar que este Tribunal labora desde 


unos tres o cuatro años aproximadamente con la mejora de pase a fallo en el Escritorio Virtual, esto 


para actualizar los asuntos que serán sometidos a votación por parte de las tríadas integrantes por 


cada semana. 


El Tribunal creía que laboraba con “voto automático” desde hace más de 8 años (aún antes de existir 


la mejora de pase a fallo), al respecto procedo a detallar, a la hora de realizar el Registro de la 


Resolución desde el sistema de Gestión de Despachos Judiciales, luego de realizado el registro nos 


generaba el número de voto, de nuestra parte se creía que era voto automático cuando en realidad 


se trata de “voto consecutivo”, según se nos indicó de parte de Informática. Una vez generado el 


registro se pasaba el asunto para redacción con el juez encargado. 


Esa modalidad de pase a redacción siguió usando parcialmente hasta febrero 2023, que fue cuando 


por disposición de Consejo de Jueces y Juezas, ambas tríadas del Tribunal trabajan completamente 


con proyectos los asuntos con pase a fallo, lo que ha generado una mayor celeridad en la resolución 


de los asuntos, que se traduce en una mejor aplicación del servicio público de calidad. 


De parte de este Tribunal se solicitó, con el fin de gestionar el pase a fallo en conjunto con el voto 


automático, una capacitación con el fin de determinar su funcionalidad, en atención a la modalidad 


de trabajo del Tribunal, por ello el pasado 24 de abril recibimos una capacitación, pero no resultó 


provechosa pues se enfocó en la tramitación de primera instancia y no a la forma de trabajo de 


segunda instancia, la cual dista mucho. Para este 23 de mayo se nos está convocando a una nueva 


capacitación y se espera que sea de mayor provecho. 


Será hasta que se cuente con la capacitación y se determine cómo encaja con la modalidad de 


trabajo del Tribunal que se tome una decisión respecto de la mejora de voto automático. 


Página 9, en cuanto al diagrama de proceso de pase a fallo rotulado como Figura 1, el diagrama no 


se ajusta a al flujo tanto en pasos como en personas responsables que llevan los asuntos ante el 


Tribunal, por ejemplo, el punto 1, no inicia con la persona Coordinadora Judicial, y, a partir del 6.2 


no corresponde a la dinámica de trabajo que lleva el Tribunal y hasta que se cuente con la 


capacitación formal de esta mejora de voto automático podría tomarse la decisión que 


corresponda por parte del Consejo de Jueces y Juezas. 


Página 12, en cuanto al Cuadro Número 1, los pasos 1, 3 y 7 en adelante no corresponden al actual 


funcionamiento, aprobarlo de esa forma, implicaría realizar ajustes a la labor que actualmente 


tienen asignadas cada persona juzgadora y cada persona técnica. 


Página 15, en cuanto al Cuadro Número 2, en la generalidad número 2, de hecho, se utiliza la opción 


firmar y hacer cambio de ubicación, porque una vez firmado por las tres personas, se pasa 


automáticamente a notificar y le llega al técnico no le llega a la Coordinadora Judicial. Pues, es en 


esa ubicación que se esperan las actas y es el técnico quien está atento a la notificación y ello hace 


que se maximice la respuesta del Tribunal. No utilizar esa fórmula sería incrementar los pasos y 


movimientos del expediente. 







Respecto de la generalidad número 4, una vez que se logre determinar que la información del 


SIGMA, sí refleje de forma fidedigna la labor del Tribunal se procedería con la revisión mensual y 


emitir la certificación, esto por cuanto durante el año pasado, con ocasión del tema de la 


implementación del Informe de paso a fallo desde el sistema SIGMA, se revisó para comparar los 


resultados del mismo con la información contenida en el control de pase a fallo que se lleva en Excel 


y ese informe, detectando de mi parte, inconsistencias, pues aparecían asuntos supuestamente “sin 


votar”, pero si estaban votados en el control de Excel y además coincidía con lo que existía en el 


Escritorio Virtual. A través de varios reportes y pruebas, dirigidas por la compañera Melissa Durán 


se detectó que no se trata de errores atribuibles a las labores del despacho. 


Respecto de la generalidad número 5, se deberá esperar la capacitación del voto automático para 


tomar la decisión que corresponda. 


Página 19, en cuanto al tema de voto salvado cuando sea la persona juzgadora informante quien 


lo dicta, lo de la implementación del rol, se valoraría en Consejo de Jueces para ver de que forma se 


abordaría, pues por lo general no es común que se de y normalmente se decide entre las personas 


integrantes que votaron el asunto porque son las que conocen el caso propiamente. 


Página 19, en cuanto al procedimiento en caso de que falte alguna persona juzgadora para la firma, 


sería genial que se incluyera la constancia en el voto integral, sin embargo años atrás como en el 


2018, se había solicitado que la constancia se incluyera dentro el voto integral y de parte de 


Informática se nos había indicado que no, porque sería asignar 4 firmas (los tres integrantes y la 


constancia la firma la jueza de trámite) y realizar un espacio entre las tres firmas del voto y luego la 


constancia y la firma de la jueza de trámite, esto no se puede porque el sistema identifica el último 


texto que haya y de ahí coloca la cuatro firmas, por lo que no es posible separarlas. Lo que no podría 


ser porque al ser la cuarta firma de la jueza de trámite, ella quedaría como si hubiera integrado 


Tribunal. 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 







Se requiere ver así,  


 


VOTO INTEGRAL 


FIRMA UNO 


FIRMA DOS                                                                           FIRMA TRES 


CONSTANCIA 


FIRMA JUEZA DE TRÁMITE 


 


Pero Informática indica que quedaría así, (como integrando la jueza de trámite) 


VOTO INTEGRAL 


CONSTANCIA 


FIRMA UNO 


FIRMA DOS                                                                      FIRMA TRES 


FIRMA JUEZA DE TRÁMITE 


 


Página 20, En la Ilustración 2, sería importante valorar junto con cada Tribunal, los motivos de 


devolución porque conforme indica el Tribunal de Apelación Civil y de Trabajo de Cartago, deberían 


los motivos enlistarse conforme las necesidades de segunda instancia y diferenciar por materia, 


porque no se apegan del todo al quehacer de los Tribunales, parecen ser más de primera instancia. 


En conclusión, se considera necesario, previo a aportar Visto Bueno al flujo presentado con la figura 


de “Voto Automático”, conocer cómo funciona esta mejora, para evaluar como generar una 


concordancia con la forma de trabajo del Tribunal, la cual no está de más indicar que ha generado 


excelentes resultados durante varios años y así lograr armonía entre los procesos y no generar cargas 


innecesarias a ninguna persona integrante del despacho.  


Agradezco tomar nota de las observaciones indicadas. 
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DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN 
SUBPROCESO DE MODERNIZACIÓN INSTITUCIONAL-NO PENAL 


Minuta de Sesión de Trabajo 
Protocolo pase a fallo segunda instancia materia Civil, Trabajo y Familia 


 


Tema de la 
reunión: 


Conocer las observaciones de parte del Tribunal 
Primero de Apelación Civil de San José respecto 
al oficio  412-PLA-MI(NPL)-2023 


N°: 
439-PLA-MI 
(NPL)-MNTA-
2023 


 


Objetivo: 
 


El Tribunal pidió la sesión de trabajo para explicar y detallar las 
observaciones que tienen respecto al protocolo dada la competencia 
particular de esta oficina 


 


Fecha Lugar Hora inicio Hora final 


25-5-23 
Sala de reuniones 3, 


edificio Torre Judicial 
10:30 15:00 


 


Personas presentes Oficina Puesto 
Asistencia 


Sí No 


Lic. Manuel Hernández 
Casanova 


Tribunal Primero de 
Apelación Civil de SJ 


Juez Coordinador X  


Lic. Juan Carlos Meoño 


Nimo 
Juez 5 X  


Lic. Edgar Echegaray 


Rodríguez 
Juez 5 X  


Licda.   Elieth Vargas 
Ulate 


Jueza Tramitadora X  


Luis Diego  Ulloa Ureña 
Coordinador 
Judicial 


X  


Lic. Minor Delgado 
Sánchez 


CACMFJ Juez Gestor -Civil X  


Melissa Durán Gamboa 
Dirección de 
Planificación 


Coordinadora de 
Unidad 3 ai 


X  


 
 


Agenda 
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1. Revisión a detalle de las observaciones planteadas por el Tribunal al oficio 412-
PLA-MI(NPL)-2023 y que fueron remitidas por escrito a la Dirección de 
Planificación el 23-5-2023. Se adjunta correo de don Manuel. 


 
 


 


Asuntos Conversados y acuerdos 


1. Respecto a las tareas del módulo de pase a fallo:  
1.1. De parte del Tribunal se realizó una amplia explicación de las 
particularidades a nivel de fallo por la competencia exclusiva que tiene este 
Tribunal respecto a la materia cobratoria y como las tareas indicadas en la circular 
230-22 no se adaptan a esa competencia especifica, por lo que se acuerda crear una 
única tarea para el tribunal Primero con el plazo legal indicado por el mismo 
Tribunal:  


Tarea Plazo Observación 


Exp. Listo para fallo-
apelación Cobro Judicial 


5 días hábiles 
Criterio experto de los integrantes del 
Tribuna considerando  lo dispuesto 
por el CPC según artículos 61.1. y 67.7   


 
Hasta que DTIC no cree la nueva tarea, seguirán utilizando la tarea genérica “Exp. Listo 
para fallar e ingresar al libro fallo electrónico”. Se adjunta el # de reporte realizado en el GIS: 
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1.2. Sin embargo, siendo que deben utilizar la nueva tarea, para el módulo de 
pase a fallo, por la carga de Trabajo actual y la cantidad de asuntos en circulante 
(más de 1800) y ya pasados a fallo; se acuerda solicitar al Consejo Superior que 
autorice a DTIC para que por medio del Sistema pasen todos los asuntos que 
están en la tarea genérica “Exp. Listo para fallar e ingresar al libro fallo electrónico” a 
la nueva tarea “Exp. Listo para fallo-apelación Cobro Judicial” pero manteniendo la 
fecha inicial de pase a fallo, de manera que en el buzón de las personas 
juzgadoras se mantenga el orden de los expedientes, no se pierda la antigüedad 
de la fecha de pase y solamente se aplique el cambio en el nombre de la tarea.   


 
2. Respecto a los pasos del protocolo:  el Tribunal hace una amplia explicación 


respecto a la forma de trabajo actual y lo dispuesto en el artículo 60.2 del CPC 
donde se indica literalmente que hay resolución cuando hay votación, y que 
conforme a esa norma deben darse las fases de: Deliberación, votación, Redacción y 
validación. Por ello desde la votación se debe asignar hora y fecha al voto. Aclaran 
también que hasta que se vote el asunto tiene carácter secreto, por lo que el 
personal técnico no puede tener acceso hasta ya votado el asunto.    


 
Respecto al procedimiento de votación, don Juan Carlos mediante correo electrónico 


explica: la ley procesal no exige que deba existir un proyecto de resolución de previo a la 


votación, pero nosotros, con el afán de agilizar, circulamos entre nosotros el citado 


proyecto conteniendo la propuesta de resolución encaminada a dar solución al recurso.  


Eso facilita la fase deliberativa y cuando nos reunimos para votar, lo hacemos a partir del 


proyecto ya hecho contemplativo de la resolución propuesta.  Lo que podrá ocurrir es que 


con ocasión de la deliberación y votación la propuesta sea aprobada íntegramente o con 


modificaciones formales y(o) de fondo, e inclusive, en alguno que otro asunto, que sea 


descartada y en su lugar se definan los puntos medulares conducentes a una nueva 


redacción con el asunto ya votado o hasta que la redacción quede hecha nuevamente.  


Entonces, en síntesis, el Tribunal delibera con un proyecto de resolución que se utiliza 


como base para la votación, no con un documento guía de los principales aspectos.  
Luego de votar, le comunican al Coordinador Judicial el resultado de la votación (el por 
tanto solamente) y el coordinador judicial procede a realizar el registro de resolución 
(incluye el por tanto y lo deja en borrador público, le da un # de consecutivo interno ya 
que no utilizan mejora de voto automático) y en ese momento el coordinador judicial 
realiza el cierre estadístico (no procesal) del recurso.  
 
Las personas juzgadoras proceden a redactar la sentencia. Algunos jueces le pasan el 
proyecto al Coordinador judicial por correo electrónico y el coordinador se lo asigna al 
técnico judicial, para que le completen el encabezado y le den formato, los técnicos abren 
la plantilla incluyen la sentencia y la pasan a firma (usan notificación automática).  
 
Otros jueces solicitan que se les asigne la carpeta, por lo que el coordinador Judicial genera 
la plantilla y la deja en borrador público, se lo pasa al buzón de los jueces y son ellos los 
que incluyen en la plantilla el proyecto, se lo devuelven al Coordinador Judicial y él se los 
asigna al Técnico judicial para que le completen el encabezado y le den formato, los 
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técnicos abren la plantilla incluyen la sentencia y la pasan a firma (usan notificación 
automática).  
 
En el caso de las resoluciones colegiadas, los 3 jueces revisan, firman (el sistema notifica).  
Luego el Coordinador Judicial revisa el buzón del Juez, toma el expediente y se lo pasa a 
los técnicos para que revisen si están bien notificados, si hay escritos pendientes, recursos 
de casación presentados o de adición, entre otros. Si está todo listo para devolver, entonces 
el Técnico Judicial se lo devuelve al Coordinador Judicial para que itinere el recurso a la 
oficina de origen.   
 
Solicitan tomar en consideración todo lo expuesto y ajustar el protocolo de pase a fallo 
remitido en consulta mediante oficio 412-PLA-MI(NPL)-2023.  


 


Nota: Se cuenta con el plazo de tres días hábiles para la presentación de observaciones, en 
caso de no obtener respuesta dará por aprobada. 
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12 de julio de 2023 


 


Dixon Li Morales, Jefe a.i. 


Proceso Ejecución de las Operaciones 


 


Estimado señor: 


 


Me permito remitir las observaciones que el Consejo de Jueces del Tribunal Segundo de 


Apelación Civil de San José, acordó realizar al informe PLA-MI(NPL)-2023, conforme sesión 


del 11 de julio de 2023. Antes de hacer las indicaciones al documento es necesario advertir 


que en el Tribunal no se recibió la visita de campo de ninguna persona de las que realizan el 


informe, ni se estudió la dinámica de registro que se usa, por las necesidades propias del 


despacho. 


 


Conforme el formato señalado: 


Pág. Párrafo. Observación concreta. 


6 


Es decir, lo que cuenta en la cuota actual 


por persona juzgadora a nivel 


administrativo para cálculo de 


rendimiento son la cantidad de sentencias 


que la Jueza o Juez informante vote y firme 


de forma unipersonal o colegiada por mes 


y no la cantidad de sesiones de votación 


que realicen. 


En el cálculo de la cuota se observa una 
incoherencia entre las funciones que realizan 
los Jueces y Juezas de Tribunales de 
Apelaciones, dado que la labor que se 
desempeña es colegiada en parte y 
unipersonal en parte, por lo que debe 
considerarse en cuanto a la productividad 
todo el trabajo de revisión y estudio de todos 
los asuntos sometidos a votación. La medición 
debe tener concordancia entre las labores que 
se desempeñan y los parámetros o 
indicadores que se utilizan. El sistema de 
indicadores es completamente desactualizado. 
Debe existir concordancia entre la legislación 
y los parámetros de medición que se diseñan 
administrativamente, tampoco corresponde al 
Consejo Superior hacer aclaraciones sobre los 
aspectos procesales que rigen la función de los 
despachos jurisdiccionales, pues esto 
constituiría una intromisión ilegítima en la 
independencia judicial. El concepto procesal 
legislativo de voto es la emisión de la 
sentencia, con independencia del momento en 
que se llegue a notificar, es un concepto que 
no puede ser modificado 
administrativamente. Tampoco, se está 
considerando, ni se sugiere que se contabilice 







las sesiones de votación, sino los votos 
efectivos y el tiempo en que se efectúan.  
Se hace depender el indicador de la persona 
juzgadora de la labor que debe realizar la 
persona técnica judicial una vez votado el 
asunto.  
No se resuelve la situación de las personas 
juzgadoras que hubieran participado en la 
votación, pero por cualquier motivo, no 
pueden firmar la resolución, conforme lo 
autoriza y resuelve el artículo 60.2 del Código 
Procesal Civil.  
 


31-


32 


6. La persona juzgadora realiza el análisis 


que corresponda y pueden darse 2 


supuestos: 


La dinámica aquí descrita no corresponde con 
la forma de trabajo de este Tribunal de 
Apelaciones, lo que denota claramente la falta 
de una visita para elaborar un algoritmo 
apropiado de los pasos que sigue un 
expediente en este despacho. 
No se indica cómo se procede en el caso de 
emisión de resoluciones interlocutorias de 
trámite. Tanto las que llevan número como las 
que no lo llevan.  
En esos casos, el expediente no se devuelve a 
primera instancia como lo indica el apartado 
6.1, ni tampoco se resuelve por el fondo de 
una vez como lo manifiesta el 6.2, sino que 
hay un proyecto en circulación que se discute, 
vota y demás. 
No se comparte solamente un proyecto, sino 
que todo el expediente se traslada en el 
sistema al siguiente juez que deba realizar el 
estudio individualmente que le corresponde 
del asunto.  
El proyecto se circula optativamente en One 
Drive, Teams o presencialmente, según la 
dinámica de cada sección, sus integraciones y 
posibilidades de conectividad del momento, 
de manera privadamente, para trabajar entre 
todos sobre la base de esa propuesta. Debe 
recordarse que ese documento forma parte de 
la deliberación que es secreta. 
La recomendación de hacer un documento 
privado no es apropiada, porque el trabajo es 
colegiado. 
En el escritorio virtual se usa la opción revisar 
proyecto de sentencia, que es la labor que se 
está realizando parcialmente. 


6.1 Si detecta que el asunto no está listo 


para fallo o no corresponde, elige la 


opción de motivo de devolución que 


corresponda en el sistema (ver ilustración 


2) y pasa el expediente a la persona 


Coordinadora 


6.2 Si todo es correcto y el asunto está listo 


para fallo, el Juez o Jueza Informante o 


Promovente, elabora el borrador del 


proyecto de resolución o sentencia. 


Idealmente este proyecto debe contener la 


propuesta de sentencia integral: 


encabezamiento, una parte considerativa y 


otra dispositiva o por tanto. 


 


En asuntos colegiados, el proyecto lo 


comparte con las otras dos personas 


juzgadoras para su revisión y análisis y lo 


comparte en una carpeta o one drive con 


acceso solamente de las personas 


juzgadoras de su sección.  


Se recomienda que el proyecto genere un 


documento en el EV, en estado “privado”; 


así solo esa persona juzgadora lo puede 


ver en el sistema. 


Para diferenciar los asuntos ya estudiados 


y con proyecto de los pendientes, la 


persona juzgadora,si desea, puede 


trasladar el recurso a la tarea “Expediente 


listo para votación”. 







38 


No debe utilizarse la opción que da el 


Escritorio Virtual de firmar y 


simultáneamente hacer el cambio de 


ubicación, ya que eso genera una 


inconsistencia y el módulo de pase a fallo 


reportaría el expediente como pendiente 


indefinidamente. 


Deben hacerse los cambios de ubicación y 


tarea siempre en el Escritorio Virtual y no 


en el Sistema de Gestión, principalmente 


cuando se devuelve a trámite para indicar 


el motivo (la lista de motivos se visualiza 


en el Escritorio Virtual solamente). 


 
Es necesario hacer simultáneamente el 
cambio de la ubicación en el escritorio virtual, 
porque en caso contrario, se crea una 
ubicación electrónica donde ninguno de los 
funcionarios participantes pueden darle 
seguimiento inmediato. 


44 


Adicionalmente, con el fin de estandarizar 


las tareas para la resolución de adiciones, 


aclaraciones o resolver revocatorias en los 


Tribunales de Segunda Instancia que 


actualmente tiene habilitadas distintas 


tareas en el puesto de Jueza o Juez, pero 


que corresponden a tareas que no deben 


generar alerta ni registro en el módulo de 


pase a fallo, ya que tampoco se 


contabilizan en la cuota de las personas 


juzgadoras se debe 


No explican razón para subestimar y no 
contabilizar en cuotas y con tipología, otras 
clases de autos escritos que representan 
inversión de esfuerzo y tiempo, que inciden 
sobre ésta. Algunos tendrán tarea o etiqueta, 
otros no. Tales como admisión probatoria de 
alzada de 67.2 CPC, A y A, regreso de carpeta 
al órgano a quo por supuestos de 67.1 CPC o 
inconstitucionalidad, prevenciones sobre 
subsanar representación, emplazamientos a 
salas de la Corte, inhibitorias de sus propios 
integrantes, desistimientos en alzada y otras 
varias. No dice nada sobre potenciales autos 
orales. Ello afectaría la posibilidad de alcanzar 
la meta esperada o estándar porque la cuota 
actual de 13 los involucra. Recontar labor 
esperada de esos autos es importante, aunque 
incluso se sabe de su resultado a posteriori 
tras estudio y resolución concreta en ciertos 
supuestos  
 
Se omite abordar el caso de nulidades 
ordenadas que eventualmente sí llevarían 
número de resolución y por ende si cuentan 
en la cuota. 
 
 


 No se observa en el informe. 


El informe no es claro en indicar si es posible 
cambiar un expediente de ubicación luego que 
es pasado a fallo sin que afecte el módulo, por 
ejemplo: 


• Trasladarlo a otro compañero para 
estudio de proyecto. 


• Pasarlo a una tarea de redacción de 
proyecto para que no se confunda con 







los demás. 


Con las muestras de mi consideración y estima, cordialmente 


 


Luis Fernando Fernández Hidalgo 


Juez Coordinador 


Tribunal Segundo de Apelación Civil de San José 
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San José,  


 


Señores  


Dirección de Planificación  


Poder Judicial 


Atención 


Lic. Dixon Li Morales 


Jefe a.i. 


Proceso de Ejecución de Operaciones 


Msc. Yesenia Salazar Guzmán 


Jefa a.i. 


Subproceso de Modernización Institucional- No penal 


 


 Dentro del plazo correspondiente otorgado en su oficio 


644-PLA-MI(NPL)-2023, los suscritos jueces integrantes del Tribunal 


Primero de Apelación Civil de San José, procedemos a referirnos al informe 


suscrito por la Msc Yesenia Salazar Guzmán, Jefa a.i. del Subproceso de 


Modernización Institucional-No penal relacionado con el denominado 


“Protocolo de Pase a Fallo para los Tribunales de Segunda Instancia”, lo cual 


hacemos en los siguientes términos y no en la forma que plantea el 


documento, pues de hacerlo así se estaría limitando nuestro derecho de 


respuesta en los términos que hemos considerado oportuno aludir a los temas 


en los que mantenemos discrepancia. 


 En su oportunidad, a la hora en que doña Yessenia nos remitió el 


aludido informe elaborado por ella número 412-PLA-MI(NPL)-2023 le 


hicimos una serie de observaciones, particularmente en lo relativo a temas de 


inviabilidad legal de implementar el sistema de voto automático en los 







  


  


términos que ella plantea en dicho documento, sin embargo, al leer el 


documento que ahora ud nos remite advertimos la lamentable vaguedad y 


poca exhaustividad con que se refiere a las observaciones que en su momento 


este Colegio de Apelaciones esbozó sobre el particular. Para ser más exactos y 


dicho con el mayor de los respetos, no hay ningún análisis técnico serio a 


título de réplica o respuesta acerca de lo que en ese momento expusimos, lo 


cual, en todo caso. tampoco pretendemos endilgar como una entera 


responsabilidad a Doña Yessenia si partimos de que lo expuesto fueron 


objeciones de ilegalidad de un corte puramente técnico jurídico, esto es, más 


allá de una cuestión estadístico-administrativo que, en principio, es el objeto 


de reglamentación que persigue la implementación del aludido Protocolo de 


Pase para Fallo que nos ocupa. 


 Ante ello y bajo el entendido de que el presente es un documento que 


directamente está dirigido a su persona, don Dixon, y demás personeros que 


componen la Jefatura de esta Dirección, bueno es insistir en las sugerencias de 


cambio no atendidas que tornan legalmente inviable por distintas razones el 


aludido proyecto de Protocolo, en el sentido de otorgar el número de 


resolución y la determinación de cierre estadístico de la Carpeta, hasta 


que el último de los jueces del Tribunal estampe su firma en el caso de 


resoluciones dictadas en Tribunales de Apelación, y en condicionar la 


cuota de trabajo mensual a que lo resuelto luzca firmado por todos y(o) 


todas, susbsistiendo razones de ilegalidad que hacen inviable la aludida 


propuesta.  ESTAS SON, EN RESUMEN, LAS TRES PRINCIPALES 


DESAVENENCIAS SOBRE LAS QUE PROCURAREMOS 


PROFUNDIZAR EN LOS SIGUIENTES RENGLONES. 


 En esa lid, creemos necesario reiterar algunos postulados técnico 


jurídicos que en su momento le expusimos a doña Yesenia pero sobre los 







  


  


cuáles hay una omisión de análisis o mención adecuada en el documento que 


se nos remite, pero que son necesarios tener presentes a título de contexto de 


nuestra posición en relación con esta temática, con la esperanza de que la 


Jefatura de la Dirección de Planificación no los pase por alto, en tanto de ello 


podría depender la ulterior validez y aplicación práctica que podría tener el 


mencionado Protocolo. 


 


A) CONTEXTO DE LEGALIDAD QUE DEBE SERVIR DE GUÍA AL 


SISTEMA ADMINISTRATIVO 


 


1) La propuesta de estandarizar un sistema de pase para fallo en los términos 


propuestos, es un acto que, más que un acto administrativo concreto o con 


efectos jurídicos concretos para un destinatario individualizado, pretende tener 


un alcance normativo general porque se dirige de manera indiscriminada a 


regular un iter de manera genérica para la totalidad de los Tribunales de 


Segunda Instancia que utilizan el sistema de Escritorio Virtual. Este punto es 


importante porque entonces estamos ante una propuesta administrativa de 


corte externo y general que, en los términos de los artículos 120 y 121 de la 


Ley General de la Administración Pública (en adelante LGAP), tiene la 


naturaleza y contenido de un reglamento interno de organización, porque su 


contenido es el propio de un reglamento interno de orden y servicio para los 


Tribunales de Apelación del país, sea, se trata propiamente de un decreto de 


alcance normativo en los términos del aparte 2 del artículo 121 de la LGAP. 


2) Derivado de lo anterior, bajo la premisa de que tal Protocolo propuesto 


tiene tal vocación reglamentaria, su legalidad y viabilidad jurídica está 


supeditada a que satisfaga los filtros de validez que prescribe la ley, en tanto, 


en materia de actos realizados por la Administración señorea el Principio de 







  


  


legalidad administrativa que prescribe el artículo 11 de la citada Ley, puesto 


que no debe perderse de vista que la Administración debe actuar siempre y en 


todo momento sometida al ordenamiento jurídico, y, ciertamente las normas 


reglamentarias deben sujetarse necesariamente a las reglas y principios que 


regulan los actos administrativos en general según reza el aparte 2 del artículo 


6 de la Ley General de la Administración Pública 


3) En esta línea argumentativa, la validez de tal propuesta de protocolo 


reglamentario, está supeditada a que satisfaga los requisitos de validez formal 


y sustancial que exige la ley para los actos administrativos, particularmente los 


de corte reglamentario, en tanto, bien es sabido, sólo son válidos los actos 


administrativos que se conformen sustancialmente con el ordenamiento 


jurídico según la relación de los numerales 128, 158, 165, 166 y 167, todos 


estos de la LGAP.  


4) Entre tales aspectos de validez, por supuesto, la viabilidad jurídica de una 


tal propuesta normativa está supeditada a que satisfaga el presupuesto de 


competencia del órgano que lo adopta o emite según reza el artículo 129 de la 


LGAP. Y, ciertamente, en tal materia, debe tenerse presente que hay expresa 


reserva de ley en materia de conferimiento de la competencia que tienen los 


órganos o entes públicos para poder adoptar actos administrativos, sobre todo 


cuando en ello haya ínsito el ejercicio una potestad de imperio (cfr artículo 59 


LGAP), como ocurre con esta propuesta de Protocolo que implica una 


reglamentación de los Tribunales de Apelación del país en el desempeño de su 


quehacer. 


5) Desde esta perspectiva, un Protocolo de esta naturaleza no puede provenir 


de un Departamento netamente técnico y consultivo como lo es el 


Departamento de Panificación del Poder Judicial, cuál es un órgano técnico 


que nada más tiene un carácter auxiliar técnico pero cuyos dictámenes apenas 







  


  


tienen un carácter de auxilio técnico no vinculante ni siquiera para los órganos 


del Poder Judicial con poder de decisión y dirección, como entre otros, lo son 


el Consejo Superior en las materias de su competencia legal y, la Corte Plena, 


también en los ámbitos de su competencia legal. Menos aún, un protocolo 


emitido por tal Departamento, vincula en modo alguno al órgano 


jurisdiccional en el ejercicio de la labor de interpretación de una norma legal 


en tanto esté de por medio el principio de garantía constitucional de 


independencia judicial del Juez. 


5) Siempre dentro de esa línea argumentativa, un Protocolo de Pase a Fallo, 


dado su pretensión reglamentaria por su alcance general para la generalidad de 


los Tribunales de Segunda Instancia del país, para que tenga potencia 


normativa alguna debe ser objeto de la aprobación por parte del órgano 


competente a lo interno de la estructura y organización del Poder Judicial. En 


esta lid, debe recordarse que no es el Consejo Superior el órgano competente 


para un cometido tal, porque dicho órgano carece de potestad reglamentaria 


según la relación de los incisos 16 y 21 del artículo 81 de la Ley Orgánica del 


Poder Judicial, en tanto la ley le reconoce a éste órgano apenas una potestad 


de iniciativa o de propuesta reglamentaria, en tanto de manera expresa, el 


único órgano con potestad para emitir un Protocolo reglamentario tal es la 


Corte Plena conforme a los incisos 2) y 7) del artículo 59 de ese mismo cuerpo 


legal. 


6) En esta tesitura, contestamos este informe sobre la base de que es apenas 


una propuesta SIN NINGUNA POTENCIA NORMATIVA NI 


VINCULANCIA ALGUNA AÚN para los operadores jurídicos, al menos en 


lo que hace a los funcionarios que desempeñamos su quehacer en los 


Tribunales de Apelación. En tanto, para que ello ocurra, un protocolo tal debe 


sufrir el trámite correspondiente en Corte Plena para que lo plasme, si fuere 







  


  


del caso, en Acuerdo de Corte Reglamentario que además debe sufrir el 


trámite de publicidad pertinente hacia la ciudadanía porque según luego 


diremos, afecta negativamente el interés público de las partes y la ciudadanía 


en general de acceso al contenido de lo que resuelven los tribunales de 


justicia. 


7) Por supuesto además, desde un punto de vista sustancial ya que no sólo 


formal en términos del órgano competente para adoptar una propuesta 


reglamentaria tal, dicho protocolo debe sufrir el tamíz de su conformación o 


no con una norma de rango superior como lo es una norma de ley, según la 


jerarquía de las fuentes del ordenamiento jurídico que prescribe el artículo 6 


de la Ley General de la Administración Pública. De esta manera, es claro que 


el contenido de un acto o decreto reglamentario no puede contradecir, derogar 


ni ser contrario u oponerse al contenido que prescribe una norma de rango 


superior como lo es la ley ordinaria de modo que tampoco es irrestricta o 


arbitraria el ejercicio de la potestad reglamentaria de los entes y órganos 


públicos, lo que claramente también vale para la Corte Suprema de Justicia. 


8) Tal es el celo del ordenamiento en procurar la tutela de esa regularidad 


jurídica entre las diferentes fuentes normativas según su jerarquía, que, en lo 


que hace a la independencia judicial de los funcionarios que administran 


justicia, el legislador establece la específica prohibición de aplicar decretos, 


reglamentos, acuerdos y otras disposiciones que sean contrarias a cualquier 


otra norma de rango superior, según prescribe el inciso 2) del artículo 8 de la 


Ley Orgánica del Poder Judicial. 


 


 Al tenor de lo dicho, preocupa sobremanera la insistencia en seguir 


vinculando a un órgano como el Consejo Superior cuál es del todo 


incompetente al respecto, sobretodo como menciona doña Yessenia en una 







  


  


pretendida solicitud a dicho Consejo para que "aclare" una supuesta 


"interpretación" de lo que se pueda interpretar en el seno de los Tribunales de 


Segunda Instancia el significado de la locución "votos a nivel administrativo" 


según, ella, con la finalidad de modificar el parámetro de indicador de 


desempeño en la cuota de trabajo de los jueces. Lo cual como veremos más 


adelante, implicaría poner a dicho Consejo en un tema de usurpación de 


competencia no sólo violatorio del principio de indepedencia judicial sino por 


demás con vicios de abierta inconstitucionalidad, en tanto semejante 


sugerencia en el fondo lo que perseguiría es una especie de interpretación 


"aunténtica" hecha por un órgano administrativo acerca de lo que los Jueces 


deberían enteder respecto de lo preceptuado en la relación de los artículos 28.1 


y 60.2, del Código Procesal Civil, para efectos de numeración de las 


resoluciones y de cierre estadístico del expediente en segunda instancia, que, 


por supuesto, una interpretación tal constitucionalmente sólo el Parlamento 


podría realizar, como luego profundizaremos. 


 


B) ANÁLISIS TÉCNICO JURÍDICO DEL PROTOCOLO DE PASE 


PARA FALLO PROPUESTA. SU INCONFORMIDAD CON LA LEY 


ORDINARIA 


  


 Nuevamente parece necesario recordar, el momento en que fenece o 


precluye jurídicamente la competencia funcional de los Tribunales de 


Apelación, para explicar el por qué es en ese mismo momento y no en otro 


posterior es que debe hacerse el cierre estadístico de la carpeta y el conteo 


de la cuota de trabajo del Juez integrante. Es necesario que esta honorable 


Dirección de Planificación entienda que el tema no es puramente 


administrativo para efectos del establecimiento de parámetros de indicadores, 


sino que ello tiene serias implicaciones jurídicas, por lo cual una propuesta de 







  


  


Protocolo en el sentido expuesto no puede ser enteramente arbitrario o 


discrecional. 


 Para contextualizar el análisis de lo propuesto, vale reseñar lo que 


dispone el legislador en cuanto al iter de formación de una resolución judicial 


en un tribunal colegiado. En efecto, según la previsión de los artículos 60.1 y 


60.2 del Código Procesal Civil, el indicado iter está conformado por el 


siguiente orden lógico:  


a) Deliberación 


b) Votación 


c) Redacción 


d) Validación. 


 Por su parte, también como premisa de análisis hay que tener en cuenta 


el punto de estructura y contenido de la resolución judicial, particularmente en 


lo que hace a la distinción entre la PARTE CONSIDERATIVA, que es donde 


el órgano jurisdiccional se explaya en el análisis de las cuestiones de hecho y 


de derecho que son fundamento para su decisión, y la PARTE DISPOSITIVA, 


que es propiamente la declaración de voluntad que el órgano jurisdiccional 


adopta como decisión para resolver la cuestión sometida a su conocimiento. 


 Al efecto, sin ánimo de ser exhaustivos, hay que tener una precisión 


conceptual de cada una de esas fases en la elaboración de la resolución, lo cual 


hacemos como sigue: 


 


A) Deliberación: Es la fase lógica donde el Tribunal en reunión secreta emprende la discusión, sea el examen detenido de 


la cuestión objeto de decisión, en donde cada uno de sus integrantes expone lo que a su criterio son las ventajas e 


inconvenientes de un asunto, esto es, en donde se emprende la discusión de los argumentos a favor y en contra, en relación 


con cada uno de los puntos objeto del debate: hechos, pretensiones, excepciones, etc, todo lo cual ocurre bajo la dirección 


por quien preside. 







  


  


B) Votación: Es una fase lógica que, dentro del iter lógico descrito es un posterius a la deliberación que habría habido 


entre los miembros del Colegio. Esto es así porque la votación no es más que el resultado lógico del contenido que hubo 


habido de la deliberación que hubiesen tenido los Jueces, en tanto, antes de votar los integrantes primero deliberan, es 


decir, en primer término discuten sus puntos de vista, y no es sino luego de tal discusión que proceden a votar el asunto, 


cada quien según su leal saber entender y sobre la base del respeto absoluto del principio de independencia judicial de 


cada uno de los integrantes.  Ahora bien, esta votación puede resolverse en dos posibilidades. O bien, el tribunal acuerda 


o adopta una decisión conforme a la ley, en cuyo caso, se dice que el asunto o expediente está o quedó “votado”, o, por el 


contrario, entre sus miembros no hay acuerdo entre sus miembros, caso en el cual se da el fenómeno de la discordia que 


regular el artículo 60.3 del Código Procesal Civil.  


C) Redacción: Una vez votado, excepción hecha del fenómeno de discordia que dispone el artículo 60.3 del Código 


Procesal Civil en que no hay todavía propiamente una resolución, luego procede la fase de la redacción de lo resuelto por 


el Tribunal. Dentro del iter lógico que venimos comentando, la redacción es la fase en que el órgano jurisdiccional 


explaya hacia el exterior por medio de la escritura ( por supuesto en el marco de resoluciones escritas) la decisión interna 


adoptada conforme a lo deliberado y votado. De este modo, la redacción es el instrumento formal por medio del cual la 


Cámara hace recognoscible hacia las partes, los terceros y la ciudadanía en general la declaración de voluntad en que 


consiste la decisión que hubo adoptado en la fase de deliberación y votación.  


D) Validación: Implica el acto de aprobar, autenticar, autorizar, esto es la conformidad de los y las miembros del tribunal 


que votaron el proyecto con su redacción final, el cual, en el caso de las resoluciones escritas, se manifiesta con el acto de 


la firma física o electrónica del documento. 


  


 A la sazón, siempre dentro de este afán de precisión conceptual, 


claramente puede verse que las fases A) y B) supradescritas, implican una fase 


que sucede en un puro nivel interno en los integrantes del Colegio, porque es 


el proceso en que se resuelve la formación interna de la voluntad de ciencia y 


conocimiento en que consiste la decisión que adopta el Tribunal. Por el 


contrario, las fases C) y B) ocurren en un ámbito externo, en tanto implican el 


mecanismo de EXTERIORIZACIÓN de aquella declaración de voluntad en 







  


  


que consiste la decisión adoptada por los Jueces que integran el Colegio, en 


modo tal que aquella decisión adoptada por el órgano jurisdiccional pero que 


aún está en el fuero interno de sus integrantes, se hace luego recognoscible 


exteriormente en lo que hace a las partes del proceso, a los usuarios y, en 


general, para la ciudadanía en general.  


 Ha sido necesario establecer toda esta descripción para examinar la 


temática del aludido “voto automático” que propone el Protocolo en análisis, 


frente a lo que dice la ley tocante al momento en que en un caso concreto 


existe YA una decisión o votación adoptada por un Tribunal Colegiado. 


 El tema de cuándo o en qué fase ello sucede, tiene implicaciones no 


sólo desde el punto de vista jurídico en el proceso sino además en cuanto al 


alcance del principio de publicidad procesal y el derecho a la información a 


que tienen derecho las partes y la ciudadanía en general, el cual está regulado 


a nivel de norma legal en el Código Procesal Civil a título de principio general 


en el artículo 2.10, pero que en realidad tiene un alcance incluso 


constitucional. 


 En efecto, la relevancia de la determinación del momento en que ya 


“hay decisión” por parte de un Tribunal, es tal porque, de las aludidas fases de 


elaboración de la resolución judicial TAN SÓLO la deliberación y votación 


están cobijadas por el secreto conforme así lo disponen los artículos 50.6 y 


60.2 del Código Procesal Civil.   


 Y según lo demarca la ley de manera expresa, en nuestra legislación 


procesal civil, hay decisión de un Tribunal Colegiado, es decir, hay 


“ASUNTO VOTADO” y, por tanto “decidido” DESDE EL MISMO 


MOMENTO en que sus integrantes, o, al menos, la mayoría éstos, alcanzan un 


acuerdo sobre el tema o cuestión que es objeto de pronunciamiento. A esto se 


refiere el aludido numeral 60.2 en su párrafo primero cuando en forma textual 







  


  


indica: “Para que haya resolución es necesario el voto conforme de la 


mayoría de todos los miembros, sobre cada uno de los puntos objeto de 


pronunciamiento.”. Por supuesto, que esa decisión YA adoptada se refleja en 


el “POR TANTO” o parte dispositiva de lo resuelto, y ello abstracción hecha 


de que luego se difiera para un momento posterior la fase de redacción integral 


y validación de lo resuelto. 


 Este punto es crítico y medular para entender la cuestión. Desde un 


punto de vista técnico, conforme a la ley, YA HAY FALLO en el mismo 


momento en que el asunto QUEDÓ VOTADO. Y si bien, podría no haber 


redacción integral de lo resuelto aún, ese asunto ya votado, cuya declaración 


está contenida en el “por tanto”, no está ya cobijado por el secreto del proceso 


y, por tanto, debe ser ya consignado en el libro o registro de fallos para que 


tanto las partes y la ciudadanía en general conforme a la ley puedan tener 


acceso a su contenido, aún y cuando, esté pendiente la redacción y firma del 


pronunciamiento en cuestión. Recuérdese que conforme al citado numeral 


2.10 del Código Procesal Civil, la regla general es que el proceso es de 


conocimiento público, salvo que la ley disponga lo contrario de manera 


expresa. Así, en esta materia no cabe interpretación extensiva porque está de 


por medio el derecho constitucional de los justiciables al acceso a la 


información y publicidad del proceso, y, ciertamente, como se dijo, de las fase 


de elaboración de la resolución una vez ya deliberado y votado el asunto, las 


partes tienen ya el derecho a acceder y conocer el contenido de lo decidido por 


el Tribunal en lo que hace al menos a la parte dispositiva o “por tanto” del 


fallo o pronunciamiento adoptado.  


 Incluso, la temática de la fuerza normativa del “por tanto” de una 


resolución, aún y cuando esté pendiente su redacción integral, es un tema que 


hasta la Sala Constitucional ya ha desarrollado, para lo cual pueden 







  


  


examinarse, entre muchos, el voto número 08170 del año 2004, los Votos 


número 12025 y 15965, ambos del año 2006, el número 05802 del 2011 y el 


07248 del año 2020 de ese alto Tribunal Constitucional en lo que hace a la 


fuerza normativa de los “POR TANTOS” de sus resoluciones aún cuando no 


esté elaborada la redacción integral del fallo. 


 En este cometido, conforme a los artículos 2.10, 50.6, 60.1 y 60.2 del 


Código Procesal Civil, en materia de resolución en Tribunales Colegiados una 


vez concluida la votación, YA HAY DECISIÓN, de modo que su redacción y 


posterior validación son tan sólo actos materiales que son POSTERIORES a 


la decisión ya adoptada por el órgano jurisdiccional, y en esta confusión en la 


que parece seguir incurriendo la propuesta de Protocolo que pretende instaurar 


el sistema de “voto automático” que parte de la idea, en total confrontación 


con lo que dice la ley, de que hay decisión o pronunciamiento hasta que la 


resolución esté redactada e incluso firmada por los integrantes del Tribunal, en 


tanto, pretende asignar ya no tanto la fecha y hora de la resolución como en un 


principio se pretendió, pero persiste en consignar el número de voto hasta que 


ocurra la redacción y firma por parte de todos los integrantes del Colegio. 


 Todo lo contrario, según la ley, como se viene diciendo, 


JURÍDICAMENTE YA HAY DECISIÓN POR PARTE DEL TRIBUNAL 


DESDE EL MOMENTO EN QUE EL ASUNTO QUEDA VOTADO según 


los términos supra descritos. Por tanto, acorde a lo que estipula el numeral 


28.1 del Código Procesal Civil y según lo que diremos más adelante, los datos 


mínimos indispensables para identificar el caso votado, entre estos, fecha, 


hora y número de voto, debe coincidir con la hora y fecha en que ocurrió tal 


votación, siendo que desde ese momento, como se dijo, tanto las partes como 


los usuarios en general tienen el derecho constitucional de conocer al menos el 


“POR TANTO” de lo decidido por el Tribunal, pues esta información es la 







  


  


que YA DEBE CONSIGNARSE en el libro de fallos del Tribunal desde ese 


mismo momento, siendo entonces ilegal y de dudosa constitucionalidad, el 


que a través de un Protocolo como el propuesto y, ulteriormente, a través de 


un acuerdo reglamentario, el Poder Judicial le supedite y condicione a las 


partes y los usuarios en general el acceso y conocimiento a parte de una 


información que por ley ya es pública -número de voto-, hasta el momento en 


que ocurra la redacción integral y la firma de la resolución. 


 Es por eso, que el aludido voto automático propuesto no es 


conforme a la ley ni con el derecho de la constitución. En efecto, como se 


dijo el principio de publicidad del proceso tiene un alcance general, y la 


excepción es el aspecto secreto o privado de las actuaciones procesales. De 


manera expresa la ley indica que únicamente la deliberación y votación son la 


fase secreta del iter de elaboración de una resolución judicial en un Tribunal 


Colegiado, de modo que tal secreto deja de existir a partir del momento en que 


el Voto ya fue adoptado, siendo ilegal cualquier reglamentación que limite o 


restrinja el aspecto público de la decisión adoptada a la ulterior redacción y 


firma de los integrantes del Tribunal, lo que ineludiblemente abarca el número 


de voto junto a la hora, fecha y por tanto. 


  


C) LA ILEGALIDAD DE LA PROPUESTA EN CUANTO AL 


MOMENTO DEL CIERRE ESTADÍSTICO 


 


 En este acápite Planificación informa que la métrica utilizada para 


evaluar el desempeño de los jueces y juezas es "terminados por sentencia 


mensualmente". Y pretende que el Consejo Superior aclare que a nivel de 


Tribunales de Segunda Instancia lo que se mide en el citado indicador 


corresponde a cantidad de votos con número y firmados que generan a su vez 







  


  


un terminado a nivel estadístico.  Lo anterior, pues según dice, los Tribunales 


Primero y Segundo de Apelación Civil de San José cierran estadísticamente 


los recursos el día de la votación con el "por tanto", sin existir la redacción 


integral de la sentencia.  Agrega que no existe a nivel de indicadores alguno 


que esté asociado a sesiones de votación que realicen las personas juzgadoras 


ya que eso queda a criterio del Tribunal siempre y cuando les permita alcanzar 


la cantidad de sentencias mínimas solicitadas por mes, y pese a que el numeral 


60.2 del Código Procesal Civil dispone que hay resolución cuando se vota, 


administrativamente se decidió medir la cantidad de recursos terminados 


estadísticamente, ya que no es sino hasta cuando el asunto cuenta con la 


sentencia integral y votada y firmada que el asunto puede reportarse como 


terminado estadísticamente y salir del circulante en trámite de la oficina. 


 


 Respecto de lo anterior, si bien estamos totalmente de acuerdo en que 


existan una o varias métricas administrativas conducentes a medir a nivel 


cuantitativo el desempeño laboral de los jueces y juezas, consideramos que su 


implementación DEBE HACERSE DENTRO DE LOS PARÁMETROS DE 


LA LEY y no al revés, única manera de no violentar el principio de legalidad 


vigente en esta materia.  Como se dijo, si el artículo 60.2 del Código Procesal 


Civil dispone que en los asuntos colegiados la resolución que dirime el recurso 


surge a la vida jurídica desde el mismo momento en que el proyecto sea 


deliberado y votado en la respectiva sesión por los integrantes del Tribunal, 


desde ese mismo momento la ley exige que la resolución cuente con  la 


totalidad de los elementos formales identificatorios que exige el artículo 28.1 


del Código Procesal Civil, debiendo dotársele de número, hora, fecha, de un 


por tanto -con el resultado-, y todo ello incluirse en el sistema y publicitarse 


para que los usuarios puedan acceder a dicha información. Por lo tanto, 







  


  


creemos que cualquier métrica administrativa que pretenda utilizarse 


para evaluar el cumplimiento de la carga de trabajo mensual, deberá 


coincidir con el contenido del citado numeral 28.1 de manera que se haga 


coincidir con la fecha en que el asunto salga votado, como ocurre hoy en 


día. 


 Decimos lo anterior, con el mayor de los respetos, porque el documento, 


reiteramos, plantea elevar el asunto al Consejo Superior para que este último 


"aclare" el criterio de desempeño, pero entendemos que la pretendida 


aclaración no es otra cosa más que una solicitud tendiente a modificar la 


métrica administrativa vigente que alude correctamente a dictado de 


sentencia con la resolución emitida como resultado de la votación 


colegiada, para en su lugar hacerla coincidir con una etapa posterior del 


proceso de finiquito de la resolución jurídicamente ya existente -validación-.  


La premisa de que parte el órgano consultivo es que estamos utilizando una 


variable inexistente -cantidad de sesiones de votación mensuales- y eso impide 


el cierre estadístico, alegato inexacto pues JURÍDICAMENTE habrá 


resolución, insistimos, cuando el asunto sea fallado con ocasión de la 


deliberación y votación, procediendo con ese acto tanto el conteo de la carga 


de trabajo dispuesta mensualmente como el cierre estadístico del recurso y no 


después.    


 En este punto caben dos observaciones, una subjetiva y otra objetiva. 


Subjetivamente, como lo adelantamos anteriormente, el Consejo Superior es 


un órgano que carece de competencia para conocer la mal llamada petición 


"aclaratoria" pues lo que se pide en el fondo es cambiar la métrica a través de 


una determinada interpretación, por cierto, ilegal, de lo que disponen los 


artículos 28.1 y 60.2 del Código Procesal Civil en el ámbito administrativo, 


labor que además de violatorio del principio de independica judicial tiene un 







  


  


serio vicio de inconstitucionalidad por usurpación de una competencia que 


únicamente le corresponde al Parlamento.  Y objetivamente, retomando lo ya 


dicho, luce ilegal condicionar en sede administrativa la medición del 


desempeño mensual de la persona juzgadora a la etapa de validación, en tanto 


ello desconoce lo que disponen la Constitución Política y la ley procesal, que 


es ejercer la jurisdicción al caso concreto impartiendo justicia pronta y 


cumplida a través del dictado de resoluciones, las cuales, insistimos, surgen a 


la vida jurídica luego de la votación y no de la validación.  En ese tanto, el 


cierre estadístico de la carpeta debe estar subordinado a la finalización de esa 


actividad, aunque luego el ponente afine la redacción de la resolución votada y 


posteriormente la firme, que es lo que ha venido haciendo el Tribunal 


históricamente sin problema alguno.    


 Ahora, si la intención por estandarizar procedimientos se remonta -en 


parte- a problemas históricos de abuso de algunos y(o) algunas jueces y(o) 


juezas que hayan votado proyectos y dejado transcurrir un plazo injustificado 


entre ese acto y su validación, eso a lo que podría dar cabida es a que la 


institución implemente algún sistema de evaluación paralelo conducente a 


detectar tales anomalías e instaure procesos disciplinarios conducente a 


indagar la razón de la tardanza.  Pero insistimos, si la ley es clara al definir el 


momento en que habrá resolución judicial, es elocuente que esa labor es la que 


única deberá ser objeto de escrutinio administrativo por Planificación, y no la 


aquí propuesta.  


 


D) IMPOSIBILIDAD LEGAL DE ASIGNAR EL NÚMERO DE VOTO 


HASTA EL DÍA DE LA FIRMA DE LOS JUECES 


 


 El informe de doña Yesennia deviene ostensiblemente inconsistente y 







  


  


por ello, su propuesta, como veremos, sigue siendo inviable legalmente. Pese 


a que reconoce que en resoluciones dictadas por un Tribunal de Apelaciones 


“habría” voto en el momento en que ocurra la “sesión de votación”, pareciera 


insistir en que el cierre estadístico de la carpeta ocurra hasta que esté firmada 


la resolución integral por todos los jueces. Para ello, ella sugiere “para evitar 


confusiones en lo que se pueda interpretar por cada oficina el significado de 


“votos” “a nivel administrativo en la cuota de trabajo”, pedir al Consejo 


Superior una presunta “aclaración” que a nivel de Tribunales de Segunda 


Instancia lo que se mide en el indicador es la “cantidad de sentencias dictadas 


por persona juzgadora” corresponde, según ella, a cantidad de redacciones de 


votos con número y firmados que generan a su vez “un terminado a nivel 


estadístico”. 


 Por supuesto que semejante propuesta riñe con lo que dicta le ley. 


Partimos del postulado que por un tema de respeto al principio de legalidad al 


que también se debe la Dirección de Planificación, en modo alguno podría 


proponerse un indicador de desempeño que esté fuera o no se ajuste a los 


parámetros de la ley. En efecto, como hemos dicho, la resolución existe 


DESDE EL MISMO MOMENTO EN QUE LOS INTEGRANTES DEL 


COLEGIO VOTARON EL ASUNTO COMO RESULTADO DE SU FASE 


DE DELIBERACIÓN. Como hemos dicho, a los ojos de la ley, y no por un 


aspecto “administrativo” desde ese momento hay resolución, y, por, ende no 


hay modo de que por la vía de un Protocolo se “reinterprete” algo así y menos 


para fines “admininistrativos”. Nunca está demás recalcar el que no puede ni 


nunca podría un órgano administrativo como el Consejo Superior invadir la 


esfera de competencia que, de ser necesaria una aclaración de ese tipo, le 


compete únicamente a legislador ordinario. No podría el Consejo invadir o 


usurpar una competencia que consticionalmente le corresponde al Parlamento, 







  


  


porque semejante propuesta implicaría darle un alcance interpretativo 


particular y diverso al artículo 60.2 en relación con el 28.1 del Código 


Procesal Civil, es decir sería como que el Consejo Superior diera una suerte de 


“interpretación auténtica” al mencionado artículo para entender cuando hay 


resolución “para efectos de conteo de cuota administrativa de desempeño de 


los Jueces”. Por el contrario, la Ley -cfr el aludido artículo 60.2- es una norma 


clara. Por tanto, el indicador desempeño cualquiera que proponga un 


Protocolo de Pase para Fallo, debe ajustarse a su contenido para que tenga 


viabilidad legal, y lo cierto es que tanto el número de la resolución como la 


hora y fecha debe coincidir con el momento en que el Tribunal haya 


VOTADO el asunto, aún cuando no haya redacción ni firma integral del voto 


en cuestión, y, por tanto, el indicador de desempeño para efectos de 


determinar la cuota de los jueces en modo alguno puede estar sujeto a la fecha 


en que la resolución haya sido redactada y firmada por cada Juez tal y como 


insiste en proponer esta honorable Dirección de Planificación. Si la 


resolución del Tribunal Colegiado existe desde la votación, entonces para 


ajustarse a la ley, tanto el cierre estadístico como el indicador de 


desempeño de los jueces debe coincidir con los asuntos que haya 


VOTADO en el mes correspondiente, no otra cosa puede proponer un 


protocolo de pase para fallo. 


 


E) PROPUESTA RIÑE CON LO QUE DISPONE EL ARTÍCULO 28.1 


DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL. FORMALIDADES IMPERATIVAS 


QUE SON ACTO CONTINUO 


 


 En la tabla que elabora Planificación incluye en la izquierda un resumen 


de nuestras observaciones y en la derecha su respuesta. Considerando que el 


órgano consultivo nos da la razón y modifica el protocolo en el tema del 







  


  


carácter secreto del proyecto previo a su votación, consiente que se aperture la 


plantilla del ya votado y se le ponga hora y fecha y el por tanto y el personal 


técnico la publicite ante terceros, también que siga colaborando con los jueces 


y juezas al preparar el encabezado e incluya la redacción íntegra de la parte 


considerativa -suministrada por el ponente-, emita la eventual constancia de 


imposibilidad de firma del juez o jueza en la etapa de validación, prepare el 


archivo para firma, lo pase a los integrantes para que lo firmen, y luego lo 


traslade a notificación, nos concentraremos en una única sugerencia de 


cambio relevante que aún se niega a atender. 


 


 Reiteramos, en el oficio que le remitimos a esta Dirección en su 


oportunidad indicamos que con la votación surge la resolución lo que acarrea 


que el sistema deba asignarle hora y fecha, y el por tanto debe ser incluido y 


publicitado, y que en ese tanto el órgano colegiado, finalizada la votación, 


entregará al Coordinador Judicial las carpetas físicas con el resultado del 


recurso para que incluya los datos en el sistema que se publicitarán y proceda 


el personal técnico posteriormente a abrir las plantillas de cada recurso 


incluyendo la información de ley.  Aunque estos cambios fueron atendidos, 


hay uno en particular, como adelantamos supra, que sigue sin serlo.  Nos 


referimos al número de voto.  Acorde a la propuesta de Planificación, la 


persona juzgadora creará la plantilla, incluirá el por tanto con la hora y fecha 


de resolución, y hasta que el asunto esté firmado, el sistema le asignará voto 


automático.  Y lo secundan en que se trata de un mero consecutivo 


administrativo.  Bajo ese modelo, se apartan nuevamente del principio de 


legalidad pues pretenden subordinar el trámite procesal al administrativo, 


desconociendo que lo administrativo debe adecuarse a lo procesal en razón de 


su fuente legal tal y como pasamos a explicar. 







  


  


 En efecto, nos deja absolutamente perplejos la sugerencia que hace 


doña Yesenia de que el sistema asigne el número de resolución hasta el 


momento en que firme el último de los Jueces que haya participado en la 


votación. 


 Pese a que podamos entender que a los funcionarios del Departamento 


de Planificación les podría parecer áridos temas que tienen que ver con 


rigorismos técnico jurídicos, no podemos dejar de insistir en que cualquier 


matriz de indicadores de gestión no puede transgredir imperativos de orden 


legal expresamente dispuestos por el legislador, so pena de implicar actos 


administrativos absolutamente nulos por violar el principio de legalidad en los 


términos de la escala jerárquica de las fuentes de derecho (relación de los 


artículos 6, 11, 13, 128, 132 y 158, todas las normas de la Ley General de la 


Administración Pública). Debemos insistir en este aspecto, la validez de un 


acto administrativo -como lo es la propuesta de Protocolo de Pase para Fallo 


al que hacemos referencia en esta oportunidad- está supeditado a que 


sustancialmente sea conforme con el ordenamiento jurídico. En particular, no 


debe perder de vista esta honorable Dirección de Planificación de que un 


parámetro de validez de todo  acto administrativo es su licitud o posibilidad 


jurídica (cfr el ya citado artículo 132 de la Ley General de la Administración 


Pública entre otros).  En este cometido, por su ilicitud, deviene absolutamente 


nulo un acto administrativo cuyo contenido se oponga o sea contrario a lo que 


dispone una norma de rango superior como lo es una ley ordinaria, por 


violación del principio del orden jerárquico de las normas, y como pasamos a 


explicar, esto es precisamente lo que ocurre con el aludido Protocolo de Pase 


Para fallo al menos en los términos actualmente planteados conforme a la 


proposición que nos hace la Msc doña Yessenia.  


 En efecto, por EXIGENCIA IMPERATIVA de ley las resoluciones 







  


  


judiciales requieren cumplir determinadas formalidades de validez y eficacia, 


todos los cuales están enlistados como norma general en el artículo 28.1 del 


Código Procesal, aún cuando el legislador dispone normativa complementaria 


a título de norma especial otras formalidades particulares adicionales para el 


caso de la sentencia en el artículo en el 61.2 del citado cuerpo de leyes. Al 


efecto, unos requisitos son de forma o formalidades y, otros, de fondo, 


relacionados estos últimos con el deber de fundamentación, con aspectos de 


claridad, precisión, concresión y de congruencia entre lo pronunciado y lo 


peticionado por las partes. 


 Pero para efectos de estos comentarios interesa aquí los requisitos de 


forma que exige la ley para la validez de una resolución judicial, los cuales 


están referidos, por un tema de seguridad y certeza jurídica tanto para el 


órgano jurisdiccional como para los justiciables y la sociedad en general a la 


debida identificación de ésta tocantes a la indicación del nombre del tribunal 


que la dicta, al lugar, la hora, la fecha y el número de ésta en su contenido. 


 Insistimos entonces, el artículo 28.1 del Código Procesal Civil establece 


o elenca las formalidades que debe reunir toda resolución judicial, y, en lo que 


aquí interesa, tales requisitos de forma son de corte IMPERATIVO  y como 


son requisitos de forma imperativas, particularmente en lo que hace a la 


consignación del número, en situación de resoluciones que llevan número, no 


puede haber un acto administrativo -léase un Protocolo de Pase para fallo- que 


propenda a prohijar el incumplimiento de una norma imperativa como la 


indicada. En efecto, por ser de índole imperativa se trata de requisitos que 


deben ser colmados ACTO CONTINUO es decir, deben todos estar presentes 


en la redacción integral de la resolución de que se trate por lo que, en 


consecuencia, desde un punto de vista lógico su constatación debe hacerla el 


Juez ANTES DE ESTAMPAR SU FIRMA en el pronuncimianto. En ese 







  


  


cometido, no podría nunca un juez firmar una resolución en que todavía falte 


el número de la resolución, en tanto se trata de un elemento formal de 


identificación del pronunciamiento expresamente exigido por el legislador. 


Desde esta perspectiva, por ser el número de la resolución una exigencia 


identificatoria de índole legal , entonces ANTES DE FIRMAR el juez está 


obligado a cotejar de que la resolución en cuestión cumple con la totalidad de 


esas exigencias de forma, de modo que incluso, más bien  está obligado a 


ABSTENERSE de firmar una resolución cuyo número AÚN no esté 


consignado en su texto so pena de incurrir de responsabilidad disciplinaria, en 


tanto, el inciso 2) del artículo 192 de la Ley Orgánica castiga con FALTA 


GRAVE aquella situación en que el Juez incurra en la infracción de las 


prohiciciones o deberes establecidos en la ley. 


 La ligereza de lo que se propone parte de la errónea idea de que el 


número de la resolución tiene apenas una función administrativa, es decir el de 


ser un mero consecutivo administrativo. Pero eso no es así, pues de lo 


contrario ninguna importancia le habría dado la ley ordinaria al respecto a su 


consignación, pues de considerar que tiene apenas un único interés de 


consecutivo administrativo para ello habría bastado entonces la sanción de una 


norma interna de corte  reglamentario emitido por Corte Plena al respecto. 


Por el contrario, el número de resolución lo erige expresamente el legislador 


como una solemnidad inderogable porque su función como un elemento de 


identificación, más que de mero consecutivo administrativo, está preordenada 


hacia un tema de seguridad y certeza jurídica para los justiciales y para la 


sociedad en general, en tanto es de interés público la sanción legislativa de los 


elementos identificatorios que den lugar a la mayor precisión posible para la 


localización del contenido de las resoluciones que emiten los tribunales de 


Justicia. 







  


  


 Por esa razón, no tiene absolutamente ninguna viabilidad legal por 


ilicitud de su contenido, una propuesta como la nos hace hace doña Yessenia 


en su protocolo, en diferir o postergar la consignación del número de la 


resolución hasta el momento en que firme la resolución el último de los Jueces 


integrantes del Tribunal de Alzada. Semejante propuesta, amén de su 


ilegalidad por apartarse de lo preceptuado en el tantas veces citado artículo 


28.1 del Código Procesal Civil, pondría en el predicado de sancionar una 


norma reglamentaria que pondría al Juez en situación de incurrir en un 


incumpimiento de deberes, lo cual por supuesto es un contrasentido y un total 


desatino jurídico. Lo cual obligaría a los Jueces a ampararse en lo que dispone 


el inciso 2) del artículo 8 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en tanto habrá 


de actualizarse la prohición de aplicar decretos, reglamentos, acuerdos y 


cualquiera otra disposición administrativa que sea contraria a cualquier otra 


norma de rango superior, como ocurriría en la especie de insistir en sancionar 


un Protocolo de Pase para fallo que, en los términos propuestos, para el caso 


de los Tribunales de Apelaciones, es contrario a lo preceptuado en los 


numerales 28.1 y 60.2 del Código Procesal Civil. 


 Y no se diga la expresión un tanto eufemística en que tanto insiste doña 


Yessenia a la hora de redactar su informe en que la propuesta se hace en 


"estricto apego a la independencia judicial". Para nada ello es así. En realidad, 


la propuesta no se resume en una mera "aclaración" de lo que debe entenderse 


por "voto" para "efectos de cierre estadístitico administrativo y de 


determinación de cuota de trabajo de los jueces". En efecto, más allá de un 


tema puramente administrativo en pro de modificar las métricas 


administrativas que hasta ahora existen como cree hacerse ver en el informe, 


en realidad, la propuesta de Protocolo parte de una parte de una 


interpretación legal, por supuesto totalmente opinable e incorrecta por lo 







  


  


que venimos diciendo, de lo que preceptúa la ley, particularmente en lo hace a 


las dos citadas normas 28.1 y 60.2 del Código Procesal en cuanto a  que 


obviamente, nosotros como jueces diferimos en la determinación de su 


contenido en los términos así propuestos y, de ahí, la conculcación con el 


principio de independencia judicial que tiene rango constitucional. 


 En efecto, no es ningún órgano administrativo el que tiene facultad legal 


para determinar el alcance de una norma de ley en cuanto a la consideración 


de en qué momento hay resolución judicial en un tribunal colegiado, y de 


cuándo y en qué momento deben estar colmadas las formalidades que exige el 


legislador, particulamente en lo que hace al número de la resolución, en lo que 


hace al funcionamiento de un Tribunal Colegiado. Por supuesto que eso es una 


usurpación de competencia que, de manera frontal, sí viola el principio de 


independencia del Juez. Además y por otro lado, tampoco ningún acto 


administrativo ni ninguna norma reglamentaria, podría establecer ninguna 


especie de "aclaración" en ese sentido, por incurrir en una usurpación de una 


competencia que constitucionalmente le pertenece únicamente a la Asamblea 


Legislativa, en el sentido de que para ello se necesita o una reforma legislativa 


o una interpretación auténtica de los preceptuado en los citados 28.1 y 60.2, 


del Código Procesal Civil, en que sea el legislador el que expresamente 


autorice al Juez a suscribir  una resolución que aún no tiene la indicación de 


su número en su contenido al momento de firmar.  


 Y es que tanto el lugar, como la hora, la fecha, como el nombre del 


tribunal y el número, son elementos esenciales de identificación que, como se 


dijo, el legislador exige que se hagan acto continuo. Y ello es así  en tanto, el 


número de la resolución debe guardar un orden secuencial o consecutivo con 


la hora y fecha en que se dicta la resolución. Eso es lo que ordena la ley y, por 


eso, el número de la resolución debe consignarse en estricto orden consecutivo 







  


  


y congruencia del momento de la hora y fecha en que aquella se dicta. Por eso, 


al menos en resoluciones dictadas por Tribunales de Colegiados como los de 


Apelación, es inviable eludir ese deber legal de enumerar la resolución en un 


momento posterior al que corresponde a la hora y fecha en que quedó 


consignado el asunto como VOTADO. De modo que lo que exige la ley, es 


que el número de voto quede consignado EN EL MISMO MOMENTO de la 


votación porque es cuando se consigna la hora y fecha en que quedó resuelto 


el punto en apelación.  


 Claramente, en un mismo Tribunal en un mismo día dicta varias 


resoluciones, de ahí, se comprende, la urgencia del legislador de establecer por 


un tema de seguridad y certeza la debida identificación de cada una de las 


resoluciones que el órgano jurisdiccional emite, para lo cual, en el caso de 


legislador costarricense en un orden secuencial del número con la hora y fecha 


en que se dicta, en modo tal que la numeración de las resoluciones debe 


corresponder o ser congruente en un orden secuencial con la hora y fecha en 


que ellas se dictan. Por eso, la numeración de la resolución es un ACTO 


CONTINUO congruente con la hora y fecha en que la resolución es dictada, lo 


cual, como hemos dicho hasta la saciedad aquí, en el caso de resoluciones 


dictadas por Tribunales de Apelaciones, ocurre en el momento es que es 


Votada, aún cuando no haya redacción integral ni menos firma de los 


integrantes del Tribunal. Ergo, es violatorio de la ley el proponer que el 


Protocolo de pase para fallo, establezca la numeración de resoluciones que no 


tengan secuencia lógica con la hora y fecha en que fueron emitidas, en tanto se 


propone que el número se le asigne hasta que ésta esté redactada y 


ulteriormente firmada por el último de los Jueces integrantes del Colegio.  


 Y es que aparte de ilegal la propuesta, en la práctica tal proceder 


provocaría inconsistencias administrativas en el orden secuencial de las 







  


  


resoluciones dictadas por el Tribunal, porque, dado lo volátil del proceso de 


redacción y firma de las resoluciones votadas -en tanto cada caso es diferente 


en cuanto a complejidad y demás visitudes como notas y votos salvados, etc- 


será frecuente entonces, resoluciones con un número secuecialmente anterior a 


resoluciones que fueron votadas en una y fecha posterior y viceversa. 


F) PROTOCOLO Y DENEGACIÓN DE JUSTICIA 


 


 Y es que la debida identificación de la resolución de segunda instancia 


en el sentido apuntado, es un derecho del usuario que no se le puede cercenar 


en modo alguno. En efecto, como se ha dicho, desde que hay votación (aún 


cuando no haya redacción integral del voto) ya hay resolución, por tanto, el 


usuario ya tiene el derecho de conocer el resultado de su parte dispositiva lo 


cual no se le garantiza sino se le proporciona la totalidad de los elementos de 


identificación mínimos para acceder de manera precisa a su contenido, como 


lo es como mínimo el número y hora y fecha del voto en cuestión. Por eso, 


ninguna propuesta de Protocolo de Pase Para fallo puede ir en contra de un 


tema de acceso a la justicia. 


 En efecto, la problemática de diferir la numeración de la resolución 


hasta que conste la validación sugiere la posibilidad de darle al usuario una 


información incompleta al momento en que lo requiere. Como se dijo antes, 


una vez votada la resolución -aunque no esté redactada en forma integral- ya 


la resolución jurídicamente existe. De ahí, por un aspecto de publicidad del 


proceso el usuario ya tiene el derecho a saber el contenido del POR TANTO 


de lo votado, pero para que ello ocurra debe tener a mano la totalidad de los 


elementos para identificar su petición de información. Adviértase, desde el 


momento en que se vota es necesario que ya conste la hora y fecha y el 


número de la resolución porque el usuario ya tiene derechos procesales que 







  


  


podría ejercer contra lo resuelto aún cuando desconozca la redacción integral 


del fallo, como por ejemplo su derecho a pedir ADICIÓN del POR TANTO 


en los términos del artículo 58.3 del Código Procesal Civil, sobretodo en un 


caso como el Tribunal Primero de Apelación Civil en que la mayoría de 


resoluciones de alzada que dicta tienen en el carácter de autos y no de 


sentencias en cuanto tal. En efecto, un usuario necesita tener acceso tan sólo al 


POR TANTO de lo votado para  bastantear la necesidad de peticionar y 


colmar alguna omisión que en su criterio existe en lo votado por el Tribunal, 


lo cual incluso puede hacer verbalmente en el acto , y para ello no necesita ni 


que el voto esté redactado ni menos que esté firmado ni notificado.  


 Puede el usuario además, si fuera del caso, pedir constancia o 


certificación del POR TANTO adoptado por el Tribunal para cualquier trámite 


ulterior extrajudicial que sea de su interés, y es lo cierto que la utilidad de tal 


certificación estaría determinada por la plena identificación de la resolución en 


los términos del artículo 28.1 del Código Procesal Civil cuyo por tanto se 


certifica, lo cual hace necesario que desde ese momento la resolución ya esté 


debidamente numerada, como por ejemplo un adjudicatario de remate que lo 


único que necesita es que el Tribunal le certifique el estado del por tanto de 


una resolución que confirma la aprobación de la subasta, para efectos de 


finiquitar alguna negociación que ya tiene en ciernes con algún tercero como 


suele suceder en la práctica, para lo cual carece de interés alguno en como será 


la redacción final del voto y ulterior firma de los jueces 


 


G) LA NECESIDAD DE LA PLENA IDENTIFICACIÓN DE LA 


RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL DE ALZADA DESDE EL 


MOMENTO EN QUE HAY VOTACIÓN POR LOS EFECTOS 


JURÍDICOS QUE PRODUCE. La problemática del cierre estadístico 


hasta que haya firma de todos los jueces 







  


  


 


 Pero es que, además de su ilegalidad, la propuesta de Protocolo de pase  


para fallo de ser aprobada en los términos en que propone la Dirección de 


Planificación, traería una serie de problemas de índole técnico jurídicos de los 


cuales pasamos a enumerar algunos. 


 En efecto, la necesidad de que la totalidad de los requisitos de 


identificación de la resolución -incluyendo el número- coincidan con el 


momento en que el asunto es VOTADO y ya hay POR TANTO, viene dada 


por una serie de implicaciones jurídicas en que es necesario tener plena 


certeza acerca del momento exacto en que YA HAY RESOLUCIÓN en el 


tribunal de alzada. Pasamos a enumerar algunos. 


 1)NOTIFICACIÓN AUTOMÁTICA: Como sabemos, conforme al 


artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales, ocurre notificación 


automática en situaciones en donde una parte prevenida al efecto no haya 


indicado medio para oír notificaciones. Ante esta situación, la ley entiende 


notificada la resolución a dicha parte con el transcurso de veinticuatro horas 


de dictadas incluidas las sentencias, pero para ello la resolución debe reunir la 


totalidad de los requisitos de identificación en cuanto a tribunal, lugar, hora, 


fecha y número. Todo lo anterior, abstracción hecha de la redacción integral y 


de la firma de los integrantes del Tribunal. 


 2) RECUSACIÓN DE LOS INTEGRANTES DEL TRIBUNAL: Surge 


la gran pregunta de cuando precluye el derecho de la parte para recusar a un 


integrante del Tribunal. Conforme al artículo 14.4 del Código Procesal Civil, 


cabe la recusación hasta antes de que el Tribunal "dicte" la resolución 


definitiva. Entonces, si no hay cierre estadístico con la hora y fecha del Por 


tanto, se crea la inseguridad jurídica de entender hasta cuándo la parte tiene 


derecho a promover recusación contra un integrante del Tribunal. ¿Se 







  


  


extenderá esta oportunidad procesal hasta el momento en que haya firma de 


todos los integrantes del Tribunal, es decir, en asuntos ya votados pero sin 


cierre estadístico aún? Véase la confusión e inseguridad que crearía este 


Protocolo porque el protocolo crea incerteza del límite temporal de hasta 


cuando se analiza o concurre una eventual causal de inhibitoria o recusación 


de un integrante del Tribunal, lo cual dice de la necesidad de que el cierre 


estadístico no vaya más allá del momento en que se consigna el POR TANTO 


en el libro de fallos, porque es cuando fenece la competencia funcional del 


Tribunal de Alzada. 


 3) INVARIABILIDAD DEL POR TANTO EN TRIBUNAL 


COLEGIADO: 


 Se entiende que conforme al artículo 60.2 del Código Procesal Civil, en 


resoluciones de Tribunal Colegiado YA HAY RESOLUCIÓN desde el 


momento en que ocurrió la votación. Consecuentemente, jurídicamente ahí 


feneció la competencia funcional del Tribunal de alzada aún cuando falte la 


redacción integral del voto. Así las cosas, es inconsecuente desde un punto de 


vista lógico que el cierre estadístico del expediente no coincida con la hora y 


fecha del por tanto, cuanto el Tribunal para poder variar su POR TANTO debe 


o anular o revocar lo resuelto EN OTRA NUEVA RESOLUCIÓN, de ahí lo 


consecuente técnicamente de que el cierre estadístico del expediente coincida 


con el momento exacto en que precluye o fenece la competencia funcional del 


Tribunal que no es otro que cuando se consigna el POR TANTO en el registro 


de fallos del tribunal, y no cuando se firma la redacción integral. 


  4) CASO DE PREJUDICIALIDAD PENAL EN CASO DE 


ADJUDICATORIO DE REMATE: 


 Conforme al artículoo 34.2 párrafo in fiene del Código Procesal Civil, 


en casos de procesos de ejecución hipotecaria o prendaria en donde se haya 







  


  


instruido proceso penal en que se discuta la falsedad del documento base, el 


oferente adjudicatario tiene el derecho de opción de mantener o no su 


propuesta. Nos preguntamos en una situación en donde lo apelado es la 


resolución que aprueba la subasta y estando en trámite ante el Tribunal de 


alzada sobreviene el conocimiento del oferente en cuanto al proceso penal 


instaurado. Nos preguntamos, hasta cuando tendrá ese oferente ese derecho de 


retirar su oferta en tanto la aprobación de la subasta aún no está firme, lo 


tendrá hasta cuando haya cierre estadístico del proceso tal y como lo propone 


este Protocolo. 


 5) DESISTIMIENTO DEL RECURSO ANTE EL TRIBUNAL DE 


ALZADA: 


 Conforme al artículo 65.8 se entiende que la parte tiene el derecho de 


desistir de la alzada mientras no sea resuelto su recurso. Entonces, de ahí la 


importancia de que el cierre estadístico coincida con el momento en que 


fenece la competencia funcional del tribunal, es decir, con la hora y fecha del 


POR TANTO, porque ese es el límite temporal que demarca el derecho de la 


parte a desistir de su alzada, pues en contrario sería un absurdo que una parte 


no pudiere desistir de un recurso en un expediente que no está cerrado 


estadísticamente aún. 


 6) FORMAS ANORMALES DE TERMINACIÓN DEL PROCESO: 


Estando apelada la sentencia, se entiende que ésta aún no está firme. Por tanto, 


las partes tienen derecho a fenecer sus diferencias por cualquier medio de 


solución extraordinaria del conflicto (transacción, renuncia del derecho, 


desestimiento, etc). La necesidad de que el cierre estadístivo del expediente 


coincida con la hora y fecha del Por tanto de la resolución del Tribunal de 


Alzada viene dada porque como eso demarca el fenecimiento de la competenia 


funcional del Tribunal, ello implica el límite temporal de las partes para 







  


  


componer sus diferencias por un medio distinto al fallo. 


 7) TERCERÍAS: Conforme al artículo 173.2 del Código Procesal Civil 


para que un tercerista promueva una tercería de dominio es hasta cuando esté 


en firme la adjudicación en remate del bien garante. Entonces, al no coincidir 


el cierre estadístico de la carpeta en el Tribunal con el momento de la hora y 


fecha del VOTO adoptado, en aquellos supuestos en que este apelada la 


resolución que aprueba la subasta, se crea la incerteza de cuando precluye el 


derecho del tercerista de promover su gestión, ¿en la hora y fecha del por tanto 


o hasta el momento en que la resolución haya sido firmada por la totalidad de 


los jueces del tribunal?. 


 En general, lo anterior son sólo algunas situaciones de praxis jurídica 


que podrían presentarse de adoptarse un Protocolo de pase para fallo en que el 


cierre estadístico no sea congruente con el momento exacto en que fenece la 


competencia funcional del tribunal de alzada que no es otro con la hora y 


fecha del POR TANTO. Por eso, aparte de las razones de ilegalidad antes 


aludidas, rogamos a las autoridades de la Dirección de Planificación y a las 


instancias de correspondan, la necesidad de que se haga una lectura 


concienzuda y responsable de las observaciones que en este documento los 


suscritos jueces hacemos, ante la gravedad de la propuesta protocolo que se 


intenta aprobar. 


 Por supuesto, que somos los primeros en asentir en lo necesario de 


acometer paramétros o indicadores de desempeño de los jueces, bajo un 


esquema de sana de rendición de cuentas. Lo que decimos e insistimos es en la 


obligatoriedad de que cualquier medida o indicador de desempeño debe 


ceñirse al tenor de la ley y, más aún, no puede ir o ser contrario al contenido 


de la ley por un tema de principio de legalidad como ha quedado dicho a lo 


largo de todas anteriores palabras. 







  


  


 En los términos planteados, dejamos contestada la audiencia otorgada 


para los fines pertinentes. 


 


 


Atentamente: 


Licda. Elieth Vargas Ulate 


Lic. Manuel Hernández Casanova 


Lic. Juan Carlos Meoño Nimo 


Lic. Edgar Echegaray Rodríguez 
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Tel. 2295-4291 / 2295-3909          San José, Costa Rica            Fax: 2233-8436 


 


 


 
     11 de julio  de 2023 


N°45-CJL-2023 
 
Ing. Dixon Li Morales, Jefe a.i. 


Proceso Ejecución de las Operaciones 
Dirección de Planificación  
 
Estimado señor:  
 


En atención del oficio N° 644-PLA-MI(NPL)-2023 relacionado con el Protocolo de 


Pase a Fallo para los Tribunales de Segunda Instancia.   


 


Se informa que de parte de la Comisión de la Jurisdicción Laboral no tiene 
observaciones que hacer.  


 
 


Atentamente, 
 
 


 
 


Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez 
Coordinador a.i. 


 
 


sam 
 
c. archivo   
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De: Centro Gestión Función Jurisdiccional-CACMFJ <centro_gestion_juris@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 29 de agosto de 2024 08:01
Para: Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Maricruz Chacón Cubillo <mchaconc@Poder-Judicial.go.cr>; Dixon Li Morales <dlim@Poder-Judicial.go.cr>; Xiomara Marcela Garita Gonzalez <xgarita@Poder-Judicial.go.cr>; Jessica Alejandra Jiménez Ramírez <jjimenezr@Poder-Judicial.go.cr>; Minor Delgado Sánchez <mdelgados@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Duran Gamboa <mdurang@Poder-Judicial.go.cr>; Fabricio Miguel Abarca Fallas <fabarca@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio N° 351-CACMFJ-JEF-2024



 



Buenos días.



 



 



Reciba un cordial saludo. Con instrucciones de la Máster Maricruz Chacón Cubillo, directora del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, se remite el oficio N° 351-CACMFJ-JEF-2024.  



 



 



Con mis muestras de respeto,



 



 







“Este correo electrónico, incluidos los archivos adjuntos, puede contener información confidencial y/o sensible, es para uso exclusivo de la(s) persona(s) o entidad (es) a quien(es) se dirige. Si usted no es la parte destinaria, absténgase de realizar cualquier revisión, distribución o copia y comunique la situación de manera inmediata a la persona remitente, posteriormente proceda a borrar el mensaje de manera definitiva de su correo y de sus dispositivos”
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San José, 28 de agosto del 2024 





Oficio N° 351-CACMFJ-JEF-2024


[bookmark: _Hlk162009415]SICE: 1860-2024





Ingeniero


Dixon Li Morales, Jefe a.i.


Proceso Ejecución de las Operaciones





Estimado señor:





En atención al informe N° 1036-PLA-MI(NPL)-2024, suscrito por la máster Melissa Durán Gamboa jefa a.i. del Subproceso de Modernización Institucional – No penal relacionado con el Protocolo de Pase a Fallo para el Tribunal Primero y Tribunal Segundo de Apelación Civil de San José; seguidamente se remite las observaciones que tienen el visto bueno de la doctora Jessica Alejandra Jiménez Ramírez y del máster Minor Delgado Sánchez, ambos gestores civiles, con colaboración de la profesional licenciada Xiomara Marcela Garita González.





			Página


			Párrafo


			Observación concreta





			6


			1.1.1. La gestoría Civil en sesión de trabajo del 13 de mayo 2024 solicitó incorporar un indicador adicional para los Tribunales de Apelación Civil y Trabajo, denominado “Cantidad de procesos deliberados y votados”. 





Lo anterior, corresponde a un nuevo requerimiento que está en proceso de análisis con el Subproceso de Estadística y la Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones, para evaluar la factibilidad de incorporarlo dentro del proyecto de indicadores automatizados.  Con este indicador se solventa las aclaraciones que deben realizar actualmente las personas juzgadoras en las minutas del equipo de mejora respecto a los votos salvados. Y se contabilizaría los asuntos votamos como solicitan los Tribunales de Apelación Civil de San José.








			Esto es para medir el trabajo de la votación de los asuntos y no solamente para votos salvados, pues recordemos que una redacción de la sentencia no necesariamente coincide con el momento de la votación del proceso en alzada, y además la resolución surge, no cuando se redacta la sentencia, sino cuando el asunto es votado, de ahí la importancia de medir -además de las redacciones- los asuntos que han sido deliberados y votados, pues es en ese momento cuando surge a la vida jurídica la resolución, así lo indica el artículo 60.2 del Código Procesal Civil. 





Por otra parte, el tema de votos salvados ya existe una circular que así lo prevé, concretamente la circular 230-2022 aplicable a Primera y Segunda Instancia.





Por ello, con base en el principio del Derecho Administrativo de paralelismo de formas, cualquier cambio en el procedimiento de trasiego de expedientes con voto salvado, debe ser necesariamente mediante circular pues ya existe una circular vigente que regula el tema (230-2022).





			Título 3


			Protocolo de Pase a Fallo Asuntos Unipersonales


El proceso para registro de los asuntos que se conocen unipersonalmente no hay inconformidad, sin embargo, para el correcto registro de los procesos colegiados, se requiere de una mejora a nivel informático, por lo que esta Dirección optó por separar el protocolo, uno para procesos unipersonales que iniciaría su aplicación una vez aprobada por el órgano superior y el protocolo para los procesos colegiados que se reserva hasta que se cuente con la mejora informática solicitada en este informe. 








			Favor aclarar, por qué se pide una mejora para el registro de votos colegiados para los Tribunales de Apelación Civil de San José, empero no así, para el pase a fallo electrónico en asuntos colegiados de los Tribunales de Apelación Mixtos Civil y Laboral cuyo protocolo de pase a fallo se lleva en el informe paralelo 1039-PLA-MI-NPL-2024.





			14


			Flujograma Paso 5 


			Se generan riesgos de trazabilidad y protección de datos, cuando una persona técnica manipula un expediente que está en la ubicación de una persona juzgadora. El encargado inmediato de la protección de los datos restringidos del expediente judicial es la persona que lo tiene en su ubicación en el Escritorio Virtual.  


Por seguridad informática, en la inclusión de redacciones o encabezado, el expediente debe de estar en la ubicación de la persona que manipula el mismo, es decir, del técnico judicial. Si el sistema de módulo de pase a fallo no lo permite así, debería de acondicionarse, tal y como se ha solicitado en previas ocasiones.


 El sistema debe acoplarse al trámite procedimental y de protección de datos, y no a la inversa. También, debe existir trazabilidad y transparencia del expediente en las ubicaciones. 


Por lo anterior, se solicita aclarar si con la mejora Grupo de Trabajo Ubicación Pasiva, ¿esto se soluciona o no? ¿En qué consiste dicha mejora?, pues el informe no la explica. 








			15


			Paso 9. Cierre estadístico


			Se solicita aclarar si no se genera inconsistencia en los Sistemas de tramitación y en SIGMA por cuanto se propone que al expediente se le de cierre con la sentencia firmada, pero estando pendiente las notificaciones, eventuales recursos de revocatoria, y adiciones. Esto último puede tardar incluso de uno hasta dos meses más en el Tribunal, es decir, se estaría dando un cierre estadístico a una carpeta que en recto sentido continúa en trámite.  








			23 y 24


			Procedimiento de Voto Salvado


			En este informe se entiende que es para pase fallo de casos unipersonales, es decir, no existen votos salvados, porque una sola persona juzgadora no podría resolver de forma distinta cuando decide por él mismo, es decir un solo juez no puede salvarse a sí mismo el voto. 


El voto salvado es una garantía de la independencia judicial en órganos colegiados, y no es este el caso. Debe eliminarse este acápite de Votos Salvados para evitar confusiones. 





			25


			6.10. Realizar una nueva capacitación para refrescar conocimientos a ambos Tribunales de Apelación Civil de San José, sobre el uso del módulo de pase a fallo por tareas, generación reporte del informe de pase a fallo en Sigma y el uso de la mejora de voto automático (incluido los votos orales) y como se configuran en el sistema las ubicaciones pasivas o grupos de trabajo.





			Favor indicar a la Dirección de Tecnología que esta capacitación recomendada debe darse de forma urgente e inmediata una vez que entre en vigencia este protocolo cuando sea aprobado por el Consejo Superior, pues de lo contrario, los Despachos deberán trabajar el protocolo sin una adecuada comprensión, con el riesgo de generar inconsistencias estadísticas. 

















De usted atentamente,








Maricruz Chacón Cubillo


Directora


c.c: 


Dr. Jessica Alejandra Jiménez Ramírez


Msc. Minor Delgado Sánchez 


Msc. Melissa Durán Gamboa


Licda. Xiomara Marcela Garita González


Msc. Fabricio Miguel Abarca Fallas


Telf. 2295-3112 / centro_gestion_juris@Poder-Judicial.go.cr
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De: Manuel Hernández Casanova <mhernandezc@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 27 de agosto de 2024 15:28
Para: Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Dixon Li Morales <dlim@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Duran Gamboa <mdurang@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: REFERENCIA AL INFORME 1036-PLA-MI(NPL)-2024



 



Señores Departamento de Planificación.



Les saludo de la manera mas cordial y con la consideración de siempre.



Para su estudio y consideración, adjunto archivo que contiene la referencia que hacemos los Jueces del Tribunal Primero de Apelación Civil de San José al informe 1036-PLA-MI(NPL)-2024.



Sin mas que agregar se suscribe su atento servidor,



 



Msc. Manuel Hernández Casanova.



Juez Coordinador.



“Este correo electrónico, incluidos los archivos adjuntos, puede contener información confidencial y/o sensible, es para uso exclusivo de la(s) persona(s) o entidad (es) a quien(es) se dirige. Si usted no es la parte destinataria, absténgase de realizar cualquier revisión, distribución o copia y comunique la situación de manera inmediata a la persona remitente, posteriormente proceda a borrar el mensaje de manera definitiva de su correo y de sus dispositivos” 
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San José, 





Señores 


Dirección de Planificación 


Poder Judicial


Atención


Ing. Dixon Li Morales


Subdiretor


Proceso de Ejecución de Operaciones








	Dentro del plazo correspondiente otorgado en su oficio 1036-PLA-MI(NPL)-2024, los suscritos jueces integrantes del Tribunal Primero de Apelación Civil de San José, procedemos a referirnos al informe suscrito por la Msc Melissa Durán Gamboa, Jefa a.i. del Subproceso de Modernización Institucional-No penal relacionado con el denominado “Protocolo de Pase a Fallo para los Tribunales de Segunda Instancia”, lo cual hacemos en los siguientes términos.


	En su oportunidad, a la hora en que doña Yessenia nos remitió el aludido informe elaborado por ella número 412-PLA-MI(NPL)-2023 le hicimos una serie de observaciones, particularmente en lo relativo a temas de inviabilidad legal de implementar el sistema de voto automático en los términos que ella plantea en dicho documento, que, al leer el documento que ahora ud nos remite advertimos la lamentable vaguedad y poca exhaustividad con que doña  Melissa se refiere a las observaciones que en su momento este Colegio de Apelaciones esbozó. Realmente continuamos con nuestro tortuoso caminar de que se nos piden a nosotros hacer observaciones a los Informes y Propuestas que hace el Departamento de Planificación, sin embargo, luego del análisis técnico jurídico que nosotros hacemos luego no parece que tales observaciones sean seriamente estudiadas porque en efecto, en este nuevo informe del que se nos da audiencia nuevamente con todo respeto para quien lo elabora advertimos una total ausencia de análisis técnico serio a título de réplica o respuesta acerca de lo que en otros momentos y frente a otros informes anteriores que se han referido al protocolo de pase para fallo hemos expuesto hasta la saciedad, lo cual, en todo caso. tampoco pretendemos endilgar como una entera responsabilidad a doña Yesennia si partimos de que lo expuesto fueron objeciones de ilegalidad de un corte puramente técnico jurídico, esto es, más allá de una cuestión estadístico- administrativo que, en principio, es el objeto de reglamentación que persigue la implementación del aludido Protocolo de Pase para Fallo que nos ocupa.


	Ante ello y bajo el entendido de que el presente es un documento que directamente está dirigido a su persona, don Dixon, y demás personeros que componen la Jefatura de esta Dirección, bueno es insistir en las objeciones de INVIALIDAD LEGAL QUE AÚN PERSISTE EN LA PROPUESTA DE PROTOCOLO que, a pesar, del cambio cosmético que  propone doña Yessenia en el sentido de que si bien asiente en un Tribunal de Apelación que "DESDE UN PUNTO DE VISTA LEGAL" hay resolución en el mismo momento en que el asunto es VOTADO, ella persiste en hacer una distinción arbitaria e inadmisible dsede un punto de vista legal en relación a que habría una distinción entre la existencia de tal resolución desde un punto de vista jurídico -que losería como se dijo en el mismo momento en que el asunto es votado como dice la ley- frente al conteo y registro de tal resolución "desde un punto de vista administrativo" en que "para efectos de cuota de trabajo" de cada Juez se contaría la mentada resolución hasta que haya redacción integral de ésta y firma de todos los jueces en el memorial, lo cual es contrario a la ley (crf artículo 60.2 del Código Procesal Civil), a lo cual nos oponemos vehemente, en tanto que, por razón de validez legal en tanto como usted sabrá LA VALIDEZ DE CUALQUIER PARÁMETRO DE EVALUACIÓN DESEMPEÑO ESTÁ SUJETO A QUE ÉSTE SEA CONFORME AL ORDENAMIENTO JURÍDICO POR NO CONTRAVENIR UNA NORMA DE RANGO SUPERIOR. Esta cuestión de inviabilidad legal del protocolo de pase para fallo propuesto se la intentamos explicar a los personeros del Departamento de Planificación con quien, como dice doña Melissa en su informe, sostuvimos una sesión de trabajo el pasado 9 de mayo del presente año. e ingenuamente pensamos que el asunto había quedado claro, pero al parecer no fue así.


	En efecto, al determinar el cierre estadístico de la Carpeta del recurso de Alzada en un Tribunal de Apelación Colegiado hasta que el último de los jueces del Tribunal estampe su firme en el caso de resoluciones dictadas en Tribunales de Apelación, sigue persistiendo una razón de ilegalidad en la propuesta como pasamos a explicar.


	En mérito de lo expuesto y como presumimos que doña Melissa probablemente no tuvo oportunidad por sus múltiples ocupaciones de examinar con atención lo que hasta la saciedad ha sido expuesto por nosotros en su oportunidad, entonces nos parece conveniente exponerle a ud nuevamente las líneas generales de nuestra posición al respecto. En este cometido nos proponemos demostrar que el Protocolo propuesto, no resiste un examen de legalidad y viabilidad jurídica desde el punto de vista del iter que dicta el legislador costarricense en materia de formación de la resolución judicial en Tribunales de Apelación, al menos en lo que atañe a los Tribunales de Segunda Instancia de la materia civil que se rigen al efecto por lo que dispone el Código Procesal Civil 





A) Para acometer tal análisis, a título de contexto, debemos asentar en primera instancia los siguientes postulados técnico-jurídicos.


1) La propuesta de estandarizar un sistema de pase para fallo en los términos propuestos, es un acto que, más que un acto administrativo concreto o con efectos jurídicos concretos para un destinatario individualizado, pretende tener un alcance normativo general porque se dirige de manera indiscriminada a regular un iter de manera genérica para la totalidad de los Tribunales de Segunda Instancia que utilizan el sistema de Escritorio Virtual. Este punto es importante porque entonces estamos ante una propuesta administrativa de corte externo y general que, en los términos de los artículos 120 y 121 de la Ley General de la Administración Pública (en adelante LGAP), tiene la naturaleza y contenido de un reglamento interno de organización, porque su contenido es el propio de un reglamento interno de orden y servicio para los Tribunales de Apelación del país, sea, se trata propiamente de un decreto de alcance normativo en los términos del aparte 2 del artículo 121 de la LGAP.


2) Bajo la premisa de que tal Protocolo propuesto tiene tal vocación reglamentaria, su legalidad y viabilidad jurídica está supeditada a que satisfaga los filtros de validez que prescribe la ley, en tanto, en materia de actos realizados por la Administración señorea el Principio de legalidad administrativa que prescribe el artículo 11 de la citada Ley, puesto que no debe perderse de vista que la Administración debe actuar siempre y en todo momento sometida al ordenamiento jurídico, y, ciertamente las normas reglamentarias deben sujetarse necesariamente a las reglas y principios que regulan los actos administrativos en general según reza el aparte 2 del artículo 6 de la Ley General de la Administración Pública


3) En esta línea argumentativa, la validez de tal propuesta de protocolo reglamentario, está supeditada a que satisfaga los requisitos de validez formal y sustancial que exige la ley para los actos administrativos, particularmente los de corte reglamentario, en tanto, bien es sabido, sólo son válidos los actos administrativos que se conformen sustancialmente con el ordenamiento jurídico según la relación de los numerales 128, 158, 165, 166 y 167, todos estos de la LGAP. 


4)Entre tales aspectos de validez, por supuesto, la viabilidad jurídica de una tal propuesta normativa está supeditada a que satisfaga el presupuesto de competencia del órgano que lo adopta o emite según reza el artículo 129 de la LGAP. Y, ciertamente, en tal materia, debe tenerse presente que hay expresa reserva de ley en materia de conferimiento de la competencia que tienen los órganos o entes públicos para poder adoptar actos administrativos, sobre todo cuando en ello haya ínsito el ejercicio una potestad de imperio (cfr artículo 59 LGAP), como ocurre como esta propuesta de Protocolo que implica una reglamentación de los Tribunales de Apelación del país en el desempeño de su quehacer.


4) Desde esta perspectiva, un Protocolo de esta naturaleza no puede provenir de un Departamento netamente técnico y consultivo como lo es el Departamento de Panificación del Poder Judicial, cuál es un órgano técnico que nada más tiene un carácter auxiliar técnico pero cuyos dictámenes apenas tienen un carácter de auxilio técnico no vinculante ni siquiera para los órganos del Poder Judicial con poder de decisión y dirección, como entre otros, lo son el Consejo Superior en las materias de su competencia legal y, la Corte Plena, también en los ámbitos de su competencia legal. Menos aún, un protocolo emitido por tal Departamento, vincula en modo alguno al órgano jurisdiccional en el ejercicio de la labor de interpretación de una norma legal en tanto esté de por medio el principio de garantía constitucional de independencia judicial del Juez.


5) Siempre dentro de esa línea argumentativa, un Protocolo de Pase a Fallo, dado su pretensión reglamentaria por su alcance general para la generalidad de los Tribunales de Segunda Instancia del país, para que tenga potencia normativa alguna debe ser objeto de la aprobación por parte del órgano competente a lo interno de la estructura y organización del Poder Judicial. En esta lid, debe recordarse que no es el Consejo Superior el órgano competente para un cometido tal, porque dicho órgano carece de potestad reglamentaria según la relación de los incisos 16 y 21 del artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en tanto la ley le reconoce a éste órgano apenas una potestad de iniciativa o de propuesta reglamentaria, en tanto de manera expresa, el único órgano con potestad para emitir un Protocolo reglamentario tal es la Corte Plena conforme a los incisos 2) y 7) del artículo 59 de ese mismo cuerpo legal.


6) En esta tesitura, contestamos este informe sobre la base de que es apenas una propuesta SIN NINGUNA POTENCIA NORMATIVA NI VINCULANCIA ALGUNA AÚN para los operadores jurídicos, al menos en lo que hace a los funcionarios que desempeñamos su quehacer en los Tribunales de Apelación. En tanto, para que ello ocurra, un protocolo tal debe sufrir el trámite correspondiente en Corte Plena para que lo plasme, si fuere del caso, en Acuerdo de Corte Reglamentario que además debe sufrir el trámite de publicidad pertinente hacia la ciudadanía porque según luego diremos, afecta negativamente el interés público de las partes y la ciudadanía en general de acceso al contenido de lo que resuelven los tribunales de justicia.


7) Por supuesto además, desde un punto de vista sustancial ya que no sólo formal en términos del órgano competente para adoptar una propuesta reglamentaria tal, dicho protocolo debe sufrir el tamíz de su conformación o no con una norma de rango superior como lo es una norma de ley, según la jerarquía de las fuentes del ordenamiento jurídico que prescribe el artículo 6 de la Ley General de la Administración Pública. De esta manera, es claro que el contenido de un acto o decreto reglamentario no puede contradecir, derogar ni ser contrario u oponerse al contenido que prescribe una norma de rango superior como lo es la ley ordinaria de modo que tampoco es irrestricta o arbitraria el ejercicio de la potestad reglamentaria de los entes y órganos públicos, lo que claramente también vale para la Corte Suprema de Justicia.


8) Tal es el celo del ordenamiento en procurar la tutela de esa regularidad jurídica entre las diferentes fuentes normativas según su jerarquía, que, en lo que hace a la independencia judicial de los funcionarios que administran justicia, el legislador establece la específica prohibición de aplicar decretos, reglamentos, acuerdos y otras disposiciones que sean contrarias a cualquier otra norma de rango superior, según prescribe el inciso 2) del artículo 8 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.





B) Análisis técnico jurídico del Protocolo de Pase para Fallo propuesta. Su inconformidad con la ley ordinaria.


	Para contextualizar el análisis de lo propuesto, vale reseñar lo que dispone el legislador en cuanto al iter de formación de una resolución judicial en un tribunal colegiado. En efecto, según la previsión de los artículos 60.1 y 60.2 del Código Procesal Civil, el indicado iter está conformado por el siguiente orden lógico: 


a) Deliberación


b) Votación


c) Redacción


d) Validación.


	Por su parte, también como premisa de análisis hay que tener en cuenta el punto de estructura y contenido de la una resolución judicial, particularmente en lo que hace a la distinción entre la PARTE CONSIDERATIVA, que es donde el órgano jurisdiccional se explaya en el análisis de las cuestiones de hecho y de derecho que son fundamento para su decisión, y la PARTE DISPOSITIVA, que es propiamente la declaración de voluntad que el órgano jurisdiccional adopta como decisión para resolver la cuestión sometida a su conocimiento.


	Al efecto, sin ánimo de ser exhaustivos, hay que tener una precisión conceptual de cada uno de esas fases en la elaboración de la resolución, lo cual hacemos como sigue:





A) Deliberación: Es la fase lógica donde el Tribunal en reunión secreta emprende la discusión, sea el examen detenido de la cuestión objeto de decisión, en donde cada uno de sus integrantes expone lo que a su criterio son las ventajas e inconvenientes de un asunto, esto es, en donde se emprende la discusión de los argumentos a favor y en contra, en relación con cada uno de los puntos objeto del debate: hechos, pretensiones, excepciones, etc, todo lo cual ocurre bajo la dirección por quien preside.


B) Votación: Es una fase lógica que, dentro del iter lógico descrito es un posterius a la deliberación que habría habido entre los miembros del Colegio. Esto es así porque la votación no es más que el resultado lógico del contenido que hubo habido de la deliberación que hubiesen tenido los Jueces, en tanto, antes de votar los integrantes primero deliberan, es decir, en primer término discuten sus puntos de vista, y no es sino luego de tal discusión que proceden a votar el asunto, cada quien según su leal saber entender y sobre la base del respeto absoluto del principio de independencia judicial de cada uno de los integrantes.  Ahora bien, esta votación puede resolverse en dos posibilidades. O bien, el tribunal acuerda o adopta una decisión conforme a la ley, en cuyo caso, se dice que el asunto o expediente está o quedó “votado”, o, por el contrario, entre sus miembros no hay acuerdo entre sus miembros, caso en el cual se da el fenómeno de la discordia que regular el artículo 60.3 del Código Procesal Civil. 


C) Redacción: Una vez votado, excepción hecha del fenómeno de discordia que dispone el artículo 60.3 del Código Procesal Civil en que no hay todavía propiamente una resolución, luego procede la fase de la redacción de lo resuelto por el Tribunal. Dentro del iter lógico que venimos comentando, la redacción es la fase en que el órgano jurisdiccional explaya hacia el exterior por medio de la escritura ( por supuesto en el marco de resoluciones escritas) la decisión interna adoptada conforme a lo deliberado y votado. De este modo, la redacción es el instrumento formal por medio del cual la Cámara hace recognoscible hacia las partes, los terceros y la ciudadanía en general la declaración de voluntad en que consiste la decisión que hubo adoptado en la fase de deliberación y votación. 


D) Validación: Implica el acto de aprobar, autenticar, autorizar, esto es la conformidad de los y las miembros del tribunal que votaron el proyecto con su redacción final, el cual, en el caso de las resoluciones escritas, se manifiesta con el acto de la firma física o electrónica del documento.


	


	A la sazón, siempre dentro de este afán de precisión conceptual, claramente puede verse que las fases A) y B) supradescritas, implican una fase que sucede en un puro nivel interno en los integrantes del Colegio, porque es el proceso en que se resuelve la formación interna de la voluntad de ciencia y conocimiento en que consiste la decisión que adopta el Tribunal. Por el contrario, las fases C) y B) ocurren en un ámbito externo, en tanto implican el mecanismo de EXTERIORIZACIÓN de aquella declaración de voluntad en que consiste la decisión adoptada por los Jueces que integran el Colegio, en modo tal que aquella decisión adoptada por el órgano jurisdiccional pero que aún está en el fuero interno de sus integrantes, se hace luego recognoscible exteriormente en lo que hace a las partes del proceso, a los usuarios y, en general, para la ciudadanía en general. 


	Ha sido necesario establecer toda esta descripción para examinar la temática del aludido “PROTOCOLO DE PASE PARA FALLO” que propone el presente Informe en análisis, frente a lo que dice la ley tocante al momento en que en un caso concreto existe YA una decisión o votación adoptada por un Tribunal Colegiado.


	El tema de cuándo o en qué fase ello sucede, tiene implicaciones no sólo desde el punto de vista jurídico en el proceso sino además en cuanto al alcance del principio de publicidad procesal y el derecho a la información a que tienen derecho las partes y la ciudadanía en general, el cual está regulado a nivel de norma legal en el Código Procesal Civil a título de principio general en el artículo 2.10, pero que en realidad tiene un alcance incluso constitucional.


	En efecto, la relevancia de la determinación del momento en que ya “hay decisión” por parte de un Tribunal, es relevante porque, de las aludidas fases de elaboración de la resolución judicial TAN SÓLO la deliberación y votación son las únicas que están cobijadas por el secreto conforme así lo disponen los artículos 50.6 y 60.2 del Código Procesal Civil.  


	Y según lo demarca la ley de manera expresa, en nuestra legislación procesal civil, hay decisión de un Tribunal Colegiado, es decir, hay “ASUNTO VOTADO”  y, por tanto “decidido” DESDE EL MISMO MOMENTO en que sus integrantes, o, al menos, la mayoría éstos, alcanzan un acuerdo sobre el tema o cuestión que es objeto de pronunciamiento. A esto se refiere el aludido numeral 60.2 en su párrafo primero cuando en forma textual indica: “Para que haya resolución es necesario el voto conforme de la mayoría de todos los miembros, sobre cada uno de los puntos objeto de pronunciamiento.”. Por supuesto, que esa decisión YA adoptada se refleja en el “POR TANTO” o parte dispositiva de lo resuelto, y ello abstracción hecha de que luego se DIFIERA para un momento posterior la fase de redacción integral y validación de lo resuelto.


	Este punto es crítico y medular para entender la cuestión. Desde un punto de vista técnico, conforme a la ley, YA HAY FALLO en el mismo momento en que el asunto QUEDÓ VOTADO. Y si bien, podría no haber redacción integral de lo resuelto aún, ese asunto ya votado, cuya declaración está contenida en el “por tanto”, no está ya cobijado por el secreto del proceso y, por tanto, debe ser ya consignado en el libro o registro de fallos para que tanto las partes y la ciudadanía en general conforme a la ley puedan tener acceso a su contenido, aún y cuando, esté pendiente la redacción y firma del pronunciamiento en cuestión. Recuérdese que conforme al citado numeral 2.10 del Código Procesal Civil, la regla general es que el proceso es de conocimiento público, salvo que la ley disponga lo contrario de manera expresa. Así, en esta materia no cabe interpretación extensiva porque está de por medio el derecho constitucional de los justiciables al acceso a la información y publicidad del proceso, y, ciertamente, como se dijo, de las fase de elaboración de la resolución una vez ya deliberado y votado el asunto, las partes tienen ya el derecho a acceder y conocer el contenido de lo decidido por el Tribunal en lo que hace al menos a la parte dispositiva o “por tanto” del fallo o pronunciamiento adoptado. 


	Incluso, la temática de la fuerza normativa del “por tanto” de una resolución, aún y cuando esté pendiente su redacción integral, es un tema que hasta la Sala Constitucional ya ha desarrollado, para lo cual pueden examinarse, entre muchos, el voto número 08170 del año 2004, los Votos número 12025 y 15965, ambos del año 2006, el número 05802 del 2011 y el 07248 del año 2020 de ese alto Tribunal Constitucional en lo que hace a la fuerza normativa de los “POR TANTOS” de sus resoluciones aún cuando no esté elaborada la redacción integral del fallo.


	En este cometido, conforme a la ley, en materia de resolución en Tribunales Colegiados una vez concluida la votación, YA HAY DECISIÓN, de modo que su redacción y posterior validación son tan sólo actos materiales que son POSTERIORES a la decisión ya adoptada por el órgano jurisdiccional, y en esta confusión en la que AÚN AL DIA DE HOY y luego de tantas advertencias que los suscritos hemos hecho al respecto parece incurrir el Protocolo que se pretende instaurar que parte de la idea, en total confrontación con lo que dice la ley, de que hay decisión o pronunciamiento hasta que la resolución está redactada e incluso firmada por los integrantes del Tribunal, en tanto, PARA EFECTOS ADMINISTRATIVOS SE DIFERIRÍA EL CIERRE ESTADÍSTICO DE LA CARPETA Y, POR TANTO, EL CONTEO DE LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ PARA EFECTOS DE EVALUACIÓN DE DESEMPEÑO HASTA QUE OCURRA LA REDACCIÓN INTEGRAL Y FIRMA POR PARTE DE TODOS LOS INTEGRANTES DEL TRIBUNAL, lo cual es inviable legalmente por cuanto dicho parámetro sería contrario a lo que dicta la ley.


	Así entendido, mientras que para la Ley YA HAY RESOLUCIÓN CON FECHA Y NÚMERO DESDE UN PUNTO DE VISTA TÉCNICO JURÍDICO, para Planificación, la resolución existiría "para efectos administrativos" HASTA QUE ESTÉ REDACTADA Y FIRMADA POR TODOS LOS JUECES lo cual es abiertamente arbitrario por ser contrario a la ley una inconsistencia tal frente a una norma de rango superior que dice otra cosa. Todo lo contrario, según la ley, como se viene diciendo, JURÍDICAMENTE YA HAY DECISIÓN POR PARTE DEL TRIBUNAL DESDE EL MOMENTO EN QUE EL ASUNTO QUEDA VOTADO según los términos supra descritos. POR TANTO, cualquier parámetro administrativo de evaluación debe ajustarse a ese predicado legal por ser norma superior, de modo que tanto el cierre estadístico de la carpeta como el conteo del voto del Juez para efectos de su cuota de trabajo y evaluación de desempeño debe coincidir con el mismo momento de hora y fecha en que el asunto fue votado, aunque aún esté pendiente su redacción integral y firma.


Así, el indicado Protocolo de Pase para fallo propuesto para los Tribunales Civiles no tiene sustento legal alguno, conforme a lo que actualmente dicta la Ley. Para un sustento legal tal, sería necesaria una reforma legal de lo que dispone el tantas veces citado artículo 60.2 del citado Código Procesal Civil, en el sentido de que tendría el legislador que decir de manera expresa que “existe resolución” en un Tribunal Colegiado “hasta que conste la firma de la totalidad de sus integrantes”, pero ciertamente ello no es lo que actualmente dicta la norma legal.   


	Por supuesto que, debemos insistir en que si bien el proyecto de informe sometido a escrutinio parece apuntar a que únicamente se valide el procedimiento allí propuesto de pase a fallo unipersonal, reservando para un momento posterior el del pase a fallo colegiado, acorde a la recomendación de inclusión de un nuevo instrumento en el sistema que habilite un nuevo indicador que diga “Cantidad de procesos deliberados y votados”, insiste, contrario a nuestra reiterada oposición resumida en el recuento histórico que allí se incluye, en deslindar la parte administrativa de la legal, insistiendo a través de una recomendación dirigida al Consejo Superior, para que este órgano valide o refrende el protocolo administrativo creado y dirigido a evaluar el rendimiento mensual de las personas juzgadoras de apelación, con pautas contrarias a la normativa legal de rango superior, situación tajantemente prohibida por el ordenamiento patrio.





Veamos.   En el punto 1.1, páginas 4 y siguientes, se dice según transcripción en lo conducente: “En virtud de que en este informe se detectó que en el caso de los Tribunales Primero y Segundo de Apelación Civil de San José se cierran estadísticamente los recursos el día de la votación con el “por tanto”, sin existir la redacción integral de la sentencia y para evitar confusiones en lo que se pueda interpretar por cada oficina el significado de “votos” a nivel administrativo en la cuota de trabajo, se solicita al Consejo Superior aclarar que a nivel de Tribunales de Segunda Instancia actualmente lo que se mide en el indicador “cantidad de sentencias dictadas por persona juzgadora” corresponde a cantidad de redacciones de votos con número y firmados que generan a su vez un terminado a nivel estadístico.





Es decir, lo que cuenta en la cuota actual por persona juzgadora a nivel administrativo para cálculo de rendimiento son la cantidad de sentencias que la Jueza o Juez informante vote y firme de forma unipersonal o colegiada por mes y no la cantidad de sesiones de votación que realice.





La definición de indicadores responde a que se detecta una actividad crítica cuyo comportamiento se debe monitorear, es por ello que en este momento a nivel de indicadores no existe ninguno que este asociado a la cantidad de sesiones de votación que realicen por mes las Jueza o Jueces ya que eso queda a criterio de los tribunales siempre y cuando les permita alcanzar la cantidad de sentencias mínima solicitada por mes, pese a que conforme al artículo 60.2 del Código Procesal Civil hay resolución cuando se vota; sino que administrativamente se decidió medir la cantidad de recursos terminados estadísticamente, ya que no es sino hasta que el asunto cuenta con la sentencia integral votada y firmada que el asunto puede reportarse como terminado estadísticamente y sale del circulante en trámite de la oficina.” 





Y luego, en el acápite de Recomendaciones al Consejo Superior, se le solicita:





			Aclarar a los Tribunales de Apelación Civil de San José, y los acuerdos del Consejo Superior en sesiones 85-17 celebrada el 19 de setiembre del 2017, artículo LXXV y 91-2022 celebrada el 20 de octubre del 2022, artículo LV, en el sentido de que la cuota de trabajo actual y que mide el indicador “cantidad de sentencias dictadas por persona juzgadora” corresponde a cantidad de redacciones de votos con número y firmados que generan a su vez un terminado a nivel estadístico.  Es decir, lo que cuenta en la cuota actual por persona juzgadora a nivel administrativo para cálculo de rendimiento es la cantidad de sentencias que la Jueza o Juez informante vote y firme de forma unipersonal o colegiada por mes y no la cantidad de sesiones de votación que realicen. Lo anterior pese a que conforme al artículo 60.2 del Código Procesal Civil hay resolución cuando se vota; sino que administrativamente se decidió medir la cantidad de recursos con la sentencia integral votada y firmada, momento en el cual el asunto puede reportarse como terminado estadísticamente y salir del circulante en trámite de la oficina.  Para medir las sentencias colegiadas, cuando se vota (incluyendo votos salvados),  la gestoría Civil solicitó un nuevo indicador.“











	Es menester advertir que una disposición meramente administrativa, aun cuando haya sido previamente validada por el respectivo órgano administrativo, no podrá nunca ir contra el contenido de una norma de rango superior legal que disponga lo contrario, deviniendo en ese caso su inaplicabilidad por lo dispuesto en el numeral 8 inciso 2) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, estando en ese caso el funcionario judicial autorizado para no aplicarla.   Veamos por qué.  Dado que el numeral 60.2 del Código Procesal Civil de 2018 dispone que habrá resolución cuando el asunto colegiado sea votado, ningún parámetro administrativo de evaluación podrá apartarse de esa variable con fines administrativos.  Ergo, si las personas juzgadoras tenemos como principal función ejercer la jurisdicción a través del dictado de resoluciones judiciales, y en el caso de quienes integramos el Tribunal de Apelación Primero Civil de San José, resolver los recursos contra los pronunciamientos emitidos en primera instancia, y en el caso de los asuntos colegiados, la ley procesal es clara en definir el momento jurídico en que habrá resolución, esto es, cuando el asunto sea votado con la emisión de la hora, fecha, número y Por Tanto, el órgano administrativo deberá utilizar ese parámetro como el único válido para definir la cuota de trabajo mensual asignada por mes.   En concreto, NO PODRÁ condicionar la evaluación del rendimiento mensual a que la resolución ya surgida a la vida jurídica como resultado de la votación, sea de previo redactada y firmada, porque estas dos actividades de validación jurisdiccional se ubican en una etapa posterior a la votación y consecuente surgimiento de la resolución, que es en esencia la función jurisdiccional que la Constitución Política nos asignó en concreto.





	Parece que la autora del proyecto del informe sometido a consulta presupone que el indicador “Cantidad de sentencias dictadas por persona juzgadora” alude al expediente con el asunto votado, redactado y firmado por las personas juzgadoras.  Nada más alejado de la realidad.  Una cosa no lleva a la otra.  Su abordaje revela una importante deficiencia en la labor interpretativa acorde a la evidencia adjunta.  El indicador administrativo “sentencias dictadas” debe ser coherente con la disposición legal; no al revés.  El uso de esos vocablos tan sólo evidencia que la respectiva resolución haya sido dictada, lo que ocurre es que, a partir de 2018 con la reforma procesal, para no ir más atrás, el concepto de sentencia o resolución dictada debe engarzarse necesariamente con el numeral 60.2 y este nos dice que el mentado acto jurídico procesal existirá una vez el asunto sea votado, momento en el que se emitirá la hora y fecha, número y Por Tanto.  Así las cosas, nunca podría hacerse coincidir “sentencias dictadas” con “resoluciones votadas, redactadas y firmadas”, porque la ley va en otra dirección.  De nuevo, que existan actos administrativos anteriores con ese enfoque, no significa que debamos atenderlos si violentan groseramente el bloque de legalidad, como parece ocurrir en este caso.





	A lo sumo, PODRÁN utilizarse dos criterios, un primero vinculado a la cantidad de asuntos votados como generadores de resoluciones judiciales, y un segundo vinculado al momento en que la redacción y firma de los asuntos votados sea insertado en el sistema, en el entendido que para efectos del conteo del rendimiento mensual el único utilizable será el de la votación, coherente con la pauta legal de rango superior, sirviendo el segundo criterio, a lo sumo, como insumo para prevenir y detectar anomalías temporales en la finalización de la etapa de fallo, susceptibles para el eventual inicio de un procedimiento disciplinario.  





	Por supuesto que bajo estas consideraciones, los suscritos aquí firmantes estamos en total desacuerdo con la implementación del Protocolo así dispuesto, sin perjuicio, que los suscritos en modo alguno nos oponemos antes bien, aplaudimos por su necesidad y conveniencia, la existencia de sistemas de control administrativo de la producción de resoluciones de los Tribunales, pero entonces todo protocolo de Pase para Fallo que apunte en esa dirección debe respetar el principio de legalidad y jerarquía normativa (artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública) y en esa lid, ajustarse al artículo 60.2 del Código Procesal Civil, por ser una norma de rango superior. 


	En los términos planteados, dejamos contestada la audiencia otorgada para los fines pertinentes.








Atentamente:


Licda. Elieth Vargas Ulate


Lic. Manuel Hernández Casanova


Lic. Juan Carlos Meoño Nimo


Lic. Edgar Echegaray Rodríguez
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